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I. Resumen Ejecutivo 

Desde 1964, año de su constitución, el Parlamento Latinoamericano (Parlatino) 
es una institución democrática en la cual se encuentran representadas todas 
las tendencias políticas existentes en los congresos latinoamericanos; su 
principal función es promover, armonizar y canalizar el movimiento hacia la 
integración. 

A 50 años de su fundación, los principios de Parlatino no sólo permanecen, 
sino que se han fortalecido con el transcurso del tiempo al igual que sus 
propósitos. 

Una de las funciones, sin duda más importantes, y quizá también una de las 
más difíciles, que debe realizarse dentro de un proceso de integración, es la 
referente a la armonización legislativa, por medio de la creación de las leyes 
marco, para lo cual las Comisiones del Parlatino cuentan con el apoyo de 
diversos organismos internacionales con los que tienen acuerdos de 
cooperación interinstitucional. Así, se han elaborado anteproyectos, proyectos y 
propuestas de leyes marco en diversos campos. 

Actualmente, el Parlatino además de su trabajo regional, es parte importante de 
la Asamblea Parlamentaria Euro-Latinoamericana, creada en 2006, en donde 
se adoptan y presentan resoluciones y recomendaciones a las diversas 
organizaciones, instituciones y grupos ministeriales encargados del desarrollo 
de la Asociación Estratégica Bi-regional. 

En el contexto de la conmemoración del cincuentenario del Parlatino se 
llevarán a cabo dos encuentros:  

 El IV Encuentro de Jóvenes Parlamentarios, que tendrá como objetivo 
analizar y debatir en torno a cinco Mesas de Trabajo con los temas: 
Medio Ambiente, Recursos Naturales y Responsabilidad 
Intergeneracional; Legislación y Políticas de Género, Derechos Sexuales 
y Reproductivos; Nueva Legislación sobre Drogas y Lucha contra el 
Narcotráfico; Garantías de Acceso a los Derechos a la Educación y el 
Empleo Juvenil; y Democracia, Participación Política y Derechos 
Colectivos.  

 El Encuentro de Parlamentarios/as y Expertos en el Parlamento 
Latinoamericano “Mujeres, Política, Democracia y Desarrollo sostenible 
en el Siglo XXI”. Este encuentro girará en torno a cuatro Mesas de 
Trabajo: Promover la democracia paritaria: medidas afirmativas, 
democracia paritaria, sistemas electorales, tribunales electorales y 
financiación electoral; Fortalecer el liderazgo de mujeres: capacitación, 
fortalecer las bancadas, redes de mujeres políticas y movimientos de 
mujeres, inclusión de mujeres jóvenes; Partidos políticos que promueven 
la igualdad sustantiva en sus estructuras, programas, funcionamiento; y 
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Combatir la discriminación y estereotipos sexistas y la violencia: medios 
sensibles al género, sensibilización y legislación contra la violencia a las 
mujeres en la política.  

También se celebrará una Asamblea Conmemorativa del 50 Aniversario del 
Parlamento Latinoamericano, en la que además de llevar a cabo el izamiento 
de la Bandera de Parlatino, se presentará el sobre conmemorativo emitido por 
la Dirección Nacional de Correos y Telégrafos de la República de Panamá. 

Posteriormente, el Secretario General de la OEA, Dr. José Miguel Insulza, dará 
una conferencia magistral en el auditorio de la sede del organismo. En la 
misma ceremonia se contará con la presencia del Excmo. Sr. Juan Carlos 
Varela, Presidente de la República de Panamá. 

Previamente, las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia, Tecnología y 
Comunicación; Equidad de Género, Niñez y Juventud; Servicios Públicos y 
Defensa del Usuario y el  Consumidor; y Medio Ambiente y Turismo, llevarán a 
cabo sus reuniones con el objetivo de dar seguimiento a los temas tratados 
durante las últimas sesiones, y a los avances en algunas leyes marco 
desarrolladas en el seno de las mismas, así como plantear los temas a abordar 
en el año 2015. 
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II.-Objetivos. 
 
La Comisión de Equidad de Género, Niñez y Juventud se reúne con el objetivo 
de continuar con la creación de una Ley Marco sobre la violencia escolar; 
seguir con el análisis que se ha venido haciendo sobre el tema de abuso 
sexual; y por último hacer un balance de la situación actual en el que se 
encuentran las estancias infantiles en la región, con el fin de hacer las 
propuestas correspondientes para mejorar las legislaciones en el citado tema.  
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REUNIÓN DE LA COMISIÓN DE EQUIDAD DE GÉNERO, 

NIÑEZ Y JUVENTUD DEL PARLAMENTO 

LATINOAMERICANO 

 PANAMÁ 3, 4 Y 5 DE DICIEMBRE DE 2014 

 

LUGAR DE LA REUNIÓN: SEDE PERMANENTE 
 

PROGRAMA 
 

HORARIO  ACTIVIDADES  RESPONSABLE / 

OBSERVACIONES 

MARTES 2 DE DICIEMBRE 

  Llegada de los Parlamentarios, Traslado al hotel  Protocolo del 

Parlamento 

Latinoamericano 

  MIERCOLES 3 DE DICIEMBRE   

8:30 

 

Traslado de los Legisladores a la Sede Permanente 

 

Protocolo del 

Parlamento 

Latinoamericano 

09:00  Instalación de la reunión de la Comisión 

INICIO DE LOS TRABAJOS 

 

DESIGNACIÓN DE UN LEGISLADOR COMO 

SECRETARIO REDACTOR 

Tema I.   

•  Ley Marco sobre la violencia escolar  

Expositoras: 

México y Argentina 

Secretaría de 

Comisiones 

11:00  Receso 

 

 

11:30   Continuación de los trabajos   

13:00   Almuerzo   
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HORARIO  ACTIVIDADES  RESPONSABLE / 

OBSERVACIONES 

14:00  Continuación de los trabajos:  

Tema II 

Abuso sexual 

 

16:00  Receso   

16:15  Tema III 

Estancias infantiles. 

 

18:00 horas  Lectura y aprobación del Acta 

Fin de la jornada.  

 

 

  4 Y 5 DE DICIEMBRE  RESPONSABLES:  

   

Eventos  Conmemorativos del 50 Aniversario  del 

Parlamento Latinoamericano 

 

  ENCUENTRO DE PARLAMENTARIOS/AS Y 

EXPERTOS EN EL PARLAMENTO 

LATINOAMERICANO 

 

‘Mujeres, Política, Democracia y Desarrollo 

sostenible en el Siglo XXI’ 

 

Se anexa agenda: 

Parlamento 

Latinoamericano 

 

ONU Mujeres 

 

Foro Nacional de 

Mujeres de Partidos 

Políticos 

 

  4 Y 5 DE DICIEMBRE  RESPONSABLES: 

  Encuentro de Parlamentarios Jóvenes 2014 

Agenda por confirmar. 

Parlamento 

Latinoamericano 

 

Vicepresidente del 

Parlamento 

Latinoamericano: 

Asambleísta Virgilio 

Hernández (Ecuador) 
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ACTA DE LA XX REUNIÓN DE LA COMISIÓN DE EQUIDAD DE GÉNERO 
NIÑEZ Y JUVENTUD 

Santo Domingo, República Dominicana, 26 de junio de 2014 

El día 26 de junio se reunió en la Ciudad de Santo Domingo, República Dominicana, la 

Comisión de Equidad de Género, Niñez y Juventud del Parlamento Latinoamericano 
con la participación de los siguientes Legisladoras (es): 

La Presidenta diputada Marilyn Vallarino da la bienvenida y abre la sesión de la 
Comisión de la reunión de Equidad y Género, Niñez y Juventud y solicita la 
presentación de todos los y las legisladores que la conforman. A continuación 
se presentan los temas de la reunión:  

 

 

 
LEGISLADORA (OR) PAIS 

Sen  Ada Rosa Iturrez de Capellini  ARGENTINA  
Dip.  Mara Brawer  ARGENTINA  
Sen
.  

Ingrid Kunath  ARGENTINA  

Dip.  Ana María Sempertegui Valdez  BOLIVIA  
Dip.  Jorge Rathger  CHILE  
Dip.  Germán Becker  CHILE  
Sen
.  

Arleth Patricia Casado de López  COLOMBIA  

Sen
.  

Marilyn Moses  CURACAO  

Sen
.  

Eungéne G. Cleopa  CURACAO  

Sen
.  

Armin E. Konket  CURACAO  

Dip.  Margarita Rodríguez Siguenza  EL SALVADOR  
Dip
Dip
Sen
Dip. 
Dip. 
Dip. 
Dip.  
Dip.  

Mariela Peña Pinto  
Carmen Lucía Pérez Camarena 
Lisbeth Hernández Lecona  
Crystal Tovar Aragón  
Martha Leticia Sosa Govea  
Marilyn Vallarino (Presidenta)  

EL SALVADOR  
MÉXICO  
MÉXICO  
MÉXICO  
MÉXICO  
PANAMÁ  

Dip.  Blanca Vargas Caballero  PARAGUAY  
Dip.  Cynthia Tarrago  PARAGUAY  
Sen
.  

Blanca Beatriz Fonseca Legal  PARAGUAY  

Sen
.  

Lloyd Josiah Richardson  SAN MARTIN  

Sen
.  

Silvia Viola Meyers  Olivacce  SAN MARTIN  

Dip.  Graciela Matiaude  URUGUAY  
Dip.  Delsa Solorzano  VENEZUELA  
Dip.  Francisco García  VENEZUELA  
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Tema I  

Exposición de motivos y Proyecto de Resolución de Convenio para la creación 
de una Red Latinoamericana de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes 
Trabajadores.  

Dip. Ana Maria Sempertegui de Matienzo (Bolivia) Se inician los trabajos con la 
explicación del Proyecto de resolución de convenio para la creación de una red 
latinoamericana de protección de niñas niños y adolescentes trabajadores.  

Dip. Ana María Sempertegui. Bolivia  

Se anexa a la presente acta la exposición del proyecto.  

La diputada explica los Motivos y justificación para la aprobación del convenio.  

Se realizan diferentes intervenciones para discutir el proyecto y las 
experiencias en los países que a continuación hacen uso de la palabra: 
Diputada Magda Rodríguez Azcona, República Dominicana; Diputada Graciela 
Matiaude, Uruguay, Diputada Delsa Solorzano de Venezuela, Diputadas 
Mariela Peña Pinto y Margarita Rodríguez Siguenza, El Salvador, México, 
Chile; Diputado Jorge Rathgeb, Chile; Senadora Mara Brawer de Argentina y 
por Panamá, la Diputada Marilyn Vallarino, Presidenta de la Comisión.  

Los presidentes de las diferentes comisiones Legislativas del Congreso de 
República Dominicana, juventud, familia y equidad de género explican los 
logros sobre la situación de su país.  

Se comentó:  

Promover siempre en las leyes el interés superior del menor.  

Se propone quitar la edad mínima en el proyecto para homologar a todas las 
legislaciones de los estados. Se aprueba por unanimidad  

Dentro de las intervenciones se mencionó lo siguiente:  

• La pobreza se radica con la educación.  
• Tomar en cuenta el empleo informal.  
• Tener trato digno y erradicar el abuso infantil.  
• Incorporar la perspectiva de familia, para recuperar el tejido social de los 
países.  
• Aumentar la escolaridad.  
• Implementar políticas públicas para que se ejecuten y evalúen los 
derechos de los menores que trabajan.  
• Diferenciar sobre como los padres enseñan a trabajar a los hijos dentro 
de una familia, y permitirles trabajar con el permiso de sus padres siempre y 
cuando estudien.  
• Fiscalizar la políticas públicas en materia de apoyo al trabajo me 
menores de edad.  
• Los derechos de los niños los tiene que proteger el estado.  
 
La Presidenta consulta a los legisladores miembros de la comisión si es de 
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aprobarse el resolutivo con las modificaciones propuestas para omitir la edad, y 
quedar de la siguiente forma:  

RESUELVE  

ÚNICO. La creación de una red latinoamericana de protección de niñas, niños y 
adolescentes, principalmente que tengan por misión propiciar la ejecución de 
políticas públicas en los Estados Miembros del Parlamento Latinoamericano 
que vayan en favor de la erradicación del trabajo infantil, estableciendo 
acciones para subir paulatinamente la edad de admisión al empleo en menores 
de edad en los Estados Miembros del Parlamento Latinoamericano.  
Aprobado por unanimidad  

Dado en la ciudad de Santo Domingo, República Dominicana a los veintiséis 
días del mes de junio del año dos mil catorce, por la Comisión de Equidad de 
Género, Niñez y Juventud en la Sesión Ordinaria del Parlamento 
Latinoamericano.  

 

Tema II -Cuota Femenina o discriminación positiva en política  

Expositora Diputada Minerva Tavárez (República Dominicana)  

Se anexa exposición  

Se debate el tema y participan las y los legisladores de El Salvador, Diputadas 
Margarita Rodríguez Siguenza y Mariela Peña Pinto, Uruguay Dip. Graciela 
Matiaude; Venezuela Diputada Delsa Solorzano; México, Diputada Martha 
Leticia Sosa, Panamá la Presidenta de la Comisión y el Diputado Jorge 
Rathgeb, Chile.  

Se compartieron los avances legislativos en equidad, igualdad, cuota y paridad 
de género, para combatir la discriminación del derecho de la participación 
política de las mujeres en las leyes de partidos políticos, ventajas y desventajas 
de las realidades sociales de cada uno de los países integrantes del Parlatino.  

Que las mujeres puedan Construir, opinar, incidir en la toma  de decisiones 
para gobernar una Nación.  

 

Tema III  

En el tercer punto del orden del día se expuso el tema sobre el Bullying Análisis 
del problema y posibles estrategias, participaron las legisladoras de México 
Crystal Tovar Aragón y Carmen Lucía Perez Camarena. Quienes comentan 
sobre las iniciativas de ley, proyectos y estrategias que se están ejecutando en 
México para prevenir la violencia escolar. Debe de existir en las políticas 
públicas el apoyo de la familia y de las instituciones educativas. Asimismo 
proponen hacer un encuentro con la Federación Iberoamericana de 
Ombudsman (FIO) y el Parlatino. Y crear una comisión especial del para entrar 
al fondo del análisis sobre la violencia escolar.  

Se anexan exposiciones.  

Así como la diputada Mara Brawer, de la República Argentina, expone sobre la 
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violencia escolar y la diferencia con el Bullying.. En Argentina se promovió y 
aprobó una ley para la promoción de la convivencia y el abordaje de la 
conflictividad social en las instituciones educativas. Los Niños tienen que ser 
escuchados y tener espacios de participación para contar lo que les pasa. 
Debe de existir reglamentos de convivencia en todos los planteles elaborados 
por los propios niños entender y construir las normas. Los niños tienen que 
entender que deben ser responsables de sus actos y por lo tanto cuando hay 
mala conducta de tener sanciones escolares.  

La solución es pedagógica con perspectiva de educación.  

Se anexa exposición.  

 

Tema IV  

Acto seguido se expone el tema 4 sobre proyecto de Ley de Protección Contra 
la Violencia en la Educación. Por parte de la diputada Ana María Sempertegui 
de Bolivia. Es preciso que nuestros estudiantes respeten las normas de la 
escuela y respeten a sus docentes y se respeten entre sí, pues con ello, 
aprenderán que el respeto a las leyes y a las instituciones es la base de 
nuestra convivencia democrática. Así cómo la aceptación por parte de los 
padres de su responsabilidad en la educación de los hijos.  

Expositora: Dip. Ana Maria Sempertegui de Matienzo (Bolivia).  

Se debate el tema entre las y los parlamentarios de Bolivia, Dip. Ana Maria 
Sempertegui de Matienzo; México, Diputada Carmen Lucía Pérez Macarena y 
Senadora Lisbeth Hernández Lecona; Argentina, Senadora Mara Brawer; 
Venezuela, Diputada Delsa Solorzano; República Dominicana, Magda 
Rodríguez Azcona; Chile, Diputado Jorge Rathgeb; Curazao, Senador Marilyn 
Moses; Paraguay, Senadora Blanca Fonseca Beatriz Fonseca Lega y Ecuador 
Asambleísta Esthela Acero. Señalando que es necesario analizar el carácter 
agresivo y violento de la interacción que se da entre los estudiantes dentro de 
las escuelas se ha constituido en un tema prioritario para la investigación, 
legislación y políticas públicas. La escuela tiene que ser un espacio de 
formación ética, moral, emocional y cognitiva de ciudadanos. Iniciando con 
valores de autoestima desde la familia. Para educar un niño se involucran 
muchos factores que se deben analizar y lograr un entorno de paz.  

La Presidenta sugiere que toda vez que el tema es sumamente importante se 
incorporen las propuestas de ley de todos los países y dejar el proyecto para 
ser aprobado en la próxima sesión. Y que se forme una Sub comisión para la 
elaboración de la Ley Marcó. Dicha comisión será integrada por los países de 
Bolivia, México y Argentina.  

Aprobado por unanimidad.  

El diputado Alexis Jiménez de República Dominicana propone que la comisión 
se pronuncie a favor de las 200 niñas nigerianas para que sean liberadas. 
Aprobado por unanimidad.  

Para la próxima sesión se propone los siguientes temas:  
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• Ley Marcó sobre la violencia escolar  
• Abuso sexual  
• Estancias infantiles.  
 
Aprobado por unanimidad.  

La diputada Martha Leticia Sosa G, de México opina que no se guarda 
concordancia en la estructura de la redacción del acta en comento, puesto que 
observa que del análisis del primer resolutivo se es muy genérico y no se 
menciona los nombres de las intervenciones que se despertaron sobre el tema.  

La Sen. Lisbeth Hernández L. Solicita a la Presidenta de la comisión que se 
someta a consideración de la Mesa Directiva los criterios para la redacción de 
las actas de las comisiones.  

Aclaración por parte de la Dip Graciela Matiaude (Uruguay)  

Por motivos de quebranto en mi salud, me vi impedida de manifestar el 
interés de integrar la reunión extraordinaria y así para poder sociabilizar un 
proyecto sobre la “Violencia domestica perpetrada contra incapaces y adultos 
mayores” situación que no escapa ninguno de nuestros países  

Solicito a ustedes se me tenga en cuenta ya que es de mi gran interés dicha 
problemática social.  

 
Saludos Cordiales  

Graciela Matiaude  
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA 
LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE LA VIOLENCIA 
ESCOLAR Y SE REFORMAN DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE 
EDUCACIÓN, LA LEY PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES Y EL CÓDIGO PENAL FEDERAL1 

 

El 4 de junio de 2014, con fundamento en lo dispuesto por los artículos: 71 
fracción II, así como por los artículos 8° numeral 1, fracción l, 164, 169 y 172 
del Reglamento del Senado de la República, las Senadores y Senadores, 
Mariana Gómez del Campo Gurza, María Lucero Saldaña Pérez, Raúl Morón 
Orozco, Lilia Guadalupe Merodio Reza, Lisbeth Hernández Lecona, Omar 
Fayad Meneses, Jorge Luis Lavalle Maury, Rabindranath Salazar Solorio, 
Marco Antonio Blásquez Salinas y Mario Delgado Carrillo, presentaron una 
iniciativa de Ley General para la Prevención y Atención de la Violencia Escolar. 

El 11 de diciembre de 2012, se presentaron iniciativas con proyecto de decreto 
por el que se expide la Ley General para la Promoción de la Convivencia Libre 
de Violencia en el Entorno Escolar y se reforman las fracciones IX y X del 
artículo 75 de la Ley General de Educación y el inciso D) del artículo 32 de la 
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y se 
adiciona el artículo 149 Quater del Código Penal Federal; en esa misma fecha, 
también se presentó la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se crea la 
Ley General de Convivencia, Prevención y Atención del Acoso Escolar. 

Ambas iniciativas, coincidentes en el objetivo, se turnaron para su 
dictaminación a las Comisiones Unidas de Educación y de Estudios 
Legislativos. 

Las iniciativas, con independencia de tener denominaciones diferentes, son 
plenamente coincidentes en el propósito de alcanzar acciones legislativas 
plenas, amplias e integrales para contar a nivel nacional con un marco jurídico 
general que prevenga, atienda y erradique el problema creciente de violencia 
en el entorno escolar, dentro del cual se encuentra el acoso escolar conocido 
como “bullying”. 

Diversos estudios ponen a México en una situación crítica en violencia escolar. 
En secundaria la situación es alarmante. La exclusión y discriminación que se 
dirige al niño o niña que es diferente se intensifica. Va desde las palabras 
hirientes hasta la violencia física. En ese escenario, lo ordinario, la paz, se 
vuelve extraordinario, mientras que lo excepcional, conquista mayores 
espacios.  

                                                 
1 Resumen de la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley General para la 
Prevención y Atención de la Violencia Escolar y se reforman disposiciones de la Ley General de 
Educación, la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y el Código Penal 
Federal. 
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La realidad es muy simple: los adultos no sabemos qué hacer. No sabemos 
qué tenemos enfrente y cómo podemos actuar ante los casos de violencia 
escolar.  

Durante el 2013, los senadores trabajaron para alcanzar acuerdos en un texto 
común, trabajando con constancia para arribar en consenso a la dictaminación. 
Sin embargo, esta no fue posible.  

Mientras la realidad avanza, la norma desafortunadamente se queda atrás; 
ejemplo de ello son los casos reportados en los medios de información y las 
quejas presentadas ante la Comisión Nacional de Derechos Humanos. Por ello, 
el 11 de febrero de 2014, los senadores mencionados solicitaron excitativa para 
que se dictaminen las diversas iniciativas en el Senado de la República sobre 
el tema. 

Lo hicieron porque consideran su responsabilidad proteger a las niñas, niños y 
adolescentes es categórica y porque es necesario avanzar en un marco legal 
que distribuya competencias entre los órdenes de gobierno, haga partícipes a 
las madres y padres de familia y a la comunidad educativa en general en su 
resolución y provea instrumentos, información y mecanismos 
interinstitucionales para planear programas de prevención, dotar de 
procedimientos especializados para saber qué hacer y a dónde acudir cuando 
se presenta el problema y, en su caso, canalizar a los responsables las 
autoridades competentes. 

Madres, padres de familia o tutores, han externado su preocupación sobre el 
problema. La violencia no distingue territorios ni ingresos. Ante sus gritos, el 
llanto, la desesperación, en las instancias oficiales se les ha respondido con 
silencio, que es la mayoría de las veces involuntario por desconocimiento.  

La violación de los derechos fundamentales de los menores, además de la 
constante victimización a la que se somete a la niñez y la juventud mexicana, a 
las madres, padres de familia o tutores y a la sociedad en general, es dolorosa. 
No podemos acostumbrarnos a un ambiente de violencia. 

Las niñas y niños sufren por la violencia, como generadores o como receptores 
de la misma. Los padres y madres de familia no saben qué hacer. Las 
autoridades no están capacitadas para enfrentar la problemática. Mientras 
tanto, niñas y niños se mueren lamentablemente. 

El estado mexicano debe asumir sus responsabilidades. Si los derechos 
humanos son en serio, es tiempo de que se legisle con visión para proteger a 
las niñas, niños y adolescentes, para que convivan en paz, en armonía, en 
libertad. 

No se puede permitir que el espacio escolar, el más seguro que debe existir, 
esté afectado por la violencia.  

La garantía de los derechos humanos, por ser primaria, debe dirigirse en primer 
lugar a la defensa de nuestra niñez y juventud.  
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Algunos artículos sobresalientes de la presente iniciativa son los siguientes:  

Artículo 69.- 

f) Propiciará la colaboración de maestros y padres de familia, trabajadores 
administrativos, personal directivo y estudiantes, y en general los 
integrantes de la comunidad educativa para salvaguardar la integridad y 
educación plena de las y los educandos y promover una convivencia libre de 
violencia en el entorno escolar.  

Artículo 75.- Son infracciones de quienes prestan servicios educativos:  

X.- Efectuar actividades que pongan en riesgo la salud o la seguridad de las y 
los alumnos o llevar a cabo, tolerar o permitir, sin tomar las medidas necesarias 
para evitarlo, actos de violencia en el entorno escolar dentro de las 
instalaciones educativas o dentro del horario escolar o como parte de las 
actividades extracurriculares; incluyendo el que se inhiba la denuncia ante las 
autoridades correspondientes; 

XI.- Ocultar a las madres, padres de familia o tutores las conductas de las y los 
alumnos que notoriamente deban ser de su conocimiento o no comunicar 
mediante los canales correspondientes que sus hijos o tutelados ejercen actos 
de violencia en el entorno escolar dentro de las instalaciones educativas o 
dentro del horario escolar o durante el desarrollo de las actividades 
extracurriculares; 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se reforma el artículo 32 de la Ley para la 
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar 
como sigue: 

Artículo 32. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a una educación que 
respete su dignidad y les prepare para la vida en un espíritu de comprensión, 
paz y tolerancia en los términos del artículo 3o. de la Constitución.  

ARTÍCULO CUARTO.- Se expide la Ley General para la Prevención y 
Atención de la Violencia Escolar, para quedar como sigue: 

TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

Capítulo I 

De los principios de la ley 

Artículo 1°. Esta Ley regula la convivencia libre de violencia en el entorno 
escolar que deben promover, en el ámbito de sus respectivas competencias, la 
Federación, entidades federativas y municipios, sus organismos 
descentralizados y los particulares con autorización o con reconocimiento de 
validez oficial de estudios, a fin de prevenir, evitar y erradicar la violencia, en 
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concordancia con los fines de paz, tolerancia y respeto de la educación 
previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley 
General de la Educación y demás disposiciones legales aplicables.  

Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés social y de 
observancia general en toda la República y tienen por objeto: 

I. Establecer los principios y criterios que, desde la perspectiva de una 
cultura de paz, igualdad de género y de derechos humanos de niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes, orienten el diseño e instrumentación, 
evaluación y control de las políticas públicas para reconocer, atender, 
erradicar y prevenir los distintos tipos de violencia en el entorno escolar, 
que se presenta en los niveles básico, medio superior y superior, tanto 
público como privado que se imparten en la Federación, las entidades 
federativas, el Distrito Federal y los municipios;  

II. Diseñar mecanismos, instrumentos y procedimientos que garanticen el 
derecho de las personas que integran la comunidad educativa a una 
vida libre de violencia en el entorno escolar, promoviendo una 
convivencia pacífica y la seguridad escolar en los centros educativos; 

III. Impulsar la coordinación interinstitucional para atender, erradicar y 
prevenir la violencia en el entorno escolar; 

IV. Establecer mecanismos de participación en el diseño e instrumentación 
de las políticas públicas en materia de prevención, atención y 
seguimiento de la violencia en el entorno escolar, con la participación de 
instituciones de la Federación, las entidades federativas y los 
municipios, en conjunto con instituciones académicas, organizaciones de 
la sociedad civil, asociaciones de padres de familia, niños, niñas y 
adolescentes y la comunidad educativa en general; 

V. Fomentar entre los integrantes de la comunidad educativa la facultad 
para establecer, ejecutar y en su caso, dar seguimiento y evaluar las 
acciones, proyectos y programas en materia de seguridad en las 
escuelas; 

VI.   
VII. Promover la creación y, en su caso, la modificación de los planes y 

programas de estudio que contribuyan a la prevención de la violencia en 
el entorno escolar desde un ámbito integral, multifactorial y 
multidisciplinario en coordinación con las autoridades de la Federación, 
las entidades federativas y los municipios; 

VIII. Promover y propiciar la corresponsabilidad social y la cohesión 
comunitaria para garantizar una convivencia libre de violencia en el 
entorno escolar, con especial énfasis en la fraternidad, solidaridad y 
sentido de pertenencia; y 

IX. Crear y fortalecer la interacción segura de la comunidad educativa al 
interior y exterior de las escuelas. 

Artículo 5°. Los principios rectores de esta Ley son: 

I. Salvaguardar el interés superior de la infancia y la protección integral de 
niños, niñas, adolescentes y jóvenes; 

II. La protección integral de niños, niñas, adolescentes y jóvenes; 
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III. El respeto, promoción y protección de los derechos humanos  
IV. El desarrollo integral de la persona; 
V. La prevención de la violencia en el entorno escolar; 

VI. La no discriminación y el respeto a la pluralidad y diversidad; 
VII. La cultura de paz; 

VIII. La igualdad de género; 
IX. La resolución pacífica de conflictos; 
X. El fortalecimiento de la cohesión comunitaria; 

XI. La igualdad; 
XII. La interdependencia; 

XIII. La integridad; 
XIV. La coordinación interinstitucional; 
XV. La resiliencia; 

XVI. La participación ciudadana de la comunidad educativa, con especial 
énfasis en la participación de niños, niñas, adolescentes y jóvenes.  

Artículo 20. A fin de formalizar las acciones de prevención, atención y 
seguimiento de la violencia en el entorno escolar y promover la convivencia de 
paz al interior de cada una de las comunidades educativas, las instituciones 
educativas públicas y privadas tendrán un Comité para la Convivencia Escolar, 
que será su órgano colegiado rector en las materias a que se refiere la 
presente Ley. 

Artículo 41. En todas las acciones que se deriven con motivo de la aplicación 
de la Ley, se protegerá la identidad y datos personales de los estudiantes, 
personas generadoras y receptoras de violencia en el entorno escolar, 
conforme a la legislación aplicable. 

Artículo 42. Además de lo previsto en el artículo 65 de la Ley General de 
Educación, son derechos de las madres, padres de familia o tutores, exigir a 
las autoridades que promuevan y logren una convivencia libre de violencia en 
el entorno escolar. 

Artículo 52. Son infracciones a la presente Ley: 

I. Incurrir, infligir, permitir o tolerar actos de violencia en el entorno 
escolar;  

II. Incitar a la realización de actos de violencia en el entorno escolar;  
III. No tomar las previsiones necesarias, dentro de los planteles educativos 

y en el horario escolar o en las actividades desarrolladas en la unidad 
escolar, para prevenir o atender incidentes de violencia en el entorno 
escolar;  

IV. No informar o comunicar al  Comité para la Convivencia Escolar, a las 
madres, padres de familia o tutores, o a la autoridad competente de los 
incidentes de violencia en el entorno escolar;  

V. Negar sin causa justificada la atención especializada a un incidente de 
violencia en el entorno escolar o no asistir o auxiliar a la persona 
receptora de violencia en el entorno escolar o generador de violencia en 
el entorno escolar;  



 28

VI. No contar sin causa justificada con el Reglamento para la Convivencia 
Escolar a que se refiere la presente Ley o no cumplir o no hacer cumplir 
con las normas de prevención de la violencia en el entorno escolar en él 
previstas; y 

VII. No asistir, sin causa justificada, a los cursos de capacitación para 
prevenir, atender y dar seguimiento a los incidentes de violencia en el 
entorno escolar y promover la cultura de la paz.  

La madre, padre de familia o tutor que incumpla deliberadamente cualquiera 
de las disposiciones de la presente Ley se hará acreedor a amonestación 
pública y/o multa, dependiendo de la gravedad o reiteración del caso. 
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Violencia Sexual: Identificación y Prevención 
del abuso sexual infantil.* 

 
 
 
Introducción. 

 
La violencia sexual hacia las niñas y los niños es un hecho que ocurre tanto en 
el contexto familiar como fuera de él, y a pesar de que existen reportes sobre 
su incidencia, a este tipo de violencia se le da poca atención, lo mismo ocurre 
en el ámbito escolar cuando una niña o un niño reporta a alguna figura docente 
que está viviendo este tipo de violencia, las más de las veces es ignorada o se 
invisibiliza ya que el atenderla implica que el personal docente y directivo 
enfrente situaciones que van desde el desconocimiento de estrategias teórico 
metodológicas, no quererse involucrar en acciones jurídicas o posiblemente 
enfrentarse con situaciones personales por el hecho de haber vivido una 
experiencia semejante. Sin embargo no se toman en cuenta los efectos que el 
abuso sexual puede generar de manera inmediata y a largo plazo si no se da 
una atención adecuada. 
 
El presente trabajo tiene como propósito presentar, de acuerdo a una revisión 
bibliográfica y considerando el marco jurídico vigente para la República 
Mexicana, lo que es la violencia sexual, específicamente el abuso sexual 
infantil, las circunstancias, las consecuencias, los signos que pueden alertar 
sobre la presencia de éste y las estrategias de atención en el contexto escolar. 
 
 
1. Violencia sexual (Guadalupe Ávila García). 
 
Existen una serie de creencias sobre el abuso sexual y la violación, éstas son 
algunas: 

 Sólo los hombres desconocidos de la víctima abusan sexualmente. 
 Los niños y las niñas mienten o fantasean sobre el abuso sexual. 
 Es poco frecuente. 
 La violencia sexual se da en familias de bajos ingresos, en donde hay 

alcoholismo, drogadicción o en enfermos mentales. 
 Algunos tipos de abuso no causan daño. 
 Las niñas, los niños o las mujeres provocan el abuso o la violación. 
 El abusador solo abusa de una persona o solo lo hace una vez. 
 La culpa que siente el agresor nunca la siente la víctima. 
 Un niño que sufre de abuso sexual de adulto será homosexual o 

abusador (Batres, 1997). 
 
 

                                                 
* Guadalupe Ávila García, “Violencia sexual: Identificación y prevención del abuso sexual infantil”, Secretaría de Educación Pública, 
México, D.F., 2011. 

 



 32

A diferencia de estos mitos, los hechos de violencia sexual se registran en 
todos los países, aunque no hay cifras exactas. De acuerdo a los datos de la 
Organización Panamericana de la Salud (OPS, 2003), una de cuatro mujeres 
puede ser víctima de violencia sexual por parte de su pareja y hasta la tercera 
parte de las adolescentes informa que su primera experiencia sexual fue 
forzada. 
 
La OPS (2003 p.161) define la violencia sexual como: Todo acto sexual, la 
tentativa de consumar un acto sexual, los comentarios o insinuaciones 
sexuales no deseados, o las acciones para comercializar o utilizar de cualquier 
otro modo la sexualidad de una persona, independientemente de la relación de 
esta con la víctima, en cualquier ámbito, incluidos el hogar y el lugar de 
trabajo.La coacción puede abarcar una amplia gama de formas de uso de la 
fuerza. Puede ser física, intimidación psíquica, extorsión, amenazas. También 
puede ocurrir cuando la persona violentada no está en condiciones de dar su 
consentimiento, y esto puede ser por estar bajo los efectos del alcohol, 
fármacos, drogas, dormida, con una discapacidad o cualquiera otra situación 
que le impida tomar decisiones. 
 
Los actos de violencia sexual pueden ser: la violación, el acoso sexual, el 
abuso sexual de niñas y niños, abuso sexual de personas con discapacidad, 
matrimonio o la cohabitación forzados incluido el matrimonio de menores, la 
denegación del derecho a hacer uso de la anticoncepción o a adoptar otras 
medidas de protección contra ITS, el aborto forzado, mutilación de genitales 
(sobre todo en las mujeres), inspecciones obligatorias para comprobar la 
virginidad, la prostitución forzada y la trata de personas con fines de 
explotación sexual, así como la pornografía infantil, entre otros. 
 
Otra forma de violencia sexual es el Hostigamiento el cual es comprendido 
como el comportamiento de naturaleza sexual no deseado y 
ofensivo…………………… incluye eventos ocasionales tales como: agarrar, 
tocar o pellizcar a la mujer (OPS, 2002, p.19). Este comportamiento puede 
identificarse en contactos físicos no deseados, comentarios sexuales tales 
como chismes, burlas y chistes con contenido sexual y ofensivo, referencias 
explícitamente sexuales; llamadas telefónicas, notas, cartas con contenido 
sexual para pedir o exigir citas o sexo, y proposiciones no deseadas por la 
mujer. Suelen ocurrir en la vía pública en donde el agresor y víctima son 
desconocidos, enel ámbito laboral y en el ámbito educativo. 
 
Respecto a la violencia sexual que se da entre pares considerada un tipo de 
bullying, se define como: Una situación de acoso o intimidación entre iguales, 
mediante una violencia prolongada, continuada e intencionada, ya sea física 
y/o psicológica y/o verbal, llevada a cabo por un individuo concreto o grupo y 
dirigida hacia un individuo que no es capaz de defenderse delante de la 
situación, transformándose en víctima (CDHDF, 2007, p.85). 
 
Se ha observado que estos niños y niñas que llevan a cabo la intimidación o el 
acoso son: aparentemente más fuertes físicamente que sus compañeros o 
compañeras, hay necesidad de dominar a los demás, se enfadan fácilmente, 
son impulsivos o impulsivas, tienen una baja tolerancia a la frustración y 
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buscan salirse siempre con la suya, suelen ser desafiantes y agresivos o 
agresivas con los adultos, no muestran inseguridad, pueden presentar excesos 
de ira en los cuales rompen cosas, gritan o golpean; y a la vez, pueden ser 
víctimas de violencia familiar, abuso sexual o no se les presta atención, ni 
tampoco se les establecen límites. Todos estos actos son violaciones a la 
libertad sexual. Algunas personas piensan que la violencia sexual es una 
expresión patológica de la sexualidad o que quien la ejerce no ha recibido una 
adecuada educación de la sexualidad, ante estas creencias es necesario 
clarificar el concepto de violencia y su relación con la sexualidad. En 
consonancia con las últimas recomendaciones de la Unión Europea La 
violencia sexual contra las mujeres, las chicas y los chicos no es la expresión 
agresiva de la sexualidad sino la expresión sexual de la agresión, hostilidad y 
poder con una base en las condiciones del patriarcado (European Workshop: 
Prevention of Sexual Violence againts Girls and Boys, p.32, citado en Barragán, 
2005). 
 
Así mismo refiere a Connel (1987) quien dice que el concepto de poder implica 
analizar quién toma las decisiones, sobre qué aspectos de la vida social y si 
esa persona está legitimada para tomarlas. Por eso la violencia sexual es una 
expresión de poder y no de sexualidad porque atenta contra la voluntad, la 
integridad y la dignidad de la persona. De acuerdo a este concepto algunas 
formas de violencia sexual son las llamadas telefónicas obscenas, propuestas 
sexuales indeseables, forzar a ver pornografía, acoso, violación, incesto, y 
cualquier acto sexual que la persona considere humillante o doloroso. La 
violencia constituye una expresión de prepotencia, intimidación y un atentado 
contra la libertad y la dignidad de las demás personas basada en un ejercicio 
ilegítimo del poder. Se ejerce contra personas concretas y en contextos 
concretos.  
 
 
2. Abuso sexual y violación a menores 
 
La OPS (2002, p. 16) en el documento de la Serie Género y Salud Pública 
como parte del Programa Mujer, Salud y Desarrollo conceptualiza el abuso 
sexual: Incluye cualquier conducta sexual directa o indirecta cometida por una 
persona mayor contra una persona de menor edad. La misma puede darse en 
contra de la voluntad del niño o la niña, o bien, por medio de la coerción, el 
chantaje y la manipulación. Debe tenerse presente que el consentimiento no es 
posible entre un adulto y una niña o niño, ya que las diferencias entre poder, 
estatura, habilidades cognitivas, información –entre otras- , hacen imposible la 
negociación para la actividad sexual. 
 
Se considera abuso sexual directo a la penetración oral, anal, vaginal, 
masturbación y sexo oral, tocamientos o manoseos en las partes íntimas, 
proposiciones sexuales y explotación sexual comercial. El abuso sexual 
indirecto es el exhibicionismo, voyerismo, mostrar material sexualmente 
explícito, exponer a presenciar actos sexuales, utilizar imágenes de niñas, 
niños o adolescentes en material sexualmente explícito por la vía del internet, 
videos o cualquier otro tipo de materiales; presenciar espectáculos de índole 
sexual donde participan niñas, niños y adolescentes, tráfico de personas 
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menores de edad con fines sexuales, intermediarios en el comercio sexual de 
niños, niñas y adolescentes. Esta forma de violencia causa lesiones físicas y 
emocionales a niñas y niños y dejan graves secuelas en la vida de las 
personas sobrevivientes.  
 
La explotación sexual comercial de personas menores de edad es una grave 
violación a los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes. El 
agresor casi siempre es un hombre adulto y la víctima por lo general es una 
niña o adolescente. Implica contratar u ofrecer los servicios de una niña, niño, o 
adolescente para realizar actos sexuales a cambio de dinero u otro beneficio. 
Las formas reconocidas de explotación sexual comercial son el sexo 
remunerado, el material sexualmente explícito y la utilización de niñas, niños o 
adolescentes en espectáculos sexuales, el turismo sexual y el tráfico con fines 
sexuales. 
 
En algunos países, las normas penales conciben a la violación como un ataque 
sexual caracterizado por la penetración anal y/o vaginal del pene a niñas y 
niños menores de 12 años y haciendo uso de la fuerza o coacción en caso de 
personas adultas. Esta forma de tipificación legal ha sido modificada por otros 
países donde se amplía el concepto a la penetración con dedos, objetos e 
instrumentos, así como a la penetración vía oral, vaginal o anal. 
 
 
Circunstancialidad. 
 
El abuso sexual tiene características y particularidades: se trata de actos 
planificados, con estrategias manipulativas hacia las niñas y los niños, el 
entorno familiar y las circunstancias con respecto al lugar y el momento del 
abuso; no son hechos aislados sino situaciones progresivas y generalmente 
prolongadas de abuso. El ofensor culpa y responsabiliza a la víctima, es una 
experiencia cargada de violencia emocional y que se sostiene generalmente 
por medio de las amenazas, coerción y manipulación. Son frecuentes las 
estrategias de control y aislamiento, así como el desacreditar a la víctima frente 
a sus familiares. Aunque el abuso sexual ocurre contra niñas y niños, diversas 
investigaciones demuestran que el ofensor es un hombre y la víctima en la 
mayoría de casos es una mujer, por lo que toma una direccionalidad genérica 
fundamental.  
 
En contraste a la creencia de que la violación es perpetrada por desconocidos, 
actualmente se conoce que los ofensores son frecuentemente amigos, 
compañeros o novios lo cual puede tener profundos efectos en la salud física, 
psicológica y sexual de las víctimas (OPS, 2002). El abuso sexual y la violación 
están relacionados con la violencia de género más que por las creencias de un 
“perfil psicopatológico del abusador” o la “provocación de la víctima”. La 
violencia se aprende fundamentalmente a través de los procesos de 
socialización de género y ante la ausencia de estrategias para resolver los 
conflictos de manera creativa. Asimismo existen mecanismos sociales que 
vinculan las masculinidades patriarcales con la agresividad y la utilización de la 
violencia con formas de expresión explícitas como la guerra, la violación de los 
derechos humanos y la violencia de género, aunque no todos los hombres 
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compartan este tipo de violencia. La cultura patriarcal ha promovido la 
asociación entre la afectividad y las mujeres, y la inteligencia y los hombres; así 
se enseña a las mujeres a entregarse a las demás personas y no amarse a sí 
mismas y por otra los hombres padecen una mutilación afectiva o ver 
sometidos sus sentimientos en la clandestinidad, en consecuencia una 
implicación es la tendencia de algunas mujeres a culpabilizarse y perder la 
autoestima en situaciones de violencia de género (por no “cumplir” lo que se 
espera de ella) y la tendencia de algunos hombres a sustituir la afectividad por 
la agresividad y la violencia (Barragán, 2005). 
 
La violencia hacia las mujeres se ha visto como una conducta normalizada en 
la educación de género que reciben los hombres; los roles asignados para 
cada género por la sociedad perpetúan las relaciones desiguales y las formas 
violentas para mantener el poder y el control de un género, el masculino, sobre 
el otro género, el femenino (González, 2001). La sexualidad es utilizada como 
instrumento que marca de manera impresionante la imposición de poder y la ira 
sobre el otro ser el cual se deshumaniza, degrada, y despoja de sus 
capacidades de libre elección sobre su cuerpo y el ejercicio de su sexualidad.  
 
Las formas en como actúa el agresor sexual con los niños y las niñas, de 
acuerdo a Blume, (1990), Cazorla, Samperio, y Chirino (1992), para acercarse 
a ellos y realizar el abuso se mencionan a continuación:  
 

El secreto. Corrompe el lazo entre la víctima y el abusador; al eliminar 
cualquier posibilidad de intervención, el secreto permite que el abuso 
continúe protegiendo al agresor. Este secreto puede guardarse durante 
años y tal vez para algunas personas adultas les sea sumamente difícil 
revelarlo en algún momento de su vida. Irónicamente muchas de las 
mismas consecuencias que protegen a la víctima, protegen al mismo 
tiempo al abusador. 
 
Las Amenazas. Hay casos en que las amenazas son mínimamente 
requeridas para iniciar el abuso, al avanzar éste se van haciendo 
necesarias para dar fuerza al secreto. Estas amenazas refuerzan la 
impotencia del niño o la niña ya que no tienen el poder que se requeriría 
para también amenazar, ven su existencia y su bienestar como su 
responsabilidad, temen arriesgar su ambiente. Las amenazas van en el 
sentido de que si “no cooperan” los pueden separar de la familia, les 
harán daño físico, matarán a algún miembro se su familia o a ellos 
mismos, les pueden hacer los mismo a sus seres queridos, nadie les 
creerá por ser niños y el adulto es “mas importante” además de 
experimentar las preferencias sociales que se les da a los adultos y la 
consigna de obediencia a cualquier persona de autoridad, “ya nadie los va 
a querer porque lo que se le hizo lo dañó”, si el agresor es el padre o 
padrastro “podría ser mandado lejos y eso pondría en riesgo la economía 
de la familia”. Las amenazas conllevan un poder aterrador y terrible para 
que un niño o una niña lo soporte. 
 
El Daño físico. Puede ser directamente hacia el niño o la niña o hacia 
algún animal para demostrarle que si es capaz de realizarlo. El daño físico 
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trata de hacerlo en zonas del cuerpo que no sean vistas con facilidad y 
que sean cubiertas por la ropa, estas van desde apretones, taparles la 
boca, hasta quemaduras. 

 
En el Programa de Atención Integral a Víctimas y Sobrevivientes de Agresión 
Sexual (PAIVSAS) citado por González (CDH del D.F., 2010) el cual fue creado 
a partir de las actividades realizadas en el Programa de Sexualidad Humana en 
el centro de servicios psicológicos de la Facultad de Psicología de la UNAM, al 
impartir terapia sexual a mujeres se encontró que un número significativo de 
pacientes con disfunciones sexuales tenían antecedentes de violación y o 
abuso sexual. La atención clínica del PAIVSAS centró su atención a personas 
que sufrieron o estuvieran pasando por violencia sexual y doméstica, los 
principales usuarios fueron mujeres, niñas y niños, en menor proporción 
hombres. De la atención que se dio de julio de 1994 a mayo de 2002 se reporta 
algunos datos que se consideran importantes para el presente trabajo: 
 

De 886 personas atendidas 71% vivían en ese momento o estuvieron en 
situación de violencia sexual. De 100 niños y niñas atendidas en el 2002 el 
agresor en un 95% de los casos es del género masculino, conocido de la 
víctima en todos los casos; 19% lo ocupa la figura paterna (aquí incluyen 
al hermano mayor), primos y tíos suman el 34%, edad promedio 19 años y 
el 90% no se encontraba alcoholizado. 
 
Las personas atendidas que eran abusadas sexualmente tienen en edad 
promedio 6 años, 77% niñas, recibieron amenazas 70%, maltratadas 
físicamente con relación al abuso 70%, tocadas en sus órganos sexuales 
40% y con penetración 25%. El lugar en el 45% fue en su casa. Si se 
toman en cuenta estos datos se comprenderá la sensación de impotencia, 
confusión, atropellamiento y degradación que sufre una niña o un niño y 
las consecuencias que se plasman a corto y mediano plazo en su 
desarrollo físico, psicológico y sexual. 
 
Consecuencias reportadas por personas adultas sobrevivientes de abuso 
sexual: 75% mujeres, 25% hombres, edad promedio 22.6 años, 49% 
soltera. Recuerda sensación de despersonalización 60%, irrealidad 30%, 
tiene recuerdos parciales actualmente 90%, recuerda que sí estaba 
alcoholizado 80%. De 80% que restablecieron su vida sexual el 65% 
presenta disfunciones sexuales, el 35% tiene depresión y 30% vive 
violencia sexual; solo el 40% cuenta con una red social y el 25% con una 
red familiar.  

 
Otro estudio exploratorio realizado por Cazorla, Samperio, y Chirino en 1992, 
como resultado de la atención a casos de abuso sexual a menores en el Centro 
de Terapia de Apoyo con población que en ese entonces vivía en el D.F., 
reporta datos estadísticos, demográficos y victimológicos, a fin de evaluar el 
impacto de la agresión sexual. Los rangos de edad se fueron entre los 6 y 12 
años, el 75% fueron niñas y 25% niños, la condición socioeconómica 70% bajo 
y 30% medio, el 81% asistían a la escuela, en el 57% hubo violación, la 
relación del agresor con la víctima en un 80% era conocido siendo 26% padre o 
padrastro, 26% amigo, 25% vecino, 8% tío, 6% primo, 2% cuñado, 2.5% 
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hermano; agresiones físicas y verbales 65%, hospitalización 10%; 
consecuencias conductuales en las víctimas agresividad 57%, demandas de 
afecto 51% eneuresis 8%, miedo a ser violentado 47%, bajo rendimiento 
escolar 30.6%, otros miedos 26%, coraje contra el agresor 24%, regresiones 
conductuales 10%, aislamiento 4%. 
 
Sobre el agresor sexual, la mayor parte de los que abusan además de ser 
conocidos por sus víctimas no son psicóticos y gran porcentaje realizan los 
abusos sin estar bajo el efecto de alcohol. Según el manuscrito Abuso Sexual 
al menor escrito de manera original por la Fundación Yaocihuatl A.C., Torices, 
(1994) Server y Janzen (1972) reportan en un estudio sobre abusadores 
sexuales que los perpetradores son incapaces de sentir interés por sus 
víctimas y no comprenden que sus acciones son nocivas para los niños. En 
algunos aparecen sentimientos de culpa, pero no por las consecuencias 
psicológicas o traumáticas que dejaron en los niños, más bien se deben al 
hecho de que saben que lo que hacen es pecaminoso, prohibido o delictuoso. 
La mayoría de los culpables niegan su falta, sino que incluso culpan al niño o a 
la niña de conductas seductoras para con ellos, evadiendo su responsabilidad 
que como adultos tienen ante lo acontecido.  
 
Finkelhor (1987) menciona tres situaciones; una es que éstas actitudes están 
relacionadas a que la mayoría de los hombres mantienen muy pocos 
momentos de convivencia y acercamiento físico con las niñas y los niños a 
diferencia de las madres, ya que en nuestra sociedad se establece que los 
hombres no son responsables directos de la educación del niño; en segundo 
término la mujer tiene una mayor relación con las funciones excretorias y de 
limpieza de la zona pélvica de los niños y las niñas lo que crea una relación de 
mayor naturalidad con estas zonas lo que disuelve algún grado de tensión 
entre la mujer y el niño o niña; por lo que los hombres desconocen su lógica y 
su lenguaje y además parece que van desarrollando poco reconocimiento a 
hacia los sentimientos de bienestar de los niños y las niñas; y en tercer lugar 
los canales socialmente condicionados, para la mujer existe un mayor énfasis 
en la mutualidad y el afecto como fundamento para la involucración sexual 
además de elegir a una pareja de mayor edad, mientras que para el hombre 
hace énfasis en la gratificación como un fin mismo y a adoptar ver a la otra 
persona como un objeto. Si aunamos a estos factores otros elementos tales 
como las historias vividas en la infancia, el problema se vuelve más complejo.  
 
Según la investigación de Sánchez (1991) referida por Yaoccihuatl A.C., 
Torices, (1994); los abusadores llegaron a convertirse en victimarios debido a 
una serie de limitaciones y carencias afectivas aprendidas a lo largo de su vida, 
dicha investigación encontró que fueron niños que vivieron maltrato físico y 
psicológico en su infancia y provenían de familias disfuncionales con poca o 
nula comunicación. Esto conlleva la necesidad de, que además de recibir una 
sanción jurídica, reciban atención especializada que los haga tomar conciencia 
del daño que ocasionan a los niños y las niñas con quienes cometieron abuso y 
de las causas psicológicas que los inducen a tener contactos sexuales con los 
menores. 
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Los datos de la OPS (2003), sobre los hombres propensos a la violencia son 
escasos y corresponden en su mayor parte a los violadores detenidos. Se 
menciona del consumo de alcohol y drogas, sobre todo cocaína, por el efecto 
de reducir las inhibiciones; pero algunas investigaciones sobre antropología 
social sobre la violencia y del consumo de alcohol (embriaguez) parecen indicar 
que son producto del aprendizaje social. Hay datos probatorios de que la 
violencia sexual también es una conducta aprendida pues hay estudios que 
demuestran que alrededor de uno de cada 5 niños que fue abusado 
sexualmente, se convierte en alguna etapa posterior de su vida en victimario de 
otros niños. 
 
En relación a los reportes, que también son escasos, sobre el tratamiento para 
adultos que han abusado sexualmente de niñas y niños está el de Himanshu 
(2006). Menciona que los tratamientos no son siempre exitosos; el tratamiento 
psicológico para adultos que han abusado sexualmente puede reducir el índice 
de que repitan la acción, pero no provee la cura. Especialistas en psicología y 
criminología revisaron las evidencias de estudios publicados, se comparan dos 
grupos, uno de perpetradores que asistieron a terapia y otro grupo que no 
asistió. Durante los subsiguientes diez años gran parte de los que fueron a 
terapia fueron nuevamente arrestados por altos índices de recidiva, algunos 
que llevaron el tratamiento completo reincidían en delitos con menor grado de 
violencia, inclusive no sexual y en menor frecuencia. 
 
 
Consecuencias inmediatas y mediatas del abuso sexual. 
 
De acuerdo a Cazorla, Samperio, y Chirino (1992) y a González (CDHDF, 
2010) las consecuencias inmediatas del abuso sexual en niñas y niños en su 
conducta y en el área psicosomática reportadas en la atención son:  
 
Alteraciones del sueño. No poder dormir sin compañía, necesidad de dormir 
con la madre, insomnio inicial y pesadillas. Es natural que el niño presente 
inquietud al dormir o presente pesadillas en las que, de acuerdo con su edad, 
refleja sus propias fantasías o experiencias vividas durante el día. Esto puede 
explicar porqué presenta algunas alteraciones al dormir sobre todo si se 
enfrenta a una situación impactante como el abuso sexual.  
 
Miedos. A que la madre se enoje, a ser agredidos, a estar solo, a la noche, a la 
oscuridad, a los hombres, a ir a un lugar específico, a estar en un lugar 
específico, a que la madre sea agredida, a los adultos en general, a algún 
hombre específico, a salir a jugar, a salir de su domicilio, a permanecer en su 
domicilio, a desvestirse. El miedo es una emoción que está programada 
biológicamente en el individuo para hacer frente a ciertas necesidades de 
supervivencia, funciona como un indicador de fisiológico y psicológico ante un 
peligro potencial; es una señal de riesgo, de amenaza o de peligro que activa la 
percepción e identificación del fenómeno. Los miedos en la infancia ocurren en 
función de la experiencia directa de acontecimientos aterradores o bien son el 
producto de ciertos consejos protectores de los padres, también existen miedos 
imaginarios de naturaleza simbólica. Los temores de los niños y las niñas que 
viven abuso sexual están detonados por la agresión. Una de las 
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manifestaciones de miedo consiste en evitar enfrentarse al estímulo vivido por 
eso evitan ciertos lugares, personas o momentos. El menor puede asociar el 
abuso sexual a cualquier estímulo y manifestar miedo ante una serie de 
situaciones, hechos o personas y de intensificarse convertirse en fobias. 
 
Bajo rendimiento escolar. Falta de atención, falta de concentración, falta de 
realización de tareas, baja en sus calificaciones, mala conducta, aislamiento, 
inasistencia, problemas con compañeros. El bajo rendimiento escolar se 
observó en sus calificaciones, ya fuera porque no podía fijar su atención o 
porque no realizaba las tareas. Esa es una de las consecuencias 
características de la agresión sexual. Se considera que la continua evocación 
de la experiencia desagradable desvía la atención del niño o de la niña; el 
impacto contribuye a la desestructuración del pensamiento y a que no puede 
concentrarse en las tareas escolares. Otra posible explicación surge de la 
teoría conductual al referirse a la incapacidad aprendida; cuando el niño ha 
sido expuesto a situaciones sobre las cuales no tiene control, deja de 
esforzarse y de luchar en situaciones en las que pude hacerlo; de este modo se 
pudo haber aprendido que cualquier esfuerzo era infructuoso. 
 
Demandas de afecto. Demanda más cariño, llanto, demanda se cumplan sus 
caprichos, no poder separarse de la madre. La demanda de afecto se 
manifiesta ante la necesidad de mantener la proximidad con los padres, de 
establecer un lazo emocional y de activar conductas que le den cuidado; la 
relación afectiva es el antecedente de la confianza que el niño pueda tener en 
sí mismo y que unida con la aceptación de las y los demás creará seguridades 
en torno a él y los demás. De aquí se desprende la importancia que tiene la 
demanda de afecto, ya que el niño o la niña necesita asegurarse de que no ha 
perdido el amor y el respeto de la gente que considera importante. Del mismo 
modo es relevante recuperar la confianza en el adulto la cual en la mayoría de 
los casos queda deteriorada después del abuso sexual. 
 
Alimentación y síntomas psicosomáticos. Hiperfagia, aumento de peso, 
picar la comida, dolor de estómago, pérdida de peso, náuseas, trastornos 
cutáneos, dolor de cabeza. Alteraciones generales. Berrinches, desobediencia, 
querer hablar como bebé, rebeldía, agresiones verbales, romper objetos, 
mentir, onicofagia, enuresis, aislamiento, agrede físicamente, chuparse el dedo, 
querer comer como bebé, agresivo con los demás niños y niñas, crueldad con 
los animales. Existen factores socioculturales que determinan en gran parte la 
actitud del niño o la niña ante situaciones en las cuales la agresión sea una 
alternativa de reacción. Según Finkelhor (1979) la agresividad como 
consecuencia del abuso sexual se identifica cuando hay una relación cercana 
entre la víctima y el agresor, la actividad sexual ha ido del exhibicionismo a la 
penetración, el abuso ha sido continuo, si los padres han reaccionado 
violentamente y provocaron en el niño mayor sentimiento de culpa y cuando el 
niño tiene una edad que le permite comprender más el suceso. En el 
aislamiento se evita tener un contacto social y presentar dificultades para 
formar lazos afectivos y limitar la comunicación, también puede aislarse para 
no exponerse. Las regresiones conductuales o retrocesos en los niveles de 
desarrollo que ya se habían superado se suelen asociar con un hecho 
agradable, que brindan tranquilidad y confianza ante situaciones difíciles; 
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cuando el niño o la niña se sienten desprotegidos o se enfrentan a situaciones 
desconocidas que no se encuentran en el contexto que manejan y los 
confunden, repite conductas que sí conoce y le dan confianza, otro tipo de 
explicación es que al hacer esto llama la atención y se le atiende. 
 
Disposición a aceptar la culpa. Las consecuencias mediatas en la conducta 
de un niño o una niña que ha vivido abuso sexual de acuerdo al texto Defensa 
de los Niños (1991) referido por Yaoccihuatl A.C., Torices, (1994) son: la 
disposición a aceptar la culpa, por lo regular siempre están dispuestas a 
aceptar toda la culpa y la responsabilidad cuando las cosas marchan mal, por 
responder físicamente a los estímulos que la actividad sexual provoca, por 
romper la promesa del secreto, por no haber denunciado antes por las 
consecuencias legales, económicas, sociales y la alteración de la dinámica 
familiar, y por haber sido accesible al abuso sexual; tendencia a proteger a los 
que le han hecho daño, actúan como si tuvieran el deber de servir de escudo a 
sus abusadores y protegerlos para que no se confronten con las consecuencias 
de sus actos; búsqueda de aprobación por parte del abusador para sentirse 
menos inferiores como personas; dificultad en aceptar elogios y 
frecuentemente tienen la tendencia de negarlos, apuntando a algunas de sus 
debilidades; tendencia exagerada a ocuparse de los demás, como han sido 
despersonalizados y cosificados el niño o la niña sale de la experiencia con el 
sentimiento de que las necesidades de la otra persona son de mayor 
importancia que las propias, son rápidos para satisfacer las necesidades de los 
demás haciendo a un lado las suyas la mayoría de las veces; incapacidad para 
sentir el placer plenamente, viviendo sin júbilo y alegría, hay temor de que 
cualquier gratificación traiga como consecuencia algún desastre o tragedia. 
Confusión de roles.  
 
Embarazo en infecciones de transmisión sexual. El impacto que puede 
generar en el desarrollo integral de niños y niñas un evento de abuso sexual o 
de violencia repetida ha sido poco estudiado, Bruce (1993) postula la hipótesis, 
basado en diversos estudios realizados en población adulta, de que la 
respuesta al estrés postraumático consecutiva a una vida de violencia crónica o 
a experiencias de abuso sexual tempranas, con intervenciones poco 
apropiadas y oportunas, en las que además, las redes de apoyo fueron 
inexistentes o poco apropiadas, volviendo el universo de los sobrevivientes 
caótico, confuso y alienante, pueden dar origen a alteraciones neuro 
psiquiátricas observables en síntomas persistentes de alerta, caracterizados 
por hipervigilancia, aumento en las respuestas de sobresalto, dificultades para 
dormir, irritabilidad y ansiedad. La explicación que ofrece es que ante un evento 
que provoca estrés agudo se presenta la activación neurofisiológica cerebral 
usualmente rápida y reversible, sin embargo; cuando un evento traumático es 
intenso y se presenta repetidamente durante largos periodos de tiempo 
entonces las funciones neurológicas pueden verse alteradas. La respuesta a 
este evento origina una cascada neuroquímica que implica a la norepinefrina, 
dopamina y epinefrina entre otras sustancias. Esta respuesta inesperada altera 
el microambiente del cerebro y en consecuencia el mecanismo de regulación 
de los neurotransmisores responsables de la respuesta al estrés; cuando estos 
estímulos estresantes se presentan en forma repetida un cerebro aun inmaduro 
puede verse alterado en su desarrollo posterior y condicionar alteraciones 
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relacionadas con el aprendizaje y la memoria (entre otros procesos mentales 
superiores); de no identificarse con oportunidad y de no realizarse una 
intervención adecuada, estas alteraciones pueden persistir en la adolescencia y 
la edad adulta con un impacto potencial en las funciones emocionales, 
cognitivas y del comportamiento. Es importante anotar, que se requiere mayor 
investigación a este respecto para sustentar esta hipótesis. 
 
En un estudio realizado por González, (CDH del DF, 2010) se señala que Funk 
(1997) considera las siguientes conductas sexuales como consecuencia del 
abuso en niños de 3 a 13 años: está más involucrado en el área sexual que en 
otras áreas de su desarrollo, saben más de sexualidad que lo correspondiente 
a su edad y desarrollo, continúa involucrándose en conductas sexuales a pesar 
de que los padres, docentes o cuidadores lo han confrontado y desalentado al 
respecto, parecen no poder detener su conducta sexualizada; éstas las puede 
realizar con adolescentes o con adultos, no respeta las partes íntimas de los 
otros por lo que las toca sin su consentimiento, sexualiza objetos “no sexuales”, 
expresa ira en un sentido sexual con coerción, fuerza, manipulación o 
venganza. 
 
Hay ciertos factores que aumentan el riesgo de que una persona sea 
coaccionada, según datos de los sistemas de administración de justicia y los 
centros de crisis para los casos de violación de Chile, Estados Unidos, Malasia, 
México, Papúa Nueva Guinea y Perú; entre la tercera y las dos terceras partes 
de las víctimas de agresiones sexuales tienen 15 años de edad o menos, 
pertenecer a una familia disfuncional, en donde hay carencia de afecto, que 
están educados para obedecer y callar, pocas relaciones sociales, autoestima 
poco nutrida, nula educación de la sexualidad, cuando hay una discapacidad y 
cuentan con pocas habilidades para comunicarse, desplazarse o poner límites; 
dificultad para identificar tocamientos íntimos e institucionalización. Otros 
factores son el consumo de alcohol y droga, ya que se presenta una dificultad 
para la defensa o protección personal; factores sociales relacionados con las 
leyes y políticas adoptadas en relación a la igualdad de género y con la 
violencia sexual en particular, la pobreza y el desempleo favorece que las 
mujeres y las niñas acepten trabajos en donde se ejerza la prostitución (OPS, 
2003). Para Barragán (2005, p. 66) quienes ejercen la violencia asumen la 
“vulnerabilidad” de las personas a las que agreden. Las personas por ser 
mujeres o chicos de buen comportamiento “no son vulnerables”. Es quien 
ejerce la violencia quien considera y proyecta esa concepción errónea de 
vulnerabilidad que significa la consideración de inferioridad de otras personas o 
colectivos”  
 
Sobreviviente de abuso sexual o violación. 
 
El secreto limita la posibilidad de intervención permitiendo que el abuso 
continúe por largo tiempo. De acuerdo a González los efectos posteriores no 
son síntomas patológicos, son mecanismos que permiten al niño o a la niña 
adaptarse al medio que tenga que vivir, de ahí que se considere sobrevivientes 
a todos los adolescentes y/o adultos que se vieron involucrados en el abuso 
sexual durante la infancia, independientemente de quién o quienes hayan sido 
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los abusadores y que no hayan recibido psicoterapia específica para la 
violencia sexual sufrida (CDH del DF, 2010, p. 25). 
 
Con la ayuda del bloqueo, la disociación, la negación, el o la sobreviviente 
crece y convierte los recuerdos en una liviana carga para la adultez. Recordar 
toma diferentes formas para los diferentes sobrevivientes, en este sentido se 
han realizado más estudios con mujeres que con hombres. La habilidad de 
algunas sobrevivientes de abuso sexual para poner límites a sus recuerdos o 
las emociones surgidas es dañina, o no existe. Son agobiadas por los horrores 
de su pasado y por el dolor que no pueden contener. A menudo los recuerdos 
no son liberados hasta que la sobreviviente ha encontrado algún apoyo. Es un 
derecho del sobreviviente ir a su propio ritmo (Blume, 1990). 
 
Consecuencias de romper o guardar el secreto. 
 
La sobreviviente de abuso sexual puede desarrollar un repertorio de 
comportamientos designados a preservar el secreto, además de bloqueos 
cognoscitivos que impiden que ella recuerde el abuso, reprime los recuerdos. 
Muchas sobrevivientes son extremadamente tranquilas, hablan en voz baja y 
no son verbales, están acostumbradas a no ser oídas, pueden hacerlo porque 
creen que no valen nada y que no merecen atención, tienen una mala imagen 
de ellas mismas. Aprendió a no gritar de dolor cuando el sexo se le imponía. 
Por otro lado se puede convertir en una platicadora compulsiva; 
desesperadamente sola y necesitada puede llevar a contar su historia 
compulsivamente. Las reacciones de los otros a la verdad pueden ser de 
rechazo y decirle que miente, inventa, está loca, culpabilizarla y defender al 
perpetrador, sin embargo contarlo puede empezar a sanar, ser liberador y le 
puede dar poder pues al contárselo a otros (amigas, amigos, pareja, terapeuta, 
grupo de apoyo) se está valorando a sí misma.  
 
La violencia sexual se ha asociado con diversos problemas de salud mental 
yde salud sexual en la adolescencia y en la edad adulta. 
 
Salud mental. 
 
Existe la posibilidad de repetir eventos de violencia sexual y de violencia 
familiar; se da una naturaleza apologética que es como si la persona fuera una 
esponja para la culpabilidad; vive con sentimiento de ser un producto dañado, 
estrés postraumático, trastornos del sueño, trastornos médicos 
(gastrointestinales, musculares, neurológicos, cardiacos o respiratorios), 
depresión, trastornos de ansiedad, flashbacks (revivir una experiencia 
traumática del pasado relacionada con algún suceso del presente o una 
imagen, que la conecta con el abuso sexual), de abuso de alcohol y otras 
sustancias adictivas e incluso conductas suicidas (Shalev, 2000). 
 
Salud sexual 
Disfunciones sexuales como dispareunia, apatía, anorgasmia, eyaculación 
precoz, disfunción eréctil; complicaciones ginecológicas como fibromas, 
infecciones vaginales, dolores crónicos de la pelvis e infecciones de vías 
urinarias; inicio a menor edad de la actividad sexual, prostitución, relaciones 
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sexuales sin protección, múltiples parejas sexuales, problemas relacionados 
con la confianza y miedo a la intimidad. La traición ocasionada por el abuso 
durante la niñez, puede dejar a la persona sin un cimiento sobre el cual 
construir relaciones duraderas; en el futuro este miedo se manifiesta de dos 
maneras: una, la víctima evita relaciones que tengan el potencial de tornarse 
muy cercanas y la otra aunque quiera intimidad, encontrará que hay un límite al 
nivel de intimidad que tolera. Cuando llega a ese nivel máximo de tolerancia, la 
persona se llena de miedo al rechazo, y a su vez rechaza a su compañero o 
compañera, saliéndose súbitamente de la relación, es como si fuera menos 
doloroso dejar él la relación que ser dejado. (OPS, 2003), (Yaoccihuatl A.C., 
Torices, 1994). 
 
3. Marco legal 
 
El Código Penal Federal establece que cualquier acto de violencia sexual es un 
delito, por lo que es fundamental conocer la siguiente información tomada de 
manera textual de la última reforma publicada (DOF 19-08-2010). Este Código 
se aplica en toda la República Mexicana para los delitos del orden Federal. 
 
Para los propósitos del presente trabajo se retoman algunos delitos sexuales 
contemplados en el Código Penal del Distrito Federal y otros contemplados en 
el Código Penal Federal:  
 
CAPÍTULO VIII 
Pederastia 
 
Artículo 209 Bis.- Se aplicará de nueve a dieciocho años de prisión y de 
setecientos cincuenta a dos mil doscientos cincuenta días multa, a quien se 
aproveche de la confianza, subordinación o superioridad que tiene sobre un 
menor de dieciocho años, derivada de su parentesco en cualquier grado, tutela, 
curatela, guarda o custodia, relación docente, religiosa, laboral, médica, 
cultural, doméstica o de cualquier índole y ejecute, obligue, induzca o convenza 
a ejecutar cualquier acto sexual, con o sin su consentimiento. La misma pena 
se aplicará a quien cometa la conducta descrita del párrafo anterior, en contra 
de la persona que no tenga la capacidad de comprender el significado del 
hecho o para resistirlo.  
 
Si el agente hace uso de violencia física, las penas se aumentarán en una 
mitad más. El autor del delito podrá ser sujeto a tratamiento médico integral el 
tiempo que se requiera, mismo que no podrá exceder el tiempo que dure la 
pena de prisión impuesta. Además de las anteriores penas, el autor del delito 
perderá, en su caso, la patria potestad, la tutela, la curatela, la adopción, el 
derecho de alimentos y el derecho que pudiera tener respecto de los bienes de 
la víctima, en términos de la legislación civil.  
 
Cuando el delito fuere cometido por un servidor público o un profesionista en 
ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, además de la pena de prisión 
antes señalada, será inhabilitado, destituido o suspendido, de su empleo 
público o profesión por un término igual a la pena impuesta.  
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Artículo 209 Ter.- Para efecto de determinar el daño ocasionado al libre 
desarrollo de la personalidad de la víctima, se deberán solicitar los dictámenes 
necesarios para conocer su afectación. En caso de incumplimiento a la 
presente disposición por parte del Ministerio Público, éste será sancionado en 
los términos del presente Código y de la legislación aplicable. 
 
En los casos en que el sentenciado se niegue o no pueda garantizar la 
atención médica, psicológica o de la especialidad que requiera, el Estado 
deberá proporcionar esos servicios a la víctima. Código penal del Distrito 
Federal (Asamblea Legislativa del Distrito Federal. Comisión de Administración 
y Procuración de Justicia, 2010, pp. 103-118)  
 
Marco legal de delitos sexuales y abuso sexual infantil 
  
 
Los delitos sexuales se encuentran comprendidos en el Título Quinto del 
Código Penal para el Distrito Federal y cuyo bien jurídico tutelado es la libertad, 
la seguridad sexual y el normal desarrollo psicosexual.  
 
Capitulo I 
Art. 174.- Violación: Al que por medio de la violencia física o moral realice 
cópula con persona de cualquier sexo se impondrá prisión de 6 a 17 años. 
 
Cópula: introducción del pene al cuerpo humano por vía vaginal, anal o bucal. 
Equiparada: introducción vía vaginal o anal, cualquier elemento, instrumento o 
parte del cuerpo humano distinto al pene por medio de la violencia física o 
moral. 
 
Se persigue de oficio salvo que exista vínculo matrimonial de concubinato o de 
pareja. 
 
Art. 175.- Equiparada: Al que realice cópula con persona que no tenga la 
capacidad de comprender el significado del hecho o por cualquier causa no 
pueda resistirlo o introduzca por vía vaginal o anal cualquier elemento, 
instrumento o cualquier parte del cuerpo humano distinto al pene en una 
persona que no tenga capacidad comprender el significado del hecho o por 
cualquier causa no pueda resistirlo (6-17 años). 
 
En estos casos si hay violencia física o moral la pena aumenta en un 50%.  
 
Capítulo II 
 
Art. 176.- Abuso sexual: Al que sin consentimiento de una persona y sin el 
propósito de llegar a la cópula, ejecute en ella un acto sexual, la obligue a 
observarlo o la haga ejecutarlo. (de 1 a 6) Si se hiciere uso de violencia física o 
moral, la pena se aumentará en una mitad. 
 
Se persigue por querella salvo que concurra violencia. 
 



 45

Art. 177.- Al que sin el propósito de llegar a la cópula ejecute un acto sexual en 
una persona que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho 
o que por cualquier causa no pueda resistirlo, o la obligue observar o ejecutar 
dicho acto, (de 2 a 7). 
 
Art. 178.- (Agravantes). Las penas previstas para la violación y el abuso sexual 
se aumentaran en 2 terceras partes, cuando fueren cometidos:  
 
I.-Con intervención de 2 o más personas. 
II.-Por ascendiente contra su descendiente, éste contra aquel el hermano 
contra su colateral, el tutor contra su pupilo, el padrastro o la madrastra contra 
su hijastro, éste contra cualquiera de ellos, amasiato de la madre o del padre 
contra cualquiera de los hijos de estos o los hijos contra aquellos, además de la 
pena de prisión, el culpable perderá la patria potestad o tutela en los casos 
correspondientes así como los derechos sucesorios con respecto del ofendido. 
III.-Por quien desempeñe un cargo o empleo público o ejerza su profesión 
utilizando los medios o circunstancias que ellos le proporcionen. Además de la 
pena de prisión el sentenciado será destituido de su cargo o empleo o 
suspendido por el término de 5 años en el ejercicio de dicha profesión. 
IV.- Por la persona que tenga al ofendido bajo su custodia, guarda o educación 
o aproveche la confianza en ella depositada. 
V.-Fuere cometido al encontrarse la victima a bordo de un vehículo particular o 
de servicio público. 
VI.- En despoblado o lugar solitario. 
 
Capitulo III 
 
Art. 179.-Hostigamiento sexual: Al que acose sexualmente con la amenaza de 
causarle a la victima un mal relacionado respecto a la actividad que los vincule. 
(6 meses a 3 años). 
 
Si el hostigador fuese servidor público y se aprovechare de esa circunstancia, 
además de la pena prevista se le impondrá destitución por un lapso igual de la 
pena de prisión impuesta.  
 
Se persigue por querella. 
 
Capítulo IV. 
 
Art. 180.- Estupro: Al que tenga cópula con persona mayor de 12 años y menor 
de 18 años, obteniendo su consentimiento por medio de cualquier tipo de 
engaño, (6 meses a 4 años). 
 
Se persigue por querella. 
 
Capitulo V. 
 
Art. 181.- Incesto: A los hermanos y a los ascendientes o descendientes 
consanguíneos en línea recta, que con conocimiento de su parentesco, tengan 
cópula entre sí (de 1 a 6 años de prisión o tratamiento en libertad). Cuando uno 
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de los hermanos o descendiente consanguíneo sea mayor de 18 años y el otro 
sea menor de 12 años se la aplicará al primero de (8 a 20 años). 
 
Se persigue por querella. 
 
Capítulo VI. 
 
Violación, abuso sexual y hostigamiento sexual, cometido a menores de doce 
años de edad. 
 
Art. 181 bis.- Violación: Al que realice cópula con persona de cualquier sexo 
menor de doce años, (de 8 a 20 años). Se sancionará con la misma pena al 
que introduzca en una persona menor de doce años por vía vaginal o anal 
cualquier elemento, instrumento o cualquier parte del cuerpo humano, distinto 
al pene, con fines sexuales. Abuso sexual: al que sin el propósito de llegar a la 
cópula, ejecute en ella un acto sexual, en una persona menor de 12 años, o 
persona que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho o 
por cualquier causa no pueda resistirlo, o la obligue a observar o ejecutar dicho 
acto (de 2 a 7 años). Hostigamiento sexual: al que acose sexualmente a victima 
menor de 12 años con la amenaza de causarle un mal relacionado respecto de 
la actividad que los vincule (de 2 a 7 años). 
 
Para estos delitos a menores si se ejerciere violencia física o moral, las penas 
se aumentarán en una mitad.  Las penas anteriores se aumentarán hasta una 
tercera parte si se cometieran en contra de 2 o más personas. 
 
Art. 181, Ter.-. (agravantes) las penas previstas en el artículo anterior se 
aumentaran en dos terceras partes, cuando son cometidas:  
 
I.-Con la intervención directa de 2 o más personas. 
II.-Al que tenga con la víctima, parentesco de afinidad o consanguinidad, patria 
potestad, tutela y guarda y custodia, además de la pena de prisión el culpable 
perderá la patria potestad de todos sus descendientes, la tutela, derecho de 
alimentos y derechos sucesorios que tenga respecto de la víctima, pero no 
cesará su obligación alimentaria para con ella.  
III.-Quien desempeñe un cargo o empleo público, utilizando los medios que 
ellos le proporcionen, además de la pena de prisión será destituido de su cargo 
empleo o comisión. 
IV.-Por quienes tengan contacto con la victima por motivos laborales, docentes, 
médicos, domésticos, religiosos o cualquier otro que implique confianza o 
subordinación o superioridad. 
Además de la pena de prisión, el sentenciado será suspendido por un término 
igual a la pena impuesta en el ejercicio de su empleo, cargo o profesión. 
V.- Por quien habite ocasional o permanentemente en el mismo domicilio de la 
víctima. 
VI.- Aprovechando la confianza depositada en ella por la víctima, por motivos 
de afectividad, amistad o gratitud.  
VII.-Encontrándose la víctima a bordo de un vehículo particular o de servicio 
público. 
VIII.-En despoblado o lugar solitario. 



 47

Delitos contra el libre desarrollo de la personalidad 
 
Existe en nuestra legislación penal, un amplio catálogo de delitos cometidos en 
agravio de personas menores de 18 años o personas que no tengan capacidad 
de comprender el significado del hecho o de resistir la conducta, relacionados 
con conductas sexuales. 
 
Capítulo I 
 
Corrupción de personas menores de edad o personas que no tengan la 
capacidad para comprender el significado del hecho o que no tengan la 
capacidad de resistir la conducta. 
 
Art. 183.- Al que comercie, distribuya, exponga, haga circular u oferte a 
menores de 18 años o personas que no tengan la capacidad de comprender el 
significado del hecho o que no tienen capacidad de resistir la conducta, libros, 
escritos, grabaciones, filmes, fotografías, anuncios impresos, imágenes u 
objetos, de carácter lascivo o sexual, reales o simulados, sea de manera física 
o a través de cualquier medio. (de 1 a 5 años y de 500 a mil días multa). 
 
Art. 184.- Al que por cualquier medio obligue, procure, induzca o facilite a un 
menor de 18 años o persona que no tenga la capacidad de comprender el 
significado del hecho o de resistir la conducta a realizar actos de 
exhibicionismo corporal, lascivos o sexuales, simulados o no, con fin lascivo o 
sexual, prostitución, ebriedad, consumo de drogas o enervantes, prácticas 
sexuales o a cometer hechos delictuosos (de 7 a 12, y de mil a 2500 días 
multa). 
 
Las penas se incrementan cuando de la práctica reiterada las personas 
menores de 18 años o que no tienen capacidad de comprender el significado 
del hecho o de resistir la conducta, adquieren los hábitos del alcoholismo, 
fármaco dependencia, se dediquen a la prostitución, práctica de actos 
sexuales, a formar parte de una asociación delictuosa o delincuencia 
organizada. (de 10 a 15 años y de mil a 2500 días multa) Al que procure o 
facilite la mendicidad (de 4 a 9). 
 
Art. 185.- 
I.- Al que emplee directa o indirectamente los servicios de menores de 18 años, 
o personas que no tengan la capacidad de comprender el significado del hecho 
o de resistir la conducta en cantinas, tabernas, bares, centros de vicio, 
discotecas u otro lugar nocivo en donde se afecte de forma negativa su sano 
desarrollo f físico, mental o emocional o  
II.- Acepte o promueva que su hijo, pupilo o personas que estén bajo su 
guarda, custodia, tutela, menores de 18 años, personas que no tengan la 
capacidad de comprender el hecho o de resistir la conducta laboren en 
cantinas, etc…(de 5 a 7 y 500 a mil días multa). 
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Capítulo II 
 
Art. 186.- Turismo sexual: (de 7 a 14 y de 2000 a 6000) al que promueva 
facilite publicite, invite facilite o gestione que una persona viaje al territorio del 
D.F. o de éste al exterior para realizar o presenciar actos sexuales con una 
persona menor de 18 años o persona que no tenga la capacidad de 
comprender el hecho o de resistir la conducta.  
 
Capítulo III 
 
Art. 187.- Pornografía: Al que procure, promueva, obligue, publicite, gestione, 
facilite, induzca a persona menor de 18 años o persona sin capacidad para 
comprender el significado del hecho o de resistir la conducta, a realizar actos 
sexuales o de exhibicionismo corporal con fines lascivos o sexuales reales o 
simulados con el fin de video grabarlos, audio grabarlos, fotografiarlos, 
filmarlos, exhibirlos o describirlos mediante anuncios impresos… (7 a 14). 
 
Art. 188 bis.- Trata de personas: Al que promueva, facilite consiga, traslade, 
entregue o reciba para sí o para un tercero a una persona para someterla a 
cualquier forma de explotación sexual, trabajos o servicios impuestos de 
manera coercitiva o para que le sea extirpado cualquiera de sus órganos, 
tejidos o sus componentes, dentro del territorio del D.F…. (10 a15) Si la víctima 
es menor de 18 años o sin capacidad para comprender el significado del hecho 
o de resistir la conducta, las penas se aumentarán hasta en una mitad. 
 
Art. 189 bis.- Lenocinio: al que explote su cuerpo por medio del comercio 
carnal u obtenga un lucro, lo induzca o regentee, Administre prostíbulos casas 
de cita… (de 8 a 15) clausura de establecimientos.  
 
Art.190 bis.- Explotación laboral de menores o personas con discapacidad 
física o mental. Al que por cualquier medio, regentee, administre, induzca u 
obtenga un beneficio económico a través de la explotación laboral de un menor 
o persona con discapacidad física o mental, poniéndolo a trabajar en las calles, 
avenidas ejes viales espacios públicos, recintos privados o cualquier vía de 
circulación (2 a 6). 
 
4. Identificación del abuso sexual infantil 
 
 Si un niño o una niña han sido víctima de abuso sexual puede presentar 

cambios en su conducta como los que han sido reportados en las 
investigaciones descritas, así como signos o síntomas de los cuales se 
mencionan los siguientes: 

 Resistirse a participar en juegos que antes le divertían, especialmente 
aquellas actividades en que hay contacto físico. 

 Se sienten incómodos cuando alguien trata de acercarse o intenta 
tocarlos. 

 Presentan resistencia o evitan quitarse la ropa frente a personas de su 
confianza con quien antes lo hacían.  

 Muestran rechazo a su cuerpo. 
 Sus movimientos son rígidos. 
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 Muestran ansiedad al pedirles que se acuesten cuando hay alguien 
cerca. 

 Rechazan a alguna persona en especial o con cierto parecido al agresor. 
 Miedo a personas o lugares, sin motivo aparente. 
 Alteraciones de hábitos (alimentación, sueño, control de esfínteres). 
 Excesivamente tímido, inquieto o pasivo. 
 Disminuye significativamente su rendimiento escolar de manera 

repentina. 
 Demandan afecto. 
 Conducta agresiva o extrema, robar, esconder cosas. 
 Severos conflictos en casa. 
 Reporte de daño o negligencia por parte de los padres, antecedentes de 

abuso hacia otros familiares. 
 Malestar físico. 
 Comportamientos sexuales que no son acordes a su desarrollo. 
 Comportamiento seductor. 
 Relatan un hecho de abuso sexual. 
 Ropas manchadas o ensangrentadas. 
 El menor reporta, o notamos comezón, dolor, irritación, sangrado de 

OSPES, incomodidad al caminar. 
 Presencia de ITS en ojos, boca, ano, vagina, pene. 
 Embarazo. 
 

No todos los niños y las niñas agredidos sexualmente presentan estas 
conductas, ni todos los que las presentan han sido víctimas de abuso sexual, 
con excepción de las siete últimas las cuales obvian el abuso sexual (Cazorla, 
Samperio, y Chirino 1992), (Yaoccihuatl A.C., Torices, 1994) Si existe la duda 
es necesario obtener más datos e información sin que se agreda física o 
psicológicamente al niño o a la niña, si se le cuestiona directamente es posible 
que niegue o no acepte la ayuda, hay que observar con discreción las 
conductas que llaman la atención y algunas otras que nos pudieran reportar 
más datos. 
 
Intervención Inmediata 
 
Cuando la persona decide hablar sobre una experiencia en la que ha sido 
víctima de abuso sexual es crucial que se le crea. Los niños no mienten sobre 
estos temas, además puede ser la única ocasión en que se decida a abrir el 
secreto y pueda ser la única petición de ayuda y la primera pauta para ofrecer 
una alternativa de recuperación (Yaoccihuatl A.C., Torices, 1994). 
 
Identificar el evento a partir de lo que el niño o la niña quiera contar evitando la 
negación, las preguntas ¿estás seguro?, ¿porqué?, ¿cuándo?, o que explique 
detalles; las niñas y los niños de entre 2 y 7 años expresan de una manera muy 
propia sus vivencias, diferente a las del adulto, carece de una 
conceptualización muy clara, aunque se pueda dar a entender en sus propios 
términos; esto también dependerá del desarrollo de su competencia 
comunicativa; describe las cosas de acuerdo a la función que el conoce, por 
ejemplo la eyaculación la puede describir como orinar. El lapso de tiempo entre 
el abuso y la denuncia del niño o la niña es variable pues implica la amenaza 
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para guardar el secreto. Así mismo el uso del engaño y la falta de conocimiento 
sobre sexualidad hacen que el menor reinterprete la situación y se confunda, 
sin embargo de lo que sí podrá hablar es de las cosas que ha visto o le han 
sucedido. Generalmente, cuando el niño o la niña dice la verdad y denuncia 
este tipo de delitos, narra y describe siguiendo una lógica, utilizando su propio 
lenguaje y rara vez cae en contradicciones (Cazorla, Samperio, y Chirino, 1992, 
p. 113). 
 
Cuando una niña o un niño ha sido víctima de abuso sexual es importante 
proceder de la siguiente manera:  
 
 Brindar confianza para hacerle sentir seguridad de que seguirá 

conservando su lugar en la familia, él no es el responsable de lo que le 
sucedió, seguirá contando con el amor y el respeto por parte de sus 
padres y que no será inculpado por las acciones del adulto.  

 Reconocimiento del ofensor. Tomar medidas para impedir que continúe 
en contacto con la víctima o con otras posibles víctimas de abuso 
sexual. 

 No confrontar al ofensor con la víctima. El adulto negará su 
responsabilidad y al niño esto le generará ansiedad.  

 Evitar sentimientos de culpa o pedir que olvide el evento. No cuestionar 
el porqué no lo dijo antes o porqué lo permitió, esto generará mayor 
culpabilidad de la que podría estar sintiendo. No importa la apariencia, el 
vestir o el modo de comportarse del niño o la niña, es el adulto el que 
debe ser el responsable de su propia conducta. Al decirle que lo olvide 
es como negar o minimizar lo que sucedió y puede ser víctima 
nuevamente.  

 Evitar la re victimización cuestionando una y otra vez al niño o a la niña 
o usando expresiones devaluatorias como “pobrecita”, “ya te echaron a 
perder la vida”, “niño sucio”, “violado”, “que ha perdido la inocencia”.  

 Reconocer el valor que tuvo el niño o la niña para revelar el abuso. 
 Abstenerse de hacer promesas que no se puedan cumplir. La mayor 

parte de las víctimas han sido engañadas por adultos, no intentar 
conseguir que hable el niño o la niña prometiendo que esto no lo va a 
saber nadie, pues nuevamente perderá la confianza hacia los adultos.  

 Atender las necesidades de salud inmediatas. La exploración física 
como las averiguaciones pertinentes al respecto deben realizarse con 
respeto y calidez hacia el menor lo cual posibilitará a los profesionales 
atender las lesiones físicas, los sentimientos de culpa y temor generados 
después de perpetrado el abuso. 

 Reducir el sufrimiento, tanto del menor como de los familiares y 
personas cercanas a él. 

 Buscar un lugar apropiado donde exista un ambiente de seguridad para 
que tanto la víctima como los padres o familiares puedan hablar con 
completa libertad sobre lo que sucedió. 

 Canalizar a la víctima y a la familia a un centro especializado en 
atención al abuso sexual infantil (Cazorla, Samperio, y Chirino, 1992), 
(Yaoccihuatl A.C., Torices, 1994) 
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Atención en el contexto escolar. 
 
Cuando en el centro escolar un niño o una niña revela a algún docente, 
directivo o quien forme parte del personal que labora en el centro, que está 
siendo víctima de abuso sexual, es responsabilidad de esta persona atender de 
inmediato la denuncia considerando, en primer término; el procedimiento de 
intervención y a la vez tomar las medidas de acuerdo a los Aspectos 
Generales, Integridad del Alumno, numeral 41 de Los Lineamientos Generales 
para la Organización y Funcionamiento de los Servicios de Educación Inicial, 
Básica, Especial y para Adultos en el D.F. Ciclo Escolar 2010-2011 (pp. 19-20). 
 
Sin excepción, toda queja o denuncia de maltrato físico, psicológico o de abuso 
sexual a los alumnos, será atendida y documentada de manera inmediata por 
el director del plantel de que se trate, con base en las disposiciones vigentes 
aplicables y los Lineamientos para la atención de quejas o denuncia por 
maltrato escolar y/o abuso sexual infantil en los planteles de educación básica 
del Distrito Federal, ya que de no hacerlo incurrirá en responsabilidad 
administrativa, laboral o penal. Para tal efecto, procederá de inmediato a 
notificar por escrito la situación a las autoridades superiores y a elaborar el acta 
de hechos correspondiente, solicitando, en caso necesario, la intervención del 
área de Apoyo Jurídico.  
 
Paralelamente el director del plantel en conjunto con la supervisión de su 
jurisdicción tomará las medidas necesarias para prevenir, atender y en su caso, 
denunciar el hecho ante las autoridades competentes. En caso necesario se 
solicitará a la Coordinación de Asuntos Jurídicos la intervención de UAMASI 
(…) con la finalidad de atender a los afectados y contribuir al esclarecimiento 
de los hechos (…) notificándolo por escrito a las autoridades superiores. 
 
Si de la investigación realizada se desprende que el personal ha incurrido en 
las causales establecidas por el art. 46 (…) de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado el director instrumentará acta 
administrativa (…). 
 
En todas las actuaciones, durante el proceso de elaboración del acta 
procedente, se preservará la integridad física y psicológica de los alumnos 
involucrados quienes en todo momento deberán estar acompañados de sus 
padres o tutores. Deberá crearse el escenario adecuado para que durante la 
intervención del menor en el acta procedente no esté al alcance de su vista el 
presunto responsable. Por ningún motivo se debe confrontar al menor 
involucrado, con el presunto responsable. La copia del acta instrumentada será 
entregada a todos los declarantes, firmando de recibido en el documento 
original  (…) Numeral 42. Es responsabilidad del director y la autoridad 
inmediata superior, tomar las medidas que aseguren al educando la protección 
y el cuidado necesario para preservar su integridad física, psicológica y social, 
sobre la base del respeto a su dignidad.  
 
Numeral 43. Cuando en los planteles escolares se identifique a algún alumno 
con señales de maltrato o abuso físico o sexual cometido fuera de la escuela, 
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el director procederá de inmediato a notificar la situación a las autoridades 
superiores y a elaborar el acta de hechos correspondiente. 
 
La coordinación sectorial (…) solicitará la intervención de personal de la unidad 
de atención a la violencia intrafamiliar (UAVF) dependiente del GDF, o al área 
jurídica del DIF con base en los acuerdos institucionales establecidos (…). En 
los casos de presentarse una situación donde el alumno requiera atención 
médica de urgencia, el director notificará de inmediato vía telefónica a una 
institución de emergencia médica (Cruz Roja 065, Secretaría de Seguridad 
Pública del GDF. 5722-8800, ERUM 5722-8800, ext.6452, Secretaría de 
Protección Civil del GDF Dir. 5683-1154/2131). Si la madre es quien solicita la 
ayuda se deberá dar la orientación oportuna considerando los procedimientos 
de intervención inmediata. 
 
5. Prevención del abuso sexual 
 
La Convención sobre los Derechos de los Niños (1989, p. 6) establece en el 
Artículo 19 que: Los Estados Parte adoptarán todas las medidas legislativas, 
administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra 
toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, 
malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras que el niño se 
encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de 
cualquier otra persona que lo tenga a su cargo. Por supuesto que esto incluye 
la prevención. Así mismo la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia (2009, P.10) Título III marca la conjunción de esfuerzos, 
instrumentos, políticas, servicios y acciones interinstitucionales para la 
prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres. 
Es un compromiso Nacional e Institucional por parte de la Secretaría de 
Educación Pública crear y operar acciones para la prevención del abuso 
sexual. 
 
Las escuelas de educación básica son un lugar ideal para introducir programas 
de prevención dirigidos a una amplia gama de niñas y niños. La mayor parte 
del aprendizaje social de los niños ocurre en las escuelas e impacta en el 
desarrollo de los comportamientos y las actitudes que sustentan la violencia 
interpersonal en sus numerosas formas. El involucramiento de los padres en 
estos también es necesario, no obstante aún y cuando exista resistencia de su 
parte, no se deberá poner de pretexto para abandonar el trabajo con las 
alumnas y los alumnos. 
 
Medidas que ayudan a prevenir el abuso sexual. 
 
Enseñarles que tienen el derecho a decir NO ante propuestas de cualquier 
persona extraña o conocida, sea adulta o entre pares, de involucrarse en actos 
que le parezcan impropios o le resulten incómodos.  
Explicarles que nadie tiene derecho a tocar ninguna parte de su cuerpo sin su 
consentimiento, aún y cuando sea un amigo, amiga, novio, novia o familiar muy 
querido. 
Generar ambientes de confianza en donde las niñas y los niños se sientan 
escuchados. 
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Invitarlos a que pregunten a un adulto cuando sienta confusión ante 
manifestaciones de acercamiento de otras personas o ante preguntas o 
peticiones que realicen. 
Explicarles que hay tocamientos que son adecuados porque nos resultan 
agradables y nos hacen sentir bien, queridos y cómodos (cada familia puede 
determinar cuales son estos tocamientos de acuerdo a sus valores y 
creencias); y hay algunos otros que son desagradables y nos hacen sentir mal, 
incómodos o que debemos comunicar a un adulto en quien se confíe. 
Nadie puede obligarle a demostrar su afecto en formas diferentes a las que 
se está acostumbrado o como se le ha enseñado en la familia. 
Talleres de Educación de la sexualidad para que se asuma como una función 
propia y natural el conocimiento y cuidado del cuerpo, reconocimiento de las 
partes privadas, conductas sexualmente responsables, equidad de los géneros, 
conocimiento de los derechos sexuales y reproductivos, enamoramiento, 
embarazo no deseado, sexo seguro y sexo protegido, etcétera. 
Cuando se revela una situación de abuso sexual implementar todas las 
acciones necesarias para evitar que se repita.  
Que las campañas publicitarias sobre prevención de abuso sexual no solo 
sean dirigidas a las personas “vulnerables”, es necesario visibilizar que el 
responsable del abuso es el perpetrador y no la víctima.  
Denunciar el evento. 
 
Si bien la problemática de abuso sexual es amplia, existen formas para poder 
erradicarla y una es la educación de la sexualidad que es en la que como 
actores educativos podemos incidir. Para eso se requiere de formación, 
compromiso y disposición. Sacudamos la ignorancia, la apatía y los prejuicios y 
actuemos en pro del bienestar y de un desarrollo integral saludable de los 
educandos. 
 

Instituciones que atienden casos de violencia sexual y abuso sexual 
infantil 

 
Nombre de la 

institución 
Domicilio Teléfonos 

 
Servicios 

Fiscalía Central de 
Investigación Para Delitos 
Sexuales, de la Procuraduría 
General de Justicia 
Especializada 
 
 

General Gabriel 
Hernández # 56, primer 
piso, ala sur. Col. 
Doctores Cuauhtémoc  
CP 06720 

01(55) 5346-8103 
5346-8110 
5346-8480 
5346-8107 
 

Atención Jurídica  
* Asesoría. 
* Representación. 
* Inicio e integración de 
averiguación previa Atención 
Médica. 
* Servicios médicos periciales 
Atención Psicológica. 
* Atención en crisis, 
Orientación e Información. 
* Canalización a otras áreas o 
instituciones. 
 

Agencias Especializadas en 
Delitos Sexuales 
 
FSD-1 Agencia Especializada 

Amberes # 54 Col. 
Juárez, Cuauhtémoc, 
Insurgentes 
 

5345-5399 
5346-8106 
 

En servicio 24 horas, todos los 
días. Atención a mujeres. 
 

FSD-3 Agencia 
Especializada 
Fray Servando 
 

Fco. Del Paso y 
Troncoso esq. Fray 
Servando Teresa de 
Mier, Col. Jardín 
Balbuena, Venustiano 

5345-5830 
5345-5832 
 

En servicio 24 horas, todos los 
días. Atención a mujeres. 
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Carranza 
 

FSD-4 Agencia Especializada 
 

Cerrada de los 100 
metros Col. Nueva 
Vallejo Instituto del 
Petróleo  

5719-6341 
5719-6342 
 

En servicio 24 horas, todos los 
días. Atención a mujeres 

FSD-5 Agencia Especializada 
 

Telecomunicaciones 
esquina Calle 3 Colonia 
Tepalcates 

5345-5656 
5345-5657 
 

En servicio 24 horas, todos los 
días. Atención a mujeres 

FSD-6 Agencia Especializada 
 

General Gabriel 
Hernández # 56, Col. 
Doctores, CP. 07200, 
Cuauhtémoc 

5346-8110 En servicio 24 horas, todos los 
días. Atención a mujeres 

CTA: Centro de terapia de 
apoyo a víctimas de delitos 
sexuales, Procuraduría 
General de Justicia del DF. 

Pestalozzi # 1115, Col. 
Del Valle, Benito 
Juárez,CP. 06300 
 

5200-9636 
5200-9633 
5200-9632 
 

Atención psicológica, médica, 
legal y social. Niñas, niños y 
adultos, Lunes a Viernes. 
9:00-19:00 

INMUJERES 
Elena Poniatowska -
Iztapalapa 
 

Centro Social Villa 
Estrella Módulo 4 
Camino Cerro de la 
Estrella S/N, Col. 
Santuario Aculco 
Iztapalapa, CP. 09009 
 

Tel. Y fax 5685-2546,  
contreras@df.gob. 
mx 
 

Asesoría jurídica, psicológica y 
capacitación en procesos de 
empoderamiento de las 
mujeres, prevención de 
violencia, etcétera  
Lunes a Viernes 
9:00 a 18:00 hrs 

Hospital Pediátrico 
Iztapalapa 
 

Ermita Iztapalapa # 780 
Col. Granjas San 
Antonio, CP.09070 
 

5685-2156 
5685-9416 
 

Atención médica, pediátrica. 
Profilaxis en casos de abuso 
sexual. 
Orientación y referencia en 
casos de violencia familiar. 
24 hrs. del día los 365 
días del año 

Hospital Psiquiátrico 
Dr. Juan N. Navarro 
 

San Buenaventura # 86 
Col. Belisario, 
Domínguez, Tlalpan, 
CP. 14080 
 

5573-2855 
(Dirección) 
5573-4844 
(Conmutador) 
 

Clínica del PAINAVAS, 
(Programa de Atención a 
Víctimas de Abuso Sexual): 
Atiende a niños, adolescentes 
y sus familiares con problemas 
secundarios al abuso sexual. 

Clínica de 
Especialidades 
Condesa 
 

Benjamín Hill #24, Col. 
Condesa, Cuauhtémoc, 
CP. 06140 
 

5271-6439 Atención 
especializada a 
personas que viven con 
VIH-SIDA  

Profilaxis en caso de abuso 
sexual o violación  
Lunes a Viernes 
8:00-13:00 
15:00-18:30 

ADIVAC 
Asociación para el 
Desarrollo Integral de 
Personas Violadas 
 

Salvador Díaz Mirón # 
130, Col. Santa María la 
Rivera entre Sabino y 
Naranjo, Del. 
Cuauhtémoc 
 

5682-7969 
Fax: 5543-4700 
 

Atención especializada a 
víctimas de violencia familiar y 
sexual  

Asociación de Mujeres 
Sobrevivientes de Abuso 
Sexual. 
MUSAS A.C. 
 

Dr. Duran #4- 214, Col. 
Doctores, Cuauhtémoc 
CP. 07200 
 

5578-9197 
1998-4568 
musasmujeres@ 
yahoo.com.mx 
 

Atención psicológica a 
víctimas de delito sexual. 
Niñas, niños y adultos 

Grupo Educativo 
Interdisciplinario en 
Sexualidad Humana y 
Atención a la Discapacidad 
A.C. 

Norte 84 # 6644 
Col. San Pedro el 
Chico 
CP. 07480 
Gustavo A. Madero 

Telefax: 11140540 
www.geishad.org.mx 
geishad@ 
geishad.org.mx 
 

Atención sexológica a niñas, 
niños, adolescentes, adultos y 
personas con discapacidad y 
víctimas de delito sexual. 
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Maltrato y Abuso Infantil en México: Factor de Riesgo 
en la Comisión de Delitos.* 

 
 
 
 
Introducción. 
 
Derivado de la realización de diagnósticos documentales sobre factores de 
riesgo e incidencia delictiva se ha detectado como una constante que el 
maltrato y abuso infantil impacta de manera determinante en la formación del 
individuo y su desarrollo social. Una explicación simplista de dicho fenómeno 
permitiría afirmar que quienes crecen en un círculo familiar donde se presenten 
situaciones de violencia, en la edad adulta reproducirán dicho esquema.  
 
Sin embargo, también hay quien afirma que existen casos donde los individuos 
no sufrieron maltrato en la niñez ni en ninguna otra etapa de su formación y 
suelen presentar conductas agresivas a la menor provocación ya sea dentro o 
fuera del entorno familiar.  
 
Si se pasa de largo cualquiera de las dos explicaciones, tanto a nivel nacional 
como a nivel internacional existen cifras alarmantes sobre el incremento en el 
maltrato y abuso infantil, lo cual se atribuye a que durante mucho tiempo existió 
una laguna legal que no castigaba dicho comportamiento lo que permitió que 
se tomara como una práctica común en la educación de los menores, sin 
importar que los castigos dejaran cicatrices o daños físicos permanentes.  
 
Debido a lo anterior, organismos internacionales y nacionales se dieron a la 
tarea de normar y sancionar el maltrato y abuso infantil en sus distintas 
modalidades, ya que no sólo se llevaba a cabo a través de castigos corporales 
sino que presentaban otras variantes, entre las que se encuentra el maltrato 
emocional y el abuso de tipo sexual. Es un hecho, sin embargo, que la 
vaguedad de los términos ha impedido que dichos delitos sean castigados de 
acuerdo a la gravedad del daño infringido al menor.  
 
A la par del marco normativo se dieron a conocer una serie de encuestas que 
permitían observar el alarmante panorama sobre la violencia y el abuso infantil, 
más inquietante aún si se considera que al ser un delito que se comete en el 
seno familiar, la cifra negra pudiera incluso rebasar las cifras oficiales. La falta 
de denuncia por parte de quienes presencian o suelen ser testigos de maltrato 
infantil permite que muchos niños lleguen a la edad adulta siendo víctimas 
constantes de maltrato de sus mayores, quienes debieran ser símbolo de 
admiración y ejemplo a seguir.  
 
El objetivo del presente documento es obtener un panorama que permita 
conocer los índices del maltrato y abuso infantil a nivel nacional, así como 
algunas de las consecuencias que de ello se derivan, una vez teniendo una 

                                                 
* Subsecretaría de Prevención y Participación Ciudadana Dirección General de Prevención del Delito y Participación Ciudadana, México, D.F., 2010, 
www.ssp.gob.mx/portalWebApp/ShowBinary?nodeId=/.../1214170//... 
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visión sobre la incidencia en el país, se podría analizar en que medida dicha 
situación influye en el individuo a tal punto de desarrollar conductas criminales.  
 
De ahí la importancia de elaborar políticas de prevención encaminadas al 
fortalecimiento de las relaciones familiares pero sobre todo dirigidas a fomentar 
el respeto a los menores de edad. Cabe mencionar que la fuente para el 
presente análisis fue la información recabada en periódicos nacionales y 
locales, así como en estadísticas de algunas páginas oficiales; lo que permitió 
tener una primera aproximación sobre el maltrato y abuso infantil como factor 
de riesgo y relacionarla con probables condiciones sociales, demográficas, 
económicas y comunitarias que pudieran reciclarla y que tienen incidencia 
directa en la comisión de delitos.  
 
 
I. Qué es el Maltrato y Abuso Infantil. 
 
El maltrato infantil impacta no sólo en la calidad de vida del individuo sino 
también en su desarrollo social, sin considerar los daños físicos que pueden 
llegar a ser permanentes. El grado de violencia, así como los métodos 
empleados para dicho fin, varían de acuerdo a la formación cultural imperante, 
lo que ha contribuido a que sea visto como una práctica aceptable con fines 
educativos, políticos e incluso religiosos.  
 
La ausencia de leyes que reconocieran y protegieran a los menores también 
fue un obstáculo para el resguardo de los derechos infantiles, sin embargo al 
detectar estas lagunas legales algunos países fueron construyendo un marco 
jurídico que permite proteger a los niños de abusos a los que eran sometidos, 
aunque para ello tenían que ir muchas veces en contra de los usos y 
costumbres de la misma sociedad.  
 
A nivel internacional, la Organización Mundial de la Salud (OMS) es uno de los 
organismos encargados de crear mecanismos que permitan proteger a la 
niñez, en el entendido de que el maltrato es conocido generalmente en la 
atención hospitalaria. La OMS define la violencia como el uso intencional de la 
fuerza o el poder físico, de hecho o como amenaza, contra uno mismo, otra 
persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de 
provocar lesiones, daños psicológicos, trastornos del desarrollo, privaciones e 
incluso la muerte.2  
 
De acuerdo al organismo, el maltrato infantil es “el maltrato o la vejación de 
menores abarcando todas las formas de malos tratos físicos y emocionales, 
abuso sexual, descuido, negligencia, explotación comercial o de otro tipo, que 
originen un daño real o potencial para la salud del niño, su supervivencia, 
desarrollo y dignidad en el contexto de una relación de responsabilidad, 
confianza o poder”.  
El maltrato o violencia infantil, también suele ser definida como: toda conducta 
de acción u omisión, basada en la concepción de superioridad y/o en el 

                                                 
2

Departamento de Psiquiatría y Salud Mental de la Facultad de Medicina de la UNAM. Violencia. Sin año de publicación, Página 1. 
http://psiquiatria.facmed.unam.mx/doctos/descargas/Violencia%20OMS[1][1].pdf  
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ejercicio abusivo de poder, que tiene como objeto producir un daño físico, 
psicológico o sexual, generándose ya sea en primer término en el seno familiar, 
en la escuela o en el medio social que se desarrolle el menor de edad3. 
 
El maltrato a los menores es una enfermedad social que no reconoce fronteras, 
presente en todos los sectores y clases sociales; producida por factores 
multicausales, interactuantes y de diversas intensidades y tiempos; que afectan 
el desarrollo armónico, íntegro y adecuado de un menor, comprometiendo su 
educación y consecuentemente su desenvolvimiento escolar con disturbios que 
ponen en riesgo su socialización y por tanto, su conformación personal, social y 
profesional4.  
 
El maltrato suele presentarse en distintas formas y niveles, entre las que se 
encuentran:  
 
 Maltrato físico. Entendido como todo acto de agresión intencional, 

repetitivo, en el que se utilice cualquier parte del cuerpo, algún objeto, 
arma o sustancia para sujetar, inmovilizar o causar daño a la integridad 
física del otro, encaminado hacia su sostenimiento y control;  

 
 Maltrato psico-emocional. En el que se presentan conductas 

expresadas a través de prohibiciones, coacciones, condicionamientos, 
intimidaciones, amenazas, actitudes devaluatorias, de abandono y que 
provocan, en quien las recibe, deterioro, disminución o afectación a su 
estructura de personalidad.5 

 
En un primer nivel se emplean gritos, sacudir, empujar o sujetar fuertemente, 
dejar al menor sin comer, exponerlo al frío, nalguearlo, castigarlo, encerrándolo 
o poniéndolo de rodillas durante varias horas; en otro nivel se infringen castigos 
que suelen dejar marcas tales como quemaduras, moretones, rasguños, ojos 
hinchados o amoratados, entre otros. Los casos mas graves se presentan 
cuando la persona agredida requiere de atención médica por fractura de 
huesos, hemorragias internas y externas, heridas o mutilaciones por arma 
blanca, o heridas por arma de fuego.  
 
Los niños que sufren maltrato infantil suelen ser producto de embarazos no 
deseados, o de madres menores de edad. Habitan en viviendas pobres o 
pertenecen a familias numerosas que viven en condiciones de hacinamiento, 
padres solteros, hogares desintegrados o en núcleos familiares en los que se 
suele consumir drogas y alcohol, lo que no quiere decir que sea un fenómeno 
relacionado con la pobreza o que sea exclusivo de los sectores menos 
favorecidos, ya que se presenta en todos los niveles socioeconómicos. La 
violencia hacia los menores de edad también suele ser dividida en:  
 

1. Violación,  

                                                 
3 Pérez, María Montserrat. Violencia contra menores, un acercamiento al problema en México. UNAM, 2011. 
http://www.juridicas.unam.mx/publica/rev/boletin/cont/96/art/art7.htm. 
4 El rincón del vago. Maltrato Infantil. http://html.rincondelvago.com/maltrato-infantil_13.html. 
5 Pérez, Alicia Elena. La Violencia Familiar, un concepto difuso en el derecho internacional y en el derecho nacional. UNAM, 2011. 
http://www.juridicas.unam.mx/publica/rev/boletin/cont/101/art/art5.htm. 
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2. Abuso sexual,  
3. Estupro,  
4. Hostigamiento sexual y,  
5. Pornografía infantil.  

 
Estos tipos de violencia suelen presentarse desde los cero a los quince años 
de edad. Geográficamente el tipo de violencia y maltrato que se ejerce en 
menores suele tener características definidas, por ejemplo, mientras que en las 
zonas rurales se presenta con mayor regularidad el maltrato físico, las zonas 
con mayores índices de prostitución infantil son las que tienen vocación 
turística, así como las regiones fronterizas.  
 
Otra variante del maltrato infantil es el abandono, al que se enfrentan no sólo 
los niños que son dejados en la calle, sino también aquel que enfrentan dentro 
de su propio hogar y que consiste en “todo comportamiento que provoca 
descuido y desatención de las necesidades básicas… el abandono infantil es 
una actitud de negligencia y descuido de los adultos a los pequeños y se 
observa en la falta de alimentación, vestido, higiene personal, atención médica 
y vivienda; desinterés en todo lo referente a su educación; y además incluye 
exponer a los niños a la violencia de la pareja.”6 El niño victima de negligencia 
suele estar constantemente enfermo y presentar retraso en el desarrollo o 
desnutrición.  
 
De acuerdo al Instituto Nacional de las Mujeres, el tipo de maltrato que se 
ejerce en contra de los menores son determinados por algunos factores 
familiares7:  
 

 El maltrato físico y físico severo es más alto entre niños varones que 
viven con otros familiares, y en donde no hay presencia de padre ni de 
madre (22.3% y 30.9%). 

 El maltrato emocional es más común en hogares donde hay mamá y 
padrastro (61.6%). 

 El maltrato por negligencia y abandono es más frecuente en los hogares 
donde vive el papá y la madrastra (22.4%).  

 El abuso sexual tiene una prevalencia más elevada en los hogares de 
papá y madrastra (7.1%). 

 
En el caso de las niñas es:  
 

 El maltrato físico y físico severo presenta prevalencia más alta en las 
niñas que viven con otros familiares (25 % y 20%).  

 El maltrato emocional por negligencia y el abuso sexual son más 
frecuentes en hogares donde viven mamá y padrastro (66.3%, 10.6% y 
15.3% respectivamente).  

 

                                                 
6 BuenasTareas, Abandono Infantil. Consultado el 11 de febrero del 2009 http://www.buenastareas.com/ensayos/Abandono- 
Infantil/207675.html 
7 Instituto Nacional de las Mujeres. Maltrato Infantil. Sistema de Indicadores de Género. Consultado el 11 de febrero del 2009. 
http://estadistica.inmujeres.gob.mx/formas/tarjetas/Maltrato_infantil1.pdf 
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II. Marco jurídico para prevenir el Maltrato y Abuso Infantil  
 
En este sentido, la comunidad internacional ha generado una serie de 
documentos8 con el fin de resguardar los derechos de los menores estipulados 
en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, ya que también ellos 
tienen derecho a recibir un trato respetuoso e igual a todo ser humano, así 
como los derechos inalienables que de dicha condición se derivan. Sin 
embargo no es sino hasta 1959 que se adopta en el seno de la Organización 
de las Naciones Unidas la Declaración de los Derechos del Niño.  
 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, del 16 de diciembre de 
1966, establece los principios generales de protección para el menor.9 De igual 
forma, en la Declaración sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, adoptada el 7 de noviembre de 1967, se 
encuentra un testimonio más sobre los derechos de los menores al hacer 
referencia a la protección de los hijos durante y después del matrimonio.  
El tema de los derechos de los niños se retomó casi 20 años después, siendo 
el 20 de noviembre de 1989 cuando la Asamblea General de las Naciones 
Unidas adoptó la Convención sobre los Derechos del Niño10 -definidos como 
menores de 18 años-otorgándoles protección contra el abuso, descuido y 
explotación infantil, temas que son retomados en la Declaración Mundial sobre 
la Supervivencia, la Protección y el Desarrollo del Niño, adoptada el 30 de 
septiembre de 1990 en la Cumbre Mundial en Favor de la Infancia.  
 
Otro documento adoptado en el seno de la ONU es la Convención sobre la 
Obtención de Alimentos en el Extranjero, cuyo objetivo principal es asegurar el 
derecho a obtener alimentos a las personas cuya obligación de proveerlos se 
encuentran radicando en un país diferente, responsabilidad dirigida a los 
padres y madres de familia. En la Declaración y Programa de Acción de la IV 
Conferencia Mundial sobre la Mujer de 1995, se establece el deber de los 
Estados de implementar mecanismos para prevenir y erradicar la 
discriminación y violencia ejercida en contra de la niñez.  
 
El artículo 1 de la Convención sobre Derechos del Niño de las Naciones Unidas 
lo define como: “para los efectos de la presente Convención, se entiende por 
niño todo ser humano menor de 18 años de edad, salvo que, en virtud de la ley 
que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad”11. En México, 
la Ley para la Protección de los Derechos de niñas, niños y adolescentes el 29 
de mayo del 2000 define a los niños en el artículo 2 como “son niñas y niños 

                                                 
8 La primera medida jurídica sobre los Derechos del Niño se tomó en 1924, cuando la Sociedad de Naciones aprobó la Declaración de Ginebra de los 
Derechos del Niño. Posteriormente, en 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas proclama la Declaración Universal de los Derechos del 
Niño, y en 1959 es adoptada por unanimidad. En México, desde 1924 se instituyó el 30 de abril como “Día del niño”, cuando era Presidente Álvaro 
Obregón y Ministro de Educación Pública José Vasconcelos.  
9 Art. 24, parte 1, "Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, 
posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y 
del Estado".  

 
10 En la Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993, se establece el deber de la comunidad internacional de ratificar la Convención sobre los 
Derechos del Niño, y aplicarla efectivamente mediante la adopción de medidas legislativas, administrativas o de cualquier otro tipo que fueran 
necesarias. Señala la necesidad de reforzar la protección de los niños y las niñas, de los niños abandonados, de los niños maltratados, de los niños de la 
calle entre otros y finalmente recalca la necesidad de la protección a la familia como el núcleo que es para la formación de los seres humanos y para el 
desarrollo de relaciones familiares y sociales: "La Conferencia Mundial subraya asimismo que el pleno y armonioso desarrollo de la personalidad del 
niño exige que éste crezca en un entorno familiar, que merece, por lo tanto, una mayor protección  
11 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Convención sobre los Derechos del Niño. Adopta y abierta a la 
firma y ratificación por la Asamblea General en su resolución 44/25, 20 de noviembre de 1989. http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc.htm  
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las personas de hasta 12 años incompletos, y adolescentes los que tienen 
entre 12 años cumplidos y 18 años incumplidos”12. 
 
Como miembro de las Naciones Unidas, México se obliga a respetar los 
acuerdos y convenciones que deriven de la ONU, de ahí que tras una serie de 
observaciones hechas por la UNICEF (Fondo de Naciones Unidas para la 
Infancia) nuestro país emprendió una serie de reformas a sus ordenamientos 
jurídicos con el fin de proteger y resguardar los derechos de los niños; así 
como proteger el cumplimiento de sus garantías individuales y el respeto a su 
persona contra el maltrato y el abuso sexual.  
 
 
III. El Maltrato Infantil  
 
De acuerdo a la UNICEF, México mantiene la tasa más alta de pobreza y 
desnutrición infantil entre los miembros de la OCDE y ocupa los primeros 
lugares en violencia física, abuso sexual y homicidios de menores de 14 años 
inflingidos principalmente, por sus padres o progenitores. En su estudio 
"Violencia Infantil", el organismo internacional destaca que más de 700 niños 
son asesinados en México cada año, lo que implica dos homicidios diarios. En 
los menores de cuatro años, la muerte se presenta principalmente por asfixia y 
entre los 5 a 14 años por golpe contuso, acuchillamiento o disparo de arma de 
fuego.13 
 
Con motivo de la celebración que anualmente se realiza en el país hacia la 
niñez, INEGI dió a conocer las Estadísticas a Propósito del Día del Niño, con 
los siguientes resultados: en 2009 residían en el país 30.9 millones de niños 
entre 0 y 14 años, 1.9 millones menos que los registrados en 1990. En términos 
porcentuales, la proporción de menores de 15 años disminuyó gradualmente de 
39% a 28.7% del total de población en México en dicho periodo14. 
 
Para 2005, se contabilizaron 1.3 millones de niños de 5 a 14 años hablantes de 
alguna lengua indígena, 676 mil hombres y 660 mil mujeres, mismos que en su 
conjunto representaban 6.2% del total de menores en el país y 22.2% del total 
de la población que habla alguna lengua indígena. De los 30.9 millones de 
niños, 9.6 millones tienen de 0 a 4 años de edad, 10.5 millones de 5 a 9 años, y 
10.8 entre 10 y 14 años. Al observar el número de hombres y mujeres en los 
distintos grupos de edad, sólo entre los menores de 15 años existe mayor 
presencia de hombres que de mujeres, 104 varones por cada 100 mujeres 
 

                                                 
12 Ley para la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de mayo del 2000. 
http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/185.pdf  

 
13 Milenio Semanal. Violencia física y pobreza, flagelo de la niñez en México. 21 de junio del 2009. http://www.msemanal.com/node/731  

 
14 Estadísticas a Propósito del día del Niño. INEGI, México, 28 de abril del 2009. 
http://www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/espanol/prensa/contenidos/estadisticas/2009/ni%C3%B1o09.asp?s=inegi&c=2689 &ep=11  
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Tabla elaborada por la DGPDPC, con información del INEGI “Estadísticas a 

Propósito del Día del Niño 2009” . 
 
 

Por nivel educativo, en el año 2008, el 90.5% de los niños de 5 años asistió a 
preescolar, 98% de la población de 6 a 11 años acudió a primaria y 92.6% a 
secundaria; sin embargo, en localidades con menos de 2 500 habitantes, la 
proporción de la población de 8 a 14 años que no sabe leer ni escribir 
prácticamente se duplica en relación al nivel nacional, ya que cinco de cada 
100 niños se encuentran en dicha situación. 
 

 
 
En México el maltrato infantil carece de cifras oficiales que muestren la realidad 
del fenómeno. Al ser considerado como un problema doméstico, los casos de 
los que se tiene conocimiento son aquellos que derivan de una denuncia, sin 
embargo, se considera que por cada caso que conocen las autoridades, 
existen 100 mas que no se registran, lo que revela la magnitud del problema; 
además, de los casos que son denunciados muy pocos reciben atención o 
seguimiento oportuno. 
 
En “Maltrato infantil: una dolorosa realidad puertas adentro” publicado por 
UNICEF y CEPAL, derivado de una serie de encuestas aplicadas en 16 países 
de América Latina y el Caribe -incluido México- se plantea que el maltrato físico 
y psicológico es socialmente aceptado como un método de educación, 
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socialización y disciplina para los menores; además de que no existe una 
metodología que permita hacer comparaciones entre los países participantes y 
de que, incluso, las estadísticas derivan de distintos entes públicos y privados 
que no permiten establecer criterios generales para recomendar políticas 
públicas a los gobiernos.15  
 
De acuerdo al Informe Nacional sobre Violencia y Salud realizado por la 
UNICEF, los sectores de la infancia que enfrentan condiciones más 
desventajosas son: los niños indígenas, los migrantes, los institucionalizados16, 
los que viven en la calle y los que son sexualmente explotados; niños 
expuestos a sufrir toda clase de abusos, malos tratos, abandono, vejaciones y 
violencia. En este mismo informe se señala que de los miembros de la OCDE, 
México y Corea del Sur son los que presentan las tasas más altas de muertes 
por heridas en niños menores de 14 años. México tiene el primer lugar en el 
rubro de muertes intencionales a niños entre 1 y 14 años. En otro estudio a 
cargo de la OCDE, México ocupó el segundo lugar por niños muertos a causa 
de malos tratos17.   
 
Medir el maltrato infantil es imposible sin las herramientas metodológicas 
adecuadas. Distintas instituciones que por sus ámbitos de competencia en el 
tema a menores generan sus propias encuestas son, entre otras, el DIF 
Nacional, Secretaría de Salud y Secretaría de Educación Pública, además de 
que otras instancias generan regularmente su propia medición. Por ejemplo, la 
Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Familias en México (ENDIFAM) 
del 2005 –encuesta desarrollada por la Unidad de Estudios de Opinión del 
Instituto de Investigaciones Sociales de la UNAM para el Sistema para el 
Desarrollo Integral de la Familia- reporta que en 13 millones de familias los 
niños crecen en un entorno de violencia y gritos por parte de sus padres18. 
  
Para agosto del 2009 se habían presentado 268 denuncias por maltrato infantil 
ante la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal (PGJDF), sin 
embargo, el sistema Locatel recibió durante el primer semestre de ese año, 486 
llamadas con reporte de maltrato infantil: 230 relacionadas con niñas y 256 a 
niños, concentrándose en las delegaciones Iztapalapa, Gustavo A. Madero y 
Álvaro Obregón. La disparidad en las cifrasque presentan ambas instituciones 
deja ver que no todos los casos llegan a ser denunciados ante instancias 
judiciales19.  
 
De acuerdo al DIF, se denomina maltrato infantil a las agresiones que los 
adultos descargan sobre los menores, produciéndoles daños físicos y 

                                                 
15  “UNICEF pide unificar datos de maltrato infantil” publicado el 11 de agosto del 2009 en http://www.eluniversal.com.mx/notas/618585.html 
consultado el 20 de Enero de 2010. El documento original puede consultarse en http://www.cepal.org/dds/noticias/desafios/1/36731/Boletin-Desafios9-
CEPAL-UNICEF.pdf  
16 El maltrato institucional se define como “cualquier legislación, programa o procedimiento, ya sea por acción o por omisión, procedente de los 
poderes públicos o privados y de la actuación de los profesionales al amparo de la institución, que vulnere los derechos básicos del menor, con o sin 
contacto directo con el niño. Se incluye la falta de agilidad en la adopción de medidas de protección o recurso” 
http://www.unicef.org/mexico/spanish/Informe_Nacional-capitulo_II_y_III(2).pdf Documento “Extracto del informe nacional sobre violencia y salud” 
p.14 consultado el 19 de enero del 2010  
17 Documento “Extracto del informe nacional sobre violencia y salud” p.31 consultado el 19 de enero del 2010. 
http://www.unicef.org/mexico/spanish/Informe_Nacional-capitulo_II_y_III(2).pdf . El estudio al que se hace referencia se llevo a cabo en razón por la 
cual no presenta datos actualizados, cifras del año 1996 al 2000.  
18 Red por los derechos de la infancia en México consultada en http://www.infanciacuenta.org/comunicados/comunicado- 01-07.pdf el 20 de Enero de 
2010  
19 Cruz, Alejandro. Recibe la PGJDF más de una queja diaria por maltrato infantil. 
http://www.jornada.unam.mx/2009/08/09/index.php?section=capital&article=029n1cap publicada el 9 de agosto del 2009. Consultada el 
20 de Enero de 2010. 
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emocionales, afectando su desarrollo intelectual, desempeño educativo y 
adecuada integración a la sociedad. Generalmente son los familiares cercanos 
quienes de manera intencional los lesionan, al amparo de una creencia 
errónea: la de corregir su conducta por desobediencia o incumplimiento de las 
tareas encomendadas.  
 
Datos a nivel nacional del DIF del año 2008 revelan que se recibieron 59,240 
denuncias de maltrato infantil, atendiendo un total de 68,417 menores. Las 
denuncias en las que se comprobó el maltrato ascendieron a 34,023, sin 
embargo solamente se presentaron 4,656 ante Ministerio Público. De todo el 
país, Coahuila registró el mayor número de denuncias con 8,964 seguido de 
Nayarit con 7,276 y el Estado de México con 5,378. Por entidad, Baja California 
encabeza la lista de menores maltratados atendidos con 9,132, Chiapas 7,636 
y Coahuila, 6,89320. 
 
 
 
 

                                                 
20 Estadísticas 2008 http://procuradurias.dif.gob.mx/Procuraduria/Inicio.aspx  
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De acuerdo al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF), 
los principales responsables del maltrato suelen ser, en este orden: la madre, el 
padre, ambos padres, padrastro, madrastra, tíos y abuelos. Debido a que la 
mayoría de los niños maltratados son devueltos a sus progenitores, muchos 
casos terminan con la muerte del menor por las lesiones infringidas. Un gran 
número de muertes por esta causa se presenta en los primeros 18 meses de 
vida, atribuídas a lesiones relacionadas con quemaduras, asfixia, 
envenenamiento, golpes o negligencia, entre otras.  
 
El Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres), a través de los resultados de la 
“Encuesta de Maltrato Infantil y Factores Asociados 2006”, presentó la 
gravedad del problema: en México, alrededor del 60% de las niñas sufren 
maltrato emocional a manos de uno o ambos padres, mientras que en el caso 
de los niños el porcentaje disminuye a 47%. El estado de Baja California 
presenta los niveles más altos de maltrato físico de adolescentes por parte de 
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ambos padres. En lo que se refiere al maltrato físico, la encuesta reveló que 
entre 14 y 20% de las niñas sufren este tipo de agresión, en tanto que en los 
niños se registra un porcentaje de entre 16 y 20%. En el caso de maltrato 
sexual, la brecha entre niños y niñas es muy amplia, toda vez que para las 
primeras el porcentaje oscila entre 3.5 y 9% y para el sexo opuesto es de 
apenas 2.8%21. 
 
Para 2008 y de acuerdo a las estadísticas del programa de Prevención del 
Maltrato al Menor (Premam) de la Red de los Derechos de la Infancia en 
México, los estados de México, Michoacán, Nuevo León, Puebla y Yucatán 
encabezan el número de las denuncias de menores por maltrato infantil, y las 
entidades con la mayor cifra de atenciones a menores agredidos son Chiapas, 
Guanajuato, Yucatán, México, Oaxaca, Sinaloa y Sonora22. En estados como 
Colima, a pesar de que los casos registrados en la Procuraduría de la Defensa 
del Menor y la Familia del DIF estatal han aumentado considerablemente 
(30%), el 40% de las víctimas niegan sufrir violencia. Por cada caso 
denunciado hay por lo menos dos infantes involucrados. A finales de 2008 se 
registraron 357, pero sólo 159 fueron comprobados23. Según cifras del Instituto 
Mexicano del Seguro Social (IMSS), en México uno de cada diez niños es 
reportado por sufrir maltrato, lo cual se ha convertido en un problema social 
que afecta a familias de cualquier clase y nivel económico. Tan sólo el 
Departamento de Psiquiatría e Higiene y Salud Mental Pediátrica del CMN La 
Raza dedica el 15% de consulta por consecuencias derivadas del maltrato 
infantil24.  
 
En 2007 -de acuerdo a datos de la Secretaría de Salud- se reportó que de las 
30,332 muertes en menores de 1 año, 8,777 casos se debieron a muerte por 
asfixia y trauma al nacimiento, además de otras causas que podrían derivarse 
del maltrato, como la desnutrición25. Para dicha institución, las principales 
causas que originan el maltrato se encuentran: en embarazos no deseados, 
producto ya sea de uniones extramatrimoniales, dentro del matrimonio, 
producto de uniones anteriores o por adopción. En términos generales, se trata 
de menores integrantes de una familia que no los deseaba. 
 
Ejemplo claro es el caso de “Santiago”, menor atendido en el Hospital 
Pediátrico de Tacubaya y de la Fiscalía para Delitos contra el Menor de la 
Procuraduría del DF:  

 Niño de un año y seis meses, presenta lesiones en cara, abdomen, 
espalda y tórax, así como raspaduras en todo el cuerpo,  

 Presenta un cuadro de desnutrición severa por falta de alimentación –de 
acuerdo a su edad debía pesar 13 kg, pero solo tenía 9 kg- lo que podría 
generarle secuelas neurológicas y dificultades en su desarrollo motriz.  

                                                 
21 “Presentan encuesta de maltrato infantil” publicado en 1 de diciembre del 2006 en http://www.cimacnoticias.com/site/06110112-Presentan-
encuesta.15438.0.html consultado el 22 de enero del 2010  
22 Las entidades federativas donde se atendió a más de mil menores maltratados fueron: Chiapas, Yucatán, Guanajuato, México, Oaxaca, Sinaloa, 
Sonora, Aguascalientes, Baja California, Coahuila, Chihuahua, Durango, Jalisco, Nuevo León, Puebla y Quintana Roo. “Puebla entre los estados con 
mayores agresiones físicas y sexuales a menores” publicado el 24 de diciembre del 2008 en http://www.e-
consulta.com/index.php?option=com_content&task=view&id=21459&Itemid=181 consultado el 21 de enero del 2010. 
23 Consultado el 21 de enero del 2010 http://www.diariodecolima.com/noticiaiq.php?a=12941  
24 “Uno de cada 10 niños en México sufre maltrato” publicado el 18 de enero del 2010 en http://www.eluniversal.com.mx/notas/652596.html 
consultado el 25 de enero del 2010. 
25 “Diez principales causas de Mortalidad en hombres y en mujeres” Secretaría de Salud. 2007. 
http://www.sinais.salud.gob.mx/descargas/xls/diezprincausasmort2007_CNEGySR.xls consultado el 19 de enero del 2010  
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Las autoridades determinaron que las lesiones que presentaba Santiago, 
síntomas claros de maltrato, eran “no graves”, por lo que fue dado de alta. Los 
médicos descartaron fracturas, pero encontraron huellas de maltrato anterior, 
entre ellas una raspadura en la nariz que pudiera dejarlo marcado para el resto 
de su vida26. Tanto el padre como su pareja, presuntos responsables de las 
lesiones, podrían quedar liberados de los cargos e incluso llevarse el menor a 
casa, donde seguramente continuarían con el maltrato. 
 

 
 
 
 
 
 
Otro caso se presentó en la Procuraduría del Estado de Coahuila con Karla, de 
8 años de edad, que tenía bajo su cuidado a sus dos hermanas, de 6 y 3 años 
de edad. Debido a que decidió comerse una porción de arroz y una mortadela, 
su madrastra la castigó azotándola en varias ocasiones con un cable de cobre 
que tenían en su domicilio; posteriormente “…la sacó al patio y ahí continuó 
pegándole en su espalda; la dejó afuera hasta la una de la madrugada…la 
metió nuevamente a su domicilio, para dejarla dormir en el piso”, a la mañana 
siguiente su padre biológico, Carlos Ruiz, fue informado sobre lo acontecido, 
por lo que continuó con el castigo. Tomó la mano derecha de la niñita y la puso 
sobre la parrilla; para que no lo volviera hacer”. A pesar de haberse 
demostrado el maltrato, los adultos involucrados no fueron detenidos, ya que 
las lesiones de la menor no se consideraron graves27.  
 
En Chihuahua, la Procuraduría de la Defensa del Menor recibió, en el período 
2008-2009, más de 4 mil denuncias de maltrato infantil, logrando comprobar 
poco más de la mitad con un total de 3 mil 133 menores afectados; de éstos, 
mil 100 fueron reintegrados a sus hogares28.  
 
 
 

                                                 
26 “Padre de niño maltratado en Cuajimalpa podría quedar libre” publicado el 4 de agosto del 2009 en 
http://www.eluniversal.com.mx/ciudad/96791.html consultado el 13 de enero del 2010. 
27 “Procuraduría de la familia asume el control del caso de dos menores quemadas por sus padres” publicado el 23 de diciembre del 2009 en 
http://www.milenio.com/node/347055 consultado el 20 de enero del 2010.  
28 “Del 2008 al 2009 la Procuraduría de Defensa del Menor comprobó 2,308 casos de maltrato infantil” publicado el 29 de noviembre del 2009 en 
http://www.omnia.com.mx/noticias/del-2008-al-2009-la-procuraduria-de-la-defensa-del-menor-comprobo-2308-casos-de-maltrato-infantil/ consultada 
el 25 de enero del 2010.  
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IV. El Abuso Infantil. 
 
México registra altos índices de abuso sexual infantil: 77% de las víctimas son 
niñas, con un promedio de edad de 5.7 años. En todos los casos la víctima 
conocía al agresor: el hermano (19%), el padrastro (18%), un tío (16%), el 
padre (15%)29.  
 
El abuso sexual y el maltrato también se dan en las instituciones educativas, 
contra estudiantes de preescolar, primaria y secundaria por parte de los 
maestros, conserjes y otros trabajadores de los planteles educativos. Las 
denuncias contra docentes y trabajadores se refieren a situaciones de burla, 
ofensa, agresividad, maltrato, groserías, humillación, amenazas, hostigamiento, 
insinuaciones, “miradas libidinosas”, grabar y tomar fotos a los alumnos y, 
exhibir videos de pornografía a los estudiantes. Las denuncias presentadas 
ante la SEP revelan que en los primeros seis meses del ciclo escolar del año 
2003 se presentaron 84 casos de maltrato y abuso sexual, sólo en las escuelas 
de la Ciudad de México. Sin embargo, en los tres primeros meses de 2008 las 
denuncias sumaron 147 en el Distrito Federal30. 
 
La Secretaría de Educación Pública registró durante 2008 en promedio, un 
caso de abuso sexual por semana en los planteles educativos. En muchos 
casos las denuncias se solventaron en el entorno escolar y no ante las 
instancias penales. En el Distrito Federal, en el periodo 2008-2011, la SEP dio 
a conocer que el número de casos de abuso sexual y violaciones en las 
escuelas públicas creció 31%. Aunque no existen datos oficiales que permitan 
saber realmente el número de casos denunciados y atendidos, en un primer 
reporte esta Secretaría informó que se promedió una denuncia de abuso sexual 
y maltrato cada dos días de clase, en el primer trimestre de 200831. 
 
De acuerdo a datos de DIF-UNICEF, más de 20 mil niñas y niños han sido 
explotados sexualmente en México en el 2007, sobre todo en siete ciudades 
consideradas altamente pobladas, turísticas y fronterizas, donde operan 
bandas del crimen organizado dedicadas a esa actividad. 70% de los casos de 
violación, abuso y explotación ocurren en: Distrito Federal, Tijuana, Ciudad 
Juárez, Guadalajara, Acapulco Tapachula y Cancún, 80% de estos son niñas 
de entre 10 y 14 años32.  
 
En Puerto Vallarta se han detectado casos en que los niños son prostituidos 
por sus mismos padres, sobre todo en los períodos de marzo-abril y junio-
agosto, considerados temporada alta de vacacionistas y lapso en que se han 
contabilizado hasta 100 niños dedicados a la prostitución distribuidos en 

                                                 
29 Prostitución, explotación y abuso sexual, publicado por Maite García-Golzarri en: 
http://statuspuebla.com.mx/index.php?option=com_content&view=article&id=1054&catid=50:ecos&Itemid=60 consultado el 25 de enero del 2010.  
30 “La SEP reconoce abusos y maltratos en las escuelas” publicado el 2 de septiembre del 2008 en 
http://www.informador.com.mx/mexico/2008/35693/6/la-sep-reconoce-abusos-y-maltratos-en-las-escuelas.htm consultada el 25 de enero del 2010  
EL UNIVERSAL hizo una solicitud a la SEP (a través del Instituto Federal de Acceso a la Información, IFAI)para conocer el número de abusos 
sexuales que ocurrieron en cada una de las entidades del país, pero la dependencia no las proporcionó. Argumenta que existe autonomía de gestión 
educativa por parte de los gobiernos estatales, a partir de la descentralización del sistema. “Abuso sexual crece en aulas” publicado el 5 de agosto del 
2009 en http://www.eluniversal.com.mx/nacion/170418.html consultado el 25 de enero del 2010  
31 “EL UNIVERSAL hizo una solicitud a la SEP (a través del Instituto Federal de Acceso a la Información, IFAI)para conocer el número de abusos 
sexuales que ocurrieron en cada una de las entidades del país, pero la dependencia no las proporcionó. Argumenta que existe autonomía de gestión 
educativa por parte de los gobiernos estatales, a partir de la descentralización del sistema. “Abuso sexual crece en aulas” publicado el 5 de agosto del 
2009 en http://www.eluniversal.com.mx/nacion/170418.html consultado el 25 de enero del 2010. 
32 “Sufren abuso sexual 20 mil niños en México” publicado el 26 de noviembre del 2008 en http://www.eluniversal.com.mx/notas/558622.html 
consultado el 25 de enero del 2010. 
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diversos puntos de la ciudad33. La ONU cita en un análisis a la Coalición 
Internacional contra la Trata de Mujeres y Niñas en América Latina y el Caribe, 
que ubica a este país en el quinto lugar mundial, en lo concerniente a ese 
delito. "Al menos 250 mil niños y adolescentes están en el comercio sexual". 
Cabe señalar que México es catalogado como país de origen, tránsito y destino 
de víctimas de explotación sexual, siendo el de mayor crecimiento la modalidad 
de turismo sexual infantil principalmente en Acapulco, Cancún, Tijuana y 
Ciudad Juárez34.  
 
De acuerdo con estadísticas proporcionadas por la Fiscalía Especializada en 
Delitos Sexuales de la Procuraduría General de Justicia de Quintana Roo, de 
enero a julio del 2009 se presentaron 426 denuncias, de las cuales 159 
víctimas son menores de 14 años, siendo el abuso sexual el primer lugar, y la 
violación el segundo. La entidad registró un incremento del 15% de los delitos 
sexuales, del 60 al 70% de las victimas suelen ser menores de edad35. 
También el estado de Puebla se encuentra en los primeros lugares el abuso 
sexual, "Hay un rango especifico de edad (…) oscilaba entre los 14 a 17 años 
(…) ya hay una frecuencia de 8 a 10 años, pero también se ha tipificado una 
estadística de investigación del DIF nacional en la que se establece que los 
menores de 4 años generan la mayor demanda en el perverso círculo de la 
explotación sexual infantil". Asimismo, han detectado 150 sitios de internet que 
se dedican a la promoción sexual de los niños… de los cuales 40 son 
generados en México y ofrecen a menores por catálogo36. 
 
Además, la Internet ha propiciado el desarrollo de redes de pederastas 
quienes, según la Policía Federal, en apenas 12 minutos contactan a una niña 
o niño y lo inducen a desnudarse o ver pornografía. Tan solo en cinco años se 
detectaron en México más de cuatro mil páginas de pornografía infantil en 
Internet.  
 
Entre 16.000 y 20.000 menores se prostituyen en México, cifra en la que no se 
incluyen las niñas que provienen de Centroamérica, que a partir de los doce 
años se convierten en esclavas sexuales. La situación de esas pequeñas es la 
más delicada, ya que "son traídas en situaciones de esclavitud, vendidas a los 
bares entre 200 y 400 pesos (entre 18 y 36 dólares) y les cargan una cuota por 
el cuarto, la alimentación y las drogas", lo anterior de acuerdo a Elena Azaola, 
del Centro de Investigaciones Sociales, que agrega que la mayoría de los 
turistas sexuales proceden de Estados Unidos, Inglaterra, Holanda y Alemania, 
y son de todo tipo, desde pederastas hasta clientes ocasionales37.  
 
V. Otra forma de abuso: trabajo infantil. 
 
Otra forma de abuso infantil que se presenta en México es la de tipo laboral, 

                                                 
33 “Ofrecen prostitución infantil dentro de paquete turístico” consultado en http://gaceta.udg.mx/Hemeroteca/paginas/353/353-8.pdf el 25 de enero del 
2010  
34 “El auge del abuso sexual infantil en México” publicado el 13 de noviembre del 2009 en 
http://www.infanciahoy.com/despachos.asp?cod_des=3734&ID_Seccion=169 consultado el 25 de enero del 2010  
35 “México: Quintana Roo líder en abuso sexual” publicado el 28 de noviembre del 2009 en http://www.soyborderline.com/documentacion-y-
articulos/ultimas-noticias/3895.html consultado el 25 de enero del 2010. 
36“Se incrementa en Puebla el índice de maltrato infantil” publicado el 15 de junio del 2007 en 
http://periodicodigital.com.mx/notas/se_incrementa_en_puebla_el_indice_de_maltrato_infantil1181887200 consultado el 25 de enero del 2010.  
37 “Aumenta el turismo sexual en México” publicado el 09 de abril del 2004, consultado en 
http://www.terra.com.mx/articulo.aspx?articuloid=128660&paginaid=1 el 25 de enero del 2010. 
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aunque el trabajo infantil está prohibido, de acuerdo al Módulo sobre Trabajo 
Infantil de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE 2007) 3.6 
millones de niños, niñas y adolescentes entre 5 y 17 años de edad están 
trabajando en el país, lo que equivale al 12,5% de la población infantil de este 
mismo rango de edad. De ellos, 1.1 millones son menores de 14 años; es decir, 
no han cumplido con la edad mínima indicada por la Ley Federal del Trabajo 
para tener una ocupación remunerada. Según dicha encuesta, el trabajo infantil 
no está extendido en igual medida entre los niños y las niñas; los primeros 
superan casi el doble en número a las niñas que trabajan. 67% de los niños 
entre 5 y 17 años trabaja en comparación con el 33% de niñas; los menores 
que laboran se concentran en mayor medida en el campo que en la ciudad, la 
incidencia del trabajo infantil rural es más elevada que la urbana; el 15.6% y el 
8.6% de la población entre 5 y 17 años, respectivamente.  
 
Por estado, el porcentaje se distribuye aproximadamente de la siguiente 
manera: el 24% de trabajadores entre 5 y 17 años se concentra en tres 
entidades: Estado de México, Jalisco y Puebla. El 52.8% se distribuye en la 
cuarta parte de los Estados; además de los anteriores, Michoacán, Veracruz, 
Guerrero, Chiapas y Guanajuato. El 23.8% de los niños y las niñas de México 
entre 5 y 13 años que trabajan reside en Puebla, Jalisco o Guerrero. El 52.6% 
se reparte en estas entidades y en Michoacán, Oaxaca, Estado de México, 
Guanajuato y Veracruz38. De acuerdo con la encuesta del INEGI, uno de cada 
seis niños de entre seis y 14 años trabaja para subsistir, por condiciones de 
pobreza. Cada 52 segundos un niño mexicano abandona la escuela para 
buscar una alternativa de ingreso en apoyo a la economía familiar. El 60% de 
los niños que trabajan lo hace en un negocio o actividad familiar, un 20% con 
un patrón y el resto en las calles. El ingreso promedio es de entre 25 y 40 
pesos, pero en las actividades familiares lo hacen sin remuneración alguna. 
 
Chiapas, Campeche, Puebla y Veracruz ocupan las tasas más altas de trabajo 
infantil, con un 26% de su población, mientras que Chihuahua, Nuevo León y el 
Distrito Federal mantienen una tasa de 8.3%39. El Universal llevó a cabo una 
investigación en la que documentó, desde Tapachula a Mexicali, a “miles de 
niños migrantes, jornaleros, vendedores, pepenadores o mil usos, obligados a 
abandonar la escuela, padecen formas de esclavitud encubiertas con 
eufemismos como “canguritos”, “zorras”, “boleritos”, “canasteros”, o “cerillitos”. 
Atrapados en la mendicidad a lo largo del país, viven expuestos a violencia, 
abandono, enfermedad, accidentes, drogadicción y abuso de los adultos, entre 
los que algunas veces se cuentan sus mismos familiares.” Además, el diario 
señaló, de acuerdo al Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), 
que alrededor de 202 mil menores de Guerrero trabajan para contribuir al 
ingreso familiar y de ellos, 58 mil desertaron de la escuela40. 
 
En Sinaloa niños mixtecos, zapotecos, tlapanecos, triques y purépechas son 
enganchados para ir con sus familias a trabajar en los fértiles valles 
sinaloenses. Tienen entre ocho a 14 años y se les contrata ilegalmente de 

                                                 
38 “Trabajo infantil” UNICEF http://www.unicef.org/mexico/spanish/proteccion_6928.htm consultado el 25 de enero del 2010. 
39 Menores de 14 años principales víctimas de violencia física” publicado el 25 de enero del 2009 en 
http://www.oem.com.mx/elmexicano/notas/n1020572.htm consultado el mismo día. 
40 “Menores Explotados” publicado el 27 de abril del 2009 por Corresponsales del Periódico El Universal en 
http://www.eluniversal.com.mx/primera/32886.html  
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“muleros” y “zorras” —realizan el desbrote, deshierbe y regado de surcos—, o 
como acarreadores de agua. En Mexicali “la crisis económica incrementará la 
participación de menores en el campo laboral, porque serán obligados a apoyar 
económicamente a sus familias”, los menores acuden con sus padres a trabajar 
en los dos depósitos de basura municipal, como niños jornaleros mientras que 
otros son empacadores de mandado, vendedores de periódicos y dulces, y 
limpiavidrios41. 
 
Tan sólo durante el 2006 más de 10 mil jornaleros de la montaña de Guerrero 
emigraron a campos de cultivo del norte y centro del país. De ellos, 46% tienen 
menos de cinco años de edad y padecen de enfermedades respiratorias y 
desnutrición, por la exposición a productos químicos en los campos y las 
pésimas condiciones de trabajo42. 
 
De acuerdo a un informe dado a conocer por la Cámara de Diputados referido 
en una nota del portal cnnexpansion.com, titulado “La migración infantil: un 
problema acuciante”, alrededor de 13 mil 110 niños han sido deportados de 
Estados Unidos sin compañía y 8 mil 110 con algún familiar. En el estudio se 
añade que mil 782 tenían 11 años y 19 mil 438 entre 12 y 17 años. 16 mil 552 
pertenecían al sexo masculino y 4 mil 668 al femenino. Son niños que se 
convierten en víctimas de maltrato, explotación sexual, trabajo forzado, abuso 
de autoridad, deportación o encarcelamiento43. 
 
 
VI. Consecuencias del maltrato y abuso sexual: factores de riesgo en la 
comisión de delitos. 
 
El origen y el mantenimiento de la violencia familiar suele atribuirse a distintos 
factores. Sus consecuencias también son variables, ya que suelen ser modelo 
de aprendizaje social, es decir, quien ha sido criado en un entorno familiar con 
maltrato puede reproducir dicha conducta al momento de formar su propio 
hogar; en el menor de los casos, la conducta agresiva responde al simple 
deseo de causar dolor o sufrimiento a la persona: 
 

 Los menores que son víctimas de maltrato o abuso presentan, además 
de las evidencias físicas, ausentismo o deserción escolar, escapan de 
su hogar o son echados a la calle por sus padres o tutores.  

 
 La doctora Aurora Mercado, del Departamento de Psiquiatría e Higiene y 

Salud Mental Pediátrica del Hospital General Centro Médico Nacional 
(CMN) La Raza, del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), afirmó 
que los niños maltratados tienen como consecuencia: baja autoestima, 
problemas de conducta, aprendizaje y lenguaje; trastornos del sueño, 

                                                 
41 “Menores explotados” Víctimas de la pobreza extrema, niños migrantes, jornaleros, vendedores o mil usos también viven expuestos a 
la violencia, abandono, enfermedad, accidentes, drogadicción y abuso por parte de los adultos a lo largo y ancho del país El Universal, 
publicado el lunes 27 de abril de 2009 http://contraelmaltrato.blogspot.com/2009/04/maltrato-infantil-en-mexico.html consultada el 25 de 
enero del 2010. 
42 Incumple México normas sobre trabajo infantil: ONU” publicado el 27 de febrero del 2007 en 
http://www.elsiglodetorreon.com.mx/noticia/262128.incumple-mexico-normas-sobre-trabajo-infantil.html consultada el 25 de enero del 2010. 

 
43 “La migración infantil mexicana aumenta” publicado el 2 de enero del 2010 en http://www.cnnexpansion.com/actualidad/2010/01/02/la-migracion-
infantil-mexicana-aumenta. 
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alimentación y peso; talla baja, deficiente rendimiento escolar; 
problemas emocionales y de adicciones44.  

 
 En el 2007 se llevó a cabo en el estado de Guanajuato un estudio que 

relacionaba el maltrato con el suicidio infantil, en éste fueron analizados 
29 casos, lo que representa 69% de los suicidios de menores de 8 a 14 
años.De los resultados que se obtuvieron, la mitad de los suicidas (51.7 
%) padecieron algún tipo de violencia: 31% de ellos sufrió maltrato 
psicológico, 41.1% recibió algún tipo de maltrato físico, 10.34% maltrato 
por negligencia y 3.4% abuso sexual. Poco más de la cuarta parte sufría 
de dos o más tipos de maltrato; cuatro de las notas póstumas incluyeron 
declaraciones explícitas de vivencias de maltrato45.   

 
 La violencia infantil suele ser un factor determinante de la deserción 

escolar, mismo que también es atribuido a las condiciones de pobreza. 
En México cada 52 segundos un niño abandona la escuela y sólo 60 de 
cada cien terminan la primaria para inmediatamente buscar una 
alternativa de ingreso en apoyo a la economía familiar46.  

 
 Además de la falta de programas oficiales para combatir desmpleo y 

deserción escolar, “ha aumentado la utilización de niños en el traslado 
de drogas, así como el rapto y el convencimiento de menores, mediante 
engaños o falsas promesas, para que se integren en las redes de trata 
con fines de explotación sexual”47. 

 
 Los niños que trabajan suelen ser más propensos a la drogadicción y al 

abuso sexual por la relación que mantienen con personas de mayor 
edad, los ingresos económicos y la falta de supervisión que sobre sus 
actividades tienen los adultos que deberían protegerlos.  

 
El abuso y maltrato infantil genera, de igual forma, un cambio en el 
comportamiento, lo mismo puede limitar la interacción social del menor que 
volverlo completamente agresivo ignorando o atacando cualquier símbolo de 
autoridad. Actualmente en el 70% de los hechos delictivos que se registran en 
el país están involucrados niños y jóvenes cuya condición de pobreza es 
aprovechada por las bandas criminales para incorporarlos a la comisión de 
delitos. 
 
VII. Conclusiones y recomendaciones. 
 
El maltrato está catalogado como un problema doméstico, los victimarios 
suelen ser: la madre, el padre, ambos padres o algún familiar cercano, mientras 
que el llamado maltrato institucional suele ser infringido por los maestros o 
                                                 
44 “Uno de cada 10 niños en México sufre maltrato infantil: IMSS” publicado en blogspot el 17 de enero del 2010 en 
http://informanet1.blogspot.mx/2010/01/uno-de-cada-diez-ninos-en-mexico-sufre.html. 
45 “Maltrato y suicidio infantil en el Estado de Guanajuato” publicado en 2007 en 

http://www.imbiomed.com.mx/1/1/articulos.php?method=showDetail&id_articulo=46369&id_seccion=1169&id_ejemplar=469 2&id_revista=1. 
46 “Ocupa el país primer lugar en violencia contra menores: UNICEF” publicado en el Periódico Esto el 24 de abril del 2008 
http://www.oem.com.mx/esto/notas/n674673.htm. 
 
47 “México suben los índices de violencia infantil” publicado el 28 de noviembre del 2009 en 
http://tercermundo.suite101.net/article.cfm/mexico_suben_los_indices_de_violencia_infantil consultado el 25 de enero del 2010.  
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algún adulto que tiene contacto con los menores en el interior de las escuelas. 
En ambos casos la denuncia es poco representativa, en el primero de ellos se 
cuenta con la complicidad de familiares e incluso vecinos quienes suelen darse 
cuenta de la situación que sufre el menor y prefieren callarla, en el segundo 
caso cuando los padres se dan cuenta del maltrato que sufre el menor en la 
institución, los arreglos suelen ser al interior de la misma sin que lleguen a 
hacerse públicos. El maltrato tiene diversas manifestaciones. Sin duda, el que 
se detecta con mayor rapidez es el evidente castigo corporal, lo que no 
significa que sea menor la incidencia ni el daño que genera el maltrato 
emocional. Incluso, las huellas de la negligencia y del abandono pueden ser 
mucho más profundas y más devastadoras.  
 
Por otra parte, la violencia y el abuso sexual a menores ha llevado al país a 
ocupar los primeros lugares a nivel internacional. Tanto el maltrato como el 
abuso infantil son multifactoriales. Pueden estar asociados a la pobreza, a 
condiciones de hacinamiento, a la carencia de condiciones mínimas de 
subsistencia y al consumo de drogas y alcohol, entre muchos otros.  
 
Independientemente de las causas que generen el maltrato, las consecuencias 
que tienen en los menores son determinantes en su desarrollo. Algunos tienen 
lesiones físicas irreversibles, otros, daños sicológicos que en la mayoría de los 
casos los lleva a reproducir el entorno de violencia en el que ellos mismos 
crecieron.  
 
Otra consecuencia del maltrato es la búsqueda de los menores por tener sus 
propios ingresos económicos -ya sea porque hayan huido del maltrato y vivan 
en la calle o se conviertan en portadores de ingresos económicos al interior del 
hogar- razón por la cual son enganchados por redes que les ofrecen dinero 
fácil y rápido en actividades que van de los delitos que se cometen en pandilla 
hasta aquellos relacionados con el crimen organizado. Por todo ello, es 
recomendable articular programas que permitan concientizar a los padres, 
maestros, niños y sociedad en general sobre:  
 

1. Los derechos y obligaciones que adquieren los unos con los otros 
2. Fomentar la cultura de la denuncia con el fin de poder llevar a cabo una 

pronta intervención en los casos que se presenten. 
3. Implementar mecanismos que permitan a los adultos detectar cuando un 

menor de edad es víctima de maltrato o abuso.  
4. Impulsar la creación de una estadística nacional que permita conocer la 

realidad del maltrato y abuso infantil en el país, ya que en la medida que 
se conozca el fenómeno, se podrá actuar con mayor prontitud. 

5. Es necesario establecer programas de prevención que permitan detectar 
a tiempo abusos a menores.  

6. Ya que es precisamente la escuela el primer círculo social externo a la 
familia con la que el menor tiene contacto, es necesario orientar a los 
profesores, sobre cómo detectar abuso o maltrato.  

 
Como padre de familia, docente o adulto responsable, detectar los primeros 
síntomas de abuso en un menor requiere de atención, supervisión y acción 
inmediata. 
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Padre de Familia Maestro o tutor 

 
 Se niega a ir a la escuela. 
 Al regresar a casa se muestra retraído  
 Suele presentarse en casa sucio y desaliñado. 
 Llega a casa cansado y sin ganas de platicar 

sobre la escuela.  
 Se niega a interactuar con otros adultos.  
 Tiene cambios de humor repentinos.  
 Muestra poco interés en las actividades 

escolares. 
 Su rendimiento escolar disminuye.  
 Reacciona agresivamente ante las muestras de 

afecto o cariño.  
 No informa de las actividades escolares que se 

lleven a cabo extra clase, evitándolas 
constantemente.  

 Utiliza un lenguaje agresivo que no es usado 
por los miembros de la familia.  

 Se vuelve desobediente o muestra rebeldía 
ante cualquier manifestación de autoridad. 

 Conoce temas sexuales que no se han 
abordado en casa y no se incluyen como temas 
escolares. 

 

 
 Se ausenta de clases más de dos días a 

la semana.  
 Al presentarse a clase va poco aseado.  
 Se muestra poco participativo.  
 En horas de descanso se aísla del resto 

de sus compañeros. 
 Demuestra comportamientos agresivos 

con el resto de sus compañeros.  
 Su rendimiento escolar disminuye.  
 Tiene huellas visibles del maltrato.  
 Tiene problemas para reconocer la 

autoridad de los adultos.  
 Sus padres no se involucran en las 

actividades escolares.  
 Se muestra tímido o ausente ante la 

presencia de sus padres.  
 Muestra temor a todo aquello que 

implique contacto físico. 
 Llega temprano a la escuela y se retira lo 

más tarde posible. 

 
Una detección a tiempo permitirá intervenir canalizando los casos a las 
autoridades correspondientes con el fin de salvaguardar la integridad del 
menor. 
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REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PARA LA ATENCIÓN, CUIDADO Y DESARROLLO INTEGRAL INFANTIL 

 
 

 
El 22 de agosto de 2012, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
Reglamento de la Ley General de Prestación de Servicios para la Atención, 
Cuidado y Desarrollo Integral Infantil. El cual tiene por objeto regular la 
prestación de servicios para la atención, cuidado y desarrollo integral infantil, 
únicamente en lo que corresponde al ámbito federal. Sus disposiciones son de 
orden público e interés social. Para este documento se entiende por 
Autoridades Competentes a las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal, incluidos los organismos de seguridad social en el ámbito de 
su competencia.  
 
Los objetivos del reglamento son: 
 
I. Regular la autorización que las Autoridades Competentes deberán 
otorgar a los prestadores de servicios para la atención, cuidado y desarrollo 
integral infantil de los Centros de Atención para que éstos puedan operar 
conforme al Modelo de Atención respectivo, de acuerdo al presente 
Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables; 
 
II. Garantizar que la prestación de servicios para la atención, cuidado y 
desarrollo integral infantil, se otorgue en un marco de ejercicio pleno de los 
derechos de niñas y niños; 
 
III. Fijar los criterios para que el Consejo determine la Política Nacional; 
 
IV. Establecer el funcionamiento del Consejo; 
 
V. Regular la operación del Registro Nacional, y 
 
VI. Establecer las medidas de seguridad y protección civil que deberán 
observar los Centros de Atención que hayan obtenido la autorización a que se 
refiere este Reglamento. 
 
Por su parte, la interpretación administrativa de este Reglamento corresponde 
a la Secretaría, a la Secretaría de Educación Pública, a la Secretaría de 
Gobernación y a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social en el ámbito de 
sus respectivas atribuciones. 
 
Los organismos de seguridad social que presten servicios para la atención, 
cuidado y desarrollo integral infantil, deberán observar lo dispuesto en la Ley y 
el presente Reglamento, además de cumplir con sus leyes específicas y 
régimen interno, las cuales tendrán preeminencia en términos del artículo 3 de 
la Ley. 
 
Las el Reglamento señala que las Autoridades Competentes podrán establecer 
mecanismos de colaboración entre sí y con las entidades federativas, los 
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municipios y los órganos político administrativos de las demarcaciones 
territoriales del Distrito Federal, para cumplir con las obligaciones establecidas 
en la Ley, este Reglamento y demás normatividad aplicable particularmente, en 
lo que se refiere a los Registros Nacional y Estatales de los Centros de 
Atención y las autorizaciones de éstos, las medidas de seguridad y protección 
civil, la capacitación y certificación, la inspección y vigilancia. Asimismo, están 
obligadas, en el ámbito de su competencia, a realizar las acciones necesarias 
para que en la prestación de los servicios para la atención, cuidado y desarrollo 
integral infantil, se respete el ejercicio de los derechos de niñas y niños  
 
Las actividades que se realicen con las niñas y los niños, se llevarán a cabo 
dentro de los Centros de Atención, con excepción de aquellas actividades que 
conforme a la Modalidad, Tipo y Modelo de Atención, se deban realizar fuera 
del Centro de Atención, en cuyo caso, previamente se deberá obtener la 
autorización de los Responsables de la niña o niño. Además, los prestadores 
de servicios que preponderantemente otorguen sus servicios a niñas y niños 
con discapacidad, deberán acreditar ante la Autoridad Competente que 
cuentan con personal capacitado para atender a dicha población, ya que en los 
Centros de Atención se debe admitir a niñas y niños con discapacidad.  
 
Es importante mencionar, que de conformidad con lo establecido en la Ley y 
otras disposiciones legales y administrativas, el Ejecutivo Federal por conducto 
de las Autoridades Competentes, tiene las siguientes atribuciones: 
 
I. Aplicar las estrategias y líneas de acción que deriven de la Política 
Nacional y del Programa Nacional, realizando las actividades, programas o 
proyectos que correspondan al Modelo de Atención que les resulte aplicable; 
 
II. Corroborar que la Autorización que hayan otorgado a los Centros de 
Atención, cumpla con las disposiciones de la Ley, el presente Reglamento y las 
demás disposiciones jurídicas aplicables a la Modalidad, Tipo y Modelo de 
Atención, debiéndose asegurar que los servicios para la atención, cuidado y 
desarrollo integral infantil se presten con los estándares de calidad y seguridad 
que exige el principio de interés superior de la niñez; 
 
III. Proporcionar la información correspondiente para la integración y 
actualización del Registro Nacional, así como de los Registros Estatales, en 
términos de las disposiciones jurídicas aplicables; 
 
IV. Participar en el seno del Consejo, en la elaboración de los indicadores 
de evaluación correspondiente a cada Modelo de Atención, que permitan una 
valoración adecuada a dichos Modelos de prestación del servicio, conforme a 
las metas señaladas en la Política Nacional , y 
 
V. Asesorar, en el ámbito de sus atribuciones, a los gobiernos de las 
entidades federativas, municipales, órganos político-administrativos de las 
demarcaciones territoriales del Distrito Federal que lo soliciten, en la 
elaboración y diseño de sus respectivos programas en la materia. 
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Por otro lado, en lo que corresponde a las Medidas de Seguridad y de la 
Protección Civil, los Centros de Atención no podrán estar ubicados a menos de 
50 metros de áreas que representen un alto riesgo, de conformidad con lo 
señalado en el Atlas Municipal de Riesgos; se deben incluir medidas de 
seguridad frente al riesgo de incendios como contar con extintores suficientes, 
definir claramente las rutas de evacuación, colocar toda la señalización y 
avisos de protección civil; capacitación periódica de todos los ocupantes y 
usuarios del Centro de Atención sobre el adecuado funcionamiento y utilización 
de las instalaciones y equipo de protección; además se debe contar con un 
mecanismo de alarma.  
 
Entre otros mecanismos de seguridad se debe colocar un sistema de 
alumbrado de emergencia automático en rutas de evacuación; las instalaciones 
de gas deberán cumplir con las disposiciones jurídicas aplicables; se debe 
contar con al menos una salida de emergencia. También, deben realizarse 
simulacros cada dos meses, y planificar acciones y actividades de los 
ocupantes vinculadas a situaciones de emergencia, así como elaborar un 
Programa Interno de Protección Civil del Centro de Atención ajustado a las 
particularidades de éste y a la reglamentación local vigente. 
 
En cuanto a las medidas de seguridad de las instalaciones, se debe 
inspeccionar los sistemas de drenaje y mantenerlos limpios de papeles y otros 
objetos que puedan dificultar el paso del agua; los acabados interiores de los 
Centros de Atención serán adecuados a la edad de los niños y niñas, evitando 
superficies rugosas, duras o agresivas, aristas en esquinas, resaltes de fábrica 
o desniveles, a menos que estén protegidos; además el mobiliario debe 
mantenerse en buenas condiciones de uso.  
 
Por otra parte, las autorizaciones, permisos o licencias se emitirán por las 
autoridades estatales o municipales, el Distrito Federal o los órganos político-
administrativos de sus demarcaciones territoriales, conforme al ámbito de su 
competencia, previo cumplimiento de los requisitos señalados en sus 
disposiciones legales y administrativas aplicables. 
 
Dicha Autorización se otorgará en los siguientes casos: 
 
I. Cuando se trate de Centros de Atención a través de los cuales, las 
Autoridades Competentes brinden directamente servicios para la atención, 
cuidado y desarrollo integral infantil; 
 
II. Cuando se trate de Centros de Atención de los sectores social o privado 
a través de los cuales los organismos de seguridad social otorguen servicios 
para la atención, cuidado y desarrollo integral infantil a sus derechohabientes o 
beneficiarios, y 
 
III. Cuando se trate de Centros de Atención de los sectores social o privado 
que brinden o deseen brindar los servicios para la atención, cuidado y 
desarrollo integral infantil con apoyo de subsidios federales que para tal objeto 
les otorguen las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal. 
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Para un servicio eficaz, las Autoridades Competentes en el ámbito de sus 
respectivas competencias de acuerdo a la Modalidad y Modelo de Atención, 
establecerán programas de formación, actualización, capacitación y 
certificación de competencias, así como de protección civil, en los términos que 
se determinen en las disposiciones que emita el Consejo, aplicables a la 
Modalidad, Tipo y Modelo de Atención correspondiente. 
 
En cuanto a las disposiciones jurídicas, es facultad de las Autoridades 
Competentes, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, la inspección y 
vigilancia de los Centros de Atención que hayan autorizado. Además, los 
procedimientos para la determinación de una medida precautoria o sanción a 
los prestadores de servicios, se iniciarán de oficio por las Autoridades 
Competentes o a petición de parte, mediante la presentación de quejas o 
denuncias. 
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ISSSTE ESTANCIAS INFANTILES*. 
 
El creciente papel de la mujer en el ámbito laboral, sin dejar de cumplir con su 
papel en la familia, ha ido de la mano con la necesidad de contar con espacios 
apropiados para el cuidado y el desarrollo de los hijos e hijas. En 1837 surge la 
primera guardería en México, para el cuidado de los hijos de comerciantes del 
Mercado del Volador. En 1917, con la inclusión en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos de la educación como un derecho, surgen los 
Hogares Infantiles. 
 
En 1941 se inaugura en la Dirección General de Pensiones Civiles y de Retiro, 
precursora del ISSSTE, la primera guardería para hijos de trabajadoras al 
servicio del Estado, en la que se atiende a 3 niños en las instalaciones de la 
propia Dirección General. En la década de los 70 se adopta el nombre de 
Estancias de Bienestar Infantil, ya con un notorio reconocimiento de la 
importancia de la etapa formativa en la primera infancia y se incorpora una 
perspectiva educativa a la atención brindada a los niños. 
 
Posteriormente, debido a la necesidad de que las trabajadoras desempeñaran 
su jornada laboral con la confianza de que sus hijos e hijas estarían en un lugar 
seguro, las dependencias y entidades pusieron a disposición de ellas las 
Estancias de Bienestar Infantil, las cuales eran administradas por las propias 
dependencias. 
 
A partir de 1983, fecha en que la Ley del ISSSTE recoge la obligación del 
Estado de brindar el servicio de estancias infantiles, se aseguran espacios 
apropiados para la protección y desarrollo de los hijos menores de seis años de 
las madres trabajadoras. 
 
Con el propósito de dar orden y lograr una mayor eficiencia, en 1984 el ISSSTE 
asume la rectoría del servicio de estancias que daban las Secretarías de Salud, 
Marina, Comunicaciones y Transportes, Comercio y Fomento Industrial, 
Programación y Presupuesto, Hacienda y Crédito Público, Energía, Minas e 
Industria Paraestatal y Turismo. A partir de 1989 se adopta el nombre de 
Estancias para el Bienestar y Desarrollo Infantil. 
 
Hoy en día existen 122 estancias propias, 48 en el D.F. y 74 en el interior del 
país, en las que se da atención a 18,945 infantes. Adicionalmente, para estar 
en posibilidades de atender una demanda cada vez mayor, a partir de 1999, 
con base en la “Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector 
Público”, se pone en marcha el “Proyecto Nacional de Estancias de 
Participación Social”, que permite no sólo atender a un mayor número de niños, 
sino también hacerlo en muchos más lugares. En 2014 el Instituto cuenta con 
119 estancias de contratadas, 5 estancias como organizaciones de la sociedad 
civil, en las que se atiende a un total de 8,592 infantes. En total, entre estancias 
propias, contratadas y sociedad civil, existen 246 estancias con 27,537 niños 
atendidos (abril del 2014). 
 

                                                 
* Información retomada del portal del ISSSTE, consultado el 19 de noviembre de 2014 en la URL: 
http://www2.issste.gob.mx:8080/index.php/derechohabientes/estancias 



 86

La operación del servicio es objeto de constante supervisión por parte de la 
Dirección de Prestaciones Económicas, Sociales y Culturales; de las 
Delegaciones Estatales y Regionales; de la Comisión de Vigilancia del ISSSTE; 
de las dependencias estatales y municipales como Protección Civil, Secretaría 
de Educación Pública y Sector Salud, quienes permanentemente están al tanto 
del cumplimiento puntual de las leyes y las normas aplicables. 
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PROGRAMA DEL ENCUENTRO DE PARLAMENTARIOS/AS Y 
EXPERTOS EN EL PARLAMENTO LATINOAMERICANO 

 
‘Mujeres, Política, Democracia y Desarrollo sostenible en el Siglo XXI’ 

 
Panamá,  miércoles 3, jueves  4 y viernes 5 de diciembre de 2014 

 
 
miércoles 3 de diciembre 
Lugar: Sede del Parlatino 
 
16:00hs  Registro de Asistente para ambos eventos  
 
Primer  día jueves 4 de diciembre  
Lugar: Plenario 
 
Mañana: 
 

o Recepción de participantes, 8:00 a 8:30  
 

o Sesión de Inauguración, 9:00- 9:30 
 

 Representante del Gobierno de Panamá, da inicio al acto, 10 
ms 

 Canciller Isabel de Saint Malo de Alvarado 
 

 Representante. del Foro Nacional de Mujeres de Partidos 
Politices de Panamá, 10 ms 
Sra Lorena González 

 Repte. de ONU Mujeres, América Latina y el Caribe, 10 ms 
 

 Repte. del Parlamento Latinoamericano, 10 ms 
Presidente  Dip Elias Castillo 

 
 

o Conferencia Magistral, 9:30 – 10:30 
Lugar: Plenario 
 
 Excma. Rebeca Grynspan, Secretaria General 

Iberoamericana 
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 Moderadora: ONU Mujeres 

 
 
Receso café, 10:30- 11:00 
 
 
o Mesas de Trabajo consecutivas 

 
o 11:00 – 12:15 - Lugar : Plenario 

Mesa I. Promover la democracia paritaria: medidas afirmativas, 
democracia paritaria, sistemas electorales, tribunales electorales, 
financiación electoral.  

 Experta/o 
 3 Ponentes 
 Moderador/a 

 
12:15 – 12:30- Receso para café 
 
12:30 – 13:45 – Lugar: Plenario  
Mesa II. Fortalecer liderazgos de mujeres: capacitación, fortalecer las 
bancada, redes de mujeres políticas y movimientos de mujeres, inclusión 
de mujeres jóvenes. 

 Experta/o 
 3 Ponentes 
 Moderador/ 

 
 

13:45 – 15:00  ALMUERZO  - Planta Baja 
 

15:00 – 16:15 – Salon I – Planta baja 
Mesa III. Partidos políticos que promuevan la igualdad sustantiva 
en: sus estructuras, programas, funcionamiento.  

 Experta/o 
 3 Ponentes 
 Moderador/a 

 
 
 
16:15 – 16:30 – Receso para café 
 
16:30 – 17: 45 - Salon II – Planta Baja 
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Mesa IV. Combatir la discriminación y estereotipos sexistas y la 
violencia: Medios sensibles al género, sensibilización y legislación 
contra la violencia a las mujeres políticas. 

 Experta/o 
 3 Ponentes 
 Moderador/a 

 
18:00 –Libre  

El Comité de redacción se reúne con relatores 
 

19:30 -  Traslado a  Cancilleria 
20:00 – Cóctel ofrecido por Cancilleria 
 
Segundo día: viernes  5 de diciembre: 

 
8:00 – 8:15 – Lugar: Plenario 
Conferencia de Prensa 
 
 
8:30  -11:30 - Mesas de Trabajo –Reunión simultánea –  
 
8:30 – 9:00 Salón I- Mesa I. Promover la democracia paritaria: medidas 

afirmativas, democracia paritaria, sistemas electorales, tribunales 
electorales, financiación electoral.  

 
 
9:00- 9:30 Salón II-Mesa II. Fortalecer liderazgos de mujeres: capacitación, 

fortalecer las bancada, redes de mujeres políticas y movimientos de 
mujeres, inclusión de mujeres jóvenes. 

 
 
9:30 – 10:00 Salón III-Mesa III. Partidos políticos que promuevan la igualdad 

sustantiva en: sus estructuras, programas, funcionamiento.  
 
 
10:00 – 10:30 Salón IV - Mesa IV. Combatir la discriminación y estereotipos 

sexistas y la violencia: Medios sensibles al género, sensibilización y 
legislación contra la violencia a las mujeres políticas 

 
 
10:30 – 11:30  - Lugar: Plenario 
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Plenaria: Debate político ‘Mujeres, Política, Democracia y Desarrollo sostenible’.  
Moderador/a 

 
 

 
 

11:30 – 12:00 Receso para café 
 

(El Comité de redacción ultima sus trabajos) 
 

12:00 – 13:00  - Lugar Plenaria:  
 

Lectura de informes de las 4 mesas de trabajo (5 minutos cada uno).  
 

 Parlamentaria/o de grupo de trabajo 1 
 Parlamentaria/o de grupo de trabajo 2  
 Parlamentaria/o de grupo de trabajo 3  
 Parlamentaria/o de grupo de trabajo 4 

 
Aprobación de documentos (15 minutos) 

 
 Lectura de la Norma Marco del Parlatino 
 Lectura de la Declaración política del Parlatino ‘Mujeres, Política, 

Democracia y Desarrollo en el Siglo XXI 
 

13:00 13:30  Ceremonia de Clausura 
 Magistrado Erasmo Pinilla Castillero–Tribunal Electoral 
 Secretaria General del Parlatino, Senadora Blanca Alcalá 

 
 
14:00 –Almuerzo  
Lugar a definir 
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NOTA CONCEPTUAL 
 

HACIA LA DEMOCRACIA PARITARIA 
“Encuentro  de Parlamentarias/os sobre Mujeres Políticas, Democracia y 

Desarrollo sostenible en el Siglo XXI” 
 

Proyecto conjunto 
Parlatino, ONU Mujeres  y Foro de mujeres de partidos políticos de 

Panamá 
 
Con motivo de la conmemoración del Cincuenta Aniversario de la constitución 
del Parlamento Latinoamericano, se quiere promover un debate sobre la 
necesidad de avanzar hacia la democracia paritaria en el seno del Parlatino y a 
través del mismo en los parlamentos de los Estados miembros. Para ello, del 4 
al 5 de diciembre de 2014, el Parlatino acogerá el “Encuentro de 
Parlamentarias/os sobre Mujeres, Políticas, Democracia y Desarrollo 
sostenible en el Siglo XXI”. 
 
El Encuentro ofrece un espacio de diálogo que, a partir de la normativa 
internacional y compromisos regionales sobre los derechos políticos de las 
mujeres, permita a expertas/os y parlamentarias/os de la región avanzar en una 
reflexión crítica sobre el diagnóstico de la democracia paritaria en la región, las 
limitaciones y riesgos persistentes, así como las nuevas oportunidades que han 
surgido. Se espera que las participantes realizan propuestas concretas, 
significativas y con impacto dirigidas a lograr avances legislativos que refuercen 
el empoderamiento político de las mujeres en cada uno de los países 
latinoamericanos. 
 
El Encuentro persigue tres resultados concretos: un debate político intenso y 
constructivo entre políticas/os y expertas/os, la adopción de una Norma Marco 
sobre la Democracia Paritaria y la adopción de una Declaración Política de 
Parlamentarios/as a favor de la Democracia Paritaria. 
 
ANTECEDENTES Y JUSTIFICACIÓN 
 
La igualdad sustantiva entre hombres y mujeres es un derecho humano que 
contribuye a promover la democracia y la buena gobernanza, resultando un 
factor determinante para un desarrollo sostenible de los Estados. Por este 
motivo, las tres organizaciones convocantes consideramos la promoción del 
liderazgo y de la participación de las mujeres en paridad con los hombres en 
todos los espacios de decisión política una prioridad en América Latina. 
 
En el ámbito político sigue siendo manifiestamente desigual el acceso de 
hombres y mujeres a instancias de poder político. Ni la voz de las mujeres se 
escucha igual, ni tienen las mismas oportunidades de influir en la toma de 
decisiones. 
 
 
La construcción de igualdad sustantiva y de la paridad no puede limitarse 
únicamente a incrementar el porcentaje de representación política de las 
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mujeres, sino también a impulsar un nuevo equilibrio social entre hombres y 
mujeres en el que ambos asuman responsabilidades compartidas en todas las 
esferas públicas y privadas. El compromiso regional que surge desde los 
Consensos de Quito y Brasilia reconoce la paridad representativa como un 
derecho democrático que sustenta la igualdad entre mujeres y hombres. Si bien 
la mayoría de los países de la región ha incorporado medidas temporales 
afirmativas, incluidas leyes sobre cuotas, para favorecer la participación de 
mujeres, el resultado no siempre es satisfactorio, pues la efectividad de las 
cuotas requiere de ciertos requisitos y de un contexto electoral favorable. 
 
Aunque se reconocen los avances en la participación política de las mujeres de 
los últimos años en América Latina, con un 24.5% de media de presencia 
femenina en las asambleas legislativas (fuente: CEPAL), la situación concreta 
de los países es muy heterogénea. Coexisten situaciones muy dispares, Brasil 
con 8.6% por un lado, y Ecuador con 38.7% por otro , así como en el interior de 
cada país, con una deficitaria presencia de mujeres en gobiernos locales, con 
apenas un 10% de alcaldesas y una media del 25% de concejalas. La cultura 
política y partidista no es ajena al contexto de inequidad social de la región 
cuyo reflejo también se traslada a la participación política en relación a mujeres 
con menos recursos económicos, indígenas y afrodescendientes. Junto a ello, 
la región sigue destacando por sus elevadísimas tasas de violencia por razón 
de género y una cultura aun tolerante con los patrones de comportamiento que 
perpetúan la violencia hacia las mujeres, un deficitario empoderamiento 
económico de las mujeres con una brecha salarial del 17% entre hombres y 
mujeres, una tasa de embarazos adolescentes que no cesa de crecer, así 
como la persistencia de estereotipos de factores estructurales que perpetúan la 
cultura patriarcal y la dictonomía tradicional entre lo femenino/privado y lo 
masculino/público. 
 
Si bien la participación política de las mujeres se ve limitada por ese contexto 
estructural de desigualdad, a la vez, vemos la incorporación activa de las 
mujeres a la toma de decisiones como una oportunidad para la superación de 
los factores estructurales, ya que a través de su implicación en la definición, 
planeamiento y ejecución de las políticas públicas, se puede lograr transformar 
las agendas políticas incorporando la perspectiva de género. 
 
El debate que se ha generado en la región a favor de la democracia paritaria 
aparece como un desafío que permitirá superar las brechas económicas, 
sociales, culturales, políticas e institucionales que sufren las mujeres. Abordarlo 
de manera integral exige voluntad política y compromiso interpartidario e 
intersectorial que logre modificar comportamientos que perpetúan la 
discriminación y la desigualdad en la sociedad. 
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EN EL CAMINO DE LA DEMOCRACIA PARITARIA. PERSPECTIVAS Y 
PARADOJAS.* 

 
Leticia Santín Del Río** 

 
 
 

La lucha de las mujeres por la igualdad de género comenzó por los derechos 
políticos. A partir de la segunda mitad del siglo XX el reconocimiento de los 
derechos de la mujer se ha dado tanto en el marco normativo internacional 
como a nivel de las naciones. A pesar de los significativos avances, es 
necesario profundizar y fortalecer los logros en materia de igualdad de género, 
y continuar en el camino para eliminar los obstáculos que impiden el pleno 
goce y disfrute de los derechos políticos y electorales de la mujer. Justamente 
en México estamos celebrando un aniversario más del reconocimiento del 
derecho de las mujeres al voto, que se dio en 1953.  
 
Los derechos humanos son iguales para mujeres y hombres; sin embargo, 
referirse a los derechos humanos de las mujeres no significa establecer un 
catálogo distinto de derechos, sino hacer visibles los aspectos en los que las 
mujeres son menos favorecidas o reciben discriminación de género por 
razones políticas, culturales y sociales.  
 
Los tres principales derechos políticos que se encuentran reconocidos en las 
principales declaraciones internacionales, tratados generales de derechos 
humanos e instrumentos específicos48 son: el derecho a la participación 
política, el derecho a votar y ser elegida o elegido y el derecho a tener acceso a 
la función pública. Estos derechos están relacionados intrínsecamente con la 
democracia. Se encuentran en el artículo 7o. de la Convención sobre todas las 
formas de Discriminación contra la Mujer, conocida por sus siglas en inglés 
como CEDAW.  
 
Asimismo, dentro de los ocho Objetivos del Milenio, el objetivo 3 enfatiza la 
necesidad de promover la igualdad de género y la autonomía de la mujer. De 
modo que en ese camino nos encontramos para apoyar el fortalecimiento de 
procesos que permitan una legítima participación de toda la ciudadanía, 
mediante estrategias que empoderen a las mujeres para ganar terreno en los 
espacios de decisión política.  
 
Cada Estado miembro de la Organización de las Naciones Unidas tiene la 
obligación de adoptar las medidas necesarias para hacer efectivos los 
derechos humanos, lo que incluye la legislación interna para prevenir, 
investigar, erradicar y sancionar las violaciones a los derechos humanos, y con 
ello lograr garantizar a las mujeres la igualdad de derechos, la igualdad de 

                                                 
*Intervención presentada en el evento “Elecciones 2012: en busca de equidad y legalidad”, organizado por el Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la UNAM, del 18 al 21 de octubre; mesa plenaria sobre Derechos políticos, construcción de ciudadanía y género.  
** Politóloga e investigadora. Asesora para la Unidad de Proyectos de Asistencia Electoral y Cultura Democrática del Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo PNUD-México.  
48 Principales instrumentos: Declaración Internacional de Derechos Humanos, Carta Democrática Interamericana, pacto Internacional de 
Derechos Civiles y políticos, Convención Americana de Derechos Humanos, Convención Interamericana sobre la Concesión de los 
Derechos políticos de la Mujer, Convención sobre los Derechos políticos de la Mujer de las Naciones Unidas, Convención sobre Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), Declaración y programa de Acción de Viena y Declaración y plataforma de 
Beijing 
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oportunidades y de los resultados, así como la no discriminación entre hombres 
y mujeres tanto en el plano formal como en el material.  
 
Para el fortalecimiento del ejercicio de los derechos humanos en materia de 
igualdad de género y plena participación política de las mujeres, no son 
suficientes las reformas legislativas. Los Estados deben adoptar medidas 
especiales de carácter temporal, también conocidas como “acciones 
afirmativas”, para acelerar la igualdad de hecho entre mujeres y hombres y 
corregir la distribución desigual de las oportunidades y beneficios en una 
sociedad determinada. En suma, se trata de garantizar el goce y disfrute de los 
derechos políticos y electorales en condiciones de igualdad.  
 
En específico, el artículo 4.1 de la CEDAW establece que los Estados pueden 
tomar medidas especiales de carácter temporal que aceleren el logro de la 
igualdad entre los sexos sin que éstas sean interpretadas como 
discriminatorias para los hombres. Las medidas cesarán cuando se hayan 
alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidades y trato.  
 
Tomar en serio la idea de igualdad de género y la plena participación política 
de las mujeres implica tener estrategias para la igualdad. Por ello, los Estados 
requieren implementar medidas para eliminar cualquier obstáculo y forma de 
discriminación contra las mujeres. Para tutelar debidamente el principio de 
igualdad se han implementado una serie de acciones afirmativas que impulsan 
políticas prácticas, como el sistema de cuotas, o formas de juzgar con 
perspectiva de género, entre otras estrategias. 
 
El punto de partida de esta reflexión en torno a las perspectivas y retos de los 
derechos políticos y la igualdad efectiva, es que para la participación político-
electoral de las mujeres es central incorporar la idea de la democracia paritaria 
al ordenamiento jurídico para avanzar en la igualdad de representación, 
introduciendo legalmente en las leyes electorales el sistema de cuotas de 
género. En este sentido, incorporar la idea de la democracia paritaria es 
importante debido a dos consideraciones que permiten dar pasos para avanzar 
en el camino a la igualdad:  
 

a) por una cuestión estrictamente estadística: todos sabemos que las 
mujeres constituyen alrededor de la mitad de los ciudadanos de un país. 
En nuestras sociedades plurales y diversas, las mujeres forman parte de 
la mitad de las inteligencias y de las capacidades de la humanidad.  
 
b) La introducción de la democracia paritaria en un país no indica 
necesariamente construir una representación especial por razón de 
género, lo cual no implica ningún tipo de división del concepto 
constitucional de representación. En otras palabras, la democracia 
paritaria no defiende que un determinado número de escaños debe 
necesariamente ser ocupado por mujeres porque estos escaños deban 
ser protegidos como ocurre con minorías étnicas en algunos países, sino 
porque a la hora de establecer la representación, tanto los ciudadanos 
como las ciudadanas constituyen la mitad hombres y la mitad mujeres en 
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una sociedad, de modo que el interés o la representación debe tener una 
composición similar a la de la sociedad.  
 

Considerando lo anterior, no se rompe o distorsiona la categoría de ciudadanía 
ni se disuelve el interés general. Lo que se edifica en efecto es una ciudadanía 
y un concepto de interés general, en medida similar a como está constituida la 
sociedad, en hombres y en mujeres. Estas dos consideraciones son respuestas 
que nos permiten ver la importancia de la representación y, a la vez, valorar por 
qué es tan importante limitar, en el caso de los partidos políticos, la libertad de 
elegir a cualquier persona.  
 
En este sentido, un paso más en este camino a la igualdad sería que el objetivo 
de una representación política en una medida similar a la composición de la 
población, aproximadamente 50% hombres y 50% mujeres, se pueda lograr de 
forma natural por el propio avance de la sociedad. Dicho de otra manera, la 
mejor forma de la paridad es la que no tiene que ser promulgada ni declarada 
como una obligación a cumplir, sino que es el resultado del avance social. Sin 
embargo, la autorregulación en la representación política no siempre tiene 
efectos óptimos, aunque hay ejemplos interesantes, como pasa en las escuelas 
o universidades, en las que se ha conseguido avanzar en términos de paridad 
como producto de un avance social.  
 
A pesar de la intensa actividad de las sufragistas de hace un siglo en Gran 
Bretaña y los Estados Unidos, según datos de la Unión parlamentaria, tienen 
bajos índices de participación de las mujeres en los parlamentos, entre el 15% 
y el 22%. Llama la atención que en el campo de la representación política haya 
dificultades para la consecución de la igualdad. En países de América Latina 
como en los de Europa hay fuertes contrastes entre los cargos públicos 
representativos y los de la función pública, en general en esta última se está 
logrando la paridad por sí misma y más rápidamente que en los cargos de 
elección popular.  
 
Recapitulando, podemos decir que: 1. La autorregulación social no ha logrado 
el objetivo de la paridad en la representación política. 2. La calidad de la 
democracia sería mejor si se puede recurrir al 100% de la población en la 
selección de candidatos, porque somos aproximadamente la mitad de hombres 
y la mitad de mujeres de la población de un país, mismos que tienen derecho al 
poder, a ser representados y a tener voz y expresión política. Es decir, ambos 
tienen derecho a no ser excluidos. 3. El objetivo de la paridad es deseable para 
la evolución democrática de nuestros Estados49.  
 
Entonces, ¿cuál sería el siguiente paso? Considerar apropiado cierto grado de 
intervención para corregir situaciones de desigualdad y discriminación por 
razón de género. Los poderes públicos están legitimados para remover los 
obstáculos que impiden la igualdad real por razones de género en la 
configuración de la representación, para lograr el pleno goce y disfrute de los 
derechos políticos y electorales de la mujer. En particular, sabemos que la 
decisión positiva y precisa sobre los medios adecuados para conseguir fines 

                                                 
49 Santolaya, pablo (2009), Parlamento y partidos políticos. Democracia paritaria y partidos políticos, mimeo. (Catedrático de Derecho 
constitucional, Universidad de Alcalá. Vocal de la Junta Electoral Central, España).  
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constitucionales en relación con la igualdad real o efectiva es una función que 
compete al legislador desarrollar.  
 
Una manera de hacer real un principio de igualdad en los países es la de 
adoptar las cuotas. Hay diferentes sistemas de cuotas, y el nivel de 
intervención de los poderes públicos varía para la configuración de 
candidaturas electorales. Ahora bien, dentro de las distintas soluciones 
encontramos que, en los países nórdicos (Suecia, por ejemplo) la cuota 
femenina ha sido una política libremente asumida por los partidos políticos, es 
una decisión interna y voluntaria, y están situados en el segundo lugar del 
ranking de índice de paridad, 45% de los escaños parlamentarios los ocupan 
las mujeres; en contraposición, en Finlandia la cuota se impuso legalmente, y 
han llegado al 40%, y ocupa el séptimo lugar; en el caso de Dinamarca, al 38%, 
y está en treceavo. México, por su parte, que está legislado, cuenta con un 
27.2%, ocupando el lugar treinta y cuatro, de 136 países. El primer lugar lo 
tiene Ruanda, con el 56.3% de escaños ocupados por mujeres, y cuenta con 
una legislación que establece un mínimo del 30% de mujeres en los poderes 
Legislativo y Ejecutivo50. Los acuerdos internos en cada país son distintos, 
desde soluciones internas y voluntarias hasta leyes que las impulsan.  
 
A simple vista resulta contradictorio que donde mejor ha funcionado la 
democracia paritaria es donde no hay leyes que la imponen. Sin embargo, en 
ocasiones los cambios se dan en la ley, donde es preciso corregir a los actores 
políticos si no atienden suficientemente el valor constitucional en alcance al 
principio de igualdad y de no discriminación, y también están los pocos casos 
donde la iniciativa se da dentro de los partidos políticos. El dilema está 
presente en cuanto al grado de intervención para generar mecanismos 
electorales que garanticen la paridad de género, pues entran en juego otros 
principios y derechos constitucionales, como el de la libertad electoral.  
 
Entonces, como no ocurre naturalmente el empuje interior, las medidas de 
carácter temporal como las cuotas ayudan a la democracia y a los partidos 
políticos. Algunos países favorecen la adopción de cuotas, al introducir 
medidas que incentivan a los partidos por medio de subvenciones especiales 
en proporción al número de mujeres elegidas; esto es, se premian las listas 
paritarias. En otros se “castigan”, como es el caso francés, reduciendo las 
subvenciones, o al modo belga, reduciendo el número de candidatos que un 
partido puede presentar. Y una tercera posibilidad es limitar la libertad de los 
partidos políticos al hacer de la paridad una condición de la participación 
electoral obligando a las fuerzas políticas y a la ciudadanía a que el ejercicio 
del derecho del sufragio se ejerza de forma paritaria.  
 
Esto último es el caso de México. Entre los avances en 2008 se introdujo en el 
Código Federal de Instituciones y procedimientos Electorales (CO-FIPE), una 
proporción del 40/60 en cuanto al sistema de cuota de género para el registro 
de las candidaturas. De igual forma, para alentar la igualdad de oportunidades 
se asigna el 2% del financiamiento público, que es otorgado a los partidos 
                                                 
50

Para consulta: http://www.ipu.org/wmn-e/world.htm Bases de datos de los parlamentos en la página Web de la Unión 
Interparlamentaria Women in National parliaments.  
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políticos para el desarrollo de actividades de capacitación y para fomentar el 
liderazgo político de las mujeres.  
 
En el contexto mexicano, el ejercicio del derecho de las mujeres del ámbito 
urbano, rural y de las mujeres indígenas a elegir, a ser electas y a participar —
sobre la base de la igualdad política formal y material en las vida pública—, ha 
tenido insuficientes avances que se reflejan, entre otros aspectos, en una 
subrepresentación política, tanto en las contiendas electorales como en las 
estructuras de las instituciones vinculadas con la participación política de las 
mujeres y, en última instancia, en los desequilibrios existentes en las relaciones 
de poder entre géneros.  
 
Teniendo en cuenta este panorama, hay reflexiones interesantes en el tema de 
la participación y representación de mujeres y hombres en condiciones de 
igualdad con relación a qué hacer para lograr el avance cualitativo en la 
composición paritaria de nuestras instancias de representación. Lo importante 
es saber a dónde queremos llegar al utilizar cualquier sistema a favor de los 
hombres o de las mujeres o de ambos.  
 
Como mencioné, se puede hacer el cambio por ley, con lo cual con el paso del 
tiempo probablemente las reglas de alternancia abonarán el camino del cambio 
cultural (al considerar que hay hombres y mujeres competentes por igual). Será 
entonces cuando las medidas de carácter temporal cesarán. Este tipo de leyes 
puede dejarse, ya que existirían mujeres líderes en los partidos políticos, 
mujeres en los espacios de toma de decisiones o mujeres presidentas, se 
habrán alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidades y de trato. Y será 
entonces cuando la autorregulación tome carta de naturalidad.  
 
Acabo estas reflexiones retomando a María Leissner, embajadora para la 
Democracia en Suecia. Ella comenta: “lo interesante de las cuotas de género 
es que liberan a las mujeres, les permiten ocuparse no sólo de los asuntos que 
les conciernen, sino de diferentes temas como pueden ser las finanzas o las 
relaciones exteriores. La ley de cuotas, nos libera del asunto de género, eso es 
lo paradójico”. Por estas razones, es importante realizar esfuerzos articulados 
con agentes electorales, como son autoridades electorales, legisladores, 
partidos políticos y con actores políticos y académicos, que impulsan acciones 
en materia de igualdad de género, para generar integralmente estrategias 
sustantivas de atención a los problemas y necesidades prácticas de las 
mujeres para la expansión de sus derechos humanos. Acciones concertadas y 
de largo alcance requieren ser convenidas con las diversas instituciones 
políticas mexicanas, así como instancias de participación política y de 
representación de las mujeres.  
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LA IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES ES PROGRESO PARA 
TODA LA SOCIEDAD.* 

 
 

 

 La igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres son 

requisitos para alcanzar el desarrollo sostenible. 

 Naciones Unidas llama a cumplir con los Objetivos de Desarrollo del 

Milenio hacia el 2015. 

 El desarrollo, la democracia y la promoción y respeto de los derechos 

humanos demandan la plena participación de mujeres y niñas en todas 

las áreas. 

 

A poco más de un año para que se cumpla el plazo de los Objetivos de 

Desarrollo del Milenio51, el desarrollo, la inclusión y la no discriminación de las 

mujeres, jóvenes, adolescentes y niñas en México siguen siendo desafíos 

pendientes. Persisten profundas brechas de desigualdad. Por eso es urgente 

avanzar con determinación para lograr los Objetivos, cumplir con las metas de 

paridad e igualdad sustantiva que México se ha propuesto y acordar la nueva 

agenda global para el desarrollo sostenible posterior a 2015. 

México ha demostrado avances en la calidad de vida de las personas y la 

disminución de la pobreza extrema y el analfabetismo. Sin embargo, los 

progresos realizados siguen siendo demasiado lentos y desiguales para las 

mujeres y las niñas. En el informe "Los Objetivos de Desarrollo del Milenio en 

México. Informe de avances 2013"52 los datos son contundentes: 

 En educación, si bien hubo avances en la cobertura siguen siendo retos 

mejorar la calidad de la educación con enfoque de género e interculturalidad, 

ampliar las oportunidades educativas para las mujeres rurales e indígenas y 

erradicar la segregación de las mujeres a nivel licenciatura y de postgrado. 

 La producción de alimentos, y el incremento de las capacidades 

productivas de la población beneficiaria de los programas sociales son piezas 

clave de la política pública dentro de la estrategia contra el hambre. Las 

mujeres son la piedra angular de la economía rural, sin embargo, en 

comparación con los hombres sólo obtienen una fracción de la tierra, del 

                                                 
*CINU, Mensaje de la ONU en México en el Día Internacional de la Mujer, consultado el 14 de noviembre de 2014 en la URL:  
http://www.cinu.mx/comunicados/2014/03/la-igualdad-entre-mujeres-y-ho/ 
51 Los Objetivos de Desarrollo del Milenio. En el año 2000, 189 naciones se comprometieron a cumplir un conjunto de metas mínimas 
en materia de desarrollo, para un lapso de 15 años. Los ODM se proponen erradicar la pobreza extrema y el hambre; lograr la 
enseñanza básica universal; alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres; mejorar la salud materna e infantil; 
combatir el VIH/sida, el paludismo y otras enfermedades; garantizar la sostenibilidad del medio ambiente y fomentar una alianza mundial 
para el desarrollo.  
52 **www.objetivosdedesarrollodelmilenio.org.mx/ 
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crédito, de los insumos (como semillas mejoradas y fertilizantes) y de la 

formación e información en agricultura que ellos reciben. 

 En empleo sigue pendiente incrementar la participación de la mujer en el 

ámbito laboral, aumentar la calidad del empleo, asegurar igual salario por 

trabajo de igual valor y poner en marcha políticas públicas que respondan a las 

necesidades de cuidado de niñas y niños, personas adultas mayores, enfermas 

o con alguna discapacidad que requieren cuidados. Hay más mujeres que 

hombres trabajando por cuenta propia o en trabajos nos remunerados, 

expresión de precariedad laboral. En 2012, la proporción de mujeres en esas 

condiciones fue de 32 por ciento, en tanto que la de los hombres fue de 26 por 

ciento. La tasa de participación económica también muestra profundas 

brechas: De cada 100 hombres en edad de trabajar, 77 participan en el 

mercado de trabajo. De cada 100 mujeres, sólo lo hacen 44. 

 El trabajo no remunerado (trabajo doméstico y de cuidados) es uno de los 

obstáculos más serios que enfrentan las mujeres para incorporarse al mercado 

laboral. Según la Encuesta Nacional sobre Uso del Tiempo de 2009, el 77 por 

ciento de este trabajo en México lo llevan a cabo las mujeres. En 2011, 

el INEGI calculó el valor económico de este trabajo en 22 por ciento del 

Producto Interno Bruto (PIB). 

 En participación política se reconoce el avance en representación 

parlamentaria: actualmente hay un 37 por ciento de mujeres en la Cámara Baja 

y un 34 por ciento en el Senado y la paridad es desde este año obligación 

Constitucional. Sin embargo el rezago es grande en el ámbito local: sólo un 7 

por ciento de las presidencias municipales están ocupadas por mujeres. Se 

necesita intensificar los esfuerzos para asegurar la participación igualitaria de 

las mujeres en todas las esferas, incluyendo los poderes ejecutivo, legislativo y 

judicial, en los gobiernos locales, en el sector privado, en la academia, en los 

medios de comunicación y al interior de los partidos políticos. 

 En salud, pese a haber disminuido la razón de mortalidad materna desde 

1990, en 2013 se reconoció que el ritmo de avance es insuficiente para cumplir 

con la meta. El Objetivo relacionado con el mejoramiento de la salud materna 

es el que presenta el mayor rezago en el cumplimiento de las metas 

planteadas para 2015. Si bien las mujeres jóvenes tienen menos riesgo de 

morir que las adultas, casi el 15 por ciento de las muertes por condiciones de 

embarazo, parto o puerperio en 2011 ocurrieron en menores de 20 años. 

 Para prevenir embarazos adolescentes es necesario el acceso a 

información, educación (incluida la educación integral en sexualidad), 

anticonceptivos modernos, servicios de salud sexual y reproductiva y asegurar 

las oportunidades educativas y laborales para las madres jóvenes, así como 

prevenir y eliminar la violencia, en especial la violencia sexual. Preocupan y 
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llaman a la urgente acción los embarazos en niñas menores de 15 años, 

expresión de violencia sexual y franca violación a sus derechos. 
 

Hoy, y todos los días, decimos NO a la discriminación y la violencia contra 

mujeres y niñas. La participación plena de mujeres y niñas en la cultura, la 

sociedad, la política y la economía es fundamental para la democracia, la 

justicia y el desarrollo sostenible. 

Los países en el mundo están trabajando actualmente para definir la agenda de 

un desarrollo sostenible para después del año 2015. En esa agenda es 

imprescindible considerar la igualdad de género como eje transversal a los 

objetivos que se planteen, así como considerarla un objetivo de desarrollo 

transformador e independiente, en sí mismo. 

Podemos romper el círculo de la pobreza y la desigualdad si generamos las 

condiciones necesarias para que niñas, adolescentes y jóvenes vivan libres de 

violencia y discriminación y puedan acceder a oportunidades de educación, 

tecnología y posteriormente a empleo de calidad. 

La nueva agenda de desarrollo requiere de un entorno efectivo y propicio para 

la igualdad de género. Incluye instituciones comprometidas, buena gobernanza, 

y políticas económicas y sociales inclusivas con mejores evidencias y 

presupuestos y la respuesta al cambio climático y la sostenibilidad ambiental. 

También requiere acceso a la justicia y la implementación de todas las 

obligaciones y compromisos de derechos humanos asumidos por México, 

teniendo en cuenta las particularidades de grupos en mayores condiciones de 

vulnerabilidad como las niñas y mujeres migrantes, refugiadas, rurales, 

indígenas, afrodescendientes y en condiciones de pobreza, entre otras. 

Las Naciones Unidas en México llaman a renovar los esfuerzos de todos los 

órdenes y niveles de gobierno, la sociedad civil, la academia y el sector privado 

y se suman a los esfuerzos y las voluntades para lograr la plena participación 

política y económica de las mujeres y la plena realización de sus derechos 

humanos. Es tiempo de que la igualdad sea una realidad para las niñas, 

adolescentes, jóvenes y mujeres en México y el mundo. Hoy y todos los días, la 

igualdad para las mujeres es progreso para toda la sociedad. 
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DESARROLLO E IGUALDAD DE GÉNERO53. 
 

 
 
Políticas públicas y género. 
 
Al incorporar la dimensión de género en las estrategias de desarrollo de 
América Latina y el Caribe se abre un nuevo marco analítico para el debate y la 
generación de políticas, más amplio que el enfoque tradicional, pues se agrega 
una noción del trabajo que incluye el trabajo productivo y el reproductivo, al 
igual que el ejercicio de los derechos de las mujeres, como una condición para 
que el crecimiento económico se traduzca en mayor bienestar para toda la 
población. Para abordar este tema se requiere, previamente, una reflexión 
sobre los efectos que tiene el crecimiento económico en el empleo de las 
mujeres y en las desigualdades socioeconómicas y de género. 
 
Para la generación de políticas que contribuyan a la autonomía económica de 
las mujeres y a la concreción del trabajo decente son necesarias acciones y 
medidas de políticas de carácter público y de los agentes sociales en esta 
dirección. Igualmente, solo la acción decidida de los gobiernos y de las 
sociedades puede revertir la desigualdad regional y la desigualdad de género, 
que son fenómenos estructurales y persistentes en la región. Dejadas a su libre 
albedrío, tales inequidades tienden más a perpetuarse en el tiempo que a 
disolverse, tanto en escenarios adversos como favorables de crecimiento 
económico. 
 
En esta perspectiva, el desarrollo económico de los países constituye una 
condición fundamental pero insuficiente para la promoción de la igualdad. En 
otras palabras, los países necesitan avanzar hacia un desarrollo incluyente y 
sostenible, donde la dimensión de género este manifiesta desde el comienzo. 
Las políticas económicas no son indiferentes al género, pues sus resultados 
inciden de forma diversa en los distintos segmentos de la población. Como las 
mujeres están sobres representados en algunas situaciones, tales como, por 
ejemplo, en el contingente de los pobres de la región, dados que son quienes 
reciben menores ingresos, así como en los segmentos con altos niveles de 
informalidad y en el desempleo, es necesario lograr una mayor visibilización de 
las políticas económicas que las afectan y cuya preservación o rectificación 
puede incidir de modo determinante sobre la calidad de sus empleos y de sus 
vidas. 
 
En la esfera de las políticas macroeconómicas, donde tradicionalmente no se 
considera la perspectiva de género, una importante discusión todavía 
pendiente es respecto de la carga tributaria y su incidencia en las mujeres. Por 
ejemplo, es posible presumir que, dada la regresividad que caracteriza las 
estructuras tributarias de la región, en última instancia son las mujeres pobres 
quienes pagan relativamente más impuestos que los hombres ricos. Otra 
posibilidad en este campo es que en su tarea relativa a las políticas 
monetarias, los bancos centrales de los países puedan asumir una perspectiva 

                                                 
53 Extracto del documento: “Trabajo decente e igualdad de género. Políticas para mejorar el acceso y la calidad del empleo de las 
mujeres en América Latina y el Caribe”, Informe 2013, CEPAL, FAO, ONU Mujeres, PNUD, OIT,  
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dual, de manera que en lugar de trabajar solo bajo la orientación de las metas 
de inflación, su misión pueda consistir en la generación del máximo de empleo 
con el mínimo de inflación. Políticas de este tipo beneficiarían a las sociedades 
en su conjunto, y en especial a las mujeres, tanto en materia de empleo como 
en los gastos domésticos. También es bastante nítido como la política 
cambiaria afecta las remisas que las trabajadoras migrantes realizan a sus 
países de origen. Del mismo modo, las políticas microeconómicas también 
afectan a las mujeres: las políticas de ciencia y tecnología, sectoriales, 
industriales y agrícolas tienen efecto directo sobre los empleos y su calidad, 
conformando estructuras productivas más o menos inclusivas, más o menos 
generadoras de bienestar.  
 
Tradicionalmente adscritas a las políticas sociales, las políticas de empleo no 
se resuelven solo en este ámbito. Desde una perspectiva de género, las 
políticas de empleo necesitan adquirir un amplio alcance y se refieren a la 
generación de puestos de trabajo, al acceso, la progresión y la permanencia de 
las mujeres en el empleo con igualdad de trato y de oportunidades. En suma, 
se encuentran situadas en el camino hacia el trabajo decente. Los tres 
principales desafíos para avanzar en América Latina y el Caribe hacia la 
aplicación de políticas de desarrollo y empleo que contengan una perspectiva 
de género son los siguientes: 
 

• Insertar el tema en la agenda pública de los países: se requiere llamar 
la atención sobre los beneficios que pueden tener las políticas de 
desarrollo equitativo que incluyen transversalmente una perspectiva de 
género, a fin de ir creando una opinión pública proclive a estas. La 
contribución femenina ocurre cotidianamente en los espacios del 
cuidado y de la reproducción social, dado que las mujeres persisten 
como las principales responsables de estas tareas. Asimismo, las 
mujeres son muy importantes en la esfera productiva, sin perjuicio de 
que sus empleos y remuneraciones sean desiguales respecto de los 
hombres, y de que muchas mujeres están fuera del mercado de trabajo. 
En la región, las mujeres constituyen un contingente fundamental para la 
construcción de sociedades más homogéneas. 
 
• Promover cambios de los marcos legales: proseguir con el examen de 
las posibles trabas que persistan en las normativas nacionales en 
materia de igualdad de género, no obstante la intensa promoción de 
leyes y normas relacionadas con la igualdad, tanto en el ámbito civil 
como en el de trabajo, realizada en las últimos dos décadas. 
 
• Generar las políticas públicas necesarias: a cada país, conforme sus 
especificidades, corresponde un conjunto de acciones públicas 
coordinadas hacia este objetivo. Para eso, tanto las experiencias locales 
como las internacionales son insumos estratégicos. Además, la 
ampliación del dialogo social y, particularmente en lo que se refiere a las 
mujeres, la apertura y apoyo a su participación en el espacio publico 
pueden traducirse en políticas más precisas en sus objetivos y 
ejecución.  
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La actual coyuntura constituye una oportunidad indeclinable para la 
incorporación de la equidad de género como una de las metas prioritarias en el 
avance de los países hacia estilos de desarrollo justos e incluyentes. El 
progresivo debilitamiento del paradigma de la desregulación del mercado 
(asociado a las recomendaciones de política publica promovidas por el 
consenso de Washington), conjuntamente con la recuperación de la legitimidad 
de la intervención del Estado en la economía, que hoy se encuentra presente 
en las estrategias de varios gobiernos de la región, otorga un marco promisorio 
para avances en torno a la igualdad de género. Asimismo, la recuperación de 
cierto equilibrio y solvencia fiscal dota a los gobiernos de mayores grados de 
libertad para impulsar políticas al respecto, lo que resulta imprescindible en la 
promoción de cambios.  
 
 

El escenario económico reciente. 
 

El inicio del siglo XXI es un momento de especial relevancia para la búsqueda 
de trabajo decente y de igualdad de género en América Latina y el Caribe. Se 
observa un fortalecimiento de la convicción de que el desarrollo sostenible, con 
generación de puestos de trabajo de calidad e inclusión social, es un camino 
plausible. Los cambios en las orientaciones de políticas públicas y, entre los 
años 2000 y hasta fines de 2008, un escenario internacional más favorable a 
las nuevas estrategias de desarrollo de los países de la región, han permitido 
transitar por un crecimiento más estable, con efectos positivos sobre la 
inversión y la evolución del empleo, a pesar de los riesgos latentes de la crisis 
mundial. 
 
El panorama económico desde 2009 y hasta el presente encuentra a 
numerosos países de la región con indicadores más favorables que en otras 
coyunturas, y los efectos del primer gran impacto de la crisis mundial han sido 
menos traumáticos de lo esperado. Sin embargo, se requiere de cautela al 
analizar los indicadores, dado que persiste la incertidumbre y los países 
desarrollados, en particular la Eurozona, siguen en una trayectoria de 
inestabilidad y bajo crecimiento.  
 
Entre los factores que han propiciado un transito más favorable de la región 
durante la crisis de 2008-2009 resalta la adopción de medidas contracíclicas, 
tales como incentivos a la producción y al crédito, así como políticas salariales 
y sociales para mantener el vigor de la demanda agregada domestica cuando 
la demanda externa dio señales de una fuerte declinación. Además, se han 
intensificado las estrategias de integración regional y de diversificación del 
comercio, que también han contribuido a aminorar el impacto externo en 
América Latina y el Caribe. 
 
Para proseguir el desarrollo y enfrentar los escenarios futuros es fundamental 
establecer en que medida el crecimiento que ha experimentado América Latina 
ha implicado un cambio en los patrones productivos y una transformación de la 
dinámica reproductora de la desigualdad. Es necesario reconocer el papel 
clave del mercado de trabajo como un espacio que bien puede reproducir la 
desigualdad o, por el contrario, convertirse en el mecanismo esencial para 
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revertirla. Por lo mismo, se requiere analizar que sucede con los mecanismos 
de discriminación de género en el mercado laboral en estos escenarios de 
crecimiento con patrones productivos que pueden ser más inclusivos, e 
igualmente, identificar los impactos de las crisis. 
 
Entre los fenómenos estructurales que limitan y estimulan avances sustantivos 
y sostenibles hacia la igualdad, resaltan los siguientes en los países de la 
región:  
 

• La in equitativa distribución del tiempo no remunerado de hombres y 
mujeres esta en la base de la desigualdad de género en el mercado de 
trabajo. 
• El modelo de desarrollo que caracteriza a la región no ha sido 
modificado en aspectos fundamentales, como por ejemplo el predominio 
de exportaciones de productos primarios con poco valor agregado y 
economías muy abiertas al exterior, que no tienen la capacidad de 
generación de suficiente empleo de calidad, ni de distribución de forma 
equitativa los frutos del crecimiento, y que concentran el capital y las 
rentas. 
• Varios países han puesto en marcha políticas que asignan más 
importancia al mercado interno (Argentina y Brasil) y a la producción local 
y también se han incorporado nuevos marcos constitucionales que 
incluyen los derechos económicos y reconocen el valor del trabajo de 
cuidados (Ecuador). 
• En los países se observan progresos en la década del 2000, como 
disminución de la pobreza y de la desigualdad, mayor crecimiento 
económico y aumento del ingreso per cápita. Sin embargo, la mayor parte 
de estos positivos indicadores se explican por la ampliación de políticas 
sociales y por el alto precio que han alcanzado los productos primarios en 
los mercados internacionales, impulsados principalmente por la 
expansión económica de China. Pero los promedios regionales ocultan 
diferencias importantes y, en algunos países, el crecimiento económico 
no acarreo mejoras importantes en el empleo. 
• Si bien la desigualdad medida por el índice de Gini disminuyó en la 
década del 2000, la región continúa como la más desigual del mundo.  

 
Después de un irregular desempeño del PIB en la región a comienzos de los 
años dos mil, que condujo a un bajo crecimiento regional, América Latina y el 
Caribe registro un ciclo sostenido de recuperación entre 2004 y 2008, con una 
tasa anual de expansión cercana a 6%. El advenimiento de la crisis 
internacional a mediados de 2008 golpeo a las economías de los países de la 
región, lo que se reflejo en una caída del PIB en 2009 (-1,9%), para iniciar una 
recuperación más rápida que lo pronosticado inicialmente: en 2010 la región 
creció en un 6,0% y en 2011 un 4,3% y se estima que en 2012 alcanzo un 
3,1%. Contribuyo a este resultado el aumento de los precios de productos 
básicos (especialmente minerales y metales) debido a la elevada demanda de 
China. Pero las economías caribeñas y aquellas con alto peso del turismo y 
dos ingresos externos siguen experimentando fuertes consecuencias. 
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Las economías de la región son, en general, poco diversificadas, y se 
especializan en sectores no intensivos en tecnologías. Esto es, en parte, 
debido a los efectos de un proceso de integración a la economía internacional 
que ha privilegiado la atracción de inversiones en lugar de desarrollar una 
estrategia que permita expandir la producción y el consumo interno54. La mayor 
parte de las exportaciones de la región son recursos naturales o manufacturas 
basadas en bienes primarios. Los sectores intensivos en recursos naturales 
siguen representando el 60% del valor agregado manufacturero total en 
América Latina (en cambio, en Estados Unidos, los sectores intensivos en 
conocimiento representan el 60% del valor agregado del sector de 
manufacturas) (OCDE-CEPAL, 2011). 
 
La inserción de la región en las cadenas globales de valor es muy limitada, con 
la excepción de México (21% de sus exportaciones totales son bienes 
intermedios) y algunos países de América Central; en el primer caso, debido a 
su cercanía con Estados Unidos, y en el segundo a través de industrias 
instaladas en zonas francas para la exportación, que buscan los menores 
costos y se caracterizan por una alta tasa de empleo femenino. Sin embargo, 
es posible que estas industrias sean seriamente afectadas en un futuro 
cercano, ya que los acuerdos de la Organización Mundial de Comercio (OMC) 
establecen que, a partir de 2016, no se les podra otorgar incentivos fiscales 
especiales como sucede en la actualidad. Tomando a la región en su conjunto, 
apenas un 10% de sus exportaciones totales son de bienes intermedios 
(CEPAL, 2012). 
 
El crecimiento económico de América Latina, impulsado fundamentalmente por 
las exportaciones de materias primas y el sector de servicios, no ha tenido la 
capacidad de generación del empleo que permita responder frente a las 
necesidades de la población. Un análisis de seis países (Argentina, Brasil, 
Chile, Colombia, México y Uruguay) reflejo que el empleo asociado a las 
exportaciones representa entre 11% y 24% del total de la ocupación. Sin 
embargo, la relación entre el aumento de las exportaciones y el crecimiento del 
empleo (directo e indirecto) es relativamente débil, ya que el sector 
manufacturero (el que genera más empleos por cada punto de crecimiento) es 
el que menos se expande. 
 
La crisis económica y financiera que se desencadeno en 2008 y ha marcado el 
curso de la economía global en los años siguientes tuvo también un fuerte 
impacto en América Latina y el Caribe: el PIB regional cayó 1,9% y el producto 
per cápita se redujo alrededor de 3% en 2009, en lo que representa el peor 
desempeño desde la crisis de la deuda externa de inicios de la década de los 
ochenta. Sin embargo, los efectos de la crisis de 2008-2009 fueron menores a 
lo esperado ya que el periodo anterior había permitido a la mayoría de los 
países de la región (con la excepción de América Central y el Caribe) lograr 
superávit de cuenta corriente, reducir la carga de la deuda externa y contar con 
reservas. Además, la región enfrento la crisis con políticas anticíclicas y 
medidas tendientes a sostener el empleo y el consumo a través de 
estabilizadores automáticos y políticas laborales focalizadas.  

                                                 
54 Destacan como excepciónes en este escenario los casos de Argentina y Brasíl, que vienen desarrollando desde hace una década una 
estrategia de crecimiento basada especialmente en la ampliación del mercado interno. 
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Por ejemplo, en los casos de Brasil, Chile y Uruguay se usaron varias políticas 
de empleo anticíclicas incluyendo una ampliación del seguro de desempleo y 
un reajuste del salario mínimo, además de otras medidas para sostener los 
ingresos y promover el consumo. México inicio el Programa de Empleo 
Temporal Ampliado (PETA) para reducir las perdidas de empleo y varios países 
otorgaron incentivos para sostener (o evitar caídas) en la producción y el 
empleo. De manera análoga, en el Perú opero un programa especial de 
reconversión laboral focalizada en los trabajadores desempleados de los 
sectores más afectados con el fin de reinsertarlos o reubicarlos en sectores no 
afectados por la crisis. 
 
Esta contracción se reflejo, de modo heterogéneo, en los mercados de trabajo 
de la región, con caídas en los niveles de empleo, aumentos en la tasa de 
desempleo y un empeoramiento de la calidad media del empleo. La crisis 
afecto especialmente a los países especializados en la exportación de 
productos manufacturados a EE.UU. y en aquellos que reciben turismo, ambos 
sectores con alta proporción de empleo femenino. México, Centroamérica y el 
Caribe fueron por tanto los más golpeados. La crisis tuvo un impacto 
diferenciado. Golpeo más a los hombres en los países Andinos y el Cono Sur y 
a las mujeres en Centroamérica y el Caribe. A pesar de la posterior 
recuperación, persistieron enormes brechas en los indicadores de participación, 
ocupación y desempleo, que reflejan las desventajas de la inserción laboral de 
las mujeres. Otro efecto de la crisis fue la disminución de las remesas. 
 
En términos sectoriales, el impacto recayó en mayor medida en la industria y la 
construcción, donde se concentra maño de obra masculina. Una consecuencia 
de esto fue la caída de la tasa de participación laboral masculina de 0,1 puntos 
porcentuales, con descensos en 10 de 14 países. En cambio, para las mujeres 
no se interrumpió el proceso de creciente incorporación al mercado laboral: en 
10 de 14 países la tasa de participación femenina aumento, y para el promedio 
de la región el incremento fue de 0,4 puntos porcentuales. La tasa de 
ocupación para el promedio de la región tuvo también un comportamiento 
diferenciado, ya que mientras cayó 0,8 puntos porcentuales en el caso de los 
hombres, se mantuvo prácticamente estable en las mujeres. En siete de 14 
países, la tasa de ocupación femenina subió, en uno se mantuvo estable y en 
seis cayó, mientras que en el caso de los hombres disminuyo en 11 países. 
 
En el promedio simple de los 14 países, la tasa de desempleo de las mujeres 
se incremento en 2009 algo menos que la de los hombres (0,8 puntos 
porcentuales y 1,0 punto porcentual, respectivamente), debido a que los 
sectores más afectados por la crisis (industria manufacturera y construcción) 
emplean en especial a fuerza laboral masculina. Sin embargo, en los países 
cuya manufactura esta más relacionada con el comercio internacional, el 
desempleo femenino aumento en mayor medida que el de los hombres. La 
recuperación posterior también favoreció más a la disminución del desempleo 
masculino y como resultado de esto la brecha de desocupación por sexo volvió 
a crecer. 
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Históricamente, América Latina ha mostrado una relación compleja entre 
crecimiento económico y empleo, en buena medida debido a la heterogeneidad 
de su estructura económica, expresada en el carácter segmentado de sus 
mercados laborales y productivos nacionales, de su participación en el 
comercio internacional, y de su acceso a las tecnologías y la información 
(Vasconez, 2010). Como consecuencia, el crecimiento económico presenta 
impactos ambiguos en la creación de empleos. Entre 1991 y 2010 un aumento 
en el PIB de 1% estaba asociado con un incremento de 0,95% en el empleo de 
las mujeres y de solamente 0,54% en el empleo de los hombres. Sin embargo, 
la elasticidad del empleo de las mujeres se redujo en el tiempo: paso de 0,87 
entre los años 1991-1997 a 0,60 en el periodo 2007-2010 (este último incluye el 
impacto de la crisis financiera). Esta caída de la elasticidad sugiere que a pesar 
de que el empleo femenino continúa siendo más sensible al crecimiento 
comparado con el empleo masculino, lo es en menor medida que hace diez 
años en términos absolutos y con respecto a los hombres. 
GRÁFICO 1 
 
Desigualdad y exclusión social. 
 
La actividad principal de algo más de un tercio de las mujeres mayores de 15 
años en la región no es remunerada: esta constituida por las tareas domesticas 
y por el cuidado de la familia. Su aporte al funcionamiento de sus familias y de 
la sociedad no es reconocido ni valorado en las cuentas nacionales. Su acceso 
al dinero esta mediatizado por el proveedor de la familia (generalmente su 
pareja), quien decide el monto que entregara para los gastos habituales del 
grupo familiar. La brecha de género en la población sin ingresos se ha reducido 
de forma importante entre 1994 y 2010 (desde 32 puntos porcentuales a 17 
puntos porcentuales), no solo como resultado de la mayor participación laboral 
de las mujeres sino también debido a las políticas de transferencias 
gubernamentales de ingresos y al aumento de los flujos de remesas.  
 
A pesar de lo anterior, el 30% de las mujeres en las áreas urbanas y el 44% en 
las áreas rurales no cuenta con ingresos propios10. Esto las deja en una 
posición de gran vulnerabilidad y muchas de ellas pueden caer bruscamente en 
la pobreza ante un imprevisto familiar (separación, viudez o desempleo del 
cónyuge o pareja) o social (secesión, inflación, desastre natural), inclusive las 
que no provienen de hogares pobres. Para la gran mayoría de las mujeres sin 
ingresos propios, su ocupación principal consiste en las tareas domesticas y el 
cuidado de la familia. 
 
Los compromisos con las tareas domesticas son una causa importante de la 
inactividad de las mujeres en la región. Existen diferentes formas de concebir la 
pobreza según las sociedades, porque estas establecen, además de un umbral 
necesario para la preservación de la vida, definiciones sobre el mínimo de 
ingresos para tener una existencia digna de acuerdo a los patrones sociales 
vigentes. Independientemente del patrón usado para medir la pobreza, su 
incidencia, la intensidad, la posibilidad de caer en esta condición y los recursos 
para superarla están marcados por las relaciones de género. En otros términos, 
las mujeres y los hombres viven de manera diferente la pobreza.  
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La forma más habitual de medir la pobreza es como privación o insuficiencia de 
ingresos. Esta metodología pone el foco en el hogar y permite destacar la 
relación entre la composición de los hogares y la pobreza. Su limitación es que 
asume la existencia de una distribución homogénea de los recursos entre sus 
miembros, lo que no necesariamente ocurre así. En América Latina, la pobreza 
disminuyo en la década de los años dos mil. Actualmente, poco más de un 
tercio de la población de la región es pobre y 13% es indigente (CEPAL, 2013). 
Sin embargo, los hogares pobres a cargo de mujeres presentan una tendencia 
inversa pues mientras la pobreza general disminuye en la región, los hogares 
pobres con jefas mujeres han aumentado. Es una mujer quien encabeza el 
43% de los hogares indigentes y el 38% de los hogares pobres en América 
Latina. 
 
Aunque este es un fenómeno común a toda la región, el índice de feminidad de 
la pobreza (proporción de mujeres que viven en hogares pobres) ha crecido 
especialmente en los países con mayor ingreso per cápita (Argentina, Chile y 
Uruguay) y menores tasas de pobreza para el conjunto de la población.  
 
La pobreza de las mujeres por razones de género se origina en un factor 
estructural: la división sexual del trabajo. Ellas dedican parte importante de su 
tiempo a la realización de tareas donde no reciben remuneración y que, con 
frecuencia, las colocan en una situación de subordinación y dependencia 
respecto de los hombres. Los determinantes de la pobreza de las mujeres se 
relacionan además con las características de su participación en el mercado 
laboral y su menor acceso a los recursos productivos. 
 
Un conjunto de factores incide decisivamente en la condición de pobreza de las 
mujeres y sus familias, y en sus escasas posibilidades de inserción en el 
mercado de trabajo para generar ingresos propios: sus menores calificaciones 
y opciones laborales así como el acceso a los servicios de cuidado. La 
participación laboral de las mujeres pertenecientes a hogares del quintil de 
ingresos más pobre (37,8%) es algo menos de la mitad del que registran las 
mujeres de hogares del quintil más rico (61,5%). A su vez, la tasa promedio de 
desempleo regional entre las mujeres del quintil más pobre quintuplica a la de 
las mujeres con mayores ingresos. 
 
Pobreza de ingreso y pobreza de tiempo. 
 
Así como en los hogares se requiere un ingreso mínimo para adquirir una 
canasta básica de productos y servicios, también se necesita dedicar un 
espacio de tiempo para la realización de actividades que son fundamentales 
para la sobre vivencia y calidad de vida del grupo familiar. Las personas 
requieren que alguien destine tiempo a cocinar, transformando productos 
comprados en el mercado en bienes de consumo domestico cotidiano, limpiar y 
asear, generando un entorno domestico higiénico y saludable, a cuidar y 
educar a los hijos, transmitiendo las normas y valores sociales indispensables 
para la convivencia y futura integración social. Pero de forma análoga al déficit 
de ingresos, no todos los hogares pueden asegurar el tiempo suficiente para la 
producción domestica. Existe un déficit de tiempo cuando las familias no tienen 
tiempo suficiente para realizar la cantidad de producción domestica necesaria. 
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Este déficit de tiempo debería ser monetizado y es importante que se añada en 
el calculo de los indicadores de pobreza (Antonopoulos, Másterson y 
Zacharias, 2012).  
 
La suma del valor de los sustitutos de mercado de este trabajo domestico a la 
línea de pobreza estándar (definida como el ingreso necesario para adquirir 
una canasta básica de bienes y servicios), refleja que algunos hogares “no 
pobres” por ingresos son, en realidad, pobres debido a que no alcanzan el 
mínimo combinado de consumo y sustitutos para el trabajo domestico y de 
cuidados. Si se agrega la dimensión de tiempo además de la de ingresos para 
estimar la pobreza, la proporción de hogares que se encuentran en situación de 
pobreza aumenta. Un estudio realizado con este método en tres países de la 
región mostró que en México la pobreza aumenta de 10,7 millones de hogares 
(40,1%) a 13 millones (50%) si se considera la pobreza de ingresos y tiempo, 
mientras que en el Gran Buenos Aires (Argentina) sube de 6,2% a 11,1%, y en 
el Gran Santiago se incrementa de 10,9% a 17,8% (Valenzuela y Gammage, 
2012).  
 
A pesar de las enormes dificultades que existen para la inserción de las 
mujeres pobres en trabajos decentes, su aporte a la reducción de la pobreza en 
América Latina y el Caribe es muy importante. Su contribución se produce a 
través de dos vías: el trabajo remunerado –incluidas las remesas de las 
migrantes–, que permite incrementar los ingresos de los hogares, y el trabajo 
no remunerado, que brinda al hogar elementos de bienestar y calidad de vida 
que no se pueden adquirir en el mercado. Mientras más pobres son los países, 
mayor es el aporte femenino a la superación de la pobreza. 
 
 
Mujeres especialmente afectadas por la desigualdad. 
 
Examinadas en términos de cantidad y calidad de empleo, las oportunidades 
laborales se presentan en forma segmentada según sexos y también entre las 
propias mujeres. Aquellas con menos años de escolaridad, las que pertenecen 
a hogares de niveles socioeconómico más bajos, las que son indígenas o afro 
descendientes, así como las jóvenes, se enfrentan a un marco institucional 
complejo, que tiende a reproducir la desigualdad en sus distintas vertientes. 
 
Trabajadoras rurales y trabajadoras agrícolas.- Una cuarta parte de la 
población trabajadora de América Latina se concentra en el sector rural, donde 
históricamente la estructura productiva no genera suficientes empleos de 
buena calidad. Este déficit afecta en mayor medida a las trabajadoras rurales, 
entre otros motivos, porque en el campo es más rígida la asignación tradicional 
de los roles de género, que asigna a los hombres la principal responsabilidad 
en la producción, mientras que restringe a las mujeres al ámbito y tareas 
vinculadas a la reproducción. A las mujeres rurales se las considera como 
trabajadoras secundarias cuya función es, en ultima instancia, complementar 
los ingresos del hogar o se las hace invisibles como trabajadoras familiares no 
remuneradas o productoras para autoconsumo. 
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La agricultura continúa siendo la principal actividad de la población rural en la 
mayoría de los países de América Latina y el Caribe. En el marco de la 
integración del sector agrícolas de los países de la región a la economía 
mundial, en los últimos nos las mujeres se han incorporado a este tipo de 
trabajos. Tal como se indico, la tasa de participación laboral promedio de las 
mujeres en el sector rural se incremento de 32,4% en 1990 a 47,5% en 2010. 
Esto significa que la participación laboral de las mujeres rurales creció en 45% 
en los últimos 20 años. No obstante este aumento, su participación es todavía 
bastante inferior a la masculina, que alcanzaba a 85,1% en 2010 (OIT, 2012). 
Este crecimiento se ha producido de manera diferente en los países, y tiene 
características especiales según si predomina el trabajo agrícolas o el no 
agrícolas, y si en estos sectores las mujeres se desempeñan como 
trabajadoras no remuneradas, asalariadas o por cuenta propia.  
 
En 2010, en Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Ecuador y Perú sobre 
60% de las mujeres rurales trabajaban en la agricultura, mientras que en 
Paraguay y Uruguay eran en torno a 50%. En otros países de América Latina la 
proporción de ocupadas en la agricultura es inferior al 35% y se sitúa entre 
25% y 35% en Chile, Colombia, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, 
en tanto en Costa Rica, El Salvador, México y Republica Dominicana es menos 
del 20%.  
 
A pesar del aumento de la tasa de participación femenina, la mayoría de las 
asalariadas agrícolas se integra precariamente a un mercado de trabajo que se 
caracteriza por la mala calidad de los empleos ofrecidos, lo que redunda en los 
altos niveles de pobreza que persisten entre las trabajadoras agrícolas. Ellas 
viven y trabajan en un entorno en el que una de cada dos personas es pobre y 
una de cada tres es extremadamente pobre (Faigenbaum, 2013).  
 
Con diferencias entre los países –y al contrario de los hombres, que trabajan 
mayoritariamente en la agricultura–, la participación de las mujeres rurales en 
la agricultura55 es baja aunque crece en las actividades rurales no agrícolas56, 
en particular, en el comercio y los servicios. Sin embargo, en ciertos cultivos, 
usualmente de productos de exportación, el volumen de empleo temporal de 
las mujeres es muy importante y más alto que en el sector agrícolas.  Una 
elevada proporción de las mujeres rurales ocupadas en la agricultura trabaja 
como familiares no remuneradas, lo que las coloca en una situación de 
desventaja porque no reciben un salario por sus actividades, generando una 
situación de dependencia respecto de los hombres.  
 
Solo una pequeña fracción de las mujeres ocupadas en la agricultura son 
asalariadas, a excepción de Chile, Costa Rica, México y Uruguay, países 
donde son mayoría, aunque en estos casos solo una minoría de las mujeres 
rurales trabaja en la agricultura. La proporción de mujeres que se incorporan al 
mercado laboral como trabajadoras temporales esta incrementándose en los 
últimos años, lo que ha permitido que muchas tengan por primera vez un 

                                                 
55 Se consideran empleo rural agrícola (ERA) aquellas actividades realizadas en el sector primario de la agricultura, de acuerdo con las 
definiciones estándares de las cuentas nacionales, según las cuales la agricultura produce bienes agrícolas no procesados, utilizando 
los recursos naturales como uno de los factores de producción, y en los que el proceso puede ser de cultivo o de recolección (FAO, 
2009: 14). 
56 Se considera empleo rural no agrícola (ERNA) aquel ejercido por los miembros de los hogares rurales en actividades distintas a las 
del sector agrícola primario (FAO, 2009: 14). 
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ingreso. No obstante, sus empleos son intermitentes, precarios y están mal 
remunerados.  
 
El carácter intermitente de la integración laboral de las temporeras coexiste con 
normativas laborales que no necesariamente aseguran empleos decentes. A 
pesar de las características diversas de los países de la región, la inseguridad y 
la informalidad laboral, la ausencia de protección social y la falta de acceso a la 
seguridad social son comunes entre estas trabajadoras. Esta misma 
precariedad e inestabilidad de los empleos –que en algunos casos se suma a 
impedimentos legales – actúa en contra de sus posibilidades de organizarse en 
sindicatos para acceder a procesos de negociación colectiva. En consecuencia, 
muchas de estas trabajadoras son parte del contingente de “pobres que 
trabajan”, es decir, de trabajadoras cuyos salarios no les permiten satisfacer 
sus necesidades mínimas, a pesar de cumplir con amplias jornadas de trabajo 
(FAO, 2009). 
 
La proporción de trabajadoras por cuenta propia en el sector rural es bastante 
inferior en comparación con los hombres. Esta diferencia se explica porque la 
mayoría de los trabajadores rurales por cuenta propia en la agricultura 
corresponde a quienes están a cargo de una explotación y gran parte de estas 
se encuentran encabezadas por un hombre. La feminización de la precariedad 
laboral entre las mujeres rurales reviste mayor gravedad porque ellas ingresan 
en forma deficiente a un mercado de trabajo donde el empleo es de muy mala 
calidad para todas las personas. Debe recordarse que los ingresos en la 
agricultura son los más bajos de todas las actividades económicas. Las 
brechas salariales en detrimento de las mujeres asumen rasgos propios en el 
sector rural latinoamericano. Con frecuencia, estas trabajadoras carecen de 
contratos, lo que propicia la vulneración de sus derechos básicos, y a menudo 
no reciben directamente la retribución económica por su trabajo, sino que lo 
hace su cónyuge o marido en calidad de “jefe” de la familia que trabaja. 
Adicionalmente, las brechas salariales perjudican todavía más a las mujeres 
que tienen bajo dominio o no hablan español, las migrantes y las indígenas o 
afro descendientes que laboran en el sector rural (FAO-CEPAL, 2009). 
 
Una de las principales razones por las cuales las mujeres rurales enfrentan 
mayores dificultades que sus pares hombres para obtener empleos de calidad 
y bien remunerados son sus bajos niveles de escolaridad. El nivel educativo de 
las mujeres rurales es bastante inferior al de las trabajadoras urbanas y 
presenta un patrón inverso a estas, pues la escolaridad de los hombres es 
mayor que la de las mujeres. 
 
En 2010, en 13 de 16 países estudiados, más de la mitad de las mujeres que 
trabajan en la agricultura tenían entre 0 y 5 años de estudios (las excepciones 
son Chile, Costa Rica y Uruguay donde los porcentajes eran, respectivamente, 
de 21,6%, 29,8% y 13,6%). Si bien se ha reducido el analfabetismo en toda la 
región, las mujeres rurales adultas siguen concentrando las tasas más altas. 
Según un estudio de CEPAL/FAO, cuatro países registran las mayores tasas 
de analfabetismo de las mujeres activas en la agricultura: Perú (65,9%), 
Guatemala (60,7%), Bolivia (Estado Plurinacional de) (45,8%) y El Salvador 
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(37,5%). No obstante, todos los países presentan tasas significativamente 
inferiores entre las mujeres activas en el empleo rural no agrícolas (OIT, 2012). 
 
Los bajos niveles educacionales y el analfabetismo restringen la capacidad de 
incrementar la productividad de las mujeres rurales, porque limitan su 
participación en actividades de capacitación técnica, su acceso a los servicios 
de extensión agrícola y la adopción de nuevas tecnologías, tanto en el sector 
agrícolas como no agrícolas. Un segundo obstáculo que se observa en varios 
países de la región para el resguardo de los derechos laborales de las 
trabajadoras rurales es la falta de respaldo escrito de los contratos de trabajo. 
En la mayoría de los países la ley considera legalmente valido el contrato oral, 
una practica que se presta para que los derechos laborales sean desconocidos 
o no respetados. La ausencia de un contrato de trabajo escrito esta relacionada 
con la falta de cobertura de la seguridad social. Solo en unos pocos países el 
empleador esta obligado por la ley laboral a escriturar el contrato de trabajo, 
dejando de esta manera establecidos los términos del acuerdo. Para las 
mujeres la situación es más desventajosa porque, además, enfrentan la 
invisibilidad de su trabajo. El contrato se suscribe con los hombres y el trabajo 
que ellas realizan queda enmascarado como una ayuda al compañero.  
 
Un tercer factor que obstaculiza el desarrollo laboral de las mujeres rurales es 
su escaso acceso a la propiedad de la tierra. En los países con datos relativos 
al sexo del propietario de la finca (Chile, Guatemala, Paraguay, Perú y 
Republica Dominicana), la mujer solo excepcionalmente representa más de 
una cuarta parte de los propietarios y cuando lo son, las extensiones que 
poseen suelen ser muy pequeñas (menos de cinco hectáreas) y permiten 
apenas la subsistencia económica de la familia. Esta exclusión de la propiedad 
y la administración de la tierra restringe sus posibilidades de autonomía 
económica y capacidad de negociación, así como las oportunidades de 
participación en las decisiones productivas y sobre los gastos del hogar. La 
herencia es la forma principal de adquisición de tierra para las mujeres, como 
viudas (condición reflejada en la mayor edad promedio de las mujeres 
propietarias respecto a los hombres) o hijas. Sin embargo, en la practica 
habitualmente se favorece a los hijos hombres que suelen heredar mayores 
extensiones de tierra y de mejor calidad, reflejando la socialización de género 
que atribuye a los hombres el papel de agricultores y a las mujeres la 
reproducción de la familia. Persiste la creencia de que las mujeres necesitan 
tierra solamente para satisfacer los requerimientos alimenticios mínimos de la 
familia (Deere y Leon, 2005). 
 
Además de los problemas para ser titulares de la tierra, las mujeres enfrentan 
mayores dificultades para el acceso a los insumos, el crédito y la asistencia 
técnica que requiere hacer producir la tierra. Sin semillas, insumos, créditos, 
asistencia técnica, capacitación ni caminos para sacar la producción, la tierra 
no puede ser trabajada por ellas. 
 
Trabajadoras indígenas y afro descendientes. 
 
La diversidad racial y étnica de su población es una de las características de 
América Latina y el Caribe. Según las ultimas estimaciones disponibles, 
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alrededor de 2006 la población indígena sumaba cerca de 58 millones de 
personas y, en el mismo periodo, los afro descendientes eran 174 millones. Se 
trata, en general, de las poblaciones más pobres y vulnerables en la gran 
mayoría de los países de la región. Tienen bajos niveles educativos, limitado 
acceso a la protección social, empleos precarios y una mayor probabilidad que 
sus ingresos estén situados bajo la línea de pobreza (OIT, 2007)57. 
 
Las mujeres indígenas y afro descendientes58 enfrentan incluso condiciones 
más desfavorables que los hombres de estos mismos grupos, pues encuentran 
mayores obstáculos para salir de la pobreza, proporcionar bienestar a sus 
familias y garantizar su autonomía. Ellas afrontan dos formas de presión 
adicionales: la de ser mujer y la de pertenecer a una población diferente que la 
dominante. Para estas mujeres, las discriminaciones de género y étnico-
raciales interactúan entre si y se potencian, generando estructuras de exclusión 
social que inciden fuertemente en los patrones de inserción laboral y en la 
pobreza. Estos factores se encuentran entre las causas fundacionales y se 
constituyen en ejes estructurales de la extremada desigualdad en el continente 
(OIT, 2006; CEPAL, 2006). 
 
El desarrollo histórico en los países de la región ha devenido en una 
diversificada configuración poblacional e inserción económica de sus 
habitantes, en especial de los pueblos indígenas y de los afro descendientes 
(OIT, 2007). De acuerdo con sus características, estas poblaciones residen en 
los centros urbanos, en comunidades en sus formas tradicionales y/o transitan 
entre ambos ámbitos. Algunos grupos se encuentran en situación de 
aislamiento, como ciertas comunidades indígenas y de descendientes de 
esclavos59. Esta diversidad explica el abanico de situaciones de empleo y 
trabajo que es posible encontrar en la región, relacionadas a la pertenencia y 
uso de la tierra, a las condiciones de convivencia con el entorno social y de 
inserción en el mercado de trabajo urbano y rural, además de los roles de 
género característicos de las culturas y del estilo de desarrollo predominante. 
 
De esta manera, la situación de estas mujeres tiene particularidades que 
pueden estar asociadas a su entorno pero también a factores culturales de los 
diferentes grupos: por ejemplo, no es lo mismo ser una mujer aimara en el Perú 
que una mujer afro descendiente en Argentina, lo que puede resultar en una 
inserción laboral variada y en distintas dificultades para insertarse o generar 
ingresos propios. Además, comparten las barreras y desigualdades de género 
comunes a todas. Los efectos de esta doble discriminación se observan en los 
principales indicadores del mercado laboral60. 
 

                                                 
57 En los últimos años, varios países de la región han realizado ingentes esfuerzos de conteo de las poblaciónes afro descendiente e 
indígena, pero muchos de los resultados aun no están disponibles. Todavía persisten dificultades para la producción de indicadores 
sociodemográficos desagregados por origen étnico-racial que sean comparables entre los países. También existen problemás para 
efectuar comparaciones dentro de un país en el tiempo, ya que los diferentes criterios utilizados en los censos impiden a menudo 
hacerlo. Los censos y encuestas usados en América Latina aun no han integrado de manera sistemática, uniforme y continua 
indicadores de raza y etnicidad que permitan establecer criterios homogéneos entre ellos (ONU Mujeres, 2011). 
58 En la definición y utilización de los términos indígena y afro descendiente se emplea la concepción propuesta por el Convenio num. 
169 de la OIT. 
59 En la región, se ha desarrollado un proceso de visibilización de las poblaciónes indígenas y afro descendientes, como se observa en 
Brasíl, Chile, Colombia y Ecuador. 
60 Por lo general, tal como se formulan, las estadísticas y encuestas no necesariamente captan la inserción económica de las 
poblaciónes y pueblos indígenas y comunidades tradicionales afro descendientes, dado que su organización social y productiva tiene 
otra configuración. Esto es sobre todo manifiesto en el caso de las mujeres de estos grupos, que mantienen roles y actividades de 
carácter y finalidad económica o de cuidado bastante diferentes a los de la sociedad dominante (CELADE-Fondo Indígena, 2007). 
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Las mujeres indígenas y afro descendientes de la región han incrementado su 
participación en los mercados de trabajo en la última década. La tasa de 
participación de las mujeres indígenas de Bolivia (Estado Plurinacional de) y 
Chile ha crecido entre el 2000 y el 2006 (de 82,1% a 82,7% y del 54,5% a 
56,8%, respectivamente), así como entre las afro descendientes de Brasil (de 
67,7% a 69,7%), y entre las indígenas y afro descendientes de Ecuador (de 
71,0% a 71,8%) (OIT, 2007). No obstante, en la mayoría de los países las 
tasas de actividad femenina se han mantenido en niveles inferiores a los que 
registran los hombres. En 2006, en Guatemala, la tasa de participación 
femenina indígena represento 44,0% de la tasa de participación masculina 
indígena; mientras que en el Perú esta proporción fue de 86,6% (OIT, 2007).  
 
El mismo fenómeno se verifica para las mujeres afro descendientes, que 
presentan tasas de actividad inferiores a las de los hombres afro 
descendientes: en Brasil, participan en el mercado de trabajo 60,4% de las 
mujeres negras y 85,2% de los hombres negros. En Costa Rica, la proporción 
es de 37,2% de las mujeres afro descendientes para 75,0% de los hombres 
afro descendientes. Pero la participación de las mujeres negras es inferior a la 
de las mujeres no afro descendientes, en la gran parte de los países. (PNUD, 
2011 y OIT, 2011) Las mujeres indígenas y afro descendientes enfrentan 
mayores dificultades que los hombres para su inserción en el mercado de 
trabajo. Pero los niveles de desempleo tienen correspondencia con el grupo de 
pertenencia –son consistentemente más altos para indígenas y afro 
descendientes – y, por tanto, son las mujeres indígenas y afro descendientes 
las que tienen tasas de desempleo más altas. En Uruguay, la tasa de 
desempleo de las mujeres afro es de 12%. Para los hombres afro 
descendientes es de 5,0% y para las otras mujeres llega a los 8,0%. (PNUD, 
2011). 
 
Si logran acceder al mercado de trabajo, las mujeres indígenas y afro 
descendientes lo hacen en empleos precarios y con altos déficit de trabajo 
decente, además de que sus ocupaciones tienen relación directa con su 
situación de residencia geográfica y entorno social. Más de un tercio (34%) de 
la población ocupada indígena y afro descendiente se dedica a actividades en 
el sector agrícolas, mientras que menos del 20% de los ocupados no indígenas 
ni afro descendientes están en este sector, en promedio para 2006, en los 
países con información disponible. Bolivia (Estado Plurinacional de) (59,6%), 
Guatemala (52,3%) y Perú (60,3%) registran los mayores porcentajes de 
trabajadores indígenas en actividades agrícolas. (CEPAL, 2006).  
 
En las areas urbanas, las mujeres indígenas logran, en general, un trabajo por 
cuenta propia, dentro del sector de servicios, principalmente el trabajo 
domestico. El 90% de la población en Bolivia (Estado Plurinacional de) que 
trabaja en servicios domésticos son mujeres y, de ellas, el 70% son indígenas. 
Algo similar sucede en México, donde una cuarta parte de las mujeres 
indígenas están ocupadas como trabajadoras domesticas (CEPAL, 2006). La 
ubicación de los pueblos indígenas en el mercado laboral es compleja. Para 
sobrevivir, establecen estrategias que combinan ocupaciones de la ciudad con 
la venta de productos agrícolas o el empleo estacional en plantas 
agroindustriales. A menudo mezclan el trabajo asalariado urbano con la venta 
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de productos de las tierras comunales de origen. Los flujos de población 
estaciónales son habituales en las comunidades donde se combinan 
estrategias de venta de fuerza de trabajo (estacional o de temporada) y la 
generación de ingresos a través de la venta, principalmente de artesanías, 
generando entre el campo y la ciudad un flujo permanente de personas y 
productos. 
 
Entre los afro descendientes, la situación es relativamente diversa, porque la 
mayoría de esta población es urbana en muchos países de la región. El trabajo 
en el sector agrícolas sigue como actividad económica relevante para este 
grupo poblacional, especialmente para quienes viven en las comunidades 
tradicionales y aquellos que, permaneciendo en estas, se encuentran en 
contacto directo con los centros urbanos, donde intercambian servicios y 
productos. Al acceder al mercado de trabajo urbano, las mujeres afro 
descendientes siguen viviendo con intensidad la doble discriminación de 
género y racial. Para ellas están reservados los puestos de trabajo menos 
apetecidos en la escala ocupacional de las desvalorizadas ocupaciones en los 
servicios, especialmente los sociales y de cuidado, en la salud, educación y 
servicio domestico. Al igual que para las mujeres indígenas, el trabajo 
domestico es la más importante profesión individualmente considerada entre 
las mujeres afro descendientes, seguida por los puestos en el comercio y otros 
servicios personales. El servicio publico, en los países donde se ingresa por 
concurso publico, es un importante sector de trabajo para ellas, aunque sus 
oportunidades de ascensión profesional sean escasas. 
 
Asimismo, se observa disparidad de ingresos laborales, pero siempre 
desfavorables para las mujeres indígenas y afro descendientes respecto de sus 
pares hombres. A excepción de Uruguay, en todos los países para los que 
existe información, los ingresos laborales de las mujeres indígenas son 
inferiores a aquellos de los hombres indígenas (80% en promedio en 2006, 
excluyendo este país). Destaca Guatemala por tener la proporción de ingresos 
laborales por hora más baja (68%). En comparación con los hombres blancos, 
los ingresos laborales de las mujeres afro descendientes pueden representar, 
en promedio, menos de 50%, como ocurre en los casos de Brasil y Colombia 
(OIT, 2007). 
 
Entre estos grupos se registra una alta tasa de analfabetismo y bajo promedio 
de años de estudio, sobre todo en los niveles de educación media y superior. 
Tal desigualdad afecta principalmente a las mujeres: por cada 100 mujeres 
indígenas de 12 a 17 años que asiste a la escuela, lo hacen 127,4 varones en 
Panamá (2000), 121,1 en México (2000), 117,1 en Ecuador (2001) y 115,2 en 
Guatemala (2002). Mientras la asistencia escolar de jóvenes no indígenas de 
12 a 17 años en Paraguay es de 78,6% (2002), en Ecuador 69,1% (2001), en 
Costa Rica 72,5% (2000), en Panamá 82,9% (2000), en México 72,1% (2000) y 
en Guatemala 73,3% (2002), estos porcentajes caen a 42,9%, 51,7%, 52,9%, 
57,9%, 59% y 62,3%, respectivamente, cuando se trata de población indígena 
(CEPAL 2006). 
 
En los años recientes ha habido un gran esfuerzo de escolarización, 
especialmente entre los afro descendientes y, entre ellos, de las mujeres. Es 
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posible observar en algunos países que las mujeres afro descendientes tienen 
niveles de escolaridad más altos que los hombres de este grupo, aunque 
continúan estando por debajo de los de las mujeres no afro descendientes ni 
indígenas. Se espera que los datos de los censos recientes permitan tener un 
escenario más claro en esta materia.  
 
Trabajadoras migrantes. 
 
Cada año, 214 millones de mujeres y hombres abandonan sus hogares y 
atraviesan las fronteras, una cifra que podría alcanzar a 405 millones en 2050. 
Casi 50% de estos emigrantes internacionales son mujeres (OIT, 2010). Entre 
los principales factores que inciden en la migración, resaltan los cambios 
demográficos, las crisis socioeconómicas y políticas y el aumento de las 
diferencias salariales entre los países desarrollados y en desarrollo como al 
interior de los propios países (OIT, 2007). Sin embargo, la migración actual es 
principalmente laboral: 90% del total de los migrantes internacionales son 
trabajadores migrantes, es decir, personas que emigran con sus familias en 
busca de trabajo. Muchas personas en edad de trabajar no pueden encontrar 
un empleo adecuado para mantenerse con sus familias en sus países de 
origen, mientras que en otros países existe escasez de trabajadores para cubrir 
puestos en diversos sectores económicos.  
 
En los últimos decenios, América Latina y el Caribe se ha transformado en una 
región de emigración neta: entre 2000 y 2010 las corrientes de emigración 
sobrepasaron a las de inmigración en 11,0 millones de personas. Esta 
diferencia es mayor en América Central (6,8 millones), seguida de América del 
Sur (3,0 millones) y el Caribe (1,2 millones). Las excepciones son Argentina, 
Brasil, Costa Rica y Venezuela (Republica Bolivariana de), países que 
continúan siendo principalmente receptores de emigrantes (Naciones Unidas, 
2009). 
 
Con anterioridad, los flujos migratorios partían principalmente desde países en 
vías de desarrollo hacia los países industrializados, pero en el presente 
aumento el movimiento migratorio intrarregional: se estiman en 
aproximadamente 3,0 millones los migrantes intrarregiónales, que en especial 
se desplazan entre países limítrofes. Más de la mitad de quienes emigran 
desde América Latina y El Caribe son mujeres.  Su presencia es mayoritaria en 
dos tipos de migraciones laborales: la de alta calificación, conocida como “fuga 
de cerebros” (brain drain), y la de personas de sectores medios con grados de 
formación profesional que frente a la imposibilidad de encontrar trabajo en sus 
países se ven obligadas a transferir sus capacidades al mercado que las 
recibe, para desempeñarse en puestos en los que están sobre calificadas como 
cuidadoras y trabajadoras domesticas. Esta ultima corriente migratoria es 
conocida como fuga de cuidados (care-drain) (Salazar, 2010). La migración 
femenina es la llave que permite una doble transferencia de cuidados: en los 
países de destino asume los cuidados que alguien (una persona o un hogar) le 
transfiere. En los países de origen, su partida obliga a transferir los cuidados 
hacia otras mujeres de la familia, conformando cadenas de cuidados en torno a 
la migración. 
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La emigración conlleva un importante intercambio de ideas, comportamientos, 
identidades y saberes que fluyen desde las comunidades de destino hacia las 
comunidades de origen y viceversa. Estos flujos o “remesas sociales” modifican 
las realidades en ambos lados, creando nuevos roles de género y 
transformando las relaciones entre hombres y mujeres. Asimismo, el trabajo de 
las migrantes es fundamental para el bienestar familiar de los países de origen, 
sobre todo debido al envío de remesas “económicas y materiales”, que son las 
fracciones del ingreso que las trabajadoras migrantes transfieren desde el país 
donde trabajan hacia su lugar de origen, y que en estos lugares se destinan 
sobre todo al consumo y a la reproducción material del hogar de los receptores. 
La necesidad en sus hogares de origen se traduce en una gran presión para 
las trabajadoras migrantes: al menos inicialmente, con sus lazos familiares y 
sociales fragmentados, deben enfrentar nuevos códigos sociales y generar 
ingresos suficientes para enviar remesas a sus familias en los países de origen, 
cuya subsistencia depende en gran medida de los ingresos que puedan enviar. 
El 47,2% de los inmigrantes latinoamericanos en Estados Unidos mayores de 
18 años remitía regularmente en 2002 dinero a sus familiares en el país de 
origen. Casi un tercio de los inmigrantes provenientes de América Latina giran 
menos de US$ 1.800 anuales (menos de US$ 150 mensuales), mientras que 
26% remite en promedio de US$ 1.800 a US$ 3.000 anuales (entre US$ 150 y 
US$ 250 mensuales) y solo 14% envía sobre US$ 6.000 anuales (más de US$ 
500 mensuales), según Nacional Survey of Latinos (2004). Estos datos reflejan 
que las remesas se componen de una infinidad de pequeñas transferencias 
(CEPAL, 2008). 
 
No obstante el aumento de la participación femenina, el proceso de envío de 
remesas en varias de las corrientes migratorias de América Latina y el Caribe 
parece involucrar de preferencia a los hombres, incluso en las regiones donde 
se registra mayor emigración de mujeres. Mientras que entre los hombres 
mayores de 18 años inmigrantes en Estados Unidos el índice de remisión de 
remisas es de 125 remitentes por cada 100 que no lo son, entre las mujeres se 
da una relación inversa, de 63 por cada 100 (CEPAL, 2008). 
 
No solo es mayor la propensión a enviar remesas entre los hombres sino que el 
monto medio que envían a sus países de origen es más elevado, lo que podría 
estar reflejando las mayores dificultades en el acceso al empleo y sus 
condiciones –estabilidad y remuneración que tienen las trabajadoras migrantes 
en los países de destino respecto a sus pares masculinos. Esto es atribuible a 
que la vulnerabilidad de las migrantes es, en promedio, mayor que la de los 
hombres. Ellas están expuestas a sufrir discriminación, explotación y violencia, 
ya sea en los traslados o en los destinos y en el espacio domestico, laboral y 
publico. Esto se suele traducir en salarios inferiores al mínimo legal 
establecido, violencia física, sexual y psicológica, malnutrición, falta de atención 
medica así como de protección social, confiscación de pasaporte, coacción por 
miedo a represalias (por ejemplo, denunciarlas por indocumentadas), e incluso 
algunas formas de trabajo forzoso, principalmente a través de la servidumbre 
por deuda. Además, la emigración conlleva costos familiares más elevados 
para las mujeres, quienes sufren la desintegración familiar y el ejercicio de la 
maternidad a la distancia, con hijos que quedan a cargo de parientes o amigos. 
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El hecho de que la emigración y las remesas sean el único recurso al que 
pueden recurrir las comunidades para mejorar sus condiciones de vida refleja 
la falta de mejores empleos y los bajos salarios. El incremento de la 
feminización del fenómeno migratorio refleja que estos factores estructurales 
que lo originan afectan principalmente a las mujeres, que buscan alternativas 
en otros países, a pesar de las dificultades que experimentan para integrarse 
en trabajos de calidad.  
 
Trabajadoras del hogar. 
 
En América Latina se registran entre 17 y 19 millones de trabajadores 
desempeñándose laboralmente en un hogar privado, lo que representa cerca 
de 7% de la ocupación urbana regional. El trabajo domestico es la ocupación 
más importante para las mujeres de la región desde un punto de vista 
cuantitativo, pues concentra a 15,3% de la fuerza laboral femenina (OIT, 2012). 
 
A pesar de su importancia para la vida de muchas familias y la sociedad, el 
trabajo domestico remunerado es una de las actividades laborales donde se 
registra mayor déficit de trabajo decente. En la mayoría de los países las 
trabajadoras domesticas están sujetas a leyes especiales que limitan sus 
derechos laborales con respecto a las trabajadoras asalariadas formales. 
 
Una característica importante del trabajo domestico es el bajo nivel de 
formalización de la relación de trabajo y la cobertura de seguridad social. Las 
jornadas de trabajo son extensas y en muchos países están desreguladas (o 
solo se establece un tiempo mínimo de descanso). Las trabajadoras puertas 
adentro tienen jornadas extremadamente largas y las trabajadoras puertas 
afuera deben sumar a sus horas de trabajo el desplazamiento desde sus 
hogares, generalmente situados en zonas marginales y periféricas, muy 
alejados de los barrios donde se ubican las viviendas de familias acomodadas 
para las que trabajan. El nivel de remuneraciones de las trabajadoras 
domesticas es muy bajo, lo que se refleja en la poca valoración social y 
económica que se asigna a esta ocupación.  
 
Además, en la mayoría de los países de la región la legislación establece que 
se puede deducir del salario de la trabajadora domestica una proporción que se 
imputa como pago en especies, siendo este un factor que ha sido esgrimido 
como uno de los causantes de los bajos salarios. En la mayoría de los países 
de la región, el servicio domestico constituye todavía la puerta de entrada al 
mercado del trabajo de las mujeres más pobres, con menor nivel de educación 
y que viven en un entorno de mayor exclusión social. Además, las mujeres 
indígenas y afro descendientes tienen mayor incidencia relativa y soportan 
peores condiciones laborales en estos empleos.  
 
A pesar de que en la modalidad de trabajo puertas afuera es una ocupación 
crecientemente desempeñada por mujeres adultas, la presencia de 
trabajadoras jóvenes es más elevada en los países más pobres, donde también 
se observa mayor numero de adolescentes y niñas trabajadoras. Aunque 
resulta difícil determinar cuantos niños y niñas menores de 18 años están 
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sometidos al trabajo infantil domestico, se estima que en América Latina y el 
Caribe superan los 2 millones y, de estos, casi 90% son niñas (OIT, 2011). 
 
Mujeres jóvenes. 
 
En América Latina y el Caribe viven 104,2 millones de jóvenes de 15 a 24 años 
de edad, de los cuales cerca de 50 millones se encuentran trabajando o están 
buscando activamente empleo (OIT, 2010). Los jóvenes de ambos sexos 
enfrentan una situación difícil al incorporarse al mercado de trabajo, por falta de 
experiencia laboral y un contexto económico que no genera suficientes puestos 
de trabajo decente. La tasa de desempleo juvenil supera largamente a la adulta 
y los empleos que estos consiguen son más precarios y de menor calidad. 
 
En todos los indicadores sobre empleo juvenil las mujeres se encuentran en 
peores condiciones que los hombres en América Latina. Sus tasas de 
participación laboral y de ocupación son menores y el desempleo las afecta en 
mayor medida. Desde que ingresan al mercado de trabajo se observa una 
menor inclusión de las mujeres en relación a los hombres: la proporción de 
hombres jóvenes (entre 15 y 24 años) que trabajan o buscan empleo (64%) 
supera en más de 20 puntos porcentuales a la de las mujeres jóvenes en 
similar situación (43%). La diferencia es mayor si se considera solo América 
Central (en Honduras y Guatemala, por ejemplo, la distancia es de 42 y 38 
puntos porcentuales, respectivamente) y se reduce en países como Argentina y 
Bolivia (Estado Plurinacional de) y Perú (14, 14 y 13 puntos porcentuales, 
respectivamente). Al considerar al grupo entre 18 y 24 años la brecha de la 
tasa de actividad juvenil entre hombres y mujeres aumenta a 24,9 puntos 
porcentuales. En la región, un total de 6,7 millones de jóvenes están 
desempleados, es decir, buscan empleo y no lo encuentran, una cifra que 
representa 44% del total de desocupados en América Latina. Las mujeres 
jóvenes son las más perjudicadas: el porcentaje de las que están 
desempleadas (16,8%) es casi 5 puntos porcentuales superior al de los 
hombres jóvenes (12,2%).  
 
Las jóvenes enfrentan una mayor precariedad laboral y se concentran en 
empleos de peor calidad. Una alta proporción se desempeña como trabajadora 
domestica (26%) y el porcentaje de asalariadas en el sector privado (54%) es 
10 puntos porcentuales inferior que el de los hombres jóvenes. La desventaja 
de las mujeres jóvenes (15-24 años) respecto de los hombres de la misma 
edad se corrobora al comparar sus ingresos laborales. A pesar de que el nivel 
de escolaridad de las mujeres es mayor en este grupo etario (9,6 años) que el 
de los hombres (9,1 años), los ingresos laborales de estas son en promedio 
15% inferiores respecto de aquellos. Esta brecha es menor que la de la 
población adulta (32%), pero de esto no es posible inferir que la distancia se 
este cerrando. Basta mencionar que la mayor diferencia de ingresos entre 
hombres y mujeres se produce en el tope de la carrera profesional –cuando los 
ingresos son más altos–, generalmente entre los 45 y 55 años (OIT, 2010).  
 
La situación de los jóvenes que no estudian ni trabajan es un fenómeno que 
concita creciente preocupación en los países latinoamericanos, donde casi 20 
millones de personas se encuentran esta situación (OIT, 2012). En este grupo, 
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el porcentaje de las mujeres jóvenes duplica al de los hombres. La mayoría de 
las mujeres que integran este grupo tiene como principal actividad el cuidado 
de la familia y los quehaceres del hogar. Otra proporción de los “Ni-Ni”, 
mayoritariamente hombres pero donde también hay mujeres, son jóvenes que 
viven en situación de marginalidad social, desaliento y exclusión. 
 
 
Discriminación y estereotipos de género. 
 
La desigualdad que enfrentan las mujeres en el ámbito laboral esta 
estrechamente relacionada a la presencia de actitudes y conductas 
discriminatorias en el mercado de trabajo, enraizadas en el complejo sistema 
de relaciones de género en la sociedad. Este es un fenómeno sistémico e 
imbricado en las pautas de funcionamiento de los lugares de trabajo y 
arraigado en los valores y normas culturales y sociales predominantes. Se 
expresa indistintamente en el trabajo del sector formal e informal, pero en este 
último puede revestir formas más evidentes al encontrarse fuera del campo o 
alcance de la legislación laboral y de sus mecanismos de cumplimiento 
efectivo. 
 
Por la discriminación muchas puertas al empleo se cierran para las mujeres, en 
especial en determinadas ocupaciones, e incluso puede motivar su 
postergación debido a su sexo y no en relación a sus meritos. Toda 
discriminación acentúa la desigualdad, al poner a quienes son discriminados en 
una situación de desventaja respecto a las oportunidades de empleo, el 
desarrollo de una trayectoria laboral y los frutos de ese trabajo. La 
discriminación, por tanto, genera desventajas sociales y económicas a quienes 
la sufren y distorsiones en el funcionamiento del mercado laboral. 
 
La discriminación de género en el ámbito laboral tiene múltiples 
manifestaciones, la mayoría sutiles e indirectas. Se expresa en ámbitos tan 
diversos como los procesos de selección y contratación de personal, en la 
fijación e incrementos salariales y en conductas como el acoso sexual. Las 
prácticas discriminatorias que condicionan la trayectoria de las mujeres en el 
mercado de trabajo tienen su raíz en las concepciones tradicionales del papel de 
ambos sexos en la sociedad. La discriminación de género en el trabajo se 
expresa en procesos de selección y contratación, en la fijación e incrementos 
salariales y en conductas como el acoso sexual. 
 
Percepción de la discriminación y la s representaciones culturales de lo s 
roles de género. 
 
En todos los países, la percepción de la discriminación de género es que resulta ser 
muy superior contra las mujeres. Según datos de la Encuesta Latinobarómetro61

 2008, 
el 30% de los entrevistados coincide con que “ante iguales calificaciones o títulos es 
menos probable que sea promovida/aceptada una mujer”. En este caso, Chile es el 
país con el más elevado porcentaje de entrevistados que reconoce la presencia de 
discriminación de género (59%); al mismo tiempo, es el caso que presenta una mayor 

                                                 
61 En 2008 esta encuesta se aplico a 20.204 personas en 18 países de la región, con un margen de error de3% por país. 
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brecha entre hombres y mujeres respecto a la percepción de la discriminación. Los 
que tienen una percepción menor son Ecuador, El Salvador, Honduras, Nicaragua y 
Venezuela (Republica Bolivariana de). El 51% de los entrevistados en Latinobarómetro 
2009 esta de acuerdo con la afirmación: “Si la mujer gana más es casi seguro que 
tendrá problemas”. En particular, Argentina, Nicaragua y Uruguay son los países de la 
región donde hay menor cantidad de ciudadanos de acuerdo con esta afirmación; al 
contrario, México y Republica Dominicana presentan el mayor grado de aprobación.  
 
Los estereotipos tradicionales de género persisten en el mundo laboral como si no se 
hubiesen producido enormes transformaciones en el papel y en los ámbitos de acción 
de las mujeres. Estos tienen un peso muy importante, ya que no se restringen a los 
individuos y sus decisiones personales, sino que permean múltiples niveles de acción 
social: las políticas públicas, las instituciones sociales y las prácticas de las personas. 
Muchas personas persisten en la visión tradicional de división sexual de roles en la 
sociedad: la imagen del hombre como el principal encargado de proveer los recursos 
económicos a las familias mediante su trabajo, mientras que la mujer es la encargada 
de las tareas domesticas, la crianza de los hijos y el ejercicio de las labores de cuidado 
de otros. 
 
Según datos de la Encuesta Latinobarómetro 2009, el 36% de los encuestados esta de 
acuerdo (“muy de acuerdo” y “de acuerdo”) con la premisa: “Es mejor que la mujer se 
concentre en el hogar y el hombre en el trabajo”. Este porcentaje no ha variado de 
manera significativa en los últimos 13 años, aunque se debe destacar que existe una 
brecha de 6 puntos porcentuales entre las respuestas de hombres y mujeres. En 
particular, los países de Centroamérica presentan el porcentaje más alto de 
aprobación del papel tradicional de la mujer: Honduras y Guatemala (sobre 50%), 
seguidos por El Salvador, Nicaragua, Panamá y Republica Dominicana (entre 40% y 
50%). Costa Rica se sitúa bajo el 35%, con una mejora significativa en su desempeño. 
 
Los países que presentan las menores tasas de aprobación son Chile, Perú y 
Uruguay, que se mantuvieron en el mismo nivel de 1997, y Venezuela (Republica 
Bolivariana de), que mejoro significativamente (Corporación Latinobarómetro, 2008 y 
2009). La afirmación “Las mujeres deben trabajar solo si la pareja no gana lo 
suficiente”, concita 46% de acuerdo (“de acuerdo” o “muy de acuerdo”) entre los 
entrevistados por la Encuesta Latinobarómetro 2008. En este caso también se 
observan diferencias en el desempeño de los países. El Salvador, Guatemala y 
Honduras confirman la tendencia de Centroamérica de presentar las tasas de 
aceptación más elevadas con la afirmación anterior, mientras que Chile presenta el 
menor nivel de acuerdo; sin embargo, ningún país tiene un nivel de acuerdo inferior a 
30%. 
 
Las representaciones culturales acerca de los roles y relaciones de género tienen 
efectos sobre las practicas cotidianas de las personas. En cada individuo se forma un 
vinculo importante entre las imágenes que porta acerca de las identidades y los roles 
de ambos sexos con la forma como despliega sus relaciones. En ese sentido, los 
medios de comunicación constituyen uno de los espacios privilegiados donde se 
gestan, sedimentan y cambian las representaciones sobre los roles y atributos 
asociados a las relaciones entre hombres y mujeres. Incluso en la actualidad, en los 
medios se representa a las mujeres asignándoles los roles tradicionales: madre-
esposa abnegada, objeto sexual, victima indefensa, trabajadora en empleos 
“femeninos”, entre otros. Tales imágenes contribuyen en cierta medida a reforzar las 
ideas sexistas preconcebidas y a perpetuarlas. 
 
Según el Proyecto de supervisión de los medios de difusión a nivel mundial (2010) de 
la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
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(UNESCO), un estudio que se efectúa en 108 países, la mayoría de las noticias 
alimentan los estereotipos tradicionales de género. Por ejemplo, a los sujetos 
femeninos de las noticias se los identifica cuatro veces más por su relación familiar en 
comparación con los sujetos masculinos de las noticias, en oposición a una tendencia 
en los reportajes a disociar a los hombres de las responsabilidades familiares. 
 
En América Latina, la relación familiar es citada en el 100% de los casos femeninos en 
El Salvador, 54% en Chile, 47% en Nicaragua, 33% en Paraguay, 30% en México, 
30% en Ecuador, 24% en Uruguay, en contraste con el 0%, 13%, 26%, 8%, 6%, 10% y 
3% de los casos masculinos, respectivamente. Mientras, en el Caribe, la relación 
familiar es citada en el 70% de los casos femeninos en las noticias en Belice, 100% en 
Granada, 67% en Trinidad y Tobago, contra el 18%, 14% y 20% de los casos 
masculinos, respectivamente. 
 
La mayor visibilidad de las mujeres en los medios de comunicación esta abriendo 
puertas para cambios que pueden tener efectos positivos en las representaciones 
culturales de género. Sin embargo, en 2010 en América Latina solo 29% de las 
personas que aparecen en las noticias (son entrevistadas, escuchadas, vistas o sobre 
las que se ha escrito en los medios de comunicación escritos y audiovisuales) son 
mujeres. 
 
En este contexto, las transformaciones acaecidas en la estructura familiar, las pautas 
demográficas, la organización del trabajo y los valores sociales han generado 
desequilibrios entre la vida familiar y laboral debido, en gran parte, a la persistencia de 
construcciones culturales tradicionales sobre los roles de géneros. El aumento de la 
proporción de mujeres en el mercado laboral ha significado un avance muy importante 
en la equiparación de las oportunidades entre los géneros, aunque todavía resta 
mucho por avanzar en el desarrollo laboral igualitario de mujeres y hombres. 
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IGUALDAD DE GÉNERO EN MÉXICO*. 
 
 
La Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (CIPD), 
efectuada en El Cairo en 1994, y la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, 
en Beijing en 1995, representan el inicio de una nueva generación de 
estrategias y políticas públicas en materia de igualdad de género, basadas en 
el consenso internacional, orientadas a impulsar la promoción de la igualdad de 
género y el empoderamiento de las mujeres en México. 
 
El primer apartado de este capítulo presenta un panorama general de los 
principales avances en materia de igualdad de género en México, a través del 
análisis de la información sociodemográfica más actual. En el segundo se 
aborda el marco institucional, jurídico, normativo y las políticas, programas y 
acciones para el avance de las mujeres y la igualdad de género que se han 
desarrollado en el país desde la década de los noventa. Finalmente, en el 
tercero se identifican los principales retos que enfrenta México en la materia. 
 
Cambios y permanencias de la situación de las mujeres y de los hombres 
en México62. Desde la década de los setenta la población de México ha 
experimentado importantes transiciones en el ámbito de la demografía -
principalmente el descenso de la natalidad y la mortalidad-, epidemiología, 
apertura económica e intensificación de los procesos migratorios, entre otros. 
Estas tendencias han significado cambios significativos en la vida de las 
mujeres. La población femenina ha transitado por un proceso caracterizado por 
el incremento de su participación en la vida económica, social y política, cuyo 
avance ha sido heterogéneo y en el que han prevalecido condiciones de 
desigualdad de género, violencia de género, discriminación y diferenciación 
sexual en el acceso a las oportunidades. Asimismo, el incremento de la 
participación económica del sector femenino ha significado mayor autonomía 
económica pero también una mayor carga global de trabajo al no haberse 
reducido, en la misma proporción, el tiempo que se destina al trabajo doméstico 
y el cuidado de personas. Por ejemplo, el envejecimiento de la población y el 
consecuente incremento de enfermedades crónico degenerativas implican una 
mayor carga de cuidado de personas, que normalmente recaen en las mujeres. 
 
En la actualidad, las mujeres mexicanas suman 54.7 millones y representan 
50.9% de los 107.6 millones de habitantes del país. Entre 1990 y 2009, el peso 
relativo de las mujeres menores de 15 años de edad, al igual que entre los 
varones, disminuyó significativamente (de 39 a 28.8%); mientras que aumentó 
la población entre 15 y 64 años (de 56.8 a 65.5%); y la correspondiente a la 
tercera edad (65 años o más) creció en el mismo periodo de referencia (de 4.1 
a 5.8%). En números absolutos, las mujeres menores de 15 años suman 
alrededor de 15.1 millones en 2009, en tanto la población femenina en edades 
productivas (de 15 a 64 años) asciende a 36.2 millones y la de la tercera edad 
constituye 3.4 millones. Cabe destacar que las transformaciones en la 

                                                 
* www.conapo.gob.mx/work/models/CONAPO/Resource/.../Cap05.pdf 
62 La información sociodemográfica utilizada en el presente capítulo fue proporcionada por el Instituto Nacional de las Mujeres 
(INMUJERES). 
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estructura por edades de la población impactan de manera importante a la 
planeación y provisión de servicios sociales. 
 
Educación.- La educación es un elemento fundamental para el desarrollo de 
las personas, en la medida en que potencia sus capacidades y les permite el 
acceso a información y la formación de habilidades que amplían sus horizontes 
de futuro y diversifican sus trayectorias personales. El acceso a la educación 
formal juega un papel crucial en la construcción de su autonomía y capacidad 
de autogestión. En los próximos años, el peso relativo de la población femenina 
menor de 15 años continuará decreciendo y en números absolutos se reducirá 
gradualmente para alcanzar 13.9 millones en 2015 y 12.3 millones en 2030. Lo 
anterior disminuirá la demanda de servicios de educación básica, con lo cual 
será factible concentrar los esfuerzos en la mejora de la calidad de la 
enseñanza, particularmente en la reducción de las desigualdades de género, 
sociales y entre regiones. 
 
Los avances en el acceso de la mujer a todos los niveles y modalidades del 
sistema educativo nacional y en el acortamiento de brechas de género han sido 
notables. En los últimos 15 años ha disminuido la brecha de analfabetismo 
entre hombres y mujeres, aunque sigue siendo muy marcada entre la población 
de 45 años y más, sobre todo, entre las mujeres mayores de 60 años, reflejo de 
patrones culturales y del acceso limitado al sistema educativo en el pasado. 
Por otro lado, prevalecen diferencias importantes entre las tasas de 
analfabetismo en medios urbanos y rurales, siendo estás últimas más elevadas  
 
Si bien ha habido un notable descenso en la tasa de analfabetismo entre la 
población hablante de lengua indígena, sigue presentando rezagos que reflejan 
las persistentes dificultades que experimenta este sector de la población para 
acceder a los servicios educativos. Los jóvenes de 15 a 29 años hablantes de 
lengua indígena registran una tasa de analfabetismo casi cuatro veces superior 
con respecto a la observada en el contexto nacional para jóvenes en este 
grupo de edad. Esta relación es casi seis veces mayor en el caso de las 
mujeres, lo que refleja las desventajas acumuladas y las desigualdades de 
género entre las mujeres indígenas. 
 
Las diferencias por sexo de la asistencia escolar entre la población hablante de 
lengua indígena son significativas: 73 hombres indígenas de cada 100 acuden 
a la escuela, mientras que sólo 69 mujeres lo hacen. Entre la población del 
primer quintil de ingresos, 5% de las niñas de entre 13 y 15 años trabajan y no 
asisten a la escuela; este porcentaje se incrementa a 15% para los niños de las 
mismas edades. Sin embargo, un porcentaje mucho más elevado de niñas no 
trabaja y no asiste a la escuela, 15% en comparación con 9% de los niños, 
debido, por lo general, a que a las niñas se les incorpora para apoyar en 
actividades domésticas y de cuidado de menores, personas enfermas y de la 
tercera edad. 
 
Si bien existen avances importantes en materia de igualdad en el acceso a la 
educación, las brechas son todavía pronunciadas en sectores de la población 
con rezagos históricos en materia de desarrollo.  
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Otro indicador de suma relevancia en el contexto educativo nacional es la 
permanencia escolar. Tradicionalmente, el número de niños y jóvenes que 
asisten a la escuela disminuye notablemente conforme se incrementa el nivel 
educativo, fenómeno que tiende a ser más visible entre las mujeres. En los 
últimos decenios la permanencia escolar femenina muestra aumentos 
importantes que se reflejan en la disminución del porcentaje de mujeres de 15 
años que no tienen ningún nivel de instrucción: mientras que en 1990 el 15.3% 
de las mujeres se encontraba en esa situación, 15 años después el porcentaje 
había descendido a 9.6. En comparación con los hombres estos indicadores 
eran de 11.5 y 7.2% respectivamente, disminuyendo en ese periodo la brecha 
de género. 
 
Como resultado del incremento de la asistencia y permanencia escolar, entre 
1990 y 2005, los años de escolaridad promedio de los hombres aumentaron de 
6.6 a 8.4, en tanto que entre las mujeres pasaron de 6.0 a 7.9 años, un nivel 
cercano al segundo año terminado de educación secundaria. Un aumento de 
casi dos años de escolaridad en el transcurso de 15 años resulta aún 
insuficiente para satisfacer las demandas de formación de la población en 
general, pero preocupa de manera particular que la distancia entre la 
escolaridad promedio de los hombres y la de las mujeres permanece 
prácticamente igual, lo cual exige esfuerzos mayores para garantizar 
condiciones de igualdad de género. 
 
En los últimos años, los niveles medio superior y superior de la educación 
muestran incrementos importantes de la participación femenina en la matrícula 
escolar, lo cual se traduce en una reducción de la persistente brecha que 
existía entre los sexos en estos niveles. En el caso de la educación superior, 
incluso, la participación de las mujeres ha superado a la de los hombres, pero 
continúan importantes rezagos en la segregación por carreras. Si bien en los 
últimos años se han observado cambios en las elecciones profesionales de las 
mujeres en el nivel superior, aún prevalece la segregación educacional.  
 
Entre 1990 y 2006 se aumentó la proporción de mujeres que estudiaron 
carreras tradicionalmente consideradas como propias del ámbito masculino —
ciencias agropecuarias o ingenierías—. En 1990, en estas áreas las mujeres 
representaban el 14 y el 23%, respectivamente. Para 2006 alcanzaron el 34 y 
30%. También se registraron incrementos en la participación de mujeres en 
carreras relacionadas con las ciencias de la salud, naturales y exactas. En 
cambio, las ciencias de la educación y las humanidades siguen registrando una 
mayor proporción femenina. El perfil educativo de la población se relaciona con 
sus posibilidades de inserción, movilidad y ascenso laboral. Los años promedio 
de escolaridad de la población económicamente activa han aumentado 
significativamente para hombres y mujeres. De hecho, la escolaridad promedio 
de las mujeres es superior a la de los hombres en años recientes, no obstante, 
su participación en cargos de mayor nivel está subrepresentada. 
 
Aunque la brecha educativa se ha reducido significativamente, persisten 
múltiples barreras y obstáculos para garantizar la igualdad de oportunidades 
educativas para hombres y mujeres. Es necesario promover una educación 
libre de prejuicios y discriminaciones que en sus contenidos, textos, materiales 
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y métodos pedagógicos transmita y refuerce valores, actitudes e imágenes no 
sexistas. 
 
Mercado laboral.- La participación de la población femenina en el mercado 
laboral muestra un crecimiento sostenido durante los últimos 30 años, 
relacionado con los procesos de modernización, industrialización y 
urbanización del país, pero también con los ajustes y reestructuraciones 
económicas ocurridas en las décadas recientes, que han exigido a los hogares 
la incorporación de un mayor número de miembros al mercado laboral. Es 
probable que el incremento de la participación de las mujeres haya sido mayor 
al registrado, pues la declaración de la actividad laboral femenina sigue 
estando sujeta a problemas de subnumeración, asociados con la definición de 
las actividades económicas, y a consideraciones de tipo cultural que inciden en 
la percepción (propia y de otros) del trabajo realizado por mujeres. Aún así, su 
tasa de participación laboral aumentó de 17.6% en 1970 a 36.8% en 1995 y a 
42% en 2008. En contrapartida, el comportamiento de la tasa de participación 
económica de los hombres a partir de 1999 ha registrado un ligero descenso 
que a la fecha no se ha recuperado. 
 
A pesar de la creciente incorporación de la mujer al mercado laboral, persisten 
patrones en la división sexual del trabajo que restringen las oportunidades 
laborales de las mujeres, quienes aún son las principales responsables del 
trabajo reproductivo, lo que representa dificultades considerables para conciliar 
sus trayectorias productivas con el cuidado familiar. Estas importantes 
transformaciones no se han visto acompañadas de una distribución más 
igualitaria del trabajo reproductivo y doméstico entre los sexos o de políticas 
afirmativas de la misma magnitud, lo que ha generado cargas globales de 
trabajo significativamente mayores para las mujeres. Para 2008 se estima que 
las mujeres tienen en promedio cargas globales de trabajo de 66.6 horas a la 
semana, diez horas más que los hombres (56.1). 
 
El proceso de transición demográfica ha contribuido favorablemente a disminuir 
la presión ya referida entre la vida laboral y la doméstica, pues la disminución 
de la descendencia promedio por mujer implica la reducción del tiempo que las 
mujeres dedican a la crianza de sus hijos. De acuerdo con estimaciones del 
Consejo Nacional de Población (CONAPO), a mediados de la década de los 
setenta una mujer dedicaba 22.2 años de su vida a esta función; para 2006 
este periodo disminuyó a 13.6 años. Dicho proceso ha sido acompañado por 
una lenta participación de la pareja en las labores domésticas y la crianza de 
los hijos. 
 
La incorporación de la mujer al mercado de trabajo también se expresa en la 
creciente relevancia de las aportaciones económicas de las mujeres dentro de 
los hogares. El ingreso femenino en el presupuesto total de los hogares ha ido 
en aumento: a inicios de la década de los noventa, cerca de uno de cada dos 
hogares registraba ingresos monetarios provenientes del trabajo femenino; en 
2005 esta situación se observó en dos de cada tres núcleos domésticos. En la 
tercera parte de los hogares del país la contribución de la mujer es secundaria, 
debido a la presencia de otros contribuyentes cuyos ingresos son mayores. 
Pero las aportaciones femeninas a la economía doméstica son cada vez más 
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importantes; los hogares donde la aportación monetaria de las mujeres es la 
fuente principal de ingresos pasaron de 9.9% en 1992 a 15.2% en 2005. 
Incluso, la proporción de hogares en los que el ingreso de las mujeres es la 
única contribución económica creció alrededor de 30% en el mismo periodo al 
pasar de 9.4 a 13.7%. 
 
Aún es necesario mejorar las condiciones de inserción de las mujeres en el 
mercado laboral y garantizar el acceso a los servicios necesarios para facilitar 
la conciliación entre la vida laboral, familiar y doméstica, y la igualdad de 
oportunidades para participar en jornadas completas de trabajo, el sector 
formal de la economía, el ascenso y movilidad laboral. En México, el cuidado 
de los hijos en ausencia de la madre continúa siendo una actividad 
predominantemente familiar que se inserta dentro de un conjunto de 
estrategias domésticas de subsistencia cotidiana. Alrededor de 54.6 y 59.3% 
de los niños y niñas son cuidados por un familiar; la contribución de las 
guarderías públicas es todavía insuficiente a pesar de que su número se ha 
triplicado en el caso de los servicios del Instituto Mexicano del Seguro Social 
(IMSS) y duplicado en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado (ISSSTE), entre 1996 y 2006. 
 
Otras medidas han permitido incrementar la oferta de servicios de cuidado 
infantil. El Programa de Estancias Infantiles para Apoyar a Madres 
Trabajadoras, de la Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL), duplicó entre 
2006 y 2008 la oferta de servicios de cuidado de menores de 4 años de edad 
en el país. El Programa Escuelas de Tiempo Completo, puesto en marcha por 
la Secretaría de Educación Pública (SEP) en el ciclo escolar 2007-2008, busca 
conciliar los horarios escolares con los laborales para eliminar este tipo de 
barreras que dificultan la inserción de las mujeres en el mercado laboral. La 
mayor parte de la participación económica de las mujeres se concentra en el 
tipo de trabajo asalariado o subordinado, siendo también importantes las 
actividades realizadas de manera independiente o por cuenta propia. Existen 
diferencias entre hombres y mujeres principalmente cuando se trata del trabajo 
no remunerado, en el que una de cada 10 mujeres no recibe ingreso por su 
trabajo; la mayoría de ellas son ayudantes sin ingresos en negocios familiares.  
 
Otra situación a destacar es la baja proporción de mujeres como empleadoras, 
sólo representan 2.4% de las mujeres ocupadas, porcentaje mucho menor al 
de los hombres de 6.4 %. La participación económica de las mujeres se ha 
asociado al crecimiento de algunos sectores de ocupación. Aunque la 
población femenina ocupada se ha concentrado tradicionalmente en 
actividades relacionadas con servicios personales y domésticos, así como en el 
comercio mayorista y minorista, su presencia ha aumentado de manera 
importante en actividades caracterizadas por la flexibilidad de sus procesos 
productivos y por la laxitud de su estructura. Estos rasgos se encuentran 
asociados frecuentemente a condiciones de inestabilidad, pérdida de  garantías 
laborales, expansión del trabajo asalariado al entorno doméstico, así como 
irregularidad en las percepciones salariales  A partir de lo anterior es posible 
afirmar que la “feminización” de algunas ocupaciones y ramas de actividad no 
se ha traducido en mayores condiciones de igualdad y acceso a oportunidades 
para las mujeres. Por el contrario, las actividades de predominante presencia 
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femenina frecuentemente presentan situaciones de discriminación salarial, 
desigualdad en el acceso a oportunidades de ascenso y capacitación, al igual 
que de irregularidad en el cumplimiento de la normatividad laboral. 
 
Vale la pena detenerse en la problemática de la discriminación salarial, pues 
expresa claramente la persistencia de la desigualdad social basada en 
distinciones sexuales. Esta dimensión de la discriminación describe escenarios 
donde las mujeres perciben salarios menores a pesar de desempeñarse por 
igual cantidad de horas en el mismo puesto de trabajo que los hombres y 
contar con un nivel de instrucción semejante. El valor del Índice de 
discriminación salarial63

 indica la magnitud de cambio que debe realizarse en el 
salario de las mujeres para lograr la equidad salarial. Un valor negativo en 
dicho índice señala la proporción en que habría que aumentar el salario de la 
población femenina. Un valor igual a cero indica situaciones de equidad salarial 
entre mujeres y hombres, mientras que los valores positivos apuntan hacia una 
discriminación hacía los hombres. 
 
Las condiciones laborales son cambiantes de acuerdo al grupo ocupacional y a 
las características de los trabajadores. Las mujeres hoy en día se enfrentan a 
situaciones de discriminación, segregación salarial y ocupacional en 
actividades precarias, pero también a dobles jornadas y carencia de servicios 
que faciliten la conciliación entre sus múltiples itinerarios. 
 
Participación política.- La participación de las mujeres en la vida política ha 
sido un proceso lento pero gradual que inició en el país varias décadas atrás. 
La lucha por los derechos políticos de las mujeres, refrendada en el marco 
jurídico internacional, ha permeado la vida de las instituciones políticas en 
México, pero las brechas de género en este ámbito son muy elevadas. En 
México, de las 19 secretarías de Estado, menos de 20% están encabezadas 
por una mujer, el 39.6% de los puestos de mandos medios y superiores de la 
Administración Pública Federal (APF) están a cargo de mujeres mientras que 
en los cargos operativos ellas representan 56.7%.  
 
El incremento en el porcentaje de mujeres diputadas a lo largo de medio siglo 
ha sido paulatino y no consistente; en 1991, 2000 y 2006 la proporción decreció 
con respecto a la legislatura anterior. En 2003 se estableció en la H. Cámara 
de Diputa dos una cuota de género obligatoria que exigía una representación 
femenina de al menos 30% en las candidaturas a diputaciones federales, como 
medida de acción afirmativa propuesta para abatir el grave rezago en materia 
de representación política de las mujeres. La disposición de la cuota de género 
fue instrumentada en el Senado en 2006. En la actualidad las mujeres 
representan 19.5% y 24.2%64, en las cámaras de senadores y diputados, 
respectivamente, y constituyen 20.8% de las diputaciones locales. 
 
La participación de las mujeres en el Poder Judicial de la Federación es 
limitada aunque creciente y comienza a hacerse visible. En la Judicatura 

                                                 
63 El índice se obtiene al dividir el salario por hora que ganan las mujeres y los hombres, menos el promedio de escolaridad de las 
mujeres y los hombres; entre la relación del salario por hora que ganan las mujeres y los hombres, multiplicado por cien. El índice no 
incorpora los años de experiencia acumulados, que en el caso de las mujeres suelen ser irregulares, dadas las interrupciones de la 
trayectoria laboral por atender actividades reproductivas (INEGI, 2008). 
64 Datos al 17 de febrero de 2009, tomados de los sitios web de las cámaras de senadores y de diputados. 
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Federal la tercera parte de los espacios corresponden a mujeres. En la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de los 11 ministros, solamente dos 
son mujeres. Por su parte, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación esta presidido por la única mujer magistrado dentro de su 
estructura orgánica. A nivel local, las mujeres ocupan sólo 16% de las 
gubernaturas, 4.6% de las presidencias municipales, 29.5% de los puestos de 
regidor, y 15.8% de síndicos. 
 
Violencia de género.- La Declaración de la Organización de las Naciones 
Unidas sobre la eliminación de la violencia contra la mujer definió a la violencia 
por motivos de género como “todo acto de violencia basado en la pertenencia 
al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o 
sufrimiento físico, sexual o psicológico para la mujer, así como las amenazas 
de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se 
produce en la vía pública como en la vida privada”. La Resolución WHA49.25 
de la Organización Mundial de la Salud (OMS) reconoce la violencia de género 
como un importante problema de salud pública. 
 
La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer (Belem do Pará) y la Convención sobre la eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la mujeres (CEDAW) reconoce que 
la violencia y la discriminación hacia las mujeres constituye una violación a los 
derechos humanos y a las libertades fundamentales, y limita a la mujer el 
reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades. La violencia por 
motivos de género es una de las representaciones más claras y radicales de la 
distribución y el ejercicio desigual del poder entre las mujeres y los hombres. 
Esta práctica muestra un profundo arraigo cultural en diversas sociedades y 
pasa por un proceso de naturalización que lo lleva a ser, de forma indebida, 
considerado como elemento normal en ciertas relaciones sociales. 
Desafortunadamente, la violencia de género es ejercida tanto en contexto 
doméstico y familiar, como en la relación de los individuos con las instituciones. 
A pesar de ser un fenómeno ampliamente reconocido, en México se carecía de 
un proyecto estadístico de medición nacional que permitiera su cuantificación. 
Fue a partir de la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones de 
los Hogares 2003 (ENDIREH) que se dispuso de información básica. Los 
resultados de la segunda ENDIREH, realizada en 2006, revelan que 67 de 
cada 100 mujeres de 15 años o más han sufrido algún tipo de violencia, ya sea 
por parte de su pareja (43.2%), laboral (29.9%), familiar (15.9%), comunitaria 
(39.7) o escolar (15.6%). 
 
Como se analiza en el apartado correspondiente, en México se han 
promulgado leyes y desarrollado diversas acciones de política pública que 
buscan prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia de género, pero se 
requieren esfuerzos aún mayores para incidir en patrones culturales y en el 
funcionamiento de las instituciones, a fin de inhibir y erradicar la violencia de 
género y el ejercicio desigual de poder.  
 
 
Perspectiva de género en salud.- as estrategias de fortalecimiento de las 
capacidades de las mujeres se orientan, por un lado, a mejorar sus condiciones 
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de salud y sus niveles de nutrición, con el propósito de disminuir la morbilidad y 
la mortalidad previsibles; y, por el otro, a atender con prioridad las necesidades 
de las mujeres que viven en condiciones de pobreza, mismas que se conjugan 
con otras desigualdades de género. 
 
Con la intención de contribuir a la reducción del impacto de las inequidades de 
género que se traducen en riesgos particulares para la salud de las mujeres, en 
2001, la Secretaría de Salud (SSA) incorporó una línea de acción dedicada a 
promover la perspectiva de género (PEG) de la cual se derivó el Programa de 
Acción Mujer y Salud 2002-2006, con objetivos y líneas de acción estratégicas 
en cinco componentes sustantivos. A fin de lograr que la PEG sea parte de 
todos los programas de acción, para la prevención y la atención a los 
padecimientos, así como para promoción de la salud, y manejo de información, 
desde 2007 se está trabajando un Programa de Acción Específico y 
Transversal de Igualdad de Género en Salud.  
 
Los avances más relevantes en el periodo 2000- 2006 incluyen fomentar la 
reducción de la carga de trabajo de las mujeres en las actividades de atención 
a la salud comunitaria, a través de atención domiciliaria de enfermos crónicos 
dependientes. Entre 2002 y 2006 se sensibilizó y capacitó en igualdad de 
género a 1 508 funcionarias/os de 27 dependencias en los ámbitos federal y 
estatal de la SSA, que representan a 145% con respecto a la meta establecida 
de 1 037. Además, se sensibilizó a personal de diversos niveles de todas las 
entidades federativas mediante cursos de verano y talleres dirigidos a 
capacitadoras y capacitadores en Género y Salud, principalmente de Hidalgo, 
Morelos, Yucatán y San Luis Potosí. 
 
Se logró la desagregación por sexo de las estadísticas de egresos hospitalarios 
y de enfermedades de notificación obligatoria. Para conocer el panorama 
epidemiológico y las necesidades específicas de salud en mujeres y hombres 
ha sido necesario contar con información confiable. A través del trabajo 
interinstitucional, en 2003 se puso a disposición la consulta en línea de 
estadísticas de población y cobertura institucional por sexo y se avanzó en la 
disponibilidad de la medición de carga de enfermedad por causa, así como en 
la desagregación de los recursos humanos según sexo en las bases de datos 
de algunos hospitales de segundo y tercer nivel. 
 
Por otra parte, las enfermedades crónico-degenerativas cobran cada vez más 
importancia en la salud de las mujeres. La primera causa de muerte por un 
tumor maligno entre las mujeres de 25 años o más es el cáncer de mama, con 
una tasa de mortalidad de 16.4 defunciones por cada 100 mil mujeres para 
2007, cuando en 2000 fue de 14.8. Se prevé que este incremento continúe. En 
cuanto a la tasa de mortalidad por cáncer cérvico- uterino, en 1990 fue de 24.8 
defunciones por 100 mil mujeres de 25 y más años, mientras que en 2007 
disminuyó a 14.3, representando un descenso anual de 3%. 
 
En tanto, el 97.4% de las jefas de hogares del primer quintil de ingresos que 
tienen 65 años o más de edad no tienen derechohabiencia en la seguridad 
social, lo que eleva sus condiciones de vulnerabilidad. Para lograr la igualdad 
de género en salud se requiere la eliminación de las inequidades, es decir, de 
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las diferencias innecesarias, injustas y evitables en el estado de salud y 
supervivencia de mujeres y hombres; la distribución y acceso diferencial a los 
recursos (metodológicos/ tecnológicos/financieros/ humanos) entre mujeres y 
hombres según las necesidades específicas y diferenciadas; la contribución de 
mujeres y hombres para el financiamiento de su salud según su capacidad 
económica, y no su necesidad de servicios; y una distribución social justa de 
las responsabilidades, el poder y las recompensas para la contribución de las 
mujeres y los hombres al cuidado de salud en la casa, la comunidad y las 
instituciones de salud. 
 

Políticas y acciones en materia de género. 
 
 
 
Marco institucional 
 
La igualdad de mujeres y hombres ante la ley está plasmada en el Artículo 4 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Una de las más 
importantes modificaciones que se llevó a cabo en 2000 fue la reforma a este 
artículo, para precisar la responsabilidad del Estado en los derechos que tienen 
las niñas y los niños a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, 
salud, educación y sano esparcimiento. Como respuesta institucional del 
Estado mexicano a los compromisos internacionales, y a la intensa labor de la 
sociedad civil en materia de género, en 2001 se creó, por ley, el Instituto 
Nacional de las Mujeres (INMUJERES). Ello significó un paso importante en la 
consolidación de mecanismos institucionales, al otorgarle a la institución 
estatus administrativo, patrimonio propio y presupuesto, para ejercer 
atribuciones en materia de la política nacional de género; promover y fomentar 
las condiciones que posibiliten la no discriminación, la igualdad de 
oportunidades y de trato entre los géneros; el ejercicio pleno de todos los 
derechos de las mujeres y su participación equitativa en la vida política, 
cultural, económica y social del país. 
 
Por su parte, el sustento medular para el desarrollo de las políticas de igualdad 
entre mujeres y hombres parte de la emisión de la Ley General para la Igualdad 
entre Mujeres y Hombres (LGIMH), promulgada en agosto de 2006, con el 
objetivo de regular y garantizar la igualdad entre mujeres y hombres, así como 
proponer los lineamientos y mecanismos institucionales que orienten a la 
Nación hacia el cumplimiento de la igualdad sustantiva. Los alcances de esta 
ley son transversales a los poderes de la unión y de aplicación en todo el 
territorio nacional. Asimismo, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), promulgada en febrero de 2007, establece 
los lineamientos jurídicos y administrativos con los que el Estado intervendrá en 
los diferentes niveles de gobierno para garantizar el derecho de las mujeres a 
una vida libre de violencia. Su finalidad es establecer la coordinación entre la 
federación, las entidades federativas y los municipios en la orientación de 
acciones para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la población 
femenina. Con ello se hacen valer compromisos internacionales vinculantes 
para México, como la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belém do Pará) y la Convención sobre la 
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eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres 
(CEDAW)65. 
 
El 11 de marzo de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 
Reglamento de la LGAMVLV y las bases de coordinación con las entidades 
federativas y los municipios. En 2009, son ya 29 entidades federativas las que 
cuentan con sus respectivas leyes en materia de acceso de las mujeres a una 
vida libre de violencia, de las cuales cinco expidieron también su respectivo 
Reglamento. La coordinación de acciones de la APF respectivas a estas leyes 
se realiza a través del Sistema Nacional 
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres (SNIMH) y del Sistema Nacional para 
Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra las Mujeres 
(SNPASEVCM). 
 
Por otro lado, el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 (PND) señala las 
prioridades del Poder Ejecutivo en materia de género que prevén combatir y 
sancionar con mayor severidad la violencia de género, al igual que construir 
políticas públicas transversales  con perspectiva de género. Asimismo, busca 
promover la eliminación de estereotipos establecidos en función del género, 
elevar la inscripción y permanencia de niñas en las escuelas, promover la 
prevención de enfermedades de la mujer, combatir su discriminación en el 
ámbito laboral, expandir el sistema nacional de guarderías y estancias 
infantiles, dar especial atención a las mujeres en situación de pobreza y 
promover la participación política de la mujer. Las respectivas estrategias y 
metas han sido incorporadas en el Programa Nacional de Igualdad entre 
Mujeres y Hombres 2008-2012 (PROIGUALDAD), coordinado por el 
INMUJERES. 
 
Por otra parte, en 2007 se firmó el Acuerdo Nacional para la Igualdad entre 
Mujeres y Hombres, mecanismo de coordinación con los poderes de la Unión y 
los gobiernos federal, estatales y municipales para dar prioridad efectiva a la 
promoción de la igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres, 
así como a la eliminación de todo tipo de violencia contra las mujeres. Su 
objetivo específico es establecer el compromiso de las instancias que integran 
los diferentes ámbitos y órdenes de gobierno, a fin de dar cumplimiento a lo 
señalado en la Constitución Política, los instrumentos internacionales suscritos 
y ratificados por México en la materia, la LGIMH, la LGAMVLV y la Ley del 
Instituto Nacional de las Mujeres. Al finalizar 2008, los gobiernos de 25 
entidades federativas y uno de cada cuatro ayuntamientos del país (615) 
habían ya firmado dicho acuerdo. 
 
Estrategias para transversalizar la perspectiva de género.- Las estrategias 
para incorporar la perspectiva de género (PEG) como una línea transversal en 
las políticas públicas se han visto reflejadas principalmente en la generación de 
sistemas de información e indicadores, de mecanismos de colaboración y 
coordinación institucional, y en la capacitación y formación de recursos 
                                                 
65 En diciembre de 2000 entró en vigor el Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra las mujeres (CEDAW). Este protocolo brinda las bases para la protección a los derechos humanos y la eliminación 
de la discriminación hacia las mujeres en el goce de los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales consagrados en la 
convención. 
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institucionales. El incremento en los presupuestos etiquetados para mujeres y 
la igualdad de género también ha sido una respuesta que favorece el trabajo 
desarrollado en distintas dependencias de la administración pública, al 
habérseles dotado de recursos para la ejecución de las políticas públicas y 
acciones para dar cumplimiento a lo establecido en las leyes.  
 
En México dichos presupuestos etiquetados forman parte del Presupuesto de 
Egresos de la Federación (PEF), que norma el ejercicio anual de recursos 
públicos de las dependencias, y fueron implementados por la Cámara de 
Diputados desde 2003. Esta misma estrategia se ha reforzado en la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, que establece que la 
administración de los recursos públicos federales debe realizarse con base en 
criterios de equidad de género. Es importante mencionar que 2008 es el primer 
año en el que hay un artículo en el Decreto de PEF 2008 específico para 
impulsar la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.  
 
También, por primera ocasión, se destinaron recursos para implementar la 
LGAMVLV y la LGIMH. Por otro lado, desde 2006 el presupuesto para el 
INMUJERES y los Mecanismos para el Adelanto de las Mujeres (MAM) en las 32 
entidades federativas se ha triplicado, ya que en el PEF 2009 se determinó un 
presupuesto para mujeres y la igualdad de género de 8 981.6 millones de 
pesos. Con ello, uno de cada cuatro municipios del país cuenta con una 
instancia de la mujer, orientada a promover la institucionalización y 
transversalidad de la PEG, diseñar y aplicar políticas públicas para la plena 
participación de las mujeres en todos los ámbitos del desarrollo local, en el 
marco de la igualdad de género. 
 
Otro de los mecanismos para transversalizar la PEG es el fortalecimiento de los 
vínculos con las organizaciones de la sociedad civil (OSC). Desde 2002 el 
INMUJERES puso en marcha el Fondo PROEQUIDAD, que ha apoyado a más 
de 300 proyectos de OSC, para el mejoramiento de las condiciones sociales, 
políticas, económicas y/o culturales de las mujeres. En este mismo sentido, en 
2001, inició el Programa de Coinversión Social de la Secretaría de Desarrollo 
Social (SEDESOL), con el que se ha impulsado la creación de Observatorios de 
Violencia Social y de Género en las entidades del país. En tanto, se han 
realizado una serie de acciones de capacitación y formación de recursos 
humanos encaminadas a proveer de información y sensibilización sobre la 
PEG; crear una Red Nacional de Centros de Documentación Especializados en 
Mujeres y Género; aplicar el enfoque de género en las políticas públicas y 
capacitación en aspectos legales. Éste ha sido un esfuerzo colectivo entre 
instituciones gubernamentales, OSC e instituciones académicas. 
 
Participación de las mujeres en puestos de elección popular.- Como parte 
de los compromisos para lograr la igualdad de oportunidades en el acceso de 
hombres y mujeres a cargos de elección popular, en enero de 2008 se publicó 
el decreto que expidió el nuevo Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, según el cual las candidaturas a diputados y 
senadores que presenten los partidos políticos deberán integrarse con al 
menos 40% de candidatos propietarios de un mismo género, procurando llegar 
a la paridad. Anteriormente, dichas cuotas de género correspondían a 30%. 
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Asimismo, para la capacitación, promoción y el desarrollo del liderazgo político 
de las mujeres, cada partido político deberá destinar anualmente 2% del 
financiamiento público ordinario.  
 
Por su parte, el INMUJERES ha impulsado el trabajo interinstitucional para la 
participación de las mujeres en la toma de decisiones en el ámbito federal, los 
gobiernos estatales y municipales, y los poderes de la Unión. Entre 2005 y 
2008, instrumentó el Programa de Impulso al Liderazgo Político de las Mujeres 
en el Ámbito Local, en cuyo marco se realizaron diversas actividades de 
formación y profesionalización de cerca de mil mujeres líderes de los partidos 
políticos en 22 de las 32 entidades federativas del país. A partir de 2008 diseñó 
un programa de promoción de la participación política de las mujeres titulado 
Plataforma Estratégica para la Equidad Política que consta de tres 
componentes: Observatorio Interinstitucional y Ciudadano para la Promoción y 
Defensa de los Derechos Políticos de las Mujeres; portal electrónico El avance 
político de las mujeres… en la mira; y Programa de Formación para Fortalecer 
los Liderazgos Políticos de las Mujeres. 
 
Adicionalmente, a través del Fondo PROEQUIDAD,se han apoyado diversos 
proyectos orientados a facilitar el empoderamiento de las mujeres y el 
fortalecimiento de liderazgos femeninos en comunidades indígenas y rurales. 
En tanto, el Instituto Federal Electoral (IFE) instrumentó en 2008 el Programa 
de Apoyo a Organizaciones de la Sociedad Civil para realizar proyectos de 
formación ciudadana y promoción de la participación política y electoral con 
mujeres, y el Programa de Educación para la Participación Democrática 2008-
2009. Asimismo, concluyó la tipología distrital de la participación de las mujeres 
en distritos indígenas y elaboró el diagnóstico sobre ciudadanía, representación 
y participación política en los distritos electorales uninominales con más de 
40% de población indígena. 
 
Acciones para promover la equidad educativa.- La entrega de becas 
dirigidas hacia la población en condiciones de pobreza ha sido uno de los 
mecanismos más efectivos para promover la incorporación y permanencia de 
las niñas, adolescentes y mujeres en el sistema educativo. El Programa de 
Desarrollo Humano Oportunidades enfatiza la entrega de estos incentivos a 
mujeres y en los últimos años han aumentado en número y monto.  
 
También se han establecido nuevos programas de becas para mujeres en 
situaciones específicas. El Programa de Becas a Madres Jóvenes y Jóvenes 
Embarazadas tiene como finalidad promover la continuidad de los estudios a 
nivel de educación básica; el Programa Licencia con Goce de Beca, de la 
Universidad Nacional Autónoma de México, apoya económicamente a 
estudiantes de posgrado embarazadas; en el Programa Becas de Educación 
Media Superior y en el Programa Nacional de Becas de Educación Superior, el 
56% de las becas otorgadas son para mujeres. 
 
Por otra parte, el Programa para Abatir el Rezago en Educación Inicial y Básica 
fue creado para atender a todos los niveles de educación básica, al incorporar 
preescolar y secundaria rural, con especial énfasis en atender a las niñas de 
comunidades rurales y el Consejo Nacional de Fomento Educativo (CONAFE), a 
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través del paquete didáctico Camino a la Secundaria, impulsa el tránsito a 
primero de secundaria con énfasis en la absorción de las mujeres. Este 
paquete está dirigido a niñas de quinto y sexto grado de primaria de las 
localidades rurales y áreas urbano marginadas con menor ingreso.  
 
Acciones para mejorar la situación de la mujer en la esfera económica y 
laboral.- Con el fin de fortalecer la incorporación de políticas de equidad de 
género que promuevan la igualdad entre mujeres y hombres en organizaciones 
públicas, privadas y sociales, la Secretaría de Trabajo y Previsión Social 
(STPS) y el INMUJERES otorgaron tres distintivos: 
 
 Distintivo Empresa Incluyente (STPS): otorgado a 32 empresas con un 

beneficio para 682 personas con discapacidad (275 mujeres y 407 
hombres). 

 Distintivo Empresa Familiarmente Responsable (STPS): otorgado a 35 
empresas por mejorar las condiciones de trabajo para las mujeres. 

 Modelo de Equidad de Género (INMUJERES): entregó 100 distintivos, 67 
a organizaciones nuevas y 33 renovaciones, y llevó a cabo el proceso de 
auditoría del Modelo a 177 organizaciones que lo implementaron entre 
2003 y 2008. 

 
La STPS efectuó visitas de inspección a empresas de jurisdicción federal en 
todo el país y de vigilancia específica sobre las condiciones laborales de la 
mujer trabajadora y los menores de edad, con el objetivo de garantizar el 
respeto y protección de los derechos laborales de las mujeres. Asimismo, 
realizó la campaña Por la Dignificación de las Condiciones Laborales de la 
Mujer y Contra la Exigencia del Certificado de No 
Gravidez, cuyos ejes fundamentales giraron en torno al respeto y promoción de 
los derechos laborales de la mujer. 
 
Con el fin de fomentar la capacitación para el autoempleo femenino como 
opción de generación de ingresos en las unidades domésticas, urbanas o 
rurales, puso en marcha el Programa de Becas de Capacitación para 
Trabajadores (PROBECAT). La mayor parte de las becas han sido asignadas a 
trabajadoras desempleadas. 
 
Por su parte, el INMUJERES realiza acciones contra la segregación y el 
hostigamiento sexual a través de los compromisos signados con sindicatos, 
confederaciones de obreros y campesinos, y con la Federación de Sindicatos 
de Trabajadores al Servicio del Estado. En 2008 se realizaron cinco encuentros 
itinerantes de sensibilización y 13 foros analíticos sobre las condiciones de 
exclusión en el trabajo remunerado que afectan a las mujeres, segregación 
ocupacional y hostigamiento sexual laboral, en coordinación con los órdenes 
federal, estatal y municipal. 
 
Acciones para erradicar la violencia contra las mujeres.- Desde la 
Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (CIPD), México ha 
propuesto, modificado y aprobado diversos instrumentos legislativos para 
eliminar la violencia de género contra las mujeres. En 1999 se aprobaron las 
reformas y adiciones al Artículo 20 de la Constitución, que establecieron los 
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derechos de las víctimas de violencia. A fin de avanzar en el cumplimiento de 
los mandatos y compromisos en torno a la prevención, atención, sanción y 
erradicación de la violencia, en 2008 se creó el Fondo de Apoyo a los 
Mecanismos para el Adelanto de las Mujeres en las Entidades Federativas para 
la Atención Integral de las Mujeres Víctimas de Violencia de Género (Fondo 
MVVG) coordinado desde la federación por el INMUJERES y operado por los 
Mecanismos para el Adelanto de las Mujeres (MAM) en las entidades 
federativas. 
 
Este fondo ha permitido ampliar las acciones que se venían desarrollando 
desde la creación del Programa de Apoyo a las Instancias de Mujeres en las 
Entidades Federativas (PAIMEF) en 2006, así como aquellas acciones y 
proyectos desarrollados a partir de la vertiente de género del Programa de 
Coinversión Social, ambos de la SEDESOL. La creación de instancias como la 
Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y la Trata de 
Personas (FEVIMTRA), y la Comisión para Prevenir y Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres en Ciudad Juárez, así como la promulgación de la Ley para 
Prevenir y Sancionar la Trata de Personas, también forman parte de la 
respuesta institucional para la atención a la violencia de género. 
 
En la Procuraduría General de la República (PGR) se desarrollan programas y 
campañas permanentes para coordinar programas de formación de 
capacitadotes dirigidos a fortalecer las actividades de prevención de la 
violencia contra la mujer. El Instituto Nacional de la Juventud (IMJUVE) creó, en 
1998, la Red Nacional Contra la Violencia Hacia las Mujeres y Hombres 
Jóvenes, integrada por instituciones académicas, gubernamentales y OSC, con 
el objetivo de promover la equidad en las relaciones humanas. Los alcances en 
este rubro han sido principalmente la sensibilización de la población en general 
con respecto a la violencia que se ejerce contra las mujeres. 
 
El Programa de Acción Específico para la Prevención y Atención a la Violencia 
Familiar y de Género de la SSA prevé que las instituciones de salud se 
involucren en la prevención y atención del problema de fondo, a través de 
intervenciones específicas en su población usuaria, mediante la colaboración 
con otras instituciones y del apoyo psicoemocional a las personas que viven en 
violencia, particularmente la de género. Estas acciones llevaron a la 
elaboración del Modelo Integrado Prevención y Atención de la Violencia 
Familiar, Sexual y Contra las Mujeres, del Centro Nacional de Equidad de 
Género y Salud Reproductiva (CNEGSyR). 
 
Por otro lado, entre 2002 y 2008 se incrementaron en el sector salud los 
servicios y centros especializados para la atención de la violencia de género, 
de 18 a 231 respectivamente. En 2008 estos servicios especializados dieron 
atención a casi 67 mil mujeres. En el marco de la LGAMVLV y en coordinación 
con la Red Nacional de Refugios, A.C. (RENARAC), se realizó un clasificador de 
los casos atendidos en los refugios para mujeres y sus hijos que padecen de 
violencia doméstica, los lineamientos éticos para el manejo de datos de las 
víctimas y del agresor, y se identificaron 66 refugios de violencia que operan en 
31 entidades federativas. Asimismo, a fin de ofrecer un marco de referencia 
para el diseño, implementación, evaluación y seguimiento de la atención 



 151

brindada, los estándares de operación, la delimitación de los requisitos 
materiales y funcionales específicos, se elaboró una propuesta de Modelo de 
Atención para Refugios. 
 
Con el propósito de ofrecer un mayor apoyo a la población abierta, INMUJERES 
puso en marcha en 2003, la Línea telefónica Vida sin Violencia 01800 911 25 
11 para brindar asesoría jurídica y apoyo psicológico. En 2008 el número de 
personas atendidas ascendió a más de 22 mil. Adicionalmente, 23 entidades 
federativas cuentan con sus propios servicios de línea telefónica para atender a 
mujeres víctimas de violencia. 
 
Acciones para incorporar la perspectiva de género en los programas y la 
información en salud.- El Gobierno de México reconoce los lineamientos de la 
Organización Mundial de la Salud (OMS) al considerar al género como un 
determinante social de la salud. Con ello se reconoce que es indispensable 
comprender los factores que determinan las diferencias de exposición, 
vulnerabilidad y exposición a riesgos de hombres y mujeres a las diversas 
enfermedades —desde el punto de vista biológico, psicológico y social— con 
las respectivas implicaciones para la política de salud pública en términos de 
prevención, diagnóstico oportuno, calidad de atención, optimización de 
recursos y mejor calidad de vida. 
 
En este sentido, el Programa de Acción Específico de Igualdad de Género en 
Salud 2008-2012 busca reducir el impacto nocivo de los roles, estereotipos y 
relaciones desiguales de género sobre la salud de las mujeres y los hombres. 
El Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva (CNEGSyR) 
impulsó este programa y realizó las actividades correspondientes para lograr 
que los Servicios Estatales de Salud de las 32 entidades federativas 
designaran a una persona como Responsable Estatal de Género y Salud. 
 
Por otro lado, el CNEGSyR sistematizó la experiencia de incorporación de la 
perspectiva de género en el Programa de Diabetes Mellitus, concretamente en 
el componente de promoción de la salud y prevención. A partir de esta acción 
la SSA recibió, en 2008, el reconocimiento de Mejores Prácticas en Género, 
Etnia y Salud, por parte de la Organización Panamericana de la Salud (OPS). 
Esta experiencia documentada ha sido base fundamental para realizar 
acciones orientadas a lograr la transversalidad de la perspectiva de género en 
los programas prioritarios como sobrepeso y obesidad, accidentes, cáncer 
cérvico-uterino, VIH/SIDA, salud materna y perinatal, vacunación, enfermedades 
respiratorias, de prevención y atención a la violencia familiar y de género. 
 
Las principales acciones realizadas desde el sector salud se han dirigido a 
fortalecer la infraestructura y recursos humanos para la atención en el ámbito 
del diagnóstico y atención del cáncer de mama, cáncer cérvico-uterino y las 
emergencias obstétricas. Con ese propósito, la SSA implementó en 2008 la 
estrategia integral para la prevención del cáncer cérvico-uterino denominada 
Todas las mujeres, una alternativa de prevención, que tiene un enfoque 
preventivo desde edades tempranas. 
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Retos de México para lograr la igualdad de género.- México ha logrado 
avances significativos que apuntalan las políticas públicas encaminadas a 
promover la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres. Los avances 
se han registrado en el marco legal y normativo, así como en la 
institucionalización y la asignación presupuestal específica para cumplir los 
compromisos nacionales e internacionales. 
 
Educación.- La matrícula de todos los niveles educativos muestra una 
reducción en la brecha de género de 1995 a 2005. La brecha en nivel de 
educación básica (preescolar, primaria y secundaria) se ha eliminado 
prácticamente. La educación inicial requiere de una particular promoción, dado 
que aún no se logra la cobertura universal, por lo cual hay niñas/os que cursan 
la primaria sin pasar por este grado, lo cual repercute en su desempeño 
educativo. En educación media y superior, se observa un aumento en el 
registro de mujeres que va igualado a la asistencia de los varones; a pesar de 
lo anterior, habría que garantizar la promoción de su registro en educación 
superior, ya que en este nivel persiste la brecha entre ambos sexos. 
 
Es importante diseñar diversos programas educativos que contribuyan a 
acrecentar la participación de las mujeres jóvenes y adultas en la educación 
superior en carreras no tradicionales, así como en la investigación científica, 
artística y tecnológica. Asimismo, se debe fortalecer el contenido educativo con 
enfoque de género, priorizando los cambios y transformaciones hacia la 
construcción de relaciones de género más igualitarias. Ello implica fomentar 
valores, actitudes y comportamientos que contribuyan al respeto y vigencia de 
los derechos ciudadanos, propicien una mayor conciencia de la situación de la 
mujer y de sus potencialidades y una integración social más armónica en todos 
los ámbitos de la vida social, incluido el fortalecimiento de una cultura 
democrática y participativa al margen de prejuicios y discriminaciones.  
 
La intensificación del uso de tecnologías de punta en los sectores económicos 
con mayor potencialidad obliga a pensar en las competencias que tendrán que 
ser enfatizadas cuidando de evitar las brechas de género. La transformación de 
ciertas profesiones y la actualización permanente de la fuerza laboral debería 
ser una prioridad, para un aprovechamiento óptimo de sus capacidades. Para 
ello se requiere de una mayor orientación, a fin de que la oferta de mano de 
obra, particularmente la femenina, esté en concordancia con las demandas del 
mercado. La información analizada apunta a que permanecer más tiempo en el 
sistema educativo posibilita la actualización y el perfeccionamiento de los 
conocimientos, derivando en mayores oportunidades para la inserción de las 
mujeres y hombres en el mercado laboral. 
 
 
Participación económica.- Aún cuando ha habido una mayor participación de 
mujeres en la fuerza laboral, su situación dista de ser igualitaria con relación a 
la de los varones, y persiste una asignación de roles claramente discriminatoria 
con respecto a la población femenina. Las mujeres se insertan en ocupaciones 
de menor jerarquía y reciben salarios menores, aún cuando sus niveles 
educativos son superiores. El Índice de Discriminación Salarial indica que es 
necesario incrementar en alrededor de 9.5% el salario que se les paga a las 



 153

mujeres para lograr la equidad salarial, aunque se reflejan diferencias 
importantes entre ocupaciones. Sin embargo, la mejora que se observa en la 
brecha salarial no parece obedecer a una orientación hacia la paridad, sino al 
detrimento de las condiciones laborales en general, las cuales han afectado en 
particular a la población masculina económicamente activa. 
 
Para un país de ingresos medios como México, la problemática de la 
discriminación salarial constituye un enorme reto que debe ser enfrentado a 
través de políticas públicas formuladas de manera intersectorial al que deben 
vincularse las empresas y empresarios del país. La flexibilización de las 
relaciones laborales ha representado un desmejoramiento del nivel de empleo 
y de las condiciones de trabajo (trabajo por cuenta propia, trabajo tiempo 
parcial y temporal, subcontratación, sin seguridad social). Por otro lado, la 
aparición de nuevas formas de producción, el desarrollo de las 
telecomunicaciones y la introducción de nuevas tecnologías han modificado 
incluso las estructuras de la demanda de trabajo. Todos estos cambios 
plantean nuevos retos a las mujeres y de ahí la importancia de adecuar las 
políticas públicas equitativas, con perspectiva de género en el marco de la 
nueva situación mundial y local provocada por la globalización.  
 
La creación de políticas dirigidas a la inserción de mujeres en el mercado de 
trabajo que reducen las barreras de acceso y tiempo disponible para igualar las 
condiciones de competitividad de mujeres y hombres, así como el 
reconocimiento del trabajo reproductivo, constituyen acciones prioritarias que 
deberán ser emprendidas en el ámbito de los gobiernos federal y estatales. Las 
ventajas que ofrecen los avances hacia el desarrollo y la mayor libertad que 
tienen las personas, sobre todo las mujeres, para decidir sobre sus estilos de 
vida, exigen una importante redistribución de oportunidades y recursos entre 
las personas y entre hombres y mujeres, y la creación de normas que regulen 
la convivencia social en los escenarios actuales. 
 
Participación política.-En las últimas décadas ha tenido lugar una 
relativamente creciente, pero lenta, incorporación de mujeres a cargos públicos 
en el gobierno federal, estatal y municipal y en los órganos legislativos. El 
acceso de las mujeres a cargos de alta responsabilidad ha generado una 
revalorización de su imagen en la sociedad mexicana. No obstante, la 
presencia del sector femenino en los cargos de representación sigue siendo 
marginal en comparación con el de los varones, además de que todavía 
persisten estereotipos y prejuicios de género que propician situaciones de 
discriminación contra las mujeres.  
 
Las actuales reformas del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales (COFIPE) deberán impactar en el incremento de la participación 
política de las mujeres en los cargos de elección para el poder legislativo. El 
reto será el seguimiento y aplicación de la ley que garantice el acceso de hecho 
y de derecho para las mujeres, ya que en ocasiones las cuotas de género 
generan incentivos para que los partidos políticos registren como suplentes a 
hombres, para que las diputadas electas pidan licencia inmediatamente iniciado 
el período legislativo y el suplente varón tome su lugar en la bancada.  
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Violencia de género.- Respecto a la violencia en contra de las mujeres, se 
requiere fortalecer técnica y financieramente los mecanismos, instrumentos y 
programas estatales que asumen la equidad de género como un eje 
transversal, a través del presupuesto etiquetado para mujeres y la igualdad de 
género, en particular el referente a erradicar la violencia, así como el 
fortalecimiento de los mecanismos de monitoreo de las políticas en la materia, 
propiciando la participación de la sociedad civil. Asimismo, es deseable que el 
gobierno continúe impulsando los refugios para mujeres que padecen de 
violencia doméstica, operados por las organizaciones de la sociedad civil, 
además de que se difunda su existencia para que la sociedad tenga 
conocimiento de los mismos. 
 
Por su parte, es importante que las instituciones públicas, académicas y de la 
sociedad civil continúen desarrollando investigación cualitativa y cuantitativa 
con enfoque de género que permita profundizar el análisis de la inequidad y 
violencia de género, además de fortalecer los sistemas de información de 
indicadores de género, como base para la preparación de planes y programas 
sectoriales, así como para el seguimiento y evaluación del impacto diferenciado 
por sexo de las políticas sociales y económicas. 
 
A pesar de los mecanismos que el Estado establece para el combate contra la 
violencia feminicida, es preciso redoblar los esfuerzos para lograr erradicarla, 
ya que existen deficiencias para lograr la detención y la sanción de los 
culpables de dichos delitos; además es necesario garantizar la atención a los 
deudos de la víctima con una justa reparación del daño.  
 
Perspectiva de género en salud.- Es importante continuar con la 
conformación de un sistema de indicadores que mida periódicamente las 
brechas existentes entre mujeres y hombres en aspectos clave relacionados 
con la morbilidad, la mortalidad, el acceso a los servicios, la calidad y 
oportunidad de la atención y la situación de los recursos humanos. Es muy 
recomendable incorporar la perspectiva de género en la evaluación de la 
calidad del Sistema Nacional de Salud, con el fin de que los estándares de 
acreditación de unidades cuenten con indicadores de no discriminación por 
sexo.  
 
Asimismo, el gobierno debe continuar con la sensibilización y capacitación del 
personal de salud en el tema de género en el marco de los derechos humanos 
e incorporarlo en la currícula de las carreras de formación. Como país es una 
exigencia avanzar hacia el análisis epidemiológico con perspectiva de género. 
Se requiere que el sector salud preste atención a las mujeres que padecen 
enfermedades que no se han logrado abatir, tales como el cáncer de mama y 
cérvico-uterino, mortalidad materna y obesidad, entre otras.  
 
Finalmente, aunque son indudables los logros en materia de equidad de género 
que se han alcanzado desde la Conferencia Internacional sobre la Población y 
el Desarrollo de 1994, es evidente que aún son muchos los retos que enfrenta 
nuestro país en las diversas facetas que comprende la equidad de género. 
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LAS MUJERES EN EL PARLAMENTO EN 2012 
PERSPECTIVA ANUAL66. 

 
 
En 2012 se registró un aumento de casi un punto porcentual en el promedio 
mundial (20,3%). Exceptuando las cifras alcanzadas en 2007, en 2012 casi se 
ha duplicado la tasa de incremento anual. A fines de año, 33 cámaras bajas y 
17 cámaras altas de distintos parlamentos habían alcanzado el umbral del 30% 
que se considera necesario para que la presencia de mujeres parlamentarias 
tenga repercusión en la toma de decisiones. Estas cifras triplican con creces 
las registradas hace diez años. Si estas cifra indican un incremento para las 
cámaras bajas (30 en 2011), también indican una baja para las cámaras altas 
(19 en 2011). Los países que se sumaron a la lista del 30% fueron: Argelia 
(31,6%), México (cámara baja: 36,8% y cámara alta: 32,8%), Senegal (42,7%), 
Serbia (32,4%) y Timor-Leste (38,5%). 
 
También hubo un menor número de parlamentos en el otro extremo: 40 
cámaras bajas tienen menos del 10% de parlamentarias, en comparación con 
69 hace diez años y 46 en 2011. Seis cámaras bajas y una cámara alta no 
contaban con ninguna parlamentaria a fines de 2012, dato que no ha variado 
desde 2011. Esos parlamentos, que se localizan principalmente en las dos 
regiones con la menor representación de mujeres, a saber, los Estados Árabes 
y el Pacífico, se encuentran en Arabia Saudita, Haití, Micronesia, Nauru, Palau, 
Qatar y Vanuatu. 
 
En total, 1.711 mujeres obtuvieron escaños, lo que representa el 18,7% de los 
miembros elegidos o designados para formar parte del parlamento en 2012. 
Más altos que bajos en las cámaras parlamentarias En 39 de las 57 cámaras 
que se renovaron en 2012 la proporción de mujeres aumentó, y en 15 de esas 
cámaras se registró un aumento de más de 10 puntos porcentuales. El número 
de mujeres electas disminuyó en 14 cámaras. El mayor revés se produjo en la 
cámara alta de Bahamas, donde la proporción de mujeres disminuyó del 60% 
al 25%. Sin embargo, en las otras 13 cámaras donde las mujeres perdieron 
terreno el retroceso no superó los 5,2 puntos porcentuales. No se registraron 
cambios en las cámaras altas de Belice, Camboya y Santa Lucía, ni en la 
cámara baja de Palau. En las elecciones de 2012 no resultó elegida ninguna 
mujer para dos cámaras: la cámara única de Vanuatu y la cámara baja de 
Palau. 
 
 
Panorama por regiones: 
 
Las Américas alcanzan máximos históricos A fines de 2012, los parlamentos de 
las Américas contaban con un promedio del 24,1% de mujeres parlamentarias, 
lo que representa un aumento en comparación con 2002 (16,5%). Esta cifra 
sitúa a la región en el primer lugar de la clasificación mundial de la UIP, con 
excepción de la subregión de los países nórdicos. En 2012 se registraron cifras 
históricas de mujeres electas en El Salvador, Estados Unidos de América, 

                                                 
66 Informe 2012 de la Unión Interparlamentaria, consultado el 17 de noviembre de 2014 en la URL: 
http://genero.ife.org.mx/docs_informes.html 
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Jamaica, y México. Este último, que cuenta con un procedimiento que combina 
el sistema de mayoría simple con la representación proporcional para elegir a 
los 500 miembros de la Cámara de Diputados, las noticias para las mujeres 
fueron buenas. Más del 30% de los 300 diputados elegidos por sufragio directo 
eran mujeres, casi el doble de la cifra alcanzada en las elecciones de 2009. Un 
resultado similar se obtuvo a través de la representación proporcional, que 
arrojó un total de 184 mujeres para la cámara baja, el 36,8%. 
 
Este máximo histórico es el resultado del trabajo en defensa de los intereses de 
la mujer llevado a cabo a lo largo de dos décadas, que culminó con la adopción 
de una ley que exige a los partidos políticos incluir en sus listas de candidatos, 
al menos, un 40% de mujeres. Aunque la ley en cuestión está en vigor desde  
2008, activistas de todo el espectro político elevaron el caso ante el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) para obligar a los 
partidos a cumplir con la cuota del 60%-40% cuando presenten candidatos 
para las elecciones parlamentarias.  
 
El 30 de noviembre de 2011, el Tribunal Electoral decidió exigir el cumplimiento 
pleno de las disposiciones relativas a las cuotas, ordenando a los partidos que 
designaran a mujeres en, al menos, el 40% de sus candidaturas (incluidos 
suplentes) para las elecciones de 2012. Si los partidos no cumplían ese 
requisito y no rectificaban sus listas en un plazo de 48 horas, serían objeto de 
amonestación pública. Si la lista no se había modificado en un plazo de 24 
horas, el Consejo General del Instituto Federal Electoral (IFE) denegaría la 
inscripción de la lista. El número récord de mujeres elegidas para formar parte 
de la Cámara de Representantes (18%) y del Senado (20%) de los Estados 
Unidos se ha atribuido al número sin precedentes de mujeres que se 
presentaron como candidatas. El Center for American Women and Politics 
señaló que, en julio de 2012, 294 mujeres habían depositado los documentos 
pertinentes para presentarse como candidatas a la Cámara de Representantes, 
superando los elevados niveles de candidatas registrados en 2010. 
 
En el Senado, donde 11 de los 33 miembros recientemente elegidos eran 
mujeres, el Partido Demócrata presentó candidatas para competir en algunas 
de las contiendas más enconadas, y su recompensa fue que las seis titulares 
revalidaron sus puestos, y además resultaron elegidas cuatro nuevas mujeres. 
En dos de las elecciones para el Senado (Hawai y Nueva York), las mujeres 
compitieron contra otras mujeres. A pesar de este éxito, los Estados Unidos 
sólo avanzaron una posición en la clasificación mundial, situándose en el 
puesto 77. En las campañas presidenciales y legislativas de los Estados 
Unidos hubo una dura pugna en torno a cuestiones que preocupan a la mujer, 
como los derechos reproductivos, Medicare y el empleo. La forma en que estos 
temas se trataron y abordaron en los medios de comunicación durante la 
campaña puso de relieve una vez más la necesidad de contar con mayor 
número de mujeres en la política para orientar y encauzar el debate. 
 
En Belice, la falta de apoyo electoral y de partidos políticos para la inclusión de 
las mujeres en la toma de decisiones a nivel nacional llevó al Primer Ministro, 
Deab Barrow, a recurrir a nombramientos políticos. Cinco mujeres fueron 
designadas para formar parte del Senado y dos para el Gobierno después de 



 159

que sólo una de las tres candidatas resultara elegida. Sin embargo, por su 
propia naturaleza, estos nombramientos pueden ser revocados. Y eso es lo 
que ocurrió en Bahamas, cuando el Gobernador General nombró un Senado 
con un porcentaje de mujeres considerablemente inferior, que cayó del 60% al 
25%. 
 
El cumplimiento de las cuotas de igualdad de género en Europa. Los países 
europeos también han logrado mejoras sustanciales en los diez últimos años. 
La región cuenta actualmente con una media del 23,2% de parlamentarias, 
frente al 17,4% en 2002. Los reveses sufridos en Europa, como en Belarús 
(pérdida de 5,2 puntos porcentuales), Países Bajos (pérdida de 2 puntos 
porcentuales) y República Checa (pérdida de 1,2 puntos porcentuales) fueron 
relativamente poco importantes.  
 
Se lograron avances considerables en Serbia (aumento de 10,8 puntos 
porcentuales), Kazajstán (aumento de 8,4 puntos porcentuales) y Francia 
(aumento de 8,3 puntos porcentuales). En Serbia y Francia, los incrementos se 
alcanzaron gracias a la legislación de cuotas. Por ejemplo, la Ley sobre la 
elección de los miembros del Parlamento de Serbia exige que uno de cada tres 
candidatos de las listas electorales sea del «sexo menos representado». 
Actualmente, las mujeres representan el 32,4% de los miembros del 
parlamento. 
 
En las elecciones de 2012, Francia logró la mayor tasa de participación de 
mujeres 12 años después de la aprobación de una ley de paridad de género 
por la que se exige a los partidos que incluyan en sus listas entre un 49% y un 
51% de candidatas y que penaliza el incumplimiento de esas cuotas con una 
importante reducción de su financiación pública. En virtud de esta ley, el 
número de parlamentarias ha aumentado gradualmente desde el 12,3% en 
2002, pasando por el 18,5% en 2007 hasta su actual récord del 26,9%. 
 
Uno de los inconvenientes fundamentales de la ley francesa de paridad de 
género es que no alienta a los partidos políticos a presentar candidatas para 
escaños que tengan posibilidad de ganar y en circunscripciones uninominales 
donde los titulares del cargo (a menudo hombres) parten con ventaja. Además, 
aunque la ley prevé la imposición de sanciones en caso de incumplimiento de 
las cuotas, los partidos políticos más importantes prefieren perder millones de 
euros antes que designar a más mujeres como candidatas. Se estima que, en 
2012, el ex presidente de la Unión por un Movimiento Popular (UMP), Nicolas 
Sarkozy, perdió más de cuatro millones de euros de financiación por el hecho 
de haber presentado sólo un 26% de candidatas. 
 
Los partidos de izquierda, que resultaron ganadores, mostraron su compromiso 
político con la ley de paridad de género mediante el cumplimiento de las 
disposiciones relativas a las cuotas. De los 280 diputados electos del Partido 
Socialista, 106 eran mujeres. En el Partido Verde, de los 18 diputados elegidos, 
9 eran mujeres. De los 221 diputados electos del Partido UMP (y sus socios de 
la coalición), 27 (el 14%) eran mujeres.  
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En Kazajstán, otros factores coadyuvaron al aumento de la participación de las 
mujeres. Además del sistema de representación proporcional, el Presidente 
propició un marco jurídico de igualdad de género que favoreció la inclusión de 
mujeres. La aplicación de la Estrategia de igualdad de género de 2005 y de la 
Ley de igualdad de género de 2009 ha contado con la colaboración de la 
sociedad civil y las organizaciones internacionales. Por ejemplo, en septiembre 
de 2011, mujeres que ocupaban puestos directivos en empresas, partidos 
políticos y organizaciones no gubernamentales pusieron en marcha un plan de 
acción para ayudar al Gobierno a aplicar la mencionada estrategia. 
 
El caso de Armenia mostró que la solidez y la calidad de la ley de cuotas son 
tan importantes como el hecho de contar con esa ley. El resultado de la 
combinación de una ley de cuotas que establece bajas expectativas y de la 
aplicación laxa de ésta fue que la presencia numérica de las mujeres apenas 
aumentó. La ley electoral sólo dispone que uno de cada cinco candidatos de la 
lista (aproximadamente el 20%) sea mujer. Los observadores electorales 
señalaron que las listas iniciales cumplían la normativa, ya que las mujeres 
representaban el 22% del total. Sin embargo, siete mujeres renunciaron a su 
candidatura en favor de candidatos hombres. Al final, 14 de los 131 
parlamentarios (10,7%) fueron mujeres, dos más que en la legislatura anterior. 
Una de las mujeres elegidas declaró que algunos funcionarios locales le habían 
negado el acceso a la televisión y le había prohibido hacer campaña, y que sus 
familiares habían recibido amenazas. Estos son ejemplos de los tipos de 
obstáculos y presiones que sufren las candidatas en el sistema político. 
 
El África Subsahariana sigue siendo el paradigma del sistema de cuotas. Las 
cuotas han sido durante mucho tiempo la medida elegida para mejorar la 
representación parlamentaria femenina en el África Subsahariana. A fines de 
2012, la región alcanzó un promedio de 20,4% de parlamentarias, siete puntos 
porcentuales más que en 2002 (13,6%). En el África Subsahariana se 
encuentran cuatro de los diez parlamentos mejor situados en la clasificación 
mundial realizada por la UIP. Los importantes avances en Senegal (aumento 
de 24,7 puntos porcentuales, con un porcentaje de parlamentarias del 42,7%) 
se debieron principalmente a la aplicación de las leyes de cuotas. Donde los 
avances fueron nulos o poco importantes, no se impusieron sanciones por el 
incumplimiento de las cuotas previstas por la ley. 
 
Las elecciones de 2012 de Senegal fueron las primeras que se celebraron 
desde la aprobación de la Ley de paridad de género en 2010. De conformidad 
con dicha ley, todas las listas de candidatos para elecciones legislativas 
regionales, municipales y locales deben incluir el mismo número de hombres y 
de mujeres candidatos, alternando los géneros. El incumplimiento del requisito 
de la paridad de género descalifica al partido político en cuestión del proceso 
electoral. Además de alentar el cumplimiento de la ley, el Gobierno y las 
organizaciones de mujeres realizaron una campaña de sensibilización pública a 
gran escala e impartieron capacitación a las candidatas. 
 
En Sierra Leona, los 10 partidos políticos del país habían acordado presentar 
más candidaturas de mujeres como parte de una campaña para aumentar la 
proporción de legisladoras, desde una cifra inferior al 20% en el parlamento 
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saliente hasta, por lo menos, el 30%. Sin embargo, de los 586 candidatos, sólo 
38 eran mujeres. Algunos periódicos informaron de que las 15 mujeres elegidas 
obtuvieron el mayor porcentaje de votos de las elecciones, superando a todos 
sus compañeros masculinos, lo que demuestra que los partidos políticos 
pueden brindar menos apoyo a las candidatas que el electorado. 
 
Cabe mencionar los avances logrados en Somalia (7 puntos porcentuales), a 
pesar de que los resultados no reflejaban el objetivo del 30% consagrado en la 
Constitución. Pese a ello, llevaron a Somalia a ocupar el puesto 95 de la 
clasificación mundial establecida por la UIP. De los 202 nombres publicados 
por el Comité Técnico de Selección, 30 (aproximadamente el 15%) eran 
mujeres. Al parecer, esto se logró después de «semanas de discusiones 
tratando de persuadir a los líderes masculinos de los clanes para incluir a 
mujeres en sus propuestas de candidaturas”67. 
 
Asia: las mujeres cambian el enfoque de las elecciones Asia es un ejemplo del 
progreso lento y gradual de la representación femenina, con un aumento de 
sólo 3 puntos porcentuales en los últimos diez años: desde un promedio del 
15,2% en 2002 hasta el 17,9% a fines de 2012. Se lograron avances 
impresionantes en Timor-Leste (10,8 puntos porcentuales) y Mongolia (9,6 
puntos porcentuales).  
 
Japón registró un ligero retroceso (3,3 puntos porcentuales). Aunque los 
resultados electorales en la República de Corea y Myanmar no fueron muy 
alentadores, algunas mujeres en particular ganaron el apoyo y la confianza de 
los electores. 
 
En la República de Corea, Park Geun-Hye llevó al partido conservador a la 
victoria, convirtiéndose en la primera presidenta del país. Lejos de restar 
importancia a su sexo, en los anuncios de televisión se presentó a Park como 
una presidenta que comprendía el liderazgo femenino y como una persona 
responsable y hábil. Park también hizo promesas dirigidas a las mujeres en el 
lugar de trabajo y en el hogar. 
 
Algunos analistas habían pronosticado que si en las elecciones de 2012 se 
hacía hincapié en los intereses de las mujeres se fomentaría aún más la 
igualdad de género en un país donde, desde 2005, se han puesto en marcha 
una maquinaria y una política de género eficaces. La Ley sobre elecciones 
establece que los partidos políticos deben designar candidatas para la mitad de 
los escaños de representación proporcional y tratar de asignar el 30% de los 
demás escaños a mujeres. Se otorga una subvención a los partidos que 
designen a candidatas (establecida en 2005 y modificada en 2006) y existe un 
fondo para mujeres que se dedican a la política (creado en 2005). A pesar de 
todo ello, la República de Corea sólo logró un modesto incremento de 2 puntos 
porcentuales (15,7%).  
 
Las elecciones parciales a las dos cámaras del parlamento de Myanmar se 
vieron eclipsadas por la participación en la carrera electoral de Aung San Suu 
Kyi, activista desde mucho tiempo de derechos humanos y Premio Nobel de la 
                                                 
67 “Marginalising women in Somali politics”, del Profesor Cawo Abdek, Al Jazeera English, 24 de agosto de 2012. 



 162

Paz. Su partido, la Liga Nacional para la Democracia (LND), ganó 43 de los 44 
escaños en juego en las elecciones, y ella obtuvo el escaño del distrito de 
Kawhmu. Lo más destacado es que las 13 representantes del LND que se 
presentaron a las elecciones resultaron elegidas, aunque las mujeres todavía 
representan una pequeña minoría (6%) de la cámara baja.  
 
Diez mujeres obtuvieron escaños en las elecciones parlamentarias de Mongolia 
en 2012, el triple de las que resultaron elegidas cuatro años antes. Las mujeres 
representan el 13,5% de los miembros del parlamento. El aumento del número 
de mujeres elegidas se debió en parte a una nueva ley electoral aprobada en 
2012, que introdujo el sistema de representación proporcional para 28 de los 76 
escaños. En esa ley también se dispone que un mínimo del 20% de los 
candidatos deben ser mujeres. Sin embargo, en la ley no se hace mención a la 
posición de las mujeres en las papeletas de voto. Como resultado de ello, muy 
pocas mujeres aparecían entre los primeros nombres de las listas electorales. 
En Timor-Leste, una enmienda de la ley electoral de 2011 hizo posible la 
elección de 25 mujeres (38,5%) en 2012. Se estableció que uno de cada tres 
candidatos de las listas de los partidos tenía que ser mujer. Todos los partidos 
cumplieron los nuevos requisitos establecidos por la ley, aunque sólo tres de 
las 21 listas de partidos estaban encabezadas por mujeres. 
 
Los Estados Árabes actúan a favor del cambio. Hace diez años, el porcentaje 
de mujeres que ocupaban escaños parlamentarios en la región árabe era de 
apenas un 5,7%. A fines de 2012 esta cifra había aumentado 
considerablemente hasta el 13,2%. Una clara señal del cambio positivo 
constante en esta región fue el nombramiento, a principios de 2013, de 30 
mujeres (20%) para formar parte del Consejo de la Shura de Arabia Saudita, 
una primicia para el conservador reino del Golfo. 
 
Se ha incrementado el número de escaños ocupados por mujeres en los 
parlamentos de Argelia y Libia. Los resultados de las elecciones de Argelia, con 
un 31,6% de parlamentarias en la cámara baja, pusieron al país por delante de 
todos los demás de la región. La constitución establece una cuota mínima de 
mujeres candidatas en función del tamaño de los distritos electorales. Si un 
partido político no alcanza esa cuota, su lista es rechazada. Por primera vez en 
la historia política argelina se formó una lista en la que todos los candidatos 
eran mujeres. A pesar de que una fatua había prohibido la presentación de 
candidaturas femeninas, 7.500 mujeres participaron en las elecciones. Este 
hecho no sólo catapultó a Argelia por delante de Túnez (26,7%) e Irak (25,2%), 
sino también lo colocó como el primer y único Estado árabe en tener más de un 
30% de parlamentarias. 
 
En Libia, 33 mujeres (16,5%) fueron elegidas para formar parte del Congreso 
General Nacional de Libia en las primeras elecciones libres desde 1969. 
Treinta y dos de ellas pertenecían a partidos políticos y una se presentó como 
independiente. La ley electoral establece una cuota de género para los 80 
escaños elegidos por representación proporcional. Las mujeres se beneficiaron 
del sistema de cremallera en virtud del cual se exige a los partidos que alternen 
candidatos de ambos sexos en sus listas, incluidas las primeras posiciones. Sin 
embargo, la falta de disposiciones sobre cuotas con respecto a los restantes 
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120 escaños elegidos por mayoría tuvo como resultado que el número de 
parlamentarias electas fuera relativamente bajo. 
 
A pesar de los llamamientos en favor de la reforma y el cambio políticos y 
democráticos en Egipto, este país árabe ha registrado un descenso del número 
de parlamentarias por segundo año consecutivo. En 2011, en las elecciones 
para la cámara baja resultaron elegidas menos de un 2% de parlamentarias, 
frente al 12,7% anterior. Asimismo, en las elecciones de principios de 2012 a la 
cámara alta, el Consejo de la Shura, también resultaron elegidas menos 
mujeres, sólo 12 (4,4%). La representación parlamentaria de las mujeres en 
Egipto ha caído al nivel más bajo de todos los países del norte de África. Las 
perspectivas para cambiar esa tendencia en el futuro son poco halagüeñas. La 
nueva ley electoral aprobada a principios de 2013 establece la obligación de 
incluir un mínimo de sólo una mujer en las listas de los partidos, sin hacer 
mención de la posición que ocupa en esas listas. 
 
Los Estados del Pacífico toman el camino largo La región del Pacífico sigue 
teniendo una de las representaciones parlamentarias femeninas más bajas, 
cifrada en el 15,3%, que casi no ha experimentado cambios desde hace diez 
años, cuando se situó en el 15,2%. Hay que señalar que esas incluyen los 
parlamentos de Nueva Zelandia (32,2%) y Australia (cámara baja: 24% y 
cámara alta: 38,2%), sin los cuales el promedio de la región sería tan sólo del 
3%. 
 
Los pequeños cambios significan mucho en el Pacífico, como se demostró en 
2012. La defensora de larga data de la igualdad de género en Papua Nueva 
Guinea y única mujer miembro del parlamento, Dame Carol Kidu, dimitió en 
2012. Sin embargo, tres nuevas mujeres, incluida la primera mujer gobernadora 
de la historia del país, fueron elegidas miembros del parlamento. A pesar del 
debate mantenido durante cinco años sobre la posibilidad de adoptar medidas 
especiales temporales, Papua Nueva Guinea no cuenta con ningún sistema de 
cuotas en vigor y las tres mujeres miembros del parlamento descartaron todo 
apoyo para que se reservaran escaños a mujeres. Consideran su propia 
elección como prueba de que el electorado puede ver la ventaja de contar con 
mujeres en el parlamento. 
 
En las Islas Salomón, la selección, en una elección parcial, de la esposa de un 
ex parlamentario que había perdido su escaño, significó que el parlamento 
pasaba a contar con una mujer entre sus miembros; anteriormente no había 
ninguna. El Primer Ministro, Gordon Darcy Lilo, declaró que prefería que las 
mujeres entraran en el parlamento por medio de procesos electorales normales 
en lugar de a través de medidas especiales. Al dar por terminada una moción 
especial para levantar la sesión del parlamento del 22 de octubre, el Primer 
Ministro Lilo anunció que su Gobierno había asignado más fondos y recursos 
con cargo al presupuesto de desarrollo, por conducto del Ministerio de Asuntos 
de la Juventud y de la Mujer, para apoyar la promoción de la mujer. El caso de 
Vanuatu es un triste recordatorio de que, cuando no hay medidas especiales 
temporales, existe un riesgo de regresión. 
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Este país insular del Pacífico ha elegido un total de cinco mujeres desde su 
independencia en 1980. En 2012, ninguna de las diez mujeres que se 
presentaron a las elecciones obtuvo escaño, incluido el que ya ocupaba una de 
ellas, Eta Rory. Según declaró una de las candidatas, no lograron obtener el 
apoyo de las mujeres votantes.  
 
¿Cuotas o sistemas electorales?. 
 
Las mujeres siguieron registrando mejores resultados cuando existían cuotas, 
voluntarias o establecidas por ley. En 2012, se aplicaron cuotas electorales en 
22 países que celebraron elecciones. En los casos en los que se aplicaron 
cuotas por ley, las mujeres lograron el 24% de los escaños y en el caso de las 
cuotas voluntarias, el 22%. Cuando no se utilizaron cuotas, las mujeres 
lograron el 12% de los escaños. En general, las elecciones celebradas en 2012 
demostraron una vez más que las leyes de cuotas son una medida importante 
para la representación política de las mujeres por la vía rápida. Sin embargo, 
las cuotas por sí solas no sirven para nada. Deben aplicarse cuotas 
ambiciosas, garantizarse que las mujeres figuran en posiciones que les 
permitan salir elegidas y aplicarse sanciones en caso de incumplimiento, como 
la denegación de la inscripción de los partidos que no las respeten. También ha 
de haber un compromiso político de todas las partes para incluir a las mujeres 
en la política. Estas fueron algunas de las experiencias extraídas de las 
elecciones que se celebraron en todo el mundo en 2012. 
 
Los sistemas electorales también desempeñan un papel importante en la 
elección de mujeres al parlamento. En 2012, los sistemas de representación 
proporcional arrojaron un promedio de representación parlamentaria femenina 
del 25%. Conforme a este sistema, el electorado vota por un partido, en 
algunos casos también por personas, y los escaños del parlamento se asignan 
en proporción a los votos que recibe cada partido. Este sistema proporciona un 
incentivo para que los partidos amplíen su poder de atracción mediante la 
inclusión de mujeres en sus listas. El efecto de este tipo de estímulo sistémico 
quedó reflejado en los resultados electorales de Argelia, Kazajstán y Serbia. La 
representación proporcional es también el mejor sistema para la aplicación de 
cuotas. 
 
Por el contrario, en los sistemas de mayoría las mujeres pueden tener 
dificultades para abrirse camino. En 2012, las mujeres obtuvieron un promedio 
del 14% de los escaños disputados por el sistema de mayoría simple. Fue el 
único sistema en virtud del cual ninguna mujer resultó elegida en Vanuatu. 
Además, es poco frecuente que los sistemas de mayoría vayan acompañados 
de cuotas, de manera que las mujeres compiten directamente con los hombres 
en circunscripciones uninominales. 
 
Hay pocos incentivos para que los partidos seleccionen a mujeres, sobre todo 
cuando los hombres han sido durante mucho tiempo los titulares de los 
escaños del parlamento.  
 
Los sistemas mixtos, que incluyen un elemento de representación proporcional, 
son más eficaces para facilitar la elección de mujeres que los sistemas 
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exclusivamente de mayoría. En 2012, las mujeres obtuvieron un promedio del 
17,5% de los escaños disputados en los sistemas mixtos. Por ejemplo, en la 
República de Corea, las mujeres lograron el 7% de los escaños disputados 
según el sistema de mayoría, pero el 42% de los escaños de representación 
proporcional. El caso de Libia fue muy similar, de modo que las mujeres 
obtuvieron el 3,4% de los escaños disputados según el sistema de mayoría y el 
45% de los que se disputaban conforme al sistema de representación 
proporcional. 
 
Parlamentos más sensibles al género – Evolución de la situación en 2012 A 
pesar del aumento significativo del promedio mundial de mujeres 
parlamentarias en 2012, que pasó del 19,5% al 20,3%, es evidente que, a nivel 
mundial, debe adoptarse un enfoque más específico para cambiar el status quo 
de la participación política de las mujeres. El ritmo de cambio sigue siendo 
demasiado lento. En 2012, varios parlamentos de todo el mundo comenzaron a 
adoptar iniciativas, con el apoyo de la UIP, para tener más en cuenta las 
cuestiones relativas al género. El concepto de sensibilidad de género abarca 
cuestiones tales como el acceso de las mujeres al parlamento, su 
representación equitativa en todas las estructuras parlamentarias, incluidas las 
comisiones, la cultura de trabajo en el Parlamento, así como la participación de 
los partidos políticos en todo lo que concierne a la igualdad de género. 
 
El carácter contradictorio de los partidos políticos, así como el sexismo y el 
acoso en el parlamento vienen actuando desde hace mucho tiempo como 
barreras para las mujeres que se presentan a elecciones o emprenden una 
carrera política. Incidentes con repercusión en los medios de comunicación 
como el de la intervención de la Primera Ministro de Australia, Julia Gillard, en 
referencia al sexismo de su oponente político, o los silbidos que recibió la 
Ministra de Vivienda de Francia, Cécile Duflot, por motivo de su atuendo, ponen 
de relieve los serios problemas con los que tropiezan las mujeres en el ámbito 
político.  
 
El aspecto positivo fue la adopción, en agosto de 2012, de una nueva ley por la 
Asamblea Nacional de Francia que penaliza el acoso sexual y prevé penas de 
hasta tres años de prisión y multas de hasta 55.000 dólares de Estados Unidos 
para los culpables de ese tipo de delitos. Además, se ha dado una definición 
mucho más amplia del acoso sexual para abarcar una amplia gama de 
situaciones, incluidos los actos intimidatorios, hostiles u ofensivos. Los 
parlamentarios de Malasia aprobaron una disposición que prohíbe los 
comentarios sexistas en el parlamento y castiga a los infractores con una 
amonestación o, incluso, la suspensión de funciones. 
 
El Parlamento de Uganda, uno de los cinco parlamentos que llevaron a cabo 
una evaluación de género con ayuda de la UIP en 2012, y que cuenta con una 
representación parlamentaria femenina del 35% y con una mujer como 
Presidenta del Parlamento, acaba de modificar su Reglamento para tener más 
en cuenta la igualdad de género en sus estructuras. El 45% de los puestos 
directivos de las comisiones parlamentarias deben ser ocupados por mujeres. 
La disminución del 15,6% al 14,2% del número de mujeres presidentas de 
parlamento es prueba de la existencia de una barrera invisible (techo de cristal) 
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y de los retos pendientes a los que se enfrentan las mujeres en el parlamento. 
Vuelve a poner de relieve la necesidad de que los parlamentos emprendan una 
reforma para consagrar y defender la igualdad de género.  
 

Presidentas de parlamento. 
Situación al 1º de enero de 2013 

 
39 de 274 puestos (14,2%). Al 1º de enero de 2013, las mujeres ocupaban el 
14,2% de todos los puestos de presidente de parlamento del mundo, lo que 
supone un ligero descenso con respecto a la cifra récord del año anterior del 
15,6%.  
 
28 presidentas de cámaras únicas o cámaras bajas del parlamento Albania; 
Antigua y Barbuda; Australia; Austria; Bolivia; Botswana; Bulgaria; Dominica; 
Estonia; Ghana; India; Islandia; Letonia; Mozambique; Países Bajos; Pakistán; 
Polonia; Portugal; RDP Lao; República Checa; República Unida de Tanzanía; 
Rwanda; San Marino; Suiza; Suriname; Turkmenistán; Uganda; y Uzbekistán. 
 
11 presidentas de cámaras altas del parlamento Antigua y Barbuda; Bahamas; 
Barbados; Bélgica; Bolivia; Federación de Rusia; Gabón; Granada; Reino 
Unido; Swazilandia; y Zimbabwe. 
 
En 2012, por primera vez, la cámara alta del Parlamento de Bolivia está 
presidida por una mujer. 
 
La UIP viene recopilando datos sobre las mujeres en el parlamento desde hace 
más de 30 años. Los indicadores al respecto sirven para hacer un seguimiento 
de la evolución cuantitativa y miden el nivel de los retos a los que se enfrentan 
las mujeres en política en varios continentes, así como el nivel de las 
posibilidades que se les brindan. También sirven para medir los avances por lo 
que respecta a la igualdad de género y la democracia. Se ha demostrado que 
la presencia de mujeres en el parlamento es esencial para asegurar que en la 
elaboración de políticas se tengan en cuenta las necesidades de mujeres, 
niñas, hombres y niños. 
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PROYECTO DE AGENDA DEL ENCUENTRO DE PARLAMENTARIOS JÓVENES 

4 Y 5 DE DICIEMBRE DE 2014 

 
Día 1 (4 DE DICIEMBRE) 

HORARIO ACTIVIDADES 

14:30-15:00 Inscripción de Delegados  

15:00-15:30 - Inauguración y  bienvenida  

- Himno del Parlamento Latinoamericano 

-  Intervención de autoridades 

15:30- 16:10 Conferencia Magistral I 

16:10-16:50 Conferencia Magistral  II 

16:50- 17:30 Foro de preguntas  

 
Día 2 (5 DE DICIEMBRE) 

HORARIO ACTIVIDADES 

08:30-09:00 Registro de Delegados  

09:00-11:00 Trabajo en Mesas Temáticas 

Mesa 1.- Medio ambiente, recursos naturales y responsabilidad 

               intergeneracional 

Mesa 2.- Legislación y políticas de género, derechos sexuales y  

               reproductivos 

Mesa 3.-  Nueva legislación sobre drogas y lucha contra el  

                narcotráfico 

Mesa 4.-  Garantías de acceso a los derechos a la educación y el  

                empleo juvenil 

Mesa 5.- Democracia, participación política y derechos colectivos 

11:00-11:30 Receso  

11:30- 13:00 Continuación Trabajo en Mesas Temáticas 

13:00-14:00 Almuerzo 

14:00-15:30 Elaboración y formulación de conclusiones y recomendaciones 

15:30-16:30 Plenaria: Presentación de trabajos por mesas temáticas 

16:30- 17:30 Elaboración de Resolución  

17:30-18:00 Presentación de la Resolución ante el Parlamento Latinoamericano 

18:00 Clausura del Evento 
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ESTRATEGIA NACIONAL PARA EL CAMBIO CLIMÁTICO MÉXICO 

El cambio climático es un reto global que exige respuesta pronta y decidida de 

todas las naciones. 

México es una de las naciones más vulnerables al cambio climático por lo que 

se requieren acciones corresponsables entre gobierno y ciudadanos para poder 

modifica hábitos de consumo y producción. 

Por lo anterior, el Gobierno de la República creo La Estrategia Nacional de 

Cambio Climático (ENCC) como el instrumento guía para las acciones como 

nación durante los próximos 40 años. Sustentada en fundamentos científicos, 

plantea metas viables que van más allá de reducir gases de efecto invernadero. 

Esta Estrategia es resultado de la participación conjunta de ciudadanos, 

empresas y académicos con el Gobierno de la República. 

Para afrontar el problema a largo plazo este instrumento plantea el crecimiento 

de país de una manera sostenible y la promoción del manejo sustentable y 

equitativo de sus recursos naturales, así como el uso de energías limpias y 

renovables que permitan un desarrollo con bajas emisiones de gases y 

compuestos de efecto invernadero. 

Para alcanzar esta visión y con base en una ruta a 10-20-40 años, la ENCC 

define los pilares de la política nacional de cambio climático que sustentan los 

ejes estratégicos en materia de adaptación. 

A cada uno de estos ejes le corresponden líneas de acción que requieren 

integración, continuidad de esfuerzos y la participación, en muchos casos, de 

los tres órdenes de gobierno, así como el poder legislativo y todos los sectores 

de la sociedad. Es importante aclarar que, debido a su carácter orientador para 

la primera mitad de este siglo, esta Estrategia no define acciones concretas ni 

entidades responsables en particular. El Plan Nacional de Desarrollo 2013-

2018 establece ya las bases de las acciones a seguir en el corto plazo y serán 

complementadas con el Programa Especial y los programas estatales de 

cambio climático. 

El reto es el cumplimiento de los objetivos de mitigación de reducir un 30% de 

las emisiones respecto a la línea base en 2020 y 50% en 2050 en relación con 
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las emisiones del año 2000, para lo cual se requiere la transformación 

estructural en el modelo de desarrollo del país.  

De acuerdo con el Gobierno Federal esta Estrategia es un paso fundamental 

en la instrumentación de la Ley General de Cambio Climático (LGCC) y 

muestra de que el país avanza en el cumplimiento de sus compromisos 

internacionales. También considera que, en la medida que la Estrategia se 

vaya ejecutando, será el mejor argumento para demandar una acción colectiva 

a la comunidad internacional ante el cambio climático. 

Como ya se mencionó, en México prevalecen condiciones de alta 

vulnerabilidad ante el cambio climático. La información sobre los impactos 

climáticos históricos y las tendencias socioecológícas y socioeconómicas, 

aunadas a los fenómenos actuales de industrialización y urbanización, así 

como el uso indiscriminadado y el deterioro consecuente de los recursos 

naturales, entre otros, representa un problema ambiental, social y económico 

que se prevé que se agudizará por los efectos del cambio climático. En este 

contexto, la adaptación debe ser un componente central de cualquier esfuerzo 

de combate al cambio climático. Respecto a la emisión de CO2, México 

contribuyó en 2011 con el 1.4% de emisiones globales derivadas 

principalmente de la quema de combustibles fósiles. De acuerdo con estas 

cifras, México es el decímo segundo país con mayores emisiones del mundo68.  

Pese a que se podría decir que esa contribución no es significativa, si se 

compara con la de los grandes emisores, México es un país con 

responsabilidad global, convencido de que el desarrollo económico puede y 

debe alcanzarse mientras se protege al medio ambiente, por ser éste un bien 

público del que dependen todos los países del mundo. 

Política Nacional de Cambio Climático e Instrumentos. 

Ley General de Cambio Climático. 

Es el principal instrumento de política con el que cuenta el país para enfrentar 

el cambio climático. 

Este ordenamiento tiene como objetivo regular, fomentar y posibilitar la 

instrumentación de la política nacional de cambio climático e incorporar 

                                                 
68 Agencia Internacional de Energía (2012) CO Emissions from fuel Combustión. París Francia: 
OCDE/AJE 
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acciones de adaptación y mitigación con un enfoque de largo plazo, 

sistemático, descentralizado, participativo e integral.  

La LGCC determina el alcance y contenido de la política nacional de cambio 

climático, define las obligaciones de las autoridades y las facultades de los tres 

órdenes de gobierno, además de que establece los mecanismos institucionales 

necesarios para enfrentar este reto. Conforme a la Ley, la federación es la 

encargada de formular y conducir la política nacional de cambio climático de 

acuerdo con principios claramente definidos, entre los que destaca de manera 

relevante la corresponsabilidad social. 

Sistema Nacional de Cambio Climático. 

Para lograr la coordinación efectiva de los distintos órdenes de gobierno y la 

concertación entre los sectores público, privado y social, la LGCCC prevé la 

integración del Sistema Nacional de Cambio Climático (SINACC). Este sistema 

debe propiciar sinergias para enfrentar de manera conjunta la vulnerabilidad y 

los riesgos del país ante el fenómeno y establecer las acciones prioritarias y 

adaptación. 

El SINACC está integrado por la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático 

(CICC); el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC); el 

Consejo de Cambio Climático (C3); las entidades federativas; las asociaciones 

de autoridades municipales; y el Congreso de la Unión. 

La CICC es el mecanismo permanente de coordinación de acciones entre las 

dependencias y entidades de la Administración Pública Federal en materia de 

cambio climático. Esta integrado por 13 secretarías de Estado. 

Entre las funciones de la CICC se encuentran 1) formular e instrumentar 

políticas nacionales para la mitigación y adaptación al cambio climático, así 

como su incorporación a los programas y acciones sectoriales 

correspondientes; 2) desarrollar los criterios de transversalidad e integralidad 

de las políticas públicas para que los apliquen las dependencias y entidades de 

la Administración Pública Federal centralizada y paraestatal; 3)aprobar la 

ENCC; y 4)  participar en la elaboración e instrumentación del Programa 

Especial de Cambio Climático (PECC). 

El INECC es el instituto de investigación que crea la LGCC para coordinar y 

realizar estudios y proyectos de investigación científica y tecnológica con 
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instituciones académicas, de investigación, públicas o privadas, nacionales o 

extranjeras, en materia de cambio climático. Es la institución encargada de 

realizar los análisis de perspectiva sectorial y de colaborar en la elaboración de 

estrategias, planes, programas e instrumentos relacionados con el cambio 

climático. Su trabajo incluye la estimación de costos futuros asociados a este 

fenómeno y de los beneficios derivados de las acciones para enfrentarlo. La 

evaluación de la política nacional del cambio climático recae en la Coordinación 

de Evaluación, integrada por el titular del INECC y seis consejeros sociales, y 

puede realizarse mediante uno o varios organismos independientes. 

El C3 es el órgano permanente de consulta de la CICC y está integrado por 

miembros provenientes de los sectores social, privado y académico, con 

reconocidos méritos y experiencia en cambio climático. Entre sus funciones 

destacan: 1) asesorar a la CICC y recomendarle la realización de estudios, 

políticas y acciones, así como fijar metas tendientes a enfrentar los efectos 

adversos al cambio climático y 2) promover la participación social, informada y 

responsable, mediante consultas públicas. 

Instrumentos de política. 

Aunado al marco institucional, la Ley General de Cambio Climático prevé una 

serie de instrumentos financieros, regulatorios, técnicos, de planeación, de 

evaluación y de vigilancia de la política pública de cambio climático. 

Entre los instrumentos de planeación que mandata la LGCC destaca la ENCC. 

Otros instrumentos de planeación son el Programa Especial sobre Cambio 

Climático y los Programas Estatales de Cambio Climático. 

La LGCC prevé, además, otras herramientas como el inventario de Emisiones 

del Gases de Efecto Invernadero (GEI), el Registro Nacional de Emisiones, el 

Sistema de Información sobre Cambio Climático, el Fondo para el Cambio 

Climático, los instrumentos económicos, las normas oficiales mexicanas y los 

atlas nacionales, estatales y municipales de riesgo. 

Para cumplir con todas las metas de la Ley General de Cambio Climático se 

pusieron  8 ejes de acción. 

 PRIMERO. Reducir la vulnerabilidad al cambio climático de los 

mexicanos que viven en situación de riesgo, así como fortalecer su 

capacidad de adaptación. 
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 SEGUNDO. Disminuir la vulnerabilidad de los sistemas productivos y de 

la infraestructura estratégica ante contingencias climatológicas. 

 TERCERO. Fomentar la capacidad de adaptación de los ecosistemas a 

los efectos del calentamiento global. 

 CUARTO. Acelerar la transición energética hacia fuentes de energía 

limpia. 

 QUINTO. Reducir la intensidad de consumo energético, mediante 

esquemas de eficiencia y racionalidad. 

 SEXTO. Transitar a modelos de ciudades sustentables, con sistemas de 

movilidad inteligentes, gestión integral de residuos y edificaciones de baja 

huella de carbono. 

 SÉPTIMO. Impulsar mejores prácticas agropecuarias y forestales, con 

esquemas de Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación 

(los llamados REDD Plus). 

 OCTAVO. Disminuir las emisiones de contaminantes de “vida corta”, 

como el carbono negro y el metano, para mejorar la salud y bienestar de los 

mexicanos. 

 

Principios Rectores de la Política Nacional de Cambio Climático. 

Con base en la Ley General de Cambio Climático, los principios rectores que 

sustentan la Política Nacional de Cambio Climático y que rigen también el 

contenido de la ENCC son: 

 Sustentabilidad en el aprovechamiento o uso de ecosistemas y recursos 

naturales. 

 Corresponsabilidad entre el Estado y la sociedad. 

 Precaución ante la incertidumbre. 

 Prevención de los daños al medio ambiente y preservación del equilibrio 

ecológico. 

 Adopción de patrones de producción y consumo sustentables. 

 Integralidad y transversalidad al adoptar un enfoque de coordinación y 

cooperación entre órdenes de gobierno, así como los sectores social, 

público y privado. 

 Participación ciudadana efectiva. 

 Responsabilidad ambiental. 

 Transparencia, acceso a la información y a la justicia. 
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 Compromiso con la economía y el desarrollo económico sin vulnerar la 

competitividad frente a los mercados internacionales. 

Objetivos y Alcances de la Estrategia Nacional de Cambio Climático. 

La Estrategia Nacional de Cambio Climático es el instrumento rector de la 

política nacional el mediano y largo plazo para enfrentar los efectos del cambio 

climático y transitar hacía una economía competitiva, sustentable y baja en 

emisiones de carbono. Al ser el instrumento rector, éste describe los ejes 

estratégicos y líneas de acción a seguir con base en la información disponible 

del entorno presente y futuro, para así orientar las políticas de los tres órdenes 

de gobierno, al mismo tiempo que fomentar la corresponsabilidad con los 

diversos sectores de la sociedad. Esto con el objetivo de atender las 

prioridades nacionales y alcanzar el horizonte deseable para el país a largo 

plazo. 

Es importante mencionar que la Estrategia no es exhaustiva y no pretende 

definir acciones concretas de corto plazo ni con entidades responsables de su 

cumplimiento. A nivel federal el PECC definirá los objetivos sexenales y 

acciones especificas de mitigación y adaptación de cada seis años, mientras 

señala entidades responsables y metas. A nivel local, de acuerdo con lo 

dispuesto en la LGCC y sus respectivos ámbitos de competencia, serán los 

programas de las entidades federativas en materia de cambio climático y 

programas municipales de cambio climático. 

El conjunto de dichos instrumentos de planeación, la operación efectiva del 

marco institucional previsto en la LGCC, el desarrollo de los instrumentos 

económicos y el diseño de herramientas técnicas apropiadas en concordancia 

con la Estrategia permitirán concretar las metas a mediano y largo plazo. 
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DERECHOS SEXUALES 
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Derechos Sexuales 
 
Los derechos sexuales establecen que toda persona tiene la facultad de ejercer 
libremente su sexualidad y que nadie deberá sufrir discriminación por su 
orientación sexual.  
 
Los derechos sexuales y reproductivos están muy relacionados entre sí, pero lo 
ideal es entenderlos por separado separados, un punto importante para el libre 
ejercicio de la sexualidad implica el derecho a la no reproducción. 
 
Los derechos sexuales son derechos humanos universales basados en la 
libertad inherente, dignidad e igualdad para todos los seres humanos. Todas 
las personas los tenemos sin distinción de edad, orientación sexual, etnicidad, 
estado civil, sexo, o cualquier otra condición, son históricos, indivisibles, 
específicos, progresivos y obligatorios. 

 
Algunos de esos Derechos son:  
 
1. A la equidad en el ejercicio de la sexualidad 
2. A la libertad de expresión sobre sexualidad 
3. A la autonomía sexual, integridad sexual y seguridad del cuerpo 
4. A la educación sexual 
5. A la protección de la salud sexual optima, libre de infecciones y 
enfermedades 
6. A la libre asociación sexual 
7. A la privacidad sexual 
8. A ejercer la sexualidad sin fines reproductivos 
9. A la información sobre sexualidad basada en el conocimiento científico 
10. A la libertad de imprenta en materia de sexualidad 
11. Al sano desarrollo de la sexualidad del y la menor 
 
Derechos Reproductivos. 
 
Conjunto de Garantías y obligaciones que tenemos todas las personas sobre 
nuestra sexualidad y capacidad reproductiva, encaminados al logro de una 
mejor calidad de vida. 
 
"Al hablar de derechos reproductivos nos referimos a todo aquello que emane 
de la función de la reproducción: poder decidir cuándo, cómo y con quién 
procrear, en el marco señalado por la Constitución: libre, responsable e 
informadamente y añadiríamos, saludablemente." 
 
A diferencia del ejercicio de cualquier otra garantía, ejercer el derecho a la 
reproducción involucra a una tercera persona, por lo que, en la responsabilidad, 
se incluye el máximo respeto para los derechos del menor. 
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Los derechos reproductivos parten del reconocimiento al derecho básico de 
todas las personas a decidir libre y responsablemente las cuestiones relativas a 
su reproducción y el derecho a alcanzar el más alto nivel de salud en la 
sexualidad y la reproducción. 
 
ART. 4o. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 
El nivel más alto de salud, entendiendo ésta como lo señala la OMS, "define la 
salud como un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no 
solamente la ausencia de afecciones o enfermedades". (La SALUD, según la 
definición de la OMS) 
 
 
Algunos Derechos Reproductivos son:  
 
1. A la autonomía y autodeterminación de nuestro cuerpo  
 
2. A la vida  
 
3. A la procreación  
 
4. A la salud reproductiva  
 
5. A obtener información especializada sobre el funcionamiento reproductivo de 
nuestro cuerpo 
 
6. A que se respeten sus derechos como usuarias/os de los servicios de salud 
reproductiva 
 
7. A los avances científicos en materia de reproducción 
 
8. A adoptar decisiones sobre la reproducción, sin sufrir discriminación, 
coerción o violencia  
 
9. A interrumpir un embarazo en los casos en que la ley lo permite   
 
10. A la libertad de reunión y la participación política  
 
11. A la libertad y a la seguridad de la persona 
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TERMINANDO LA GUERRA CONTRA LAS DROGAS: CÓMO GANAR EL 
DEBATE EN AMÉRICA LATINA  

 
 

TRANSFORM DRUG POLICY FOUNDATION 
  

MÉXICO UNIDO CONTRA LA DELINCUENCIA 
 
 
ASPECTOS BÁSICOS  
 
¿En qué consisten la prohibición y la guerra contra las drogas?  
 
En teoría, cualquier actividad o producto puede ser prohibido por la ley. 
Específicamente, la actual prohibición de las drogas consiste en un sistema 
legal global, consolidado a través de los tratados de las Naciones Unidas de 
1961, 1971 y 1988 e incorporado a la legislación doméstica de más de 150 
países. El sistema ordena sanciones criminales para la producción, suministro, 
posesión y consumo de ciertas sustancias psicoactivas, aunque las 
penalidades varían ampliamente entre los países.  
 
El propósito declarado de esta prohibición es reducir la producción, suministro y 
consumo de drogas controladas para, en última instancia, crear una “sociedad 
libre de drogas” — o como lo expresaba la estrategia a 10 años del Programa 
para el Control de Drogas de las Naciones Unidas en 1998: Un mundo libre de 
drogas: ¡Podemos lograrlo! No hace falta decir que tal meta no se logró y que, 
en su lugar, este enfoque ha tenido un altísimo impacto negativo, con un 
consumo de drogas a nivel global que no ha hecho más que incrementarse y 
un creciente tráfico ilegal que ahora constituye uno de los mercados no 
regulados más grandes del planeta. La difundida criminalización y el castigo 
contra las personas que usan drogas implican también que la guerra contra las 
drogas es, en última instancia, una guerra contra las personas. 
 
La prohibición actual de las drogas tiene sus orígenes en el llamado  
“Movimiento por la Templanza” de Estados Unidos que, durante el siglo XIX y 
principios del siglo XX, llevó a la prohibición del alcohol desde 1920 y hasta 
1932. Este experimento fracasó dramáticamente, y es bien sabido — en parte 
debido a las películas sobre Al Capone — que el régimen fue abolido porque 
resultaba costoso, contraproducente y porque generaba significativos daños en 
términos de salud y delincuencia. Como resultado de esta experiencia, emplear 
el término “prohibición” para describir la política actual en materia de drogas es 
una manera útil de destacar cuán similares son los problemas de la prohibición 
moderna y aquellos emanados del régimen que proscribió el alcohol.  
 
Tras el fracaso de la prohibición del alcohol, grupos hasta entonces  
antagónicos — puritanos y estadounidenses de ascendencia alemana, italiana 
e irlandesa vs. agencias de gobierno — coincidieron en que las drogas que 
utilizaban las minorías raciales eran diferentes e inaceptables,  al igual que 
quienes las consumían. Lo anterior, se tradujo en la adopción de actitudes y 
acciones abiertamente racistas contra grupos sociales específicos como los 
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chinos que fumaban opio, los afroamericanos que consumían cocaína y los 
mexicanos que fumaban marihuana. Tanto estos grupos como las drogas con 
las que se les asociaba fueron culpados de causar diversos males sociales, 
una historia que después se repetiría con los hippies y su consumo de drogas 
durante la década de 1960.  
 
Ya en 1971, el presidente estadounidense Richard Nixon optó por describir 
dicha política como una “guerra contra las drogas” — una de las muchas 
metáforas militares empleadas por sucesivos gobiernos estadounidenses para 
referirse al tema — a fin de crear una retórica beligerante que le ayudara a 
obtener ventajas políticas a nivel doméstico. Fue una manera de fijar en la 
mente del público una imagen en la que tanto las drogas como las personas 
involucradas en su producción, suministro y consumo se erigían como los 
enemigos número uno de América. Y fue así también como se legitimó el uso 
de medidas extremas que de otro modo hubieran resultado inaceptables.  
 
Pese a este enfoque prohibicionista — o más precisamente, debido a él — los 
problemas actuales relacionados a las drogas reflejan de manera muy similar 
las situaciones vividas durante la prohibición del alcohol, excepto que ahora 
incluyen muchas más drogas y un mercado ilegal inmensamente mayor y de 
alcance global, con su consiguiente rango de graves “consecuencias negativas 
no previstas” tal como han sido descritas por la Oficina de las Naciones Unidas 
contra la Drogas y el Delito. 
 
Pero más allá de este reconocimiento hoy sabemos que semejante resultado 
era inevitable. Las dinámicas económicas básicas de prohibir una sustancia 
para la cual sigue existiendo una gran demanda son las mismas para el alcohol 
que para cualquier otra droga. Éstas impulsan el precio y los márgenes de 
ganancia disponible de modo que los delincuentes cuentan con suficientes 
incentivos para involucrarse en la industria y cubrir la demanda. Lo anterior, 
resulta en la obtención del mismo tipo de mercados ilícitos con el mismo tipo de 
problemas. 
 
Finalmente, es importante comprender la distinción entre la prohibición como 
política — que impone un bloqueo absoluto de la producción, suministro y 
consumo de ciertas sustancias para el consumo no médico o el uso no 
científico — y la prohibición como herramienta de regulación. En un esquema 
de mercados regulados, ciertas drogas y actividades se volverían legales 
mientras otras permanecerían prohibidas; así, la prohibición no es más que una 
herramienta para controlar actividades como, por ejemplo, la venta a menores 
de edad y la compra fuera de los establecimientos autorizados. La prohibición 
como política, por el contrario, es una postura absolutista y su derogación abre 
la puerta para una amplia variedad de opciones regulatorias que pueden 
resultar mucho más eficaces. Tal vez por ello observamos que desde que el 
alcohol fue regulado legalmente en Estados Unidos no se han producido 
significativos llamados para reinstaurar su prohibición. 
 
¿Por qué esta política fallida ha resistido tanto tiempo? 
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Pese al creciente consenso sobre el fracaso de la guerra contra las drogas, el 
debate en materia de políticas sigue siendo a menudo impulsado por intereses 
populistas, presiones geopolíticas y titulares de diarios sensacionalistas que 
nunca benefician un análisis racional.  
 
En lugar de ser tratado como un tema social o de salud, el consumo de drogas 
es aún presentado como una amenaza inminente a nuestros hijos, a la 
seguridad nacional y al entramado moral de nuestras sociedades. De este 
modo, el modelo actual de prohibición — impulsado por la criminalización — se 
diseña e implementa como una respuesta de emergencia que permite, a 
menudo, el empleo de retóricas populistas como la “mano dura” contra la 
delincuencia, la corrupción y el terrorismo.  
 
Lo que pasa a continuación es la perpetuación de una lógica circular auto-
justificatoria que sirve para apuntalar este enfoque; una en la cual los daños 
relacionados a la política prohibicionista — como el fortalecimiento del crimen 
organizado dedicado al tráfico de drogas, o las muertes producidas por el 
consumo de drogas contaminadas — son fusionados con los daños derivados 
del consumo con el único fin de reforzar la aparente amenaza de las “drogas”. 
Esto, a su vez, es empleado para justificar la continuación o intensificación de 
una guerra que es, en primera instancia, la causante de muchos de estos 
problemas.  
 
La consecuencia es la creación de políticas que ignoran o suprimen de manera 
activa la crítica y la discusión científica; políticas completamente disasociadas 
de las normas de salud pública y el desarrollo social que ignoran u omiten, 
entre otros, la evaluación basada en indicadores de salud y derechos humanos. 
Sin embargo, esta malinterpretación del problema y la renuencia a evaluar la 
efectividad de las respuestas, son el resultado de una serie de dinámicas 
políticas más amplias.  
 
Muchos grupos de poder y sectores enteros han invertido un considerable 
capital político en “combatir a las drogas porque son peligrosas”. Esto con el fin 
de obtener réditos electorales derivados de asumir un enfoque “enérgico”, 
atractivo a ciertos segmentos del electorado, o de evitar ser acusados de  
“débiles frente a la amenaza de las drogas”. Igualmente, existe una inegable 
inversión financiera por parte de los sectores público y privado para crear, 
mantener y fortalecer la infraestructura en seguridad “necesaria” para lidiar con 
el problema de las drogas en nuestros países. De modo que la reforma de las 
políticas amenaza con perturbar el financiamiento y poder de numerosas 
entidades y grupos de interés que van desde el ejército y la policía hasta las 
compañías dedicadas a la construcción de cárceles y los sindicatos de 
custodios, por citar algunas.  
 
El resultado es que, con más frecuencia de la que desearíamos, las prioridades 
de los gobiernos se tornan perversas y pierden relación con los intereses de los 
ciudadanos a los que se supone deben servir. De modo que las fallas de estas 
políticas a menudo no constituyen una preocupación primordial para quien las 
implementa, mientras éstas no socaven otros intereses de índole 
predominantemente político. Siendo esta la realidad, a nadie sorprende que lo 
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último que buscan los “prohibicionistas” sea analizar científicamente la 
efectividad real del sistema.  
 
Semejantes problemas a menudo se ven complicados por la falta de 
comprensión de los tomadores de decisión, el público en general y los medios 
de comunicación respecto a la existencia y viabilidad de adoptar políticas 
alternativas. De hecho, hasta hace relativamente poco, no existía una visión 
claramente expresada de cómo luciría un mundo postprohibición, 
particularmente en relación a la regulación legal de los mercados de drogas y 
sus potenciales beneficios. Sin un plan respecto a cómo gestionar un mundo en 
el que las drogas fueran legalmente reguladas, el debate tendía a estancarse 
sin posibilidades de avanzar más allá del punto de acuerdo original: “tenemos 
un problema”.  
 
Igualmente importante es la difundida percepción que existe en muchos de 
nuestros países sobre la intrínseca inmoralidad del consumo de drogas. Como 
resultado de ello, los argumentos relativos a la eficacia de la política de drogas, 
tal como se aplican normalmente para otras áreas del quehacer estatal, no han 
tenido la tracción necesaria y el pragmatismo basado en evidencias ha sido con 
frecuencia reemplazado por la fanfarronería moral.  
 
Finalmente, debemos poner todos estos elementos en un contexto global. 
Estados Unidos, principal promotor de la guerra contra las drogas, ha gastado 
un enorme capital diplomático, militar y económico para preservar este sistema; 
en parte con el fin de emplearlo como un instrumento para perseguir metas 
más amplias de política exterior y en otra para usarlo como excusa y 
justificación para la intervención en otros países. Al combinarse con el sistema 
de Naciones Unidas, específicamente diseñado para implementar y supervisar 
la prohibición, no es sorprendente que el enfoque punitivo de aplicación de la 
ley se haya arraigado e institucionalizado al punto de haberse vuelto 
prácticamente inmune al escrutinio.  
 
La combinación de elementos hasta aquí descritos produjo que la guerra contra 
las drogas se percibiera como un componente inmutable del paisaje político 
antes que como una opción política entre un espectro de marcos legales y de 
alternativas posibles, muchos de los cuales, dicho sea de paso, ya existen para 
otras actividades y sustancias riesgosas. Pero las cosas están cambiando.  
 
Se está generando un impulso. El cambio está empezando.  
 
Este cambio ha sido impulsado, en parte, por el constatado fracaso estructural 
del enfoque actual y la manera asimétrica en que sus impactos se han 
difundido a nivel global (desde los Estados Unidos hasta Afganistán y más 
recientemente África Occidental tras la llegada del tráfico ilícito de cocaína). 
Lamentablemente, el factor que mejor parece explicar la reciente avidez por 
reforma es la crisis de seguridad que actualmente se vive en América Latina. 
Una crisis provocada por burdos intentos por reducir la “amenaza de las 
drogas” que a cambio crearon un peligro mayor: el fortalecimiento de los 
cárteles de la droga y el incremento en los niveles de violencia y corrupción que 
los acompañan.  
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Siendo América Latina una región eminentemente productora y de tránsito, la 
triste suerte que sobre ella recae responde tanto al enorme peso del consumo 
de drogas en Estados Unidos y Europa como al de las respuestas punitivas y 
los marcos legales que les declaran la guerra — respuestas que, por cierto, 
fueron también diseñadas por mandato estadounidense y europeo.  
 
Así pues, tanto la escalada mortal de la violencia en México como el impacto 
ambiental de la erradicación de cultivos en Colombia y la agudización del 
conflicto en América Central son, en parte, la consecuencia negativa no 
deseada de una prohibición importada que socava las ya frágiles instituciones 
democráticas a lo largo de la región y representa una amenaza a la estabilidad 
del Estado en ciertas jurisdicciones. No es casualidad que siete de los ocho 
países más violentos del mundo se ubiquen en la ruta de tráfico de la cocaína, 
que va de los Andes hasta Estados Unidos.  
 
En pocas palabras, los costos de la guerra contra las drogas se han vuelto 
intolerables para América Latina. Pero esta crisis también ha creado 
oportunidades y ha abierto cierto espacio político para la exploración de 
alternativas, algo que hubiese sido impensable hace apenas un par de años. 
Este potencial de cambio se ha beneficiado también de la cada vez menor 
capacidad de Estados Unidos para imponer a otros países el enfoque de 
guerra contra las drogas debido, entre otras cosas, al creciente apoyo en favor 
de la legalización de la mariguana que se expresa dentro de sus propias 
fronteras y al relativo re-equilibrio de poder que se inclina en favor de América 
Latina.  
 
Teniendo como escenario las arraigadas narrativas políticas e instituciones que 
fueron creadas para librar y perpetuar la guerra contra las drogas, el reto para 
materializar dichos cambios sigue siendo enorme. Sin embargo, los 
considerables impactos negativos  de la prohibición ya han impulsado  cambios 
telúricos en el debate — y cada vez más sobre las propias políticas — 
frecuentemente bajo el liderazgo latinoamericano. Este avance trascendental 
se ha logrado a través de los continuos y valientes esfuerzos de un conjunto de 
actores entre los que destacan ONG, líderes de opinión y tomadores de 
decisión que, dispuestos a desafiar el status quo, se han pronunciado con 
fuerza por la exploración de alternativas más justas y efectivas.  
 
Sin embargo, queda mucho por hacer. Pues para muchas personas, incluyendo 
la mayoría de la opinión pública en América Latina, la idea de la reforma aún va 
en contra de la “lógica” y requieren ser convencidas respecto a los potenciales 
beneficios de la regulación legal. Y es que, contrario a lo que se piensa, regular 
significa ejercer un mayor control sobre los mercados de drogas mientras que 
prohibir significa renunciar a esta posibilidad.  
 
 
 
 
 
Las diferencias de opinión clave entre prohibicionistas y reformistas  
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ESTABLECIENDO PUNTOS EN COMÚN COMO BASE PARA EL DIÁLOGO 

Y EL DEBATE. 
 
Propósito 1 Todos queremos proteger y mejorar la salud pública  
 
La prohibición crea daños de salud. La regulación ofrece protección.   

Este propósito también puede ser enmarcado, desde una perspectiva más 
reactiva, como “minimizar el consumo problemático de drogas y los daños 
relacionados a la salud, incluyendo las muertes relacionadas a drogas”.  

Aunque este concepto parece incontrovertible, en realidad desafía un principio 
central de las políticas actuales: que todo consumo de drogas es problemático. 
Tal aseveración ignora el hecho de que los consumidores problemáticos de 
drogas, definidos por la necesidad de una intervención sanitaria, social o penal, 
constituyen en realidad apenas una pequeña fracción de la población que usa 
drogas. La inmensa mayoría de los consumidores no causan daños 
significativos ni a sí mismos ni a terceros y, de hecho, afirmarían que obtienen 
beneficios de su consumo. Así, el uso de drogas debería constituir sólo una 
preocupación marginal para los gestores de políticas, concentrándose sólo en 
acciones para prevenir que éste avance hasta convertirse en consumo 
problemático. Usted puede emplear la distinción entre uso y abuso de alcohol 
para ilustrar fácilmente ente punto — aunque si la preocupación consiste en 
una oposición “moral” a toda sustancia intoxicante, este argumento puede no 
convencer a su audiencia.  
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Asegurar una provisión adecuada de apoyo y tratamiento a las personas que 
así lo requieren es otro elemento clave en el cual todos podemos estar de 
acuerdo. Es importante aclarar que la reforma de la política de drogas no 
desafía sino que complementa las medidas de salud pública más eficaces entre 
las que se incluye la prevención, el tratamiento y la reducción de riesgos y 
daños. La aplicación de medidas punitivas contra personas que consumen 
drogas, y la permisividad con la que actualmente dejamos que los criminales 
controlen el tráfico de drogas, incrementa los riesgos a la salud y crea 
obstáculos prácticos y políticos para responder efectivamente al uso 
problemático de sustancias. 
 
Un enfoque integral basado en principios de salud pública y derechos humanos 
también contribuirá al desarrollo de estrategias gubernamentales que sirvan 
para enfrentar otros retos en el campo de las drogas. Estas estrategias 
incluyen la prevención o reducción del abuso de sustancias legales (incluyendo 
el alcohol, tabaco e inhalables), nuevas sustancias psicoactivas (los llamados 
“legal highs”), y el consumo creciente de estimulantes como el crack y la pasta 
base de cocaína o las metanfetaminas. Resaltar este punto le puede ayudar a 
arraigar el debate sobre la reforma en las inquietudes más inmediatas para la 
comunidad o el grupo político al que se dirige.  
 
El consumo de drogas es primordialmente un tema de salud pública y 
social  
 
A menudo se plantea que las drogas constituyen primordialmente un tema de 
salud pública. Este es un punto útil a enfatizar porque resalta cuán anómala es 
la condición de las drogas prohibidas en el contexto de las políticas de salud 
más generales. Ello plantea las siguientes cuestiones:  
 
− Si las drogas constituyen primordialmente un tema de salud ¿por qué la 
principal respuesta a este fenómeno proviene del campo de la justicia penal, 
empleando a la policía y las fuerzas armadas en lugar de recurrir a 
profesionales de la salud?  
 
− ¿En qué otras áreas de la salud pública criminalizamos a los pacientes a 
quienes nos proponemos ayudar?  
 
Las drogas constituyen un tema que atraviesa una serie de áreas del quehacer 
estatal, pero para las drogas ilegales el equilibrio se ha inclinado hasta el punto 
en que las consideraciones de salud pública se han visto marginalizadas por un 
enfoque excesivo de aplicación de la ley — tal como lo ha advertido la propia 
UNODC.  
 
Todo consumo de drogas conlleva riesgos  
Aclarar este punto desde un inicio establece una distancia entre usted y 
cualquier idea preconcebida o estereotipo sobre la posición de los reformistas 
como “partidarios de las drogas”, “defensores” de las mismas o quienes afirman 
que el consumo de drogas no tiene riesgos. Ello también neutraliza muchos 
argumentos anti-reforma que giran en torno a hechos y anécdotas chocantes y 
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horrorizantes sobre cuán peligroso es el consumo de drogas. Dejarse arrastrar 
por debates sobre los riesgos relativos de las drogas a menudo actúa como 
una distracción respecto a temas más importantes, particularmente debido a 
que tales debates rara vez producen resultados útiles. Naturalmente, cada uno 
de los bandos presentará evidencias que apoyen su posición y la audiencia no 
se hará más sabia al presenciar este intercambio.  
 
El hecho de que todo consumo de drogas involucre riesgos, no significa por 
cierto que todo consumo de drogas implique daño. Un riesgo implica 
simplemente una probabilidad de que ocurra un daño y, aunque esta 
probabilidad puede ser bastante reducida (particularmente cuando las personas 
conocen qué están consumiendo y cuentan con información adecuada) nunca 
equivale a cero.  
 
Es más importante aclarar que el núcleo del argumento para regular 
efectivamente las drogas reside en la realidad de los riesgos que implican: 
necesitamos regular las drogas porque son riesgosas, no porque sean seguras. 
Y es que sin importar cuán riesgosas sean dichas sustancias, éstas siempre lo 
serán más cuando son producidas y vendidas por criminales. De modo que si 
una droga es relativamente segura, debería estar legalmente regulada y 
controlada. Y aunque no resulta tan obvio, si una droga es relativamente 
peligrosa, también debe ser legalmente regulada y controlada.  
 
Propósito 2 Todos queremos reducir la delincuencia, la corrupción y la violencia 
relacionadas a fenómeno drogas  
 
La prohibición crea delincuencia y delincuentes — como sucedió durante 
la prohibición del alcohol.  
 
Este propósito es particularmente importante donde los temas que rodean la 
violencia relacionada al tráfico de drogas constituyen la preocupación 
dominante. Un tema clave a destacar, tal como se ha explorado anteriormente, 
es la distinción entre los daños relacionados al consumo de drogas y aquellos 
asociados a las políticas, las leyes y su implementación.  
 
El propósito general incluye la minimización tanto de las actividades delictivas 
asociadas con la producción y suministro de drogas, como aquellas 
alteraciones del orden público relacionadas al consumo de drogas. Aunque 
ambos fenómenos están vinculados, existe una importante distinción entre las 
molestias al orden público causadas por la intoxicación (abrumadoramente 
originadas por el alcohol) y los problemas mucho más significativos provocados 
por la operación de mercados criminales. Estos mercados ilegales son creados 
o alimentados directamente por la guerra contra las drogas — a partir de la 
colisión entre estrictas prohibiciones y altos niveles de demanda combinados 
con las oportunidades económicas que ello genera para el emprendedurismo 
criminal.  
 
Otro aspecto que ha resultado útil para convencer a tomadores de decisión es 
el argumento de que la regulación puede devolver control al Estado. Este 
control se expresa tanto a través de intervenciones directas como a través del 
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manejo de información. Bajo un marco regulatorio legal, el Estado dispondrá de 
mucha mayor información en relación a la producción, distribución, consumo y 
dimensión real de los mercados de drogas, algo que no posee en la actualidad. 
Esta mayor información y control presentan una oportunidad para abordar 
mejor los principales desafíos institucionales que enfrentan muchos países en 
América Latina: seguridad ciudadana, combate a la criminalidad organizada 
transnacional, prevención del delito, reforma policial y judicial, impunidad y 
desconfianza en las instituciones.  
 
Propósito 3 Todos queremos mejorar la seguridad y fomentar el desarrollo  
 
La Guerra contra las Drogas socava la seguridad y el desarrollo.  
 
Este propósito a menudo sigue naturalmente al anterior y es particularmente 
importante en los países productores y de tránsito, donde tanto la seguridad 
como el desarrollo se ven claramente socavados por el tráfico ilegal de drogas.  
 
Particularmente en relación a la aplicación de las leyes de drogas (sobre todo 
aquellas diseñadas para contrarrestar a los cárteles y traficantes), el régimen 
de fiscalización es con frecuencia apoyado bajo el entendido que ayuda a 
proteger y mejorar la seguridad, tanto a nivel doméstico como internacional. Un 
elemento clave de la crítica a este enfoque es que, en realidad, consigue lo 
opuesto, pues la ilegalidad promueve activamente la inseguridad a múltiples 
niveles, desde la delincuencia callejera hasta los retos más complejos 
asociados al crimen organizado transnacional.  
 
Por este motivo, es importante aclarar que las drogas per se no causan 
problemas de seguridad — lo hace el marco dentro del cual existen las políticas 
basadas en la prohibición. Ello queda ilustrado sencillamente al señalar que los 
mercados legales de drogas (por ejemplo, para alcohol, tabaco y medicinas 
recetadas legalmente incluyendo los opiáceos, los canabinoides y los 
medicamentos para el dolor como la morfina) presentan escasos problemas de 
seguridad y violencia, si acaso alguno.  
 
Ahora bien, en materia de desarrollo lo primero que debemos recalcar es que 
este concepto abarca un amplio rango de dimensiones — desarrollo 
económico, humano, social e internacional. Afortunadamente, en materia de 
política de drogas podemos no sólo identificar puntos comunes respecto al 
deseo de mejorar todos estos aspectos sino avanzar hacia una crítica más 
compleja donde demostramos que los enfoques punitivos de aplicación de la 
ley crean y perpetúan los daños que ya aceptamos queremos revertir. En este 
sentido, es posible trazar al menos una parte de dichos daños a la producción, 
tráfico y suministro ilegal de drogas. 
 
Propósito 4 Todos queremos proteger a los jóvenes y a las grupos 
poblacionales más vulnerables  
 
La guerra contra las drogas pone en peligro a los niños.  
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El propósito de proteger a las personas jóvenes y vulnerables es uno sobre el 
cual no se producen mayores desacuerdos. De hecho, la retórica de la guerra 
contra las drogas a menudo se elabora sobre una narrativa de “juventud en 
peligro” y la necesidad de protegerla de las drogas y la delincuencia a ellas 
relacionada. El argumento clave a presentar aquí es que la guerra contra las 
drogas, aún si sus intenciones son buenas, ha dado como resultado lo opuesto: 
ha incrementado los daños hacia los menores y los ha expuesto a riesgos en 
múltiples frentes.  
 
De hecho, lejos de la caricatura en la que se presenta a los reformistas como 
gente que busca que las drogas estén al alcance de los menores en tiendas de 
golosinas (tal como a veces sugieren opositores menos escrupulosos), la 
regulación legal ofrece la oportunidad de controlar la disponibilidad de estas 
sustancias de maneras que resultan imposibles en un mercado criminal no 
regulado — incluyendo el establecimiento de restricciones por grupos de edad 
en contraposición a la realidad actualmente imperante donde “la única 
identificación que pide un traficante de drogas es un billete”. La regulación 
también hace mucho más fácil proporcionar a los jóvenes tratamientos basados 
en evidencias, servicios para la reducción de riesgos y daños y otras formas de 
apoyo como la educación honesta y no dogmática sobre los riesgos 
relacionados a drogas.  
 
Igualmente, la protección de comunidades vulnerables es también una meta 
compartida que se puede alcanzar de manera más efectiva a través de la 
reforma. Bajo las políticas actuales, las comunidades vulnerables resultan 
desproporcionadamente afectadas por los efectos negativos del abuso de 
drogas y encuentran escasas oportunidades de superar estos impactos. 
También son desproporcionadamente afectadas por las consecuencias 
adversas de la fiscalización de sustancias, principalmente bajo la forma de 
criminalización, exclusión social, participación forzada en actividades 
criminales, encarcelamiento, extorsión y otros abusos a los derechos humanos. 
La regulación de los mercados de drogas crea una oportunidad para prevenir la 
creación e institucionalización de “vulnerabilidades adicionales” que 
contribuyan a socavar aún más la salud y el bienestar de grupos ya vulnerables 
y marginalizados.  
 
Propósito 5 Todos queremos proteger los derechos humanos  
 
La guerra contra las drogas deriva directa e indirectamente en abusos  
a los derechos humanos.  
 
Un análisis en términos de derechos humanos puede brindar las bases para 
una rigurosa crítica de las políticas actuales así como dar mucha luz sobre 
cómo deberían reformarse. Sin embargo, es importante aclarar que, aunque los 
DDHH están al centro de la discusión, no es un objetivo de la reforma el 
reivindicar el derecho a consumir drogas.  
 
La marginalización histórica de los derechos humanos dentro del régimen 
internacional de fiscalización de drogas contrasta agudamente con el 
compromiso hacia los mismos expresado por todos los actores que participan 
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en el debate — y que existe en el seno de las Naciones Unidas. De hecho, los 
derechos humanos apenas son mencionados en las tres convenciones de la 
ONU en materia de drogas.  
 
Lo anterior ha contribuido a que las violaciones a los derechos se conviertan en 
cosa de rutina, ya sea en el tratamiento de los usuarios o como parte de las 
acciones para hacer cumplir las leyes de drogas. A nivel institucional, las 
acciones policiales y militares son rara vez sometidas a un adecuado 
escrutinio, fiscalización o evaluación sistemática respecto a sus impactos en 
materia de derechos humanos.  
 
Sin embargo, y a pesar del consenso inicial al que uno pueda llegar, es preciso 
comprender que los derechos humanos abarcan un amplio rango de temas y 
que a menudo resultará útil ser más específico. Así, usted puede concentrarse 
en un área de particular relevancia para su audiencia (como el derecho a la 
salud de las personas que consumen drogas o los derechos culturales de los 
pueblos indígenas que les dan un uso tradicional), o en una meta específica de 
políticas (como asegurar el cumplimiento de los derechos humanos en las 
acciones de aplicación de la ley o la evaluación de resultados con indicadores 
de derechos humanos).  
 
Nuevamente reiteramos que el propósito de proteger los derechos de las 
personas que usan drogas es un tema fundamental — pero debe ser 
expresado cuidadosamente para evitar ser confundido con una invocación al 
derecho a consumir drogas.  
 
Propósito 6 Todos queremos basar las políticas en evidencia sobre lo que 
funciona y produce el mejor balance costo-beneficio  
 
Al igual que la mayoría de las guerras, la guerra contra las drogas no está 
basada en evidencias ni tampoco demuestra ser costo-efectiva.  
 
El propósito de contar con políticas de drogas basadas en evidencia e 
indicadores de efectividad está en el núcleo de la discusión sobre la reforma y 
se involucra directamente con lo que debería ser la principal preocupación de 
los gestores de políticas: “¿qué medida da los mejores resultados?” Se trata de 
un punto clave a enfatizar en primer lugar porque nadie puede formular un 
argumento racional contra él, y en segundo porque extrae el debate de un 
territorio populista más emocional y lo lleva al análisis de la realidad del fracaso 
de la prohibición y el potencial beneficio de explorar alternativas.  
 
Naturalmente, se producirán disputas sobre los datos y cómo éstos se 
interpretan y existirán discusiones sobre qué indicadores de efectividad deben 
priorizarse. No obstante, enfatizar la importancia de contar con evidencia sobre 
lo que realmente funciona es un componente clave de la reformulación de un 
intento por debatir el tema de manera racional/ científica, antes que en términos 
morales/ideológicos.  
 
Ello no significa asumir una posición moralmente neutra. Al propugnar políticas 
basándose en su efectividad y, de esta manera, ayudar a alcanzar las metas 
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que todos compartimos y que consideramos harán del mundo un lugar mejor, 
podemos mantener nuestra autoridad moral. Aunque nuevamente es 
importante recordar que el debate sobre la moralidad del consumo de drogas 
es un tema distinto al de ofrecer una respuesta moral en materia de políticas 
públicas que reconocen la realidad del consumo en la sociedad.  
 
Otro propósito relacionado a la efectividad tiene que ver con el gasto y los 
costos de oportunidad que implica beneficiar una opción política sobre otra. De 
este modo, el hecho de que toda política debe ser costo-eficiente tiene un 
atractivo populista más directo, tanto para los tomadores de decisión (que 
asignan presupuestos limitados) como para el público en general (que financia 
las acciones de dicha política a través de sus impuestos). Enfatizar este 
principio es también una manera útil de enfocar el debate en los resultados de 
las políticas y no en sus procesos (entendiendo, por ejemplo, que medir el 
número de redadas o incautaciones de drogas en realidad no nos dice si 
estamos incidiendo positivamente sobre la producción o el consumo). Debido a 
que las acciones de fiscalización de la oferta de drogas ofrecen un retorno muy 
magro respecto a la inversión — son inmensamente caras, ineficaces y 
generan mayores costos a la sociedad — el análisis económico es un territorio 
fértil para presentar argumentos pragmáticos en favor de la reforma.  
 
Un último elemento lo constituye la necesidad de basar las políticas en la 
realidad y posibilitar su adaptación ante contextos y circunstancias cambiantes 
— algo que por cierto no ha sucedido con la guerra contra las drogas. La 
prohibición y sus estructuras legales siguen arraigadas en los principios 
puritanos orientados de promoción de abstinencia originados en el Movimiento 
por la Templanza de los Estados Unidos. Como resultado, este modelo ha 
permanecido dogmáticamente incólume pese al hecho de que el paisaje social 
ha cambiado diametralmente desde que se redactaron las convenciones sobre 
drogas de la ONU, hace más de 50 años. Los países de América Latina tienen 
actualmente la oportunidad de implementar políticas basadas en sus realidades 
y necesidades, lejos de las soluciones inefectivas del siglo pasado.  
 
LOS BENEFICIOS DE TERMINAR LA GUERRA CONTRA LAS DROGAS  
 
Hablando sobre los beneficios de terminar la guerra contra las drogas  
 
Existen diferentes maneras en las cuales puede abordar este desafío. Como 
una manera de enmarcar el argumento general de la reforma, puede resultar 
muy positivo describir una imagen inspiradora de un mundo — digamos, cinco 
años después de haber concluido esta guerra — en el cual la mayor parte de la 
demanda esté cubierta a través de canales de producción y suministro 
legalmente regulados. En esta visión del futuro, habrá una serie de dramáticos 
beneficios en relación a la situación actual. Habrán desaparecido la mayoría de 
los daños causados por la prohibición y se habrán abierto una serie de nuevas 
oportunidades.  
 
Se puede señalar también que habría enormes beneficios para América Latina, 
incluso si la propia región no regula los mercados de drogas pero Estados 
Unidos y Europa sí lo hacen y, como resultado, trasladan su aprovisionamiento 
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de drogas a productores legítimos. Ello es particularmente relevante al debatir 
con alguien que proviene de un país consumidor, o si los medios de prensa 
involucrados en el debate tienen un alcance internacional. Por ejemplo, voces 
de América Latina han jugado un papel positivo al respaldar los argumentos de 
quienes hicieron campaña por la legalización del cannabis en varios estados de 
Estados Unidos, afirmando que ello recortaría las ganancias de los cárteles 
mexicanos. Cualquier esfuerzo que impulse la reforma de las políticas en E.U. 
ayudará también a crear espacio para la reforma en América Latina.  
 
Alternativamente, esta visión de más largo plazo puede entrar en el contexto de 
un proceso de cambio gradual en el transcurso de los próximos años, durante 
los cuales los beneficios se apreciarán de manera diferenciada en tanto se 
despliegue una variedad de reformas a lo largo de la región y el mundo.  
 
Reducir, mitigar o eliminar los costos de la guerra contra las drogas  
 
En la medida en que los mercados criminales sean gradualmente 
reemplazados por mercados regulados desde el Estado, será posible reducir 
progresivamente las oportunidades para los especuladores criminales y los 
costos asociados a la ilegalidad que ya hemos descrito en la sección anterior. 
El grado, naturaleza y ritmo de las reformas específicas determinarán la 
amplitud de los beneficios y usted no debe pretender que la totalidad del tráfico 
ilegal desaparecerá. Pero en términos generales — fácilmente adaptables a 
sus requerimientos de involucramiento o creación de mensajes– la narrativa 
sobre los potenciales beneficios de terminar con la prohibición incluye:  
 
 Menos delincuencia relacionada a las drogas y menos personas 

involucradas en ella.  
 
 Menos violencia a todo nivel, incluyendo violencia entre las autoridades y 

los cárteles y entre cárteles rivales.  
 
 Menos ganancias criminales disponibles para la corrupción y menores 

incentivos para corromper instituciones.  
 
 Menos presión sobre el sistema de justicia penal, incluyendo una reducción 

de la población penitenciaria.  
 
 Enormes ahorros financieros, especialmente procedentes de un menor 

gasto en los sectores de justicia penal y fuerzas armadas.  
 
 Reducción en el lavado de dinero así como en las distorsiones económicas 

relacionadas.  
 
 Mejoramiento de resultados de salud para las comunidades y 

consumidores.  
 
 Menos estigma y discriminación contra las personas que usan drogas, los 

jóvenes y los grupos más pobres o marginalizados.  
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 Menos acciones de fiscalización en las que normalmente se violan derechos 
humanos.  

 
 Mejoramiento de las condiciones medioambientales en la medida en que se 

reducen la producción no regulada de drogas y la erradicación de cultivos.  
 
Estos beneficios pueden expandirse hacia una narrativa más detallada con 
ejemplos localizados o historias humanas pertinentes para su audiencia. 
Alternativamente, pueden simplificarse en mensajes individuales más 
contundentes y de contenido positivo que puede adaptar a su audiencia.  
 
Algunos ejemplos incluyen:  
 
 En la medida en que se reduzca la violencia veremos comunidades más 

seguras para nuestros hijos.  
 
 Se acabará la venta ilegal de drogas en la mayor parte de nuestra ciudad.  
 
 Disminuirán las luchas de los cárteles por controlar territorios para traficar y 

vender drogas.  
 
 Reducciones masivas en la corrupción detendrán la destrucción de nuestras 

instituciones.  
 
 Contaremos con mejoras en términos de salud que nos beneficiarán a todos 

en el largo plazo.  
 
 Ahorraremos miles de millones de dólares/pesos de los contribuyentes, 

mismos que podremos invertir de mejor manera.  
 
Oportunidades creadas al terminar la guerra contra las drogas  
 
Es importante resaltar que los beneficios de la reforma van más allá de 
simplemente reducir los costos de la guerra contra las drogas. Por ello, también 
es recomendable que recuerde a su audiencia que transitar a un mundo post-
prohibición podría ayudar a:  
 
 Reconstruir comunidades devastadas por la violencia de la guerra contra las 

drogas.  
 
 Fortalecer las instituciones estatales y restaurar la confianza en ellas en la 

medida en que se reduce la corruptora influencia del dinero de los cárteles 
— esto en términos de Estado de derecho, derechos humanos, 
gobernabilidad y fiscalización.  

 Basar nuestras políticas en evidencia de lo que sí funciona y no en 
ideología — enfocándonos en la utilización de métricas e indicadores reales 
de éxito como la reducción de los daños sanitarios y sociales y no en 
medidas de proceso como las incautaciones y los arrestos.  
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 Crear un importante “dividendo de paz” en tanto que los recursos gastados 
en la aplicación de leyes punitivas podrán ser redirigidos a otras áreas — ya 
sea al interior de la policía misma o para otros programas sociales, de salud 
o de fortalecimiento institucional y económico.  

 
 Incrementar la disponibilidad de ingresos por impuestos a la producción y 

suministro de drogas, la mayoría de los cuales provendrían  de mercados 
de cannabis regulados legalmente, mismos que ya rinden cientos de 
millones de dólares a los gobiernos de E.U. y los Países Bajos.  

 
 Aprovechar el beneficio potencial que la regulación puede traer gracias al 

traslado del consumo hacia drogas menos riesgosas o menos potentes.  
 
 Basar las políticas de drogas en criterios de salud pública, brindando 

respuestas efectivas en materia de prevención, reducción de daños y 
tratamiento.  

 
 Capacitar mejor a los gobiernos para abordar nuevos retos como el 

consumo de estimulantes de alto riesgo e “intoxicantes legales” así como 
para estimular conductas más seguras en entornos seguros y con productos 
más seguros. 

 
 Aumentar el grado de libertad de la región para consolidarse como una 

coalición de países en favor de políticas más humanas y menos 
influenciadas por la presión y las dinámicas geopolíticas de E.U.  

 
 Convertir a América Latina en un destino más atractivo para la inversión en 

negocios y turismo.  
 
Perdedores y ganadores  
 
Otra manera de adaptar estos beneficios a audiencias específicas sería 
presentarlos en términos de ganadores y perdedores.  
 
Así, los ganadores podrían incluir a:  
 
 Padres y madres de familia con menores probabilidades de perder a sus 

hijos a manos de la violencia generada por la guerra contra las drogas y 
mayores posibilidades de ver el gasto en educación aumentar.  

 
 Contribuyentes que ya no financian la violencia estatal contra los cárteles.  
 
 Médicos y enfermeras, y los enfermos que éstos tratan, beneficiados por un 

aumento en los fondos destinados al sector salud.  
 Empresas que verán una mayor inversión interna, menos extorsión y un 

terreno más equitativo para la competencia sin los actores desleales que 
operan financiados por el dinero procedente del crimen organizado.  
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Por su parte, los perdedores incluirían a:  
 
 Los cárteles y vendedores de drogas.  
 
 Políticos, funcionarios y banqueros corruptos.  
 
 Empresas dedicadas a la construcción de infraestructura en seguridad 

(cárceles) en tanto la inversión se redigiría a la creación de otro tipo de 
servicios como hospitales y escuelas.  

 
 Traficantes de armas que se aprovechan de la ilegalidad de los mercados 

para colocar sus productos.  
 
 Agencias policiacas, militares y de seguridad dedicadas al combate a las 

drogas.  
 
 Empleados del sector carcelario cuya necesidad sería significativamente 

disminuida.  
 
 
HABLANDO SOBRE… DROGAS EN PARTICULAR, DERECHOS Y 
LIBERTADES 
 
Hablando sobre alcohol y tabaco. 
 
Tratándose de las dos drogas legales más consumidas, las experiencias con el 
alcohol y el tabaco son inevitablemente un lugar común del debate sobre 
potenciales modelos de regulación legal para drogas actualmente ilegales. La 
enorme variedad de respuestas históricas y actuales respecto al alcohol y el 
tabaco crea retos y oportunidades para el debate pues tanto defensores como 
detractores de la reforma aprovecharán dichas experiencias para apoyar sus 
posturas.  
 
Tanto el tabaco como el alcohol son a menudo mencionados como si no fueran 
drogas verdaderas o en ocasiones como si no fueran drogas en absoluto, lo 
que queda resaltado por la frase “alcohol y drogas”, en lugar de  decir “alcohol 
y otras drogas”. Obviamente tanto el alcohol como el tabaco son poderosas 
sustancias psicoactivas asociadas con significativos riesgos para la salud. 
 
Sin embargo, y por razones que no están relacionadas a la evaluación estricta 
de los riesgos reales de su consumo, tanto el tabaco como el alcohol son 
producidos, suministrados y consumidos legalmente35 — aunque dentro de un 
marco regulatorio en el que se mantienen ciertas prohibiciones como por 
ejemplo, la producción de bebidas con contenido alcohólico superior a cierto 
porcentaje o la venta a menores de edad. 
 
Para los defensores de la reforma, las políticas referidas al alcohol y el tabaco 
ofrecen invaluables lecciones para promover un debate más amplio sobre 
regulación, precisamente debido a que ambas sustancias han pasado por un 
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amplio rango de posibilidades de control, desde la prohibición total hasta el 
establecimiento de mercados comerciales efectivamente libres de toda 
regulación. 
 
Para quienes propugnan la prohibición, el punto de partida está en argumentar 
que los altos niveles de consumo de alcohol y tabaco son un resultado directo 
de su legalidad y el consumo de otras drogas podría elevarse a niveles 
similares si su suministro fuese regulado legalmente. 
 
Los argumentos generales que usted puede plantear son los siguientes: 
 
 La distinción entre drogas legales e ilegales no se basa en ningún criterio 

científico o de salud pública sino que es el resultado de la historia social y 
política de las naciones. Si el alcohol y el tabaco estuvieran clasificados en 
listado de drogas de la ONU, sin duda alguna estarían incluidos junto a las 
drogas más dañinas. 

 
 Nadie está invocando la prohibición del alcohol y el tabaco, pues sabemos 

que entregar el 100% de estos mercados a los criminales sería un desastre 
— tal como lo demostró la prohibición del alcohol en E.U. Paradójicamente, 
eso es exactamente lo que hemos hecho con otras drogas. 

 
 Usted puede argumentar que se trata de una inconsistencia fundamental de 

la ley, y que es injusto que algunas personas tengan libertad para consumir 
una droga mientras que otras son criminalizadas por usar otra de riesgo 
similar — aunque dicho argumento debe emplearse con mucho cuidado. 

 
Quienes producen y suministran alcohol y tabaco ven a sus respectivos 
mercados desde una perspectiva comercial antes que a través del lente de la 
salud pública. Su principal motivación es generar las ganancias más altas 
posibles (primordialmente maximizando el consumo), relegando la salud a un 
segundo plano. No sorprende, entonces, que ambas industrias hayan luchado 
históricamente por minimizar la regulación del mercado. Tal como se discute a 
continuación, la situación en muchos países ha cambiado significativamente 
con el tabaco aunque desafortunadamente hemos hecho menos con el alcohol. 
 
Argumentos generales a plantear respecto a la regulación del alcohol y el 
tabaco: 
 
 El alcohol y el tabaco se encuentran en el extremo sobre-comercializado del 

espectro del control de drogas y ello es totalmente inadecuado debido a los 
daños que pueden causar. De hecho, los controles son tan permisivos en 
muchos países que estos productos se venden en tiendas de abarrotes y 
dulcerías, no cuentan con etiquetas informativas o, como sucede con los 
envases de alcohol, a menudo no muestran advertencias adecuadas sobre 
riesgos a la salud. Lo anterior, combinado con cientos de años de activa 
promoción de las ventas, explica por qué su consumo es tan elevado. 

 
 Tanto para alcohol como para tabaco, los tomadores de decisión están 

actualmente intentando imponer óptimos marcos regulatorios a mercados 



 203

comerciales legales que ya están bien establecidos y culturalmente 
arraigados. No es de extrañar que dicho intento se enfrente a una férrea 
resistencia por parte de grupos cabilderos provistos de ingentes recursos 
que han logrado derrotar con éxito numerosos intentos por mejorar la 
regulación. 

 
 En contraste, las drogas actualmente ilegales ofrecen una página en blanco 

para reemplazar los mercados criminales con modelos estrictamente 
regulados; modelos que desde el inicio se construyan en base a metas de 
salud pública y bienestar, evitando las limitaciones de las cuales adolece la 
regulación inadecuada del alcohol y el tabaco. 

 
 Existen muchas drogas legales que no se encuentran tan ampliamente 

difundidas como el tabaco y el alcohol, como es el caso de los inhalables. 
La idea de que la legalidad constituye el único factor que impulsa los niveles 
de consumo, o que el consumo de las drogas legalizadas inevitablemente 
se elevará hasta igualar el del alcohol y tabaco es evidentemente 
equivocada. 

 
 Es totalmente consistente invocar una mejor o mayor regulación para el 

caso del alcohol y el tabaco mientras se aboga por la regulación legal de 
drogas actualmente ilegales. Se trata de aplicar a todas las drogas los 
mismos principios de salud pública y reducción de daños centrados en 
evidencias y de desarrollar un óptimo nivel de regulación para cada una de 
ellas — lo cual, por ejemplo, significa que ninguna droga puede expenderse 
en tiendas de abarrotes o dulcerías. 

 
Tabaco 
 
Pese a los altos riesgos que el consumo de tabaco representa (cerca de la 
mitad de los fumadores morirán prematuramente como resultado de su 
consumo), el bajo nivel de intoxicación creado por la nicotina no ha merecido la 
indignación moral que generó el enfoque prohibicionista sobre otras drogas. En 
este sentido, el tabaco ha asumido un papel singular en la sociedad — se trata 
de una forma de dependencia a una droga que resulta altamente visible, 
genera altos riesgos de daño crónico a la salud y, sin embargo, ha sido 
agresivamente comercializado en la mayor parte del mundo y es socialmente 
aceptable en la mayoría de los países. 
 
No obstante, la carga de salud pública que el consumo de tabaco ha generado 
en varios países se encuentra detrás de una serie de respuestas regulatorias 
que, desde una perspectiva pragmática, buscan minimizar los riesgos 
asociados a su abuso. Existe actualmente un claro consenso respecto a los 
tipos de intervenciones y regulación de mercado que tienen probabilidades de 
producir mejores resultados. El Convenio Marco sobre Control del Tabaco 
(CMCT) auspiciado por la Organización Mundial de la Salud, ofrece un 
resumen de estas medidas: 
 Prohibición de publicidad, promoción y auspicio del tabaco; 
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 Empaque y etiquetado regulados, conteniendo información sobre riesgos de 
salud; 

 
 Prohibición del consumo en espacios públicos; 
 
 Prohibición de la venta a menores; 

 
 Impuestos y controles sobre el precio para disuadir su consumo; 
 
 Apoyo a fuentes alternativas de ingreso económicamente viable para 

trabajadores, agricultores y vendedores de la industria del tabaco. 
 
Contando con 168 países signatarios, incluyendo a todos los Estados de 
América Latina y el Caribe, el nivel de apoyo internacional para el CMCT es 
similar al de los tratados sobre drogas de las Naciones Unidas — los cuales, 
por supuesto apoyan un sistema paralelo para la prohibición absoluta de la 
mayoría de los mercados de drogas fuera del uso médico y científico. 
 
Ahora bien, para argumentar a favor de una regulación legal más amplia que 
incluya también a las drogas que actualmente permanecen ilegales, los puntos 
clave a plantear son: 
 
 El CMCT representa un poderoso consenso internacional que respalda un 

marco legal específicamente diseñado para producir una regulación efectiva 
del mercado de una droga no médica de alto riesgo; de modo que ya 
contamos con un modelo internacional legal y de políticas que resulta 
coherente y operativo para establecer precisamente el tipo de regulación 
que proponemos para otras drogas (de riesgo comparable o menor). 

 
 El CMCT detalla la regulación cada vez más efectiva del tabaco que, 

combinada con educación en salud, ha reducido dramáticamente el 
consumo de tabaco y sus daños de salud relacionados. Esta reducción en 
el consumo destaca cuando se le compara con el enorme incremento en el 
uso y los daños asociados y los daños asociados a muchas drogas ilegales 
muchas drogas ilegales no reguladas durante el mismo período. 

 
 Lo anterior demuestra cómo la educación en salud y una regulación legal 

sensata, empleando precisamente el tipo de controles sobre el producto e 
intervenciones de mercado que resultan imposibles bajo un régimen de 
prohibición, pueden reducir el consumo y los daños de una droga legal 
riesgosa sin criminalizar a los consumidores o imponer prohibiciones sobre 
la producción y el suministro. 

 
 También muestra cómo es posible aprender de los fracasos de modelos de 

extrema comercialización y cómo es posible introducir una regulación más 
estricta. De modo que la idea de que “no hay vuelta atrás” luego de 
introducir un cambio en las políticas es totalmente falsa — lo mismo que la 
suposición de que la legalización producirá inevitablemente un modelo 
favorecedor a esa industria.  
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¿Qué hay del tráfico ilegal de tabaco? 
 
Los prohibicionistas a menudo argumentan que la existencia de un tráfico ilegal 
paralelo de tabaco demuestra que los mercados legales son ineficientes para 
eliminar la criminalidad. Este es un argumento falaz, basado en pretender que 
los partidarios de la reforma sostenemos que el tráfico legal eliminará 
completamente o desplazará el tráfico ilegal. Nosotros no afirmamos tal cosa. 
 
 En cambio, sí sostenemos que el tráfico ilegal se reducirá sustancialmente 

con el transcurso del tiempo. Esto es precisamente lo que vemos que 
ocurre con el tabaco, cuyo tráfico ilegal constituye entre el 5% y el 25% del 
mercado total en diferentes países. Un mercado donde el 75–95% del 
producto está legalmente regulado y paga impuestos, es claramente 
preferible a uno donde el 100% se encuentra en manos de criminales. 

 
 La escala del mercado ilegal del tabaco es mayormente determinada por los 

niveles de tributación. En este sentido, hay un equilibrio por lograr entre la 
disuasión del consumo manteniendo los precios altos y la reducción de 
incentivos para el contrabando y la elaboración de cigarrillos adulterados 
que respondería a un precio relativamente bajo. No existen soluciones 
perfectas, pero debido a que el tabaco es legal y está regulado, los 
gobiernos pueden decidir e intervenir sobre los precios según sea 
pertinente. Ello resulta imposible con las drogas ilegales que se encuentran 
completamente sometidas a los caprichos de la oferta y la demanda en un 
mercado criminal no regulado. 

 
 También es digno de mención que la mayor parte del tabaco de 

contrabando es, al menos, producido legalmente en un inicio. 
 
Alcohol 
 
Al igual que el tabaco, el alcohol presenta ciertas diferencias clave respecto a 
otras drogas que requieren ser consideradas antes de transferir lecciones 
aprendidas sobre políticas y modelos regulatorios. A diferencia de muchas 
drogas, particularmente aquellas en forma de píldoras o polvo, el alcohol no 
sólo es consumido por sus efectos intoxicantes. Ha sido consumido 
históricamente por su valor calórico y ostenta una historia tan vieja como la 
civilización humana con un uso profundamente arraigado en un amplio rango 
de contextos sociales y culturales. Con cerca de 2 mil millones de 
consumidores en todo el mundo, la escala de consumo de alcohol y su 
penetración cultural global ayudan a explicar por qué su impacto negativo sobre 
la salud pública es superado sólo por el tabaco. 
 
Existe un considerable cúmulo de investigaciones que analizan el amplio 
espectro de enfoques de políticas para controlar el alcohol que han sido 
probadas, incluyendo mercados libres no regulados, ventas con autorización, 
monopolios de Estado y prohibición. Pese a que aún no existe un instrumento 
de políticas sobre el alcohol equivalente al Convenio Marco para el Control del 
Tabaco, el “Informe sobre el Estado de las Políticas sobre Alcohol en el Mundo” 
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de la Organización Mundial de la Salud propugna medidas similares para 
reducir los daños relacionados a esta sustancia.  
 
Hablando sobre cannabis 
 
El cannabis es relativamente fácil de producir, requiere escaso procesamiento y 
figura entre las drogas menos riesgosas, al menos en términos relativos, de las 
que actualmente se consumen (sean legales o ilegales). Se trata, por mucho, 
de la droga ilegal de más amplio uso estimándose en alrededor del 80% de 
todo el consumo de drogas ilegales a nivel mundial. El cannabis se encuentra 
también al centro del debate sobre la reforma de la política de drogas. 
 
El problema de la estrategia policial 
 
La policía que debe hacer cumplir la prohibición del cannabis se enfrenta a un 
reto imposible de vencer. La aplicación de la interdicción, tanto del lado de la 
oferta como de la demanda, ha demostrado ser no sólo totalmente inútil sino 
activamente contraproducente. 
 
Usted puede resaltar cómo el enfoque actual está: 
 
 Mermando enormes recursos de los presupuestos policiales ya agobiados. 
 
 Criminalizando y alienando a poblaciones clave (particularmente jóvenes) 

con quienes la policía debería estar buscando generar confianza y respeto. 
 
 Alimentando un floreciente tráfico criminal que se caracteriza cada vez más 

por el tipo de violencia más comúnmente asociada con los mercados de 
heroína y cocaína. 

 
 Brindando una “puerta de ingreso” a otras drogas más riesgosas al poner a 

los consumidores en contacto directo con vendedores criminales que 
suministran estas sustancias. 

 
Regulación del cannabis 
 
El cannabis ha estado a la vanguardia de la experimentación bajo la forma de 
modelos de políticas que ahora brindan evidencias de casos emprendidos 
alrededor del mundo: desde las prohibiciones punitivas hasta los modelos de 
despenalización de la posesión, pasando por mercados regulados legales y 
cuasi-legales. En particular, los modelos de mercados regulados ofrecen 
invalorables lecciones. 
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Al igual que con el alcohol y el tabaco, estos experimentos han tenido éxitos y 
fracasos de los que podemos aprender. Al respecto, los puntos clave que usted 
puede presentar incluyen: 
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 La regulación legal del cannabis es una realidad en ascenso y, con cada 

vez más estados en E.U. liderando la lucha, el cambio global es inevitable. 
 
 Podemos recurrir confiadamente a estas experiencias para demostrar la 

eficacia de algunas herramientas clave de la regulación que, a su vez, 
prueban que los temores alrededor de la regulación y el argumento de 
“saltar al vacío” están fuera de lugar. 

 
 La evidencia muestra claramente lo equivocado que está el temor de que 

los avances hacia enfoques menos punitivos o hacia mercados de cannabis 
legalmente regulados conllevarán inevitablemente a una explosión en el 
consumo.  

 
 Un marco que priorice la salud pública sobre la ganancia, y coloque 

estrictos controles sobre el mercadeo del producto, puede prevenir el riesgo 
de la sobre-comercialización. Los clubes cannábicos españoles y la 
propuesta de fuerte control estatal en Uruguay son dos ejemplos de 
modelos no-comerciales.  

 
 La potencia cada vez mayor del cannabis en ocasiones es planteada como 

una objeción a su legalización y regulación. Pero la potencia del cannabis 
(como el contenido alcohólico de las bebidas) puede ser regulada mediante 
un régimen legal, con información sobre potencia y riesgos en el empaque 
— como hace la legislación holandesa que limita a 15% el contenido de 
THC del cannabis vendido en los coffe shops. 

 
 La regulación legal de los mercados puede complementar una prevención 

efectiva. 
 
Opinión pública 
 
Los niveles de apoyo hacia la descriminalización o legalización/regulación del 
cannabis se han incrementado sostenidamente en gran parte del mundo 
desarrollado. Esto es particularmente llamativo en E.U. donde el apoyo a la 
legalización llegó a constituir una mayoría en 2012 muy a pesar de un contexto 
de continua hostilidad política proveniente de ambos partidos. Éste es un 
precedente muy positivo para el movimiento reformista en su conjunto, pues 
resulta evidente que la exposición a un debate informado impulsa a la opinión 
pública a tomar distancia respecto a la prohibición y la invita a dirigirse hacia la 
reforma. 
 
Evitando las trampas respecto al cannabis 
 
Existen trampas en relación a cómo el debate sobre cannabis ha sido 
manejado históricamente. Por ello, es necesario tomar precauciones al 
momento de abordar el tema. 
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¿Regular porque es seguro? 
 
A veces se sostiene que el cannabis debe legalizarse “porque es seguro”. Éste 
no es un argumento útil dado que es manifiestamente erróneo. Como todas las 
drogas, el cannabis tiene sus riesgos, e incluso si estos son relativamente 
bajos en comparación a otras drogas, una minoría pequeña pero no 
insignificante de consumidores de cannabis experimentan problemas reales 
con esta sustancia (existen problemas particulares con personas con 
antecedentes de salud mental, consumidores adolescentes y algunos usuarios 
crónicos). 
 
¿Regular porque es menos riesgoso que el alcohol y el tabaco? 
 
A menudo se presenta un argumento similar sobre la necesidad de regular el 
cannabis debido a que es menos riesgoso que drogas legales como el alcohol 
y el tabaco. Aunque la observación respecto al riesgo relativo es correcta, y 
puede resultar útil para resaltar la inconsistencia e hipocresía de la ley (dada la 
frecuencia con que se escucha el argumento de que “las drogas son ilegales 
porque son peligrosas”), esta afirmación puede resultar problemática. No sólo 
porque puede ser utilizada para defender la eventual prohibición del alcohol y el 
tabaco sino también porque socava la idea de que las drogas deben ser 
reguladas debido a los riesgos que presentan. 
 
¿Regular únicamente el cannabis? ¿Qué hay de las otras drogas? 
 
Este punto plantea la cuestión de cuán distinto es el debate sobre 
legalización/regulación del cannabis respecto al debate más amplio sobre la 
regulación de otras drogas, incluyendo aquellas que son ciertamente más 
riesgosas. Dados los avances actuales a este respecto, a menudo habrá la 
necesidad de abordar el tema del cannabis de manera independiente; sin 
embargo, también puede resultar útil hacer reflexionar a la gente respecto a los 
alcances más amplios de la reforma — especialmente dado que actualmente 
existen más electores que apoyan sólo la legalización del cannabis pero no la 
de otras drogas. 
 
Debates sobre cannabis recreativo y de uso médico 
 
El debate alrededor de las políticas y leyes respecto al consumo recreacional 
del cannabis a menudo queda enredado en discusiones paralelas sobre su uso 
médico (y también, aunque en menor medida, con el uso comercial/industrial 
de la planta de cáñamo). Debido a que los argumentos respecto a los usos 
recreativos y médicos de la planta son muy diferentes — y dado que la 
discusión sobre la pertinencia del uso de cannabis como medicina no es 
relevante para su perfil de riesgo en uso recreativo — por lo general no resulta 
útil confundir ambos temas o combinarlos. Existe un fuerte argumento que 
sostiene que las discusiones sobre el consumo recreacional de esta sustancia 
ha prevenido el acceso e investigación para uso médico, pero en términos 
generales sugeriríamos tratar de mantenerlos separados hasta donde sea 
posible — dejando el lado médico del debate a los expertos en el campo de la 
salud. 
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Hablando sobre… coca, cocaína y crack 
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Argumentos a plantear: 
 
 Ya existe una demanda considerable y establecida para la cocaína. Por lo 

tanto, debemos ser claros respecto al hecho de que esta demanda seguirá 
siendo abastecida ilegalmente si no encontramos alguna fuente regulada. 

 
 A través de décadas de experiencia, sabemos que éste no es un mercado 

que puede ser eliminado a través de estrategias de aplicación de la ley. La 
producción y el tránsito simplemente son desplazados a otras áreas debido 
a la existencia de una gran demanda que incentiva la entrada de agentes 
criminales al mercado por la oportunidad de obtener enormes ganancias. 

 
 Para los carteles que operan en América Latina la cocaína es aún la droga 

ilegal más rentable. Por lo tanto, colapsar o reducir el tráfico ilegal mediante 
cierta forma de mercado regulado tendría el efecto más dramático sobre la 
acción destructiva de los cárteles. 

 
Algunas de las reflexiones clave serían: 
 
 La regulación podría revertir la dinámica maximizadora del daño causada 

por el tráfico ilegal de drogas, que distorsiona el mercado y lo desvía hacia 
los productos más potentes y riesgosos (y rentables) como el crack y la 
pasta base. Ello podría lograrse incentivando la elaboración de 
preparaciones de cocaína menos riesgosas y más disponibles (por ejemplo, 
hoja de coca o productos derivados de la hoja de coca mínimamente 
procesados); imponiendo controles mucho más restrictivos sobre la cocaína 
en polvo y manteniendo una prohibición sobre la disponibilidad legal del 
crack o la pasta base (abordando a los consumidores a través de 
respuestas de tratamiento y reducción de daños). 

 
 La producción de hoja de coca legalmente regulada (para consumo 

tradicional, al igual que como saborizante para comidas y bebidas, 
incluyendo la Coca-Cola y la cocaína farmacéutica en países como E.U.) ya 
sucede en una escala significativa. Lo anterior demuestra cómo se pueden 
abordar los problemas de control de calidad y seguridad. Asumiendo esta 
realidad es posible suponer que la expansión de esta producción legal para 
usos no médicos no presentaría un reto regulatorio significativo. 

 
 Si bien existen modelos bien establecidos para regular los mercados legales 

de cannabis y la provisión de opiáceos con fines médicos para 
consumidores dependientes (incluyendo la heroína inyectable), también 
podemos aprender lecciones valiosas de la experiencia internacional en la 
regulación de estimulantes. Ésta incluye la prescripción y/o adopción de 
modelos farmacéuticos para el caso de las anfetaminas, la regulación de las 
denominadas nuevas sustancias psicoactivas en Nueva Zelanda y la 
producción de estimulantes tradicionales elaborados a base de plantas, 
incluyendo la hoja de coca. 
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 Dado el carácter relativamente limitado de esta experiencia, es necesario 
abordar el tema con cautela — empezando con la regulación de productos 
de coca de baja potencia como caramelos y bebidas elaboradas con coca. 
Éstos podrían también potencialmente reemplazar una pequeña parte del 
(más riesgoso) mercado de la cocaína en polvo. 

 
 El acceso regulado a la cocaína en polvo podría ser explorado bajo un 

modelo estrictamente controlado de ventas al menudeo (probablemente a 
través de farmacias), que involucre por ejemplo a compradores autorizados 
(identificados mediante la licencia de conducir, por ejemplo, donde los 
consumidores deben primero demostrar que comprenden los riesgos y 
saben cómo minimizarlos) y el racionamiento de las cantidades adquiridas 
para prevenir ventas secundarias. Ello requiere un modelo de monopolio del 
Estado, al menos inicialmente. 

 
 Por su parte, el crack no estaría disponible para su venta directa aunque el 

acceso legal regulado a la cocaína en polvo supondría que determinados 
consumidores podrían fabricarlo de manera relativamente fácil o dentro de 
mercados informales entre consumidores (que podrían ser tolerados como 
una forma de reducción del daño). 

 
 El paco o pasta base es un producto derivado de la prohibición y la 

producción ilegal. La disponibilidad de productos de cocaína menos 
riesgosos (u otros estimulantes) podría, cuando menos, ayudar a prevenir 
un mayor desarrollo de este mercado que conlleva grandes riesgos. 

 
 El abordaje de consumidores problemáticos de cocaína, crack o paco debe 

basarse en evidencias y estar guiado por los principios de salud pública y 
reducción de daños — antes que en sanciones y criminalización que 
exacerban los problemas, crean obstáculos para la intervención y abonan a 
la carga de grupos marginalizados y vulnerables. Existe una base de 
evidencia limitada pero creciente sobre cómo desarrollar tales 
intervenciones de reducción de daños. También existe una serie de 
programas que exploran la posibilidad de instaurar modelos de prescripción 
de sustitutos para consumidores de crack/pasta base como una forma de 
reducción de daños (incluyendo experimentos empleando cannabis y coca). 

 
 Existe un rango considerable de desplazamiento entre estimulantes 

dependiendo de su precio relativo, calidad, efectos, disponibilidad y estatus 
legal. Tal como se ha sugerido antes, hacer más disponibles los productos 
menos riesgosos y menos disponibles los productos de mayor riesgo crea 
oportunidades para guiar los patrones de consumo en una dirección positiva 
en el largo plazo. 

 
 El surgimiento de nuevas sustancias psicoactivas (NSP o “legal highs”) no 

controladas por las convenciones internacionales genera oportunidades 
para experimentar con modelos de regulación libres de las restricciones 
legales de orden superior. Existe cierta evidencia de que la aparición de 
estimulantes sintéticos ha llevado a la reducción del consumo de cocaína en 
lugares donde éstos se han popularizado. Es preciso reconocer, sin 
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embargo, que en estos casos también existen riesgos debido a la falta de 
información sobre los daños asociados a estas drogas. 

 
Hablando sobre… derechos y libertades 
 
Los derechos humanos y las libertades fundamentales siempre han sido un 
tema central del debate sobre la reforma de la política de drogas, incluso 
cuando en ocasiones los argumentos a favor de esta causa no hayan sido 
considerados cabalmente. Resulta particularmente importante que los 
argumentos sobre derechos humanos estén basados en sólidos razonamientos 
y que tomen en cuenta el contexto político y cultural del debate así como los 
valores y prioridades de su audiencia. Por ejemplo, existe una diferencia entre 
invocar el derecho legal a consumir drogas y resaltar cómo la criminalización 
de personas adultas que libremente eligen consumir infringe una serie de 
derechos legales internacionalmente reconocidos, incluyendo el derecho a la 
privacidad, a la salud, la cultura y a la libertad de creencias y prácticas — 
especialmente en relación al consumo de ciertas plantas. 
 
Los argumentos sobre la libertad de las personas adultas y en capacidad de 
elegir sobre el consumo de sustancias psicoactivas son intelectualmente 
sólidos. El principio que apuntala la mayoría de la legislación moderna radica 
en que las personas adultas con capacidad de libre discernimiento deben tener 
la libertad de tomar parte en cualquier conducta que deseen, siempre y cuando 
no perjudiquen a terceros. De la misma manera, la conducta personal riesgosa 
o el daño auto-infligido, aunque constituya una preocupación legítima para los 
gobiernos, por lo general no debe ser incumbencia de la legislación penal. 
 
No obstante, muchos derechos humanos y libertades no son absolutos — 
como el derecho a la privacidad y la libertad para manifestar la propia religión. 
Un Estado puede justificadamente transgredir estos derechos, por ejemplo, 
para proteger los derechos o la salud de otras personas. Sin embargo, tal 
intervención por parte del gobierno debe servir a un propósito legítimo y no 
imponer restricciones innecesarias para lograrlo. El Estado es también en 
última instancia el responsable de garantizar el cumplimiento de dichas 
condiciones. 
 
Sobre este tema, presentamos a continuación algunos de los argumentos a 
plantear: 
 
 Las leyes sobre drogas que criminalizan o sancionan el consumo personal 

(o la posesión para consumo personal) están reñidas con la legislación 
concerniente a elecciones personales comparables que también involucran 
la toma de riesgos y el daño auto-inflingido por parte de adultos con 
capacidad de libre discernimiento — la práctica de deportes peligrosos, el 
sexo no protegido y el consumo de drogas legales como el alcohol, el 
tabaco y los solventes, por ejemplo. Estas actividades, a pesar de no ser 
sensatas y ser activamente desaconsejadas, no constituyen un delito. 

 
 Existe aquí una importante distinción entre el “delito consensual” del 

consumo de droga que involucra tomar un riesgo personal y las leyes que 
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criminalizan las acciones que perjudican directamente a otras personas 
como el robo, la violación o la agresión física.  

 
 También pueden aplicarse argumentos sobre derechos humanos al tema de 

la producción y venta de drogas aunque, desde luego, es necesario 
presentarlos cuidadosamente. Se puede hablar, por ejemplo, del derecho a 
un estándar de vida adecuado para agricultores de bajos ingresos que 
cultivan la hoja de coca o bien del derecho a la privacidad en relación a un 
mini agricultor o el auto-cultivo de unas cuantas plantas. Una vez más la 
pregunta es si de verdad no existen medios menos restrictivos para 
alcanzar esta meta que el régimen de fiscalización. Y sobre todo, si los 
medios han resultado manifiestamente inútiles para lograr el fin declarado al 
cabo de un plazo sustancial ¿puede acaso justificarse la transgresión de los 
derechos? 
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INVERTIR PARA TRANSFORMAR. LA JUVENTUD 

COMO PROTAGONISTA DEL DESARROLLO  
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INVERTIR PARA TRANSFORMAR. LA JUVENTUD COMO PROTAGONISTA 
DEL DESARROLLO. 

 
 

Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
Organización Iberoamericana de Juventud 

Instituto Mexicano de la Juventud 
Organización Internacional del Trabajo 

 
UN CASO PARTICULAR: INVERSIÓN EN JUVENTUD EN MÉXICO 
 
Situación de las y los jóvenes en México69 
 
Para 2014 se alcanzó la cifra de 119,7 millones de mexicanos, de los cuales 
38,2 millones son jóvenes de entre 12 y 29 años; esto representa una tercera 
parte de la población mexicana (31,9%). Para 2020 se estima que dicha 
proporción será de 30,5%, momento a partir del cual se reducirá de manera 
constante hasta alcanzar 24,4% en 2050. La reducción de la proporción de la 
población joven tendrá distintos efectos, siendo uno de los principales el cierre 
de la ventana de oportunidad demográfica.70  
 
Actualmente, por cada persona económicamente dependiente hay dos 
personas no dependientes. El escenario que proyecta el Consejo Nacional de 
Población sugiere que se seguirá observando este comportamiento durante los 
próximos cinco años, por lo tanto es fundamental generar estrategias 
gubernamentales que potencien las habilidades y cualidades de la población 
joven para aprovechar, de manera óptima, esta ventaja demográfica. 
 
Para hacerlo realidad, México debe impulsar y fortalecer entre otros: la 
inversión en educación, la capacitación laboral y la creación de fuentes de 
trabajo decente para las y los jóvenes. Además, la incorporación de la 
población joven al desarrollo del país requiere garantizar el pleno ejercicio de 
sus derechos y evitar situaciones como la reproducción intergeneracional de la 
pobreza, escenarios de mayor inseguridad y la falta de cohesión social. 
 
Una de las principales barreras que enfrenta la población juvenil en el 
desarrollo de su vida es la pobreza. En México, se estima que el 45,5% de la 
población enfrenta algún tipo de pobreza, mientras que, de manera particular, 
el 44,9% del grupo de 12 a 29 años enfrenta esta situación71. 
 
De las personas que presentan algún nivel de pobreza, 9,8% se encuentra en 
pobreza extrema; en población joven, este porcentaje alcanza el 9,4%. 
Derivado de lo anterior, es necesario atender de manera prioritaria a los 3,5 

                                                 
69 Proyecciones poblacionales efectuadas por el Consejo Nacional de Población (CONAPO) de México. 
70 En esta situación, la población en edad económicamente no dependiente es mayor que la población 
económicamente dependiente. Los cálculos que aquí se muestran sobre el bono demográfico son con 
base en el rango de edad de 14 a 65 años, para estimar la población económicamente no dependiente. 
71 Calculado por la DIEJ-Imjuve a partir de la base de datos construida por el Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) para generar el Informe de Pobreza en México 
(2012). Dicha base se conformó a partir del Módulo de Condiciones Sociales de la Encuesta Nacional de 
Ingresos y Gastos de los Hogares 2012 (MCS-ENIGH) del INEGI. 
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millones de jóvenes que viven en situación de pobreza extrema mediante 
acciones que propicien positivamente la ruptura de los circuitos de pobreza 
generacionales. Un primer paso es identificar la ubicación geográfica de estos 
jóvenes. En 2012, los estados de Chiapas (75,3%), Guerrero (70,2%) y Puebla 
(63,0%) registraron los niveles más altos de pobreza en jóvenes de 12 a 29 
años; en cambio en Nuevo León (22,9%), Coahuila (26,1%) y Sonora (27,3%) 
se registraron las menores proporciones de jóvenes en esta situación. 
 
Las principales carencias que enfrenta la población juvenil, en términos de 
pobreza, son en relación al ejercicio de sus derechos sociales: siete de cada 10 
presentan carencia por acceso a seguridad social; tres de cada 10, carencia de 
acceso a servicios de salud y 15,3% se encuentra en rezago educativo. Esta 
situación representa un obstáculo importante para el desarrollo del país, pues 
se trata de personas que inician su vida laboral y su proceso hacia la 
autonomía. 
 

 
 

Entre 2010 y 2012 se registraron avances, aunque marginales. Por ejemplo, 
500.000 jóvenes dejaron la condición de pobreza extrema y el número de 
carencias promedio también disminuyó; aunque la mitad de la población de 12 
a 29 años todavía vive en hogares con ingreso per cápita inferior al valor de la 
línea de bienestar72, y uno de cada cinco reside en hogares con ingreso per 
cápita inferior al valor de la línea de bienestar mínimo, es decir, el ingreso de 
estos hogares resulta insuficiente para adquirir la canasta básica alimentaria.  
 
                                                 
72 La línea de bienestar equivale al valor total de la canasta alimentaria y de la canasta no alimentaria por 
persona al mes. La línea de bienestar mínima equivale al valor de la canasta alimentaria por persona al 
mes. 
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El reto de la política social ante este panorama de pobreza juvenil es enorme. 
No sólo se trata de dimensionar la cantidad de jóvenes y su distribución 
geográfica, también implica comprender que la condición social de pobreza es 
familiar. Lograr la ruptura generacional de reproducción de la pobreza es 
crucial para impactar en los niveles de vida de la población juvenil y conseguir 
que estos resultados sean permanentes. 
 
La población joven ha marcado tendencias y transiciones culturales, 
económicas y sociales, tanto en nuestra sociedad como en muchas otras 
latitudes. 
 
Los cambios ya están aquí y las y los jóvenes los personalizan con mayor 
elocuencia en comparación con el resto de la población, y son ellos también 
quienes representan los principales desafíos para el Estado y la sociedad 
mexicana, debido a que: a) apenas un poco más de la mitad de las y los 
jóvenes mexicanos (56%) está recibiendo educación media superior, en 
contraste con el 84% logrado, en promedio, por los países de la OCDE, como 
requisitos de calificación para el trabajo actual y para desempeñarse como 
ciudadanos73; b) la mayoría de estos jóvenes encuentra difícil incorporarse al 
mercado laboral: por ejemplo, siete de cada 10 consigue su primer empleo a 
través de redes informales, preferentemente amigos o familiares74, y c) 53,2% 
de los desempleados en México tiene entre 14 y 29 años75. 
 
No obstante estas desventajas educativas y socioeconómicas, son las y los 
jóvenes quienes están avanzado más que el resto de la población en otras 
dinámicas; por ejemplo, en el acceso y manejo sofisticado de las tecnologías 
de la información y comunicación, así como en las nuevas posibilidades de 
participación social y cultural. 
 
Para que una sociedad se califique como igualitaria, no sólo se requiere 
garantizar el ejercicio de los derechos de todas las personas, sino generar 
acciones afirmativas para que las personas pertenecientes a grupos 
históricamente discriminados tengan un acceso efectivo a las mismas 
oportunidades de desarrollo económico y social respecto del resto de la 
población. 
 
Uno de estos grupos lo representan las y los jóvenes, quienes por motivos de 
apariencia, inexperiencia o formas de pensar y actuar son discriminados y 
excluidos de diferentes oportunidades laborales, educativas o culturales. Por 
ello, el Estado debe implementar acciones específicas que impulsen en materia 
de educación, empleo, salud, participación social, prevención, que todas las 
personas jóvenes gocen de sus derechos sin obstáculos. 
 
 
 
 

                                                 
73 OCDE (2013). Education at a Glance 2013. Indicadores y anexos. Tabla C1.1a Consultado desde : 
http://www.oecd.org/edu/educationataglance2013-indicatorsandannexes.htm#ChapterC 
74 Imjuve (2011). Encuesta Nacional de Juventud 2010. Base de datos 
75 INEGI. ENOE 4º Trimestre de 2013. 
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Educación  
 
La inversión en educación es uno de los mecanismos más importantes con los 
que el gobierno cuenta para potenciar las capacidades y habilidades de las y 
los jóvenes. De la educación de las niñas, niños y jóvenes, depende en gran 
medida el nivel de desarrollo que México puede alcanzar en el futuro. 
 

 
 

En el período de 2000 a 2012, se redujeron las tasas de analfabetismo, el 
rezago educativo y las tasas de deserción en el nivel básico y medio superior76. 
No obstante, los resultados del Informe 2012 del Programa Internacional para 
la Evaluación de Estudiantes (PISA) contrastan con lo anterior. En ellos, se 
ubica a los estudiantes mexicanos en el lugar 53 de 65 de los países evaluados 
que forman parte de la OCDE77, lo que señala que a nivel internacional México 
presenta un deficiente aprovechamiento escolar. 
 
Con base en la ENVAJ 201278, la mayoría de las personas jóvenes estudia el 
nivel básico, seguido por la población que se encuentra en el nivel medio 
superior (30,8%). Sin embargo, la trayectoria educativa de la población joven 
se ve notablemente truncada cuando estos llegan al nivel de educación 
superior, pues únicamente el 15% ha estudiado al menos un semestre de este 
nivel. De este modo, es preciso establecer mecanismos y acciones que 
permitan incrementar el acceso a todos los niveles educativos, pero, sobre 
todo, al nivel superior. 
 
Al revisar el histórico de la tasa neta de escolarización, entendida como el 
porcentaje de jóvenes que, dada su edad, asisten al nivel educativo que les 
corresponde, se observa una tendencia positiva del año 2000 a la fecha, 
incrementando en 15 puntos porcentuales en el nivel básico y 18,6 en el nivel 
medio superior. No obstante, uno de cada dos jóvenes entre 15 y 17 años, que 
debería asistir a algún bachillerato o escuela tecnológica, no lo hace. 

                                                 
76 SEP. Sistema Nacional de Indicadores Educativos, Consultado en http://bit.ly/1rm6lnQ. 
77 Promediando los lugares obtenidos en Matemáticas, Lectura y Ciencias. Los datos pueden ser 
consultados en: http://bit.ly/1cSKOcS. 
78 Imjuve (2012) Encuesta Nacional de Valores en Juventud, 2012. Base de datos. 
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En la actualidad, las y los jóvenes mexicanos poseen un mayor nivel de 
escolaridad con respecto a la generación de sus padres. Hoy, tres de cada 10 
tienen educación media superior, mientras que en la generación de sus padres 
la razón era de sólo uno de cada 10. Sin embargo, este avance educativo no se 
ha visto reflejado en la movilidad ascendente de estatus socioeconómico. Al 
considerar el nivel de ingreso de las personas, se observa que en el primer 
quintil (parte inferior de la distribución de ingresos), seis de cada 10 personas 
se mantienen en la misma posición en la que se encontraban sus padres, o tan 
sólo han subido al segundo quintil de la distribución79. 
 

 
 
Transición escuela-trabajo 
 
Las y los jóvenes mexicanos esperan obtener de la educación un buen trabajo 
(53,5%), acompañado de un considerable desarrollo profesional (17,6%), poder 
generar los recursos monetarios que les permitan salir adelante (9,3%) y, en su 
mayoría, consideran que no tendrán problemas para conseguir un empleo una 
vez que concluyan sus estudios (48,8%). 
 
No obstante, la inserción de las y los jóvenes en el mercado laboral no es tan 
simple, e implica grandes retos tanto a nivel institucional como individual. Una 
primera tarea es conocer la concordancia que hay entre los programas de 
estudio y las habilidades requeridas en el mercado laboral. 
 
Otro gran reto sobre este aspecto es la conexión que existe entre lo que las y 
los jóvenes estudian y el desempeño laboral que tienen. Para mejorar as 
condiciones en las cuales la población joven se incorpora al mercado de 
trabajo, debe existir un vínculo entre lo que esta población aprende en el salón 
de clases y el trabajo que va a desempeñar. Ello contribuiría a incrementar la 
eficiencia y productividad laboral de este grupo de población. Sin embargo, la 
situación actual se encuentra lejos de dicho objetivo: sólo entre el 20% y el 

                                                 
79 CEEY, (2013), Informe de movilidad social en México 2013. Imagina tu futuro. Centro de Estudios 
Espinosa Yglesias. 
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25% de la población joven que labora, percibe que existe una correspondencia 
entre su nivel de escolaridad y el trabajo que realiza80. 
 
Empleo 
 
Históricamente, la tasa de desocupación entre jóvenes ha sido mayor a la que 
corresponde al resto de la población. Esta situación refleja la disparidad de 
oportunidades para la población que se incorpora a la PEA. Para el cuarto 
trimestre de 2013, la tasa de desocupación en población abierta se ubicó en 
4,6%, mientras que para la población de entre 14 y 29 años fue de 7,7%, 
siendo mayor para las mujeres (8,8%) que para los hombres (7,0%)81. 
 
También se observa que contar con estudios de nivel medio superior y superior 
no garantiza la inserción laboral. La evidencia muestra que el mercado laboral 
genera mayor número de plazas para jóvenes con educación básica en 
comparación con el número de empleos generados para jóvenes con mayor 
nivel de estudios. Cabe añadir que las posiciones que ocupan las personas 
jóvenes con menor nivel educativo, suelen proporcionar remuneraciones 
salariales más bajas y menores prestaciones laborales. 
 
El ingreso tiene un papel preponderante para acceder a los satisfactores 
esenciales. De acuerdo con la medición de pobreza 2012 del Coneval, uno de 
cada dos jóvenes de 12 a 29 años no contaba con los ingresos suficientes para 
adquirir una canasta de bienes básicos alimentarios y no alimentarios (18,6 
millones de personas); asimismo, 18,3% de las y los jóvenes no tiene ingresos 
suficientes para cubrir el costo de una canasta básica alimentaria (6,8 millones 
de personas). De hecho, en 2012, el ingreso corriente total per cápita de esta 
población fue de 3098 pesos al mes y, desagregando por sexo, se observa que 
resultó ligeramente mayor para los hombres (3240 pesos) que para las mujeres 
(2955 pesos). La mayor proporción del ingreso total proviene del ingreso 
laboral (81%) y una menor por transferencias (10,2%). 
 

 

                                                 
80 INEGI (2009). Módulo de capacitación y empleo (MECE). 
81 INEGI, Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE). Datos históricos (1er Trimestre 2005 al 4º 
trimestre, 2013). 



 225

También, el acceso a la seguridad social es menor para la población joven 
(31,6%) que para el total (38,8%). Por sexo, el acceso es similar entre hombres 
jóvenes (31,4%) y mujeres jóvenes (31,8%). Sin embargo, se observa una 
brecha desfavorable para las mujeres cuando se considera a la población 
juvenil que forma parte de la PEA, así como aquella población de jóvenes que 
se encuentra laborando. Esta brecha se invierte al considerar a la población de 
jóvenes que no forman parte de la PEA. 
 
En la medida en que se garantice el acceso a la educación y se facilite la 
transición de la escuela al primer empleo, se espera reducir la proporción de 
jóvenes que se encuentren sin estudiar, sin trabajar y sin recibir capacitación 
laboral. Esta proporción, en 2012, alcanzó el 18,9% de los jóvenes de entre 14 
y 29 años. Al analizar el problema por sexo, encontramos que por cada joven 
hombre que no estudia y no trabaja hay tres mujeres. 
 
Inversión social: un marco de análisis 
 
El crecimiento de la economía, la creación de empleo y el mejoramiento de los 
salarios son condiciones indispensables, pero no suficientes, para superar 
pobrezas. Con frecuencia los beneficios del crecimiento no llegan a los 
sectores que las viven o llegan en menor medida y con menor calidad que al 
resto de la población. El Estado tiene una responsabilidad ineludible en 
impulsar activas políticas de desarrollo social tanto sectoriales (educación, 
salud, previsión social, justicia, vivienda y equipamiento urbano) como 
específicas de alivio y superación de la pobreza. 
 
La denominación de políticas y programas de inversión social tienen como 
objetivo proporcionar a los sujetos (personas, familias, grupos, organizaciones, 
localidades) las oportunidades y capacidades para responsabilizarse del 
mejoramiento de sus condiciones de vida. Por lo tanto, se trata de una 
perspectiva ligada indisolublemente a las condiciones reales de vida de la 
población, sobre todo de aquella que no cuenta con las mejores circunstancias 
para su subsistencia y desarrollo. 
 
Las políticas y programas de inversión social representan, aparentemente, un 
nicho acotado de la política social y de superación de la pobreza. No obstante, 
se trata de un campo de acción fundamental que tiene repercusiones directas 
sobre los procesos de integración-exclusión social y el logro de mayor igualdad 
de oportunidades y de mayor ciudadanía. 
 
En la década del noventa hubo cambios importantes en el enfoque de la 
superación de la pobreza que se expresó en más recursos, nuevas 
instituciones y programas, modalidades de gestión descentralizadas y 
participativas las políticas y programas y con mayor injerencia de la sociedad 
civil, y la aplicación de nuevos instrumentos de asignación de recursos, por 
nombrar algunos cambios. Entre estos cambios destacan: 
 
 Priorización de políticas y programas de inversión social sobre los 

asistenciales. El énfasis se ha puesto en expandir capacidades de las 
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personas y sectores pobres, y en abrir oportunidades para que se inserten 
en mejores condiciones en la economía y sociedad. 

 Nuevos programas que abordan una mayor diversidad de temas y 
destinatarios, y nuevas instituciones que apoyan y coordinan los programas 
y otras acciones de política. 

 Innovación en modalidades de gestión y de asignación de recursos, en las 
que sobresalen una intensificación de los vínculos de servicios públicos: 
organizaciones privadas en la ejecución de los programas, la creación de 
diversos fondos concursables y nuevas modalidades de asignación de 
recursos. 

 Profundización en el proceso de descentralización en las dimensiones 
política, administrativa, técnica y de asignación de recursos, donde de una 
manera sostenida los municipios han ido tomando bajo su cargo el 
desarrollo social, y en los que los gobiernos regionales tienen atribuciones 
para decidir sobre una parte –minoritaria, pero creciente– de los recursos 
que les llegan. 

 Distintas iniciativas orientadas a lograr una mejor coordinación de 
Secretarías o Ministerios de servicios públicos en sus acciones en el ámbito 
social, en particular el de superación de la pobreza. 

 
El tema central no es sólo más recursos, más programas, más intentos de 
coordinación institucional, más instituciones, sino que se plasma en el cómo se 
ejecutan las políticas y los programas. 
 
Inversión social en jóvenes: monto global y distribución sectorial 
 
Actualmente en América Latina se ha comenzado a hablar del desbalance 
etario del bienestar y la pobreza –es decir, la sobrerrepresentación de los niños 
y jóvenes en la pobreza en comparación con otros grupos de edad–82, aunque 
la preocupación por el desbalance estaba ya presente a inicios del año 2000. 
En aquel momento, se planteaba que los logros económicos cosechados en la 
primera mitad de la década de los noventa se traducían en una reducción 
importante de la proporción de personas que estaba viviendo en hogares con 
ingresos por debajo de la línea de pobreza pero que los resultados que 
describían al promedio de toda la población no daban cuenta de lo que estaba 
ocurriendo en distintos grupos etarios ocultos en ese promedio. Esta situación 
interpeló a los sistemas de protección social de algunos países y derivó en el 
impulso de nuevas políticas para dar respuesta a las urgencias que los datos 
mostraban, entre las que destacaron especialmente los programas de 
transferencias monetarias. 
 
La preocupación por el sesgo o desbalance etario del bienestar y la pobreza 
está estrechamente vinculada con el debate sobre el lugar que la infancia y la 
juventud tienen para los sistemas de protección social. Es razonable esperar 
que si la incidencia de la pobreza por ingresos de los hogares es más alta entre 
los niños y jóvenes que entre el resto de la población o que otros grupos 
específicos, esto guarde relación directa, al menos en algún punto, con la 
efectividad de las políticas y su capacidad para proveer bienestar a distintos 
                                                 
82 Cecilia Rossel, El desbalance etario del bienestar. El lugar de la infancia en la protección social en 
América Latina, CEPAL, UNICEF, 2013. 
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subgrupos de la sociedad. En última instancia, el sesgo por edad refleja la 
orientación etaria de los sistemas de protección social y las opciones que los 
países hacen para proteger más y mejor a un subconjunto de la población 
frente a otros. 
 

 
 

Siguiendo este argumento de Rossel, hemos reconstruido, a partir del análisis 
del presupuesto a nivel nacional, una serie de indicios sobre el peso específico 
que la inversión en jóvenes tiene en México y cómo éste se refleja en la 
asignación de recursos económicos a proyectos y procesos particulares. 
 
Es importante aclarar que la denominación “inversión en jóvenes” se refiere a 
una aproximación de aquellos rubros que en el formato agregado del 
Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) es posible rastrear como 
“susceptibles” para jóvenes. 
 
De esta manera, los programas alineados como “inversión en jóvenes”, son: 
 
 Fondo de aportaciones para la educación básica y normal (ramo 33). 
 Fondo de aportaciones para la educación tecnológica. 
 Erogaciones de las dependencias para atender a la población indígena, 

cuya denominación a partir de 2011 cambió a erogaciones para el 
desarrollo integral de los pueblos y comunidades indígenas. 

 Reasignaciones al propio Instituto Mexicano de la Juventud. 
 Reasignaciones a través del programas de deporte hacia acciones estímulo 

a la juventud, apoyo al fortalecimiento de las instancias locales y 
municipales de juventud. 



 228

 Ampliación especiales para la reforma a la educación secundaria y primaria, 
aplicado sólo en 2008. 

 Ampliación presupuestal para la expansión de la oferta educativa en 
educación media superior a partir de 2008. 

 Ampliación del programa de becas de educación media superior a partir de 
2008. 

 Ampliación para la generación del programa: reinserción académica de los 
jóvenes integrantes de bandas y pandillas, dato por demás curioso, 
programa aplicado sólo en 2009. 

 Ampliación para el programa para el fortalecimiento del servicio de la 
educación telesecundaria. 

 Ampliación para el programa becas de apoyo a la educación básica a 
madres jóvenes y jóvenes embarazadas, con asignaciones presupuestales 
específicas a partir de 2012. El programa como tal existe desde 2004, así 
como el programa nacional de lectura. 

 Bajo el gran abanico del programa especial concurrente para el desarrollo 
rural sustentable, se encuentran acciones como educación agropecuaria, 
programas de desarrollo de capacidades: becas e educación indígena; 
apoyo a incubadoras de negocios para jóvenes; programa para jóvenes 
emprendedores rurales; el fondo de apoyo a la micro, pequeña y mediana 
empresa (para mujeres y jóvenes); el programa educativo rural. 

 Programa para la integración laboral con perspectiva de género y grupos 
vulnerables. 

 Consejo de Menores, sistema de justicia para menores de edad. 
 Transferencias para becas para instructores comunitarios. 
 Promoción y difusión de los derechos de las madres jóvenes y jóvenes 

embarazadas. 
 Programa de becas para jóvenes no beneficiados por otros programas. 
 Programa de becas a jóvenes migrantes mexicanos. 
 Comisión Nacional de la niñez, adolescencia y familia. 
 Presupuesto para mujeres y la igualdad de género, cuyo nombre cambió a 

partir de 2010 a igualdad entre mujeres y hombres. 
 Fondo para la consolidación de las universidades públicas estatales y con 

apoyo solidario. 
 Fondo para la consolidación de las universidades interculturales. 
 Recursos para atención a grupos vulnerable. 
 Erogaciones para el desarrollo integral de los jóvenes, anexo específico en 

el PEF a partir de 2010. 
 Recursos para la atención de niñas, niños y adolescentes anexo específico 

en el PEF a partir de 2012. 
 
Lo que este ejercicio inicial y muy experimental permite visualizar es la mínima 
cantidad de recursos que se destinan específicamente para jóvenes. Si somos 
coherentes con el discurso de jóvenes como actores estratégicos para el 
desarrollo y con la viabilidad del país en el futuro, si la inversión no se destina 
con más eficacia hacia jóvenes, estos datos son más que elocuentes respecto 
a la disociación entre la acción y el discurso. 
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Este gran panorama de la organización del presupuesto a través de este primer 
listado de fondos y programas nos permite advertir que el grueso de las 
acciones destinadas a jóvenes tienen que ver con la educación: en formato de 
becas, subsidios a jóvenes embarazadas, incentivos a la instrucción indígena, 
rural, básica, telesecundaria, media superior y superior. 
 
Por tanto la imagen que soporta el presupuesto y la gama de programas 
rastreables en el este documento (PEF) es la del joven estudiante, o bien el 
becario permanente, sin vínculo real con el trabajo o con transiciones laborales 
truncas, en la que escenarios de emancipación, participación, salud, 
ciudadanía, e incluso pobreza salen por completo del umbral programático 
presupuesto. 
 
A continuación presentamos un recuento adicional de programas que se 
mencionan en diferentes apartados del Presupuesto de Egresos de la 
Federación, que no tienen etiquetado presupuesto pero que van dirigidos a 
jóvenes: 
 

 
 

Algunas claves para el debate 
 
Si regresamos al debate inicial sobre el concepto de inversión social y la idea 
del desbalance etario del bienestar, hay al menos cuatro problemas críticos 
centrales que han dificultado la puesta en práctica de las orientaciones y 
objetivos de la política de superación de la pobreza y los jóvenes: 
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 La falta de debate y reflexión concretos sobre los principios orientadores de 
las políticas de juventud y de superación de la pobreza. Se ha trabajado con 
conceptos y definiciones demasiados generales y no se ha debatido lo 
suficiente sobre el significado de conceptos claves como inversión social, 
expansión de capacidades, participación social juvenil, apertura de 
oportunidades, equidad, emancipación, ciudadanía e integración social. 

 
 Los instrumentos de política que se han elaborado, en los que sobresalen 

los programas, han respondido sólo parcialmente a las prioridades 
definidas. Los programas plantean “expandir capacidades”, pero adoptan 
una perspectiva en la cual el peso de lo que se ofrece continúa estando en 
suplir carencias. Se habla de buscar soluciones integrales, pero se 
segmenta la problemática por área, segmento etario o por institución 
ofertante, por lo que las intervenciones se yuxtaponen y tienen dificultades 
para articularse, con lo que las respuestas terminan siendo parciales. Se 
busca promover la participación juvenil, pero ésta es discontinua en el 
tiempo, se limita a aspectos instrumentales y sólo fortalece algunas 
capacidades de gestión. 

 
 Existen diseños coherentes y fundamentados de los programas (que 

definen objetivos, líneas de acción, procedimientos, actividades, tiempos, 
mecanismos, etc.). No obstante, estos diseños suelen tener algunos 
problemas: i) son rígidos, estandarizados y predefinidos, y priorizan el logro 
de productos más que de los efectos e impacto esperados, y sólo a veces 
abren espacios de flexibilidad para adaptarse a la realidad local; ii) los 
niveles regional y local no participan casi en la formulación del diseño de los 
programas y existen pocos espacios de retroalimentación entre la ejecución 
y el diseño de los mismos, y iii) el diseño del programa no se detiene a 
evaluar los requerimientos de apoyo, de comprensión del programa, de 
recursos y capacitación de los agentes de los cuales se espera la 
implementación. 

 
Como consecuencia de estas y otras situaciones, la política y los programas 
para jóvenes no responden con pertinencia a la diversidad y naturaleza 
cambiante de las situaciones y condiciones de vida de la población juvenil en 
los distintos países. 
 
Podemos incluso afirmar que los resultados que obtiene un programa 
dependen centralmente del estilo de trabajo de los agentes que intervienen en 
la ejecución a nivel local, en particular de aquellos que entran en contacto 
directo con los jóvenes.  
 
Los desafíos apuntan a cambios necesarios que no tienen que ver con el qué 
se hace y con qué recursos, preocupación tradicional de la política pública y 
siempre importante, sino que con el cómo se concibe, diseña y gestiona esta 
política. 
 
 
POLÍTICAS PÚBLICAS DE JUVENTUD: INICIATIVAS SECTORIALES 
DESTACADAS 
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Formando capacidades – iniciativas del ámbito educativo 
 
El diseño y la ejecución de los diferentes programas de educación en la 
mayoría de los países de Iberoamérica están orientados a la superación de la 
pobreza por medio de la prevención de la deserción escolar y la retención de 
las y los jóvenes en el sistema educativo, del mejoramiento de las 
competencias profesionales de ellos y de la reinserción educacional. Son 
quienes completan la secundaria los que tienen más altas probabilidades de 
poder salir del umbral de la pobreza (CEPAL, 2008). Esto, por lo demás, 
implica que la conclusión de la educación primaria no sea un factor suficiente 
para superar la pobreza. De hecho, para poder acceder a empleos cuya 
remuneración asegure una renta suficiente para lograr el mínimo bienestar, las 
y los jóvenes deben acumular entre 11 y 12 años de estudio (CEPAL, 2008). 
En América Latina, hacia 2012, cerca del 91,3% de las y los jóvenes de entre 
15 y 19 años han completado la primaria y un 56,5% de las y los jóvenes de 
entre 20 y 24 años ha completado la secundaria (CEPALSTAT, en base a 
tabulaciones especiales de encuestas de hogares). 
 
Existen diferentes planes nacionales que apuntan a la continuación de estudios 
y a la inserción laboral de la población juvenil. Casos como el de Argentina, por 
ejemplo, que en diciembre de 2012 aprobó el Plan Nacional de Educación 
Obligatoria y Formación Docente 2012-2016, que contempla entre sus objetivos 
ampliar y mejorar las condiciones de acceso, permanencia y egreso en el 
sistema educativo, fortalecer las trayectorias escolares mejorando las 
condiciones para la enseñanza y aprendizaje, y así también la gestión 
institucional ampliando las estrategias para jóvenes escolarizados y no 
escolarizados. 
 
México presenta el Programa Sectorial de Educación 2013-2018, con el cual 
busca asegurar la calidad de los aprendizajes en la educación básica y la 
formación integral de todos los grupos de la población, y que también pretende 
fortalecer la calidad y pertinencia de la educación media superior, superior y 
formación para el trabajo, a fin de que contribuyan al desarrollo del país. 
Asimismo, este programa tiene el afán de asegurar una mayor cobertura, 
inclusión y equidad educativa entre todos los grupos de la población para la 
construcción de una sociedad más justa, e impulsar la educación científica y 
tecnológica, siendo entendida como un elemento indispensable para la 
transformación del país en una sociedad del conocimiento. En último lugar, 
fortalecer la práctica de actividades físicas y deportivas, y la promoción y 
difusión del arte y la cultura como recursos formativos privilegiados a fin de 
lograr una educación lo más integral posible. 
 
En sintonía con la educación integral de las personas, El Salvador cuenta con 
el Plan Nacional de Educación 2021, que tiene por objetivo la formación 
integral de todas las personas, lograr la escolaridad de 11 grados en toda la 
población (esto es, en otras palabras, completar la educación secundaria alta), 
capacitar técnica y tecnológicamente a las personas y desarrollar materias en 
ciencia y tecnología para el bienestar de la sociedad. 
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Y así, varios de los programas y planes nacionales que presentan los países se 
estructuran bajo ejes similares en concordancia con la finalización de los 
estudios secundarios, de la incorporación y culminación de la educación 
terciaria, de la inserción laboral y, en consecuencia, de lograr en el mejor de los 
casos la superación de la pobreza accediendo a un mayor bienestar económico 
y social. En este sentido, los principales programas y proyectos registrados son 
clasificados en las siguientes categorías según sean los objetivos y las 
estrategias o actividades de su diseño e implementación. A continuación, serán 
descritos los principales ejes bajo los cuáles actúan las políticas, programas y 
proyectos sociales en educación. 
 
Prevención y disminución de la deserción escolar 
 
Muchos y muchas jóvenes de la región abandonan la escuela llegada la 
secundaria, sea por razones económicas o problemas relacionados con la 
oferta o falta de establecimientos (CEPAL, 2002). Las razones económicas 
corresponden, fundamentalmente, a la falta de recursos del hogar para 
enfrentar los gastos que demandan la asistencia a la escuela y la posibilidad 
que significa que las y los jóvenes puedan salir a trabajar recibiendo 
remuneraciones que les permitan acceder a un mayor bienestar. En el caso de 
las mujeres de nivel socioeconómico bajo, por ejemplo, desde muy pequeñas 
deben dedicarse a diferentes labores domésticas y maternas, sin poder asistir a 
los establecimientos educacionales (CEPAL, 2011: 63). Otros problemas 
relacionados con el abandono o la inasistencia a los centros educacionales se 
deben a la escasa oferta o la falta de establecimientos, que se condicen con la 
inexistencia de escuelas o su lejanía y dificultades para el acceso a ellas, entre 
las principales razones.  
 
Argentina, por ejemplo, implementa actualmente el “Programa Nacional de 
Inclusión Educativa”, ejecutado por el Ministerio de Trabajo, Empleo y 
Seguridad Social, en vigencia desde el año 2004, con el cual busca la 
reinserción, permanencia y egreso de niños, niñas y adolescentes de 6 a 18 
años por medio de la implementación de políticas pedagógicas e 
institucionales. 
 
Colombia, por otro lado, desarrolla el programa “Familias en Acción” en 2002, 
impulsado por el Ministerio de Educación Nacional, para evitar la deserción 
escolar de las y los niños y jóvenes de 7 a 17 años. A través de la entrega de 
subsidios condicionados a la asistencia regular de las y los niños y jóvenes a 
las escuelas, la planificación vigente busca reducir en un 5% la deserción 
escolar y alcanzar coberturas universales de educación básica primaria y 
secundaria. Hasta el 2009, este programa ha cubierto 1.417.473 estudiantes de 
primaria, y 1.504.147 de secundaria, que representan al 6,37% de la población 
total del país para ese año. 
 
Costa Rica, con el programa “Transporte Estudiantil” del Ministerio de 
Educación Pública, busca que las y los jóvenes asistan a sus escuelas por 
medio de transportes seguros y confiables, a fin de evitar la deserción escolar. 
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Haití, por su parte, a través del financiamiento y ejecución de la Embajada de 
España en el país, la Oficina Técnica de Cooperación (AECID) y el Ministerio 
de Educación Nacional y Formación Profesional (MENFP) creó, en el año 2009, 
un proyecto educativo a fin de mejorar el acceso a la educación y la oferta 
educativa en el municipio de Marigot, por medio de la construcción de una 
escuela fundamental y centro de apoyo pedagógico que asegure formación 
continua tanto a estudiantes como profesores y aumentar, finalmente, la tasa 
de escolarización en este lugar. 
 
El caso de México, con el programa “Escuelas de Tiempo Completo”, de la 
Subsecretaría de Educación Pública (SEP), busca mejorar los resultados 
educativos, fortalecer el desarrollo del currículo, fomentar la equidad, y atender 
las dificultades y necesidades educativas de todas y todos los alumnos que 
asisten a alguna de las escuelas situadas en los 405 municipios que cubre la 
Cruzada Nacional Contra el Hambre y el Programa Nacional para la Prevención 
del Delito. 
 
En 2004, el Ministerio de Educación y Deportes de Venezuela ejecutó el 
programa “Liceo Bolivariano: adolescencia y juventud para el desarrollo 
endógeno y soberano” a fin de garantizar el acceso, la permanencia y la 
continuidad de las y los jóvenes en el sistema educacional, optimizando, en 
cierta forma, la retención escolar. Una vez iniciado el piloto de este programa, 
fueron creados 236 Liceos Bolivarianos distribuidos en 190 municipios que 
representan, aproximadamente, el 56,72% de la población nacional. 
 
Estas medidas responden, sistemáticamente, a las diversas preocupaciones 
que tienen los países por superar la pobreza desde la continuidad educativa y 
la inserción en el campo laboral una vez terminados los estudios básicos. No 
obstante, suponen o dejan de lado factores exógenos que podrían, de una u 
otra forma, desincentivar la asistencia regular a clases y la retención escolar. 
Es un gran avance contar con transporte gratuito para acercar a las y los 
jóvenes a sus escuelas o con apoyo psicopedagógico para incentivar la 
permanencia. Sin embargo, muchas veces la deserción escolar no se produce 
por una única razón, sino más bien por un conjunto de ellas. La falta de 
ingresos en el hogar, los entornos sociales delictivos, la maternidad temprana, 
son algunas de las razones que, a veces, desestimulan la permanencia en los 
establecimientos educacionales o la no llegada a ellos y que, no 
necesariamente, se trabajan desde un mismo programa educacional. 
 
Inclusión al mercado de trabajo 
 
En general, los programas buscan lograr una incorporación al mercado del 
trabajo menos desventajosa y, además, evitar que la inserción a éste se 
produzca a corta edad. El mercado del trabajo se presenta como un escenario 
complicado al cual es difícil acceder. De hecho, el tránsito tradicional desde los 
estudios hacia el trabajo se ha vuelto un camino con múltiples obstáculos, 
caracterizado por inserciones laborales intermitentes, altas tasas de 
desempleo, empleos desprotegidos, abandonos escolares transitorios, y 
períodos de dedicación simultánea al estudio y al trabajo (Bucheli, 2006). 
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Argentina, por ejemplo, contó, desde 2008 hasta 2011, con el “Programa de 
Educación Media y Formación para el Trabajo para Jóvenes”, impulsado por el 
Ministerio de Educación, que tenía como objetivo contribuir a la mejora de las 
capacidades de acceso al mercado laboral promoviendo la finalización de la 
educación secundaria en conjunto con la capacitación laboral en jóvenes que 
tengan entre 18 y 29 años que no estudien ni trabajen.  
 
El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social en Bolivia, con el programa 
“Mi primer empleo digno”, busca incrementar el desarrollo de habilidades en 
jóvenes de bajos ingresos para que puedan encontrar y mantener un empleo 
formal. El programa trabaja con jóvenes de 18 a 24 años, que pertenezcan a 
los quintiles más bajos de la población urbana y periurbana, además de que 
hayan completado su segundo año de secundaria. La cobertura de esta 
estrategia se enfoca en cuatro ciudades de Bolivia: La Paz, El Alto, 
Cochabamba y Santa Cruz. 
 
Otro es el caso de Chile, con programas como “Técnicos para Chile” del 
Ministerio de Educación, que busca contribuir, desde 2008, a la oferta de 
técnicos de nivel superior entre los 25 y 34 años, de calidad y con 
conocimientos pertinentes para el desarrollo económico del país. La actividad 
principal de este programa es entregar, a los 860 técnicos seleccionados de un 
total de 2870 postulantes, pasantías para ser realizadas en el extranjero y la 
reinserción que, como última fase del diseño, busca activar el contacto con 
servicios de empleabilidad de diferentes instituciones a fin de integrarlos en el 
trabajo. 
 
Costa Rica ha desarrollado el proyecto “Tecnologías de la Información y la 
Comunicación en la Mediación Andragónica en Jóvenes y Adultos”, dentro del 
Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014 en manos del Ministerio de Educación 
Pública con la colaboración de Intel, buscando incrementar el acceso a 
Internet, entendiéndolo como una herramienta multiplicadora y facilitadora de 
procesos de aprendizaje.  
 
El programa “PODER” del Ministerio de Educación de El Salvador, ejecutado 
entre 2004 y 2009, entre sus principales acciones cuenta con un proyecto de 
educación para el trabajo, que tiene como objetivo contribuir a que las y los 
niños y jóvenes de 13 a 21 años que cursen algún nivel del tercer ciclo o estén 
en bachillerato, desarrollen competencias, estrategias y planes de 
empleabilidad que les faciliten su inserción a la dinámica productiva del país.  
 
La educación básica en El Salvador, ofertada a estudiantes de entre 7 a 15 
años, se estructura en base a 9 grados de estudio que se dividen en tres ciclos 
de 3 años cada uno, además de un Bachillerato General que dura dos años. Es 
este último grado el que permite la incorporación de las y los jóvenes al 
mercado del trabajo a fin de incentivar la conclusión de los años básicos de 
escolaridad. Como la población objetivo se remite a los y las estudiantes del 
tercer ciclo (entre 7 a 9 años de escolaridad) y del bachillerato, teniendo en 
cuenta que este último tiene como objetivo incorporar a las y los jóvenes al 
mercado laboral, la función del programa, en tanto entrega una serie de 
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habilidades para la empleabilidad, deja en evidencia que existe sintonía entre 
éste y el sistema educacional del país. 
 
Está, también, dentro de los financiamientos que presta España, el caso de 
Haití, con el programa “Conjunto de becas para estudiantes haitianos en áreas 
de Educación, Urbanismo y Planificación, Sanidad y Medio Ambiente”, 
ejecutado en 2011 y financiado por el Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación del Gobierno español, que tiene como objetivo facilitar a las y los 
estudiantes haitianos la matrícula del curso, el viaje, alojamiento y manutención 
para la realización de estudios de especialización (maestrías) en el país 
hispano a fin de facilitar la incorporación al mercado laboral de ellos(as). 
 
Finalmente, Paraguay también presenta, en 2003, el proyecto “Mentor.py” de la 
Organización de Estados Iberoamericanos (OEI), el Ministerio de Educación y 
Cultura de Paraguay y la Agencia Española de Cooperación Internacional 
(AECID), a fin de incorporar a la formación profesional de las y los jóvenes y 
adultos las tecnologías de información y comunicación. Este proyecto se 
enmarca en el programa “PRODEPA KO’E PYAHU” (Programa de Educación 
Permanente de Jóvenes y Adultos del Paraguay). 
 
La intención de los Estados por vincular la incorporación al mercado del trabajo 
de las y los jóvenes desde la formación educacional, sobre todo en los quintiles 
con ingresos familiares más bajos, es clara. Sin embargo, muchas veces no 
sólo se trata de incorporarlos al trabajo, sino también de entregarles las 
herramientas para que reconozcan situaciones de desprotección y explotación 
laboral. Para esto se hace necesario, tal vez, educar a los y las jóvenes como 
agentes activos en el establecimiento de relaciones interpersonales basadas en 
el respeto, en la solidaridad y en garantizarles, desde la participación activa del 
Estado, sus propios derechos. 
 
Formación Ciudadana: resolución participativa de conflictos 
 
Diversos programas registrados muestran que no sólo basta con mejorar las 
condiciones de igualdad para la inserción laboral, sino que también necesitan 
contar con ciudadanas y ciudadanos activos, de modo que las y los estudiantes 
puedan ser formados bajo la directriz de la convivencia en paz y el respeto a 
las y los demás. Varias de las iniciativas de países de Iberoamérica buscan, 
efectivamente, formar personas íntegras y con valores democráticos, como una 
manera de prevenir ambientes violentos y promover la cultura de paz. 
 
El caso de Argentina con el “Programa Nacional de Educación Solidaria” del 
Ministerio de Educación ilustra, efectivamente, la formación íntegra que es 
considerada necesaria para un ambiente de respeto en cualquier entorno social 
y para el desarrollo, por lo demás, de trabajadores y trabajadoras con 
“habilidades blandas que destaquen. El objetivo de este programa, ejecutado 
en 1997 y aún en vigencia, es promover y articular tanto la educación en la 
solidaridad como la participación comunitaria y ciudadana a través de la 
propuesta pedagógica “aprendizaje y servicio”. 
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Por otra parte, el caso de Costa Rica, con el “Programa Nacional Convivir”, del 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) y el Departamento de 
Convivencia de la Dirección de Vida Estudiantil del Ministerio de Educación 
Pública (MEP), busca promover el desarrollo de actividades participativas en 
los centros educativos de forma permanente con el fin de fortalecer las 
relaciones de convivencia en la comunidad educacional propiciando el respeto, 
la diversidad, la participación y la pertenencia e identidad. 
 
Ecuador, con el “Programa Nacional de Educación para la democracia y el 
buen vivir” del Ministerio de Educación, tiene por objetivo desarrollar iniciativas 
sobre el buen vivir, generando participación y promoción de derechos. El foco 
se encuentra en temas sobre educación sexual, educación ambiental, 
educación para la salud, prevención de drogas, orientación y bienestar 
estudiantil, y educación familiar. 
 
Otro programa con un foco bastante parecido al de Ecuador es “APRENDO: 
Estrategia de Educación en Valores y Formación Ciudadana” de Guatemala e 
implementado por el Ministerio de Educación, que busca fortalecer el desarrollo 
curricular de formación ciudadana, llevar la práctica de valores a la sala de 
clases y viabilizar el proyecto escolar de cada centro educativo. Esto buscó ser 
logrado, desde 2004 a 2008, por medio de la educación bilingüe e intercultural, 
la expresión artística y corporal, la tecnología, y los valores y formación 
ciudadana. Más de 2.500.000 estudiantes fueron beneficiados con este 
programa. 
 
De esta forma, se bosqueja lo que parece ser una oportunidad impostergable 
en la región. La formación de personas capacitadas para enfrentarse a un 
mundo no sólo del trabajo, sino que también de lo social. Estas acciones, tanto 
de los Estados como de las Organizaciones Internacionales, resaltan la 
importancia que tiene ser personas íntegras para el desarrollo productivo de los 
países y de la región, aportando cambios con acciones sustantivas que 
devienen de habilidades profesionales, sociales y culturales enfocadas en el 
valor del respeto, del liderazgo, de la participación y de la reflexión formadas 
desde jóvenes. 
 
A pesar de que son varios los países que presentan estrategias enfocadas en 
hacer llegar la educación por medio de las TIC o creando programas de 
transferencia condicionada vinculados a la asistencia regular a los 
establecimientos para retener a las y los estudiantes, muchas y muchos de 
ellos no pueden acceder a la educación porque no cuentan con computadores 
ni acceso a Internet o porque viven en zonas rurales muy alejadas de cualquier 
centro educativo. 
 
Reinserción educativa y alfabetización 
 
En varios países de Iberoamérica, las tasas de alfabetización han aumentado 
en los últimos 20 años, subiendo de un 86% a un 90%, en promedio. 
Efectivamente, esta caída del analfabetismo está asociada, directamente, con 
los avances que se han logrado en la universalización de la educación primaria 
(Martínez, Trucco y Palma, 2014). 
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Además, tradicionalmente, saber leer y escribir, junto con el grado de 
escolaridad de las personas, son aspectos centrales para aumentar el capital 
social de ellas y sus familias. Desarrollar, efectivamente, habilidades y mayores 
oportunidades para establecer vínculos sociales que son entregados por la 
educación y permean a favor de la inclusión social, permite, entre otras cosas, 
aumentar el nivel mínimo de bienestar (Martínez y Fernández, 2010). 
 
Gran parte de los Ministerios de Educación ofrecen programas de reinserción o 
de conclusión de estudios formales para adultos que abandonaron el sistema 
educativo durante su niñez. La mayor parte de las y los beneficiarios de esos 
programas son jóvenes desertores, que por las demandas económicas, 
familiares o de otra índole, abandonaron la escuela durante la primaria o 
secundaria y buscan una alternativa más corta y/o compatible con el trabajo 
para poder culminar los niveles básicos de la enseñanza formal. Lo que sigue 
es la descripción de algunas de las estrategias de alfabetización o reinserción 
educativa que se desarrollan en los países. 
 
El caso de Colombia con el “Programa Nacional de Alfabetización y Educación 
Básica y Media de Jóvenes y Adultos” que busca, a partir de la gestión del 
Ministerio de Educación Nacional, lograr que las y los jóvenes y adultos 
analfabetos mayores de 15 años reciban formación en competencias básicas 
sobre lenguaje, matemáticas, ciencias sociales y naturales, además de 
formación ciudadana. Este programa, ejecutado en 2003 y que continúa en 
vigencia, ha beneficiado a más de un millón de personas analfabetas. 
 
Guatemala implementa el programa “Primaria Acelerada (PEAC)” de la 
Dirección General de Educación Extraescolar, que da la oportunidad a todas 
las personas que sepan leer y escribir de continuar o completar su educación 
primaria de forma gratuita. Este programa busca volver a incorporar al sistema 
educacional a todos y todas quienes hayan sobrepasado la edad 
correspondiente para pertenecer y terminar primaria y quieran hacerlo.  
 
En Honduras, el analfabetismo es, particularmente, un problema importante en 
la realidad del país. Hacia 2011, el 14,9% de las personas mayores de 15 años 
no sabían leer ni escribir (Infante y Letelier, 2013). De este modo, la Secretaría 
de Educación de Honduras y la AECID (a cargo hasta 2003, luego en 2004 
pasa a estar a cargo la Secretaría de Educación) buscan erradicar el 
analfabetismo con el programa “PRALEBAH” (Programa de Alfabetización y 
Educación Básica de Jóvenes y Adultos de la República de Honduras), que, 
dirigido a jóvenes y adultos que no tuvieron acceso a la educación o no 
terminaron el nivel básico y son residentes en zonas rurales y urbano 
marginales, busca mejorar los índices de alfabetización, educación básica y 
capacitación laboral, entre otras cosas.  
 
Otro caso es el de Panamá, con el programa “Yo sí puedo aprender” del 
Ministerio de Desarrollo Social y su Departamento de Coordinación Nacional de 
Alfabetización, que busca alfabetizar a la población más vulnerable de los 
sectores aislados del país para incluirlos en la sociedad. Para ello se valen del 
uso de videos educativos transmitidos por televisión abierta, entregando 
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conocimientos sobre geografía, historia, medio ambiente, salud, familia, 
lenguaje, aritmética, comportamiento social y cultura en general. 
 
Perú, por su parte, también cuenta con un “Programa Nacional de 
Alfabetización” (2003-2012), impulsado por el Ministerio de Educación, que 
tiene por objetivo asegurar que jóvenes y adultos marginados de la educación 
escolar puedan mejorar sus capacidades de lectura y escritura en corto tiempo, 
de modo que puedan incorporarse lo más pronto posible al mundo laboral. 
 
Todos estos programas aportan al reconocimiento de las habilidades para leer 
y escribir como síntomas sustantivos de una inclusión social y profesional más 
satisfactoria. El analfabeto tiene mayores dificultades de empleabilidad debido 
a su bajo nivel de conocimientos y especialización (cfr. Martínez, Trucco y 
Palma, 2014). 
 
El aporte de las TIC a la educación 
 
La incorporación de las tecnologías de información y comunicación (TIC) al 
sistema educacional responde a la necesidad que tienen los países de la 
región por lograr, entre otras cosas, la disminución de la brecha digital, 
incentivar la modernización de los procesos de aprendizaje y favorecer, en las 
y los estudiantes, la adquisición de competencias y habilidades cognitivas (cfr. 
Sunkel, Trucco y Espejo, 2014).  
 
La lista de políticas, programas y proyectos sociales centrados en el uso y 
desarrollo de tecnologías digitales es extensa. Se enfoca, principalmente, en 
ofrecer de manera gratuita conocimientos disponibles a toda la población que 
quiera aprender sobre matemáticas, lenguaje, ciencias naturales, historia y uso 
de diferentes tecnologías, a fin de mejorar las capacidades de las y los jóvenes 
y adultos que quieran insertarse al trabajo. 
 
Algunas de las iniciativas más resonantes en los últimos años son las que han 
buscado incluir a las nuevas generaciones en la era digital, proporcionando el 
equipamiento desde el sistema educativo a cada estudiante; las estrategias 
denominadas un computador por niño. Uruguay fue el primer país en 
desarrollar una estrategia de este tipo de manera universal, empezando por la 
primaria y siguiendo con la secundaria a partir del Programa “CEIBAL”. 
Argentina también ha implementado un programa que se enfoca en entregar el 
equipamiento a estudiantes de la secundaria y docentes, con el programa 
“Conectar Igualdad”. Otros países también han desarrollado estrategias de este 
tipo, pero a nivel subnacional o a través de programas pilotos. 
 
Pero las iniciativas que abordan la integración de las TIC en los procesos 
educativos van mucho más allá de la provisión de equipamiento. Costa Rica, 
por ejemplo, presenta el proyecto “Profe en casa” del Ministerio de Educación 
Pública, que busca promover la difusión de buenas prácticas de enseñanza y 
aprendizaje de docentes y estudiantes, por medio de la realización de una 
colección de videos para la autoformación e intercambio de diversas 
experiencias curriculares.  
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En nuestro registro, también contamos con el caso de México y su programa 
“Tu maestro en línea”, de la Administración Federal de Servicios Educativos, 
ofreciendo ayuda online para realizar tareas preescolares, primarias y 
secundarias. Además, provee asesoría personalizada de maestros y 
orientación para padres con el fin de mejorar la calidad educacional y las 
capacidades sociales y laborales de las y los estudiantes. 
 
Panamá, por su parte, cuenta con el proyecto “Entre pares Panamá”, ejecutado 
por el Ministerio de Educación, que tiene por objetivo eliminar las barreras para 
los estudiantes y profesores permitiéndoles acceder a nuevos conocimientos 
por medio del uso de las tecnologías digitales. 
 
Se encuentra, dentro de este tipo de intervenciones, el caso de Venezuela y su 
proyecto “Centro Bolivariano de Informática y Telemática Móvil (CBIT Móvil)”, 
del Ministerio del Poder Popular para la Educación y Fundabit, buscando 
orientar a las comunidades marginales en la incorporación de las tecnologías 
de información y comunicación como recurso de apoyo en el proceso de 
enseñanza y aprendizaje. 
 
La inclusión laboral de las y los jóvenes iberoamericanos 
 
Incorporarse al mercado laboral es uno de los pilares esenciales para la 
inclusión social. Formar parte activa del mundo del trabajo fortalece el acceso 
al bienestar, pues entrega ingresos constantes y protege a través de sistemas 
de salud y seguridad social a las personas (CEPAL, 2008). La CEPAL (2008) 
advierte, también, que a las y los jóvenes la incorporación al mundo laboral les 
permite ser parte de la sociedad de manera autónoma. Además, les facilita el 
desarrollo interpersonal, la autoestima y el reconocimiento recíproco en 
colectivos que tengan características similares. 
 
El fortalecimiento de capacidades y competencias para el 
emprendimiento  
 
Fortalecer las capacidades de las y los jóvenes para incorporarse al mercado 
laboral e incentivarlos a que creen sus propias empresas, son parte de un 
enfoque sustantivo de las políticas, programas y proyectos sociales en empleo. 
De hecho, la gran mayoría de los programas registrados centran sus objetivos 
en la capacitación profesional de la juventud a fin de presentarlos como 
personas más atractivas para el mundo del trabajo, desde su incorporación 
como asalariados o para la creación de sus propios emprendimientos. 
 
Argentina destaca por programas como “Jóvenes con más y mejor trabajo” y el 
“Proyecto de Inversión en formación profesional continua y empleo”. A cargo 
del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, estos 
programas están enfocados a las y los jóvenes entre los 18 y 24 años que 
tengan escolaridad incompleta o un bajo nivel educacional, para que por medio 
de la capacitación profesional o formación de “competencias claves” se 
incorporen al mercado laboral. No obstante, estos programas no facilitan vías 
de acceso al trabajo, dejando a merced de las y los empleadores su 
incorporación. 
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Chile también se enfoca en capacitar a las y los jóvenes a fin de incorporarlos 
con mayor facilidad al mundo del trabajo. De hecho, programas como “Yo 
trabajo: jóvenes”, “Preparación para el trabajo”, “Jóvenes Bicentenario” y 
“Formación en Oficios para Jóvenes”, se centran en la formación de 
competencias transversales de empleabilidad, esto quiere decir que los cursos 
o talleres creados para las y los jóvenes se enfocan en el uso de TIC, 
desarrollo de conocimientos en matemática, construcción, cálculo, 
secretariado, entre otras, y, además, en el desarrollo de habilidades para el 
crecimiento personal, como lo son la intermediación laboral, la definición de 
metas de trabajo o trabajar en equipo. 
 
En el caso del programa “Preparación para el trabajo”, la población objetivo se 
reduce a las personas mayores de 18 años, que hayan completado séptimo 
básico y aplicado la Ficha de Protección Social con un puntaje menor a 11.734, 
es decir, pertenecientes al quintil 2, quintil 1 y extrema vulnerabilidad. 
 
El caso de Honduras con el programa “Mi primer empleo”, ejecutado desde 
2006 a 2010 por la Secretaría de Trabajo y Seguridad Social, capacita a 
jóvenes de entre los 15 y 19 años que viven en áreas urbanas marginales del 
país. Este programa configura su estrategia de acuerdo a una prestación de 
servicios de capacitación y preparación para el mercado laboral que duran 
cerca de cuatro meses y preparan al o a la joven estudiante para participar en 
pasantías en diferentes empresas. Esta capacitación también incluye 
componentes básicos de lo que Honduras considera como “entrenamientos 
para la vida”, preocupados de desarrollar “habilidades blandas” valoradas por el 
mercado y la sociedad. A fin de facilitar el acceso a estas capacitaciones lo 
más posible, el programa entrega dinero a las y los jóvenes para que cubran 
gastos como el transporte y la alimentación de los días que tengan clases. Otra 
de las estrategias que utiliza este programa es que, una vez que las y los 
jóvenes terminen su capacitación, serán registrados de forma automática en la 
bolsa electrónica de empleo del Sistema de Intermediación Laboral (SIL). 
 
Ampliación de la oferta laboral para jóvenes 
 
Chile, por ejemplo, con el programa “Empleabilidad juvenil”, ejecutado por el 
Fondo de Solidaridad e Inversión Social (FOSIS) del Ministerio de Desarrollo 
Social, busca mejorar las condiciones de empleabilidad a través de la 
aplicación de un plan de inserción laboral individual y la derivación a programas 
de inserción laboral de públicos o privados, o directamente en el mercado. Para 
esto, se centran en jóvenes entre los 18 y 29 años que tengan aprobado octavo 
básico (baja secundaria) y estén desempleados o posean trabajos precarios. 
Apoyando de manera íntegra a la creación de un plan individual de inserción 
laboral, dependiente o independiente; promoviendo el fortalecimiento y 
desarrollo de sus capacidades personales; financiando bienes que cada joven 
requiera para la implementación de su plan individual de inclusión laboral y 
asesorando a cada uno de ellos en la elaboración de éste, el programa logra 
insertar a las y los jóvenes en el mercado del trabajo. 
 



 241

Colombia, en esta misma línea, cuenta con el programa “Fondo Emprender”, 
ejecutado por el Gobierno de este país y que, entre otras cosas, busca apoyar 
proyectos productivos que integren los conocimientos adquiridos por las y los 
emprendedores jóvenes que estén o hayan egresado del Servicio Nacional de 
Aprendizaje (SENA) en sus procesos de formación con el desarrollo de nuevas 
empresas. Este programa cuenta con 3 etapas: la primera etapa cuenta con la 
formulación del plan de negocios, que cuenta con el registro y asesoría a 
jóvenes, además de la aprobación técnica y la presentación a convocatoria. La 
segunda etapa consiste en una evaluación y asignación de recursos: 
evaluación del plan de negocios, asignación de recursos y legalización del 
contrato. Y, en tercer lugar, una etapa de ejecución donde el plan de negocios 
es realizado, se cuenta con un seguimiento y acompañamiento de este proceso 
y, además, existe una evaluación de indicadores de gestión y la toma de 
decisiones sobre el reembolso de recursos. 
 
El acento que han puesto los países en los programas de empleo, a pesar de 
ser positivo, no está mayormente vinculado a la generación de estabilidad 
laboral y, en consecuencia, económica ni tampoco a la protección social de 
ellas y ellos como empleados o emprendedores. No cabe duda que éste es un 
desafío para cualquier país, sobre todo si se tiene en consideración que las 
estrategias implementadas buscan sopesar las dificultades que tienen las y los 
jóvenes para desarrollarse de manera íntegra. Queda por delante, tal vez, una 
coordinación entre los programas que cada país implementa, a fin de diseñar 
estrategias que respondan, en sí mismas, al desafío de la inserción al mercado 
laboral una vez que las y los jóvenes se han capacitado. 
 
Cohesión social y mediación entre pares: programas sociales contra la 
violencia 
 
Uno de los principales riesgos que enfrenta la juventud para desarrollar su vida 
de manera saludable, como ya adelantábamos, son los contextos de violencia 
a los que se enfrentan. Las y los jóvenes, sean víctimas o victimarios, se 
enfrentan a múltiples situaciones violentas que tienen su origen en diferentes 
problemas derivados del debilitamiento de la cohesión social en la región 
(CEPAL, 2008). Que las y los jóvenes se integren a grupos delictivos y 
criminales, por ejemplo, es una manera de hacerse partícipes y crear un 
sentido de pertenencia que no es posible encontrar en la comunidad normada 
debido a las condiciones de exclusión bajo las que viven. Uno de los 
principales enfoques que tienen los programas en contra de la violencia es el 
de “crear ciudadanía”, a fin de volver partícipes e inculcar derechos a las y los 
jóvenes que podrían, eventualmente, hacerse parte de contextos de 
agresividad. Formar ciudadanos activos permite, en cierta medida, incluir a las 
y los jóvenes dentro de los márgenes de la sociedad. 
 
 
Convivencia ciudadana y construcción de comunidad 
 
Diversos son los programas que se enfocan en la creación de ciudadanas y 
ciudadanos activos y el reconocimiento entre pares. Precisamente, la 
capacidad de los y las jóvenes de sentirse reflejados o reflejadas en otras 
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personas les permite elevar sus sentimientos de empatía y fomentar, de esa 
forma, más respeto y tolerancia frente a la diversidad y, por qué no, adversidad. 
 
Las políticas de juventud deben integrar la visión de las y los jóvenes, ser más 
flexibles y adecuarse a los rasgos de este grupo y su entorno. La evidencia 
arroja que la mejor prevención de la violencia se logra a nivel local, debido a la 
proximidad y factibilidad de trabajar directamente con los y las jóvenes, y 
porque permite coordinar intervenciones en distintos sectores y atender a 
ciertos tipos de violencia y sus factores de riesgo (CEPAL, 2008). 
 
Chile presenta el proyecto en vigencia “Construyendo ciudadanía”, de la Oficina 
de Protección de Derechos de niños, niñas y adolescentes (OPD) y el Servicio 
Nacional de Menores (SENAME), centrando su atención en el empoderamiento 
de los niños, niñas y jóvenes hasta los 17 años, como sujetos de derechos en 
igualdad de condiciones. A través del trabajo coordinado y colaborativo entre 
las distintas instituciones que forman la red comunal se busca la 
responsabilización de los adultos frente a la promoción, protección y ejercicios 
de derechos de la población infantil y juvenil, correspondiente a cerca de 4.500 
personas anualmente. 
 
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos de México creó el “Programa 
Nacional para abatir y eliminar la violencia escolar” que, por medio de ciclos de 
conferencias a alumnos, alumnas, padres, profesores y profesoras, talleres, 
consejos para prevenir actos violentos y material didáctico e informativo, tiene 
por objetivo difundir y promover los derechos y obligaciones de todos los 
agentes que estén involucrados en el entorno escolar, o sea, estudiantes de 7 
a 18 años, profesores, profesoras, autoridades, apoderados y apoderadas. 
 
Panamá implementa, durante el período 2009-2013, el proyecto de más de 
4.000.000 de dólares “Mejoramiento de la seguridad ciudadana en Panamá: 
Contribuyendo a la construcción social de la paz”, que tiene por objetivo, a 
través de los Fondos para el Logro de los Objetivo de Desarrollo del Milenio 
(ODM), contribuir a la prevención social de la violencia y el delito instalando un 
Observatorio de Violencia Nacional, capacitando a las y los ciudadanos para el 
mantenimiento de la paz, la recuperación de los espacios públicos y 
conformando redes juveniles para la realización de actividades de 
sensibilización. 
 
Paraguay con el programa “Espacios Abiertos” (2010-2013) ejecutado por el 
Viceministerio de la Juventud y la colaboración de diversas organizaciones 
públicas y privadas, pretende fomentar el uso de los espacios públicos que 
permiten el esparcimiento y la recreación. Con el fin de contribuir a la 
integración y la cohesión social entre las y los jóvenes de 15 a 29 años, se 
impulsa el uso de los lugares realizando actividades deportivas, culturales y 
recreativas en un ambiente seguro y de participación social. 
Finalmente, el caso de República Dominicana con el proyecto “Desarrollo 
juvenil y prevención de la violencia” del Ministerio de Educación y la 
colaboración de UNESCO, tiene por objetivo prevenir y reducir los índices de 
violencia que afectan a la población juvenil. Asimismo, se centran en el apoyo a 
la construcción de una comunidad que incluya a sus ciudadanos fomentando la 
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paz y protegiendo los derechos humanos. El desarrollo de capacidades de 
liderazgo democrático, de habilidades artísticas o la participación en diferentes 
deportes, son algunas de las estrategias que se han aplicado en cerca de 
7.000 jóvenes, 500 adultos y 400 profesionales de diferentes establecimientos 
educacionales básicos. 
 
Estos programas de alguna manera responden a la necesidad de tener 
ciudadanas y ciudadanos activos formando parte y encargándose de la 
sociedad. Una de las maneras más emblemáticas que tienen para intervenir 
directamente varios países de la región son los programas de mediación que, 
por lo demás, permiten no sólo que las y los jóvenes se reconozcan y 
representen entre sí sintiendo empatía y permitiéndose solucionar o lidiar en 
conflictos de sus pares, sino que también creando espacios comunes de 
reflexión y herramientas para el liderazgo democrático. 
 
Presencia de ciudadanos activos en asuntos de mediación escolar  
 
Argentina, por ejemplo, presenta el “Programa Nacional de Mediación Escolar” 
(2003 y en vigencia), bajo la directriz del Ministerio de Educación, que se 
propone trabajar en nuevas estrategias que permitan atender los conflictos que 
se dan en contextos educacionales. Es así como, a través de capacitaciones 
de 40 horas a docentes y no docentes, construcción de equipos de 
Coordinación Institucional, formación de alumnos y alumnas mediadores 
respaldados y coordinados con sus profesores en caso de conflictos entre 
estudiantes y capacitando a diferentes entidades de las escuelas por medio de 
talleres sobre herramientas comunicacionales para la resolución de conflictos 
en el ámbito escolar, garantizando orientación a las y los estudiantes, respeto 
de su integridad, dignidad, libertad de conciencia y expresión. 
 
Colombia presenta el programa para la gestión de conflicto escolar “Hermes” 
(2001 y en vigencia), con el cual busca fomentar el diálogo, el respeto por la 
diferencia y la tolerancia en jóvenes que estén entre los 12 y 17 años y 
enfrenten situaciones de alta conflictividad en el ámbito escolar, familiar y 
social. Ésta es una apuesta, enfocada en 225 colegios de 19 localidades de 
Bogotá y en 10 municipios del Departamento de Cundinamarca, de 272.000 
dólares que busca generar cambios sociales desde la escuela, entendiéndola 
como base del buen comportamiento social, cultural y familiar. Este programa 
entrega diversas herramientas pedagógicas para transformar los conflictos a 
través del diálogo y la concertación, en ambientes de respeto y tolerancia a los 
otros. El afán de formar líderes escolares, potenciando sus habilidades 
personales y sociales, estimulando la creatividad en la transformación del 
ambiente escolar a partir del conflicto ha permitido beneficiar a más de 20.800 
jóvenes, que una vez formados apoyan a más de 220.000 personas. 
 
Las pandillas, por ejemplo, son para muchos y muchas jóvenes un espacio de 
participación social, donde se comparten una serie de valores que afirman sus 
identidades, que enseñan formas particulares de liderazgo y promueven, en 
general, un círculo de protección (CEPAL, 2008). Esto mismo, generando 
liderazgos positivos, no es escabullirse de la crudeza de infinitos contextos de 
violencia y agresividad, sino más bien propiciar la resolución de conflictos de 
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manera dialógica y reflexiva, permitiendo extrapolar tales habilidades a 
escenarios sociales externos a la escuela. 
 
La violencia simbólica de los estigmas que cargan las y los jóvenes debido a su 
forma de involucrarse en diferentes contextos –quizás más impulsiva e idealista 
que la de los adultos– es alta. Sin embargo, gracias a los programas de 
mediación y de formación de ciudadanas y ciudadanos activos es posible 
revocar el estigma que recae sobre los y las jóvenes, que dificulta su 
incorporación al mercado laboral o a otras esferas sociales y ciudadanas. 
 
Programas relativos a la cohesión social 
 
En Chile, por ejemplo, se creó en el año 2013 el programa “Apoyo Psicosocial 
para Adolescentes Privados de Libertad”, a cargo del Ministerio de Desarrollo 
Social, que mediante esta estrategia tiene por objetivo lograr la reinserción en 
el sistema educacional a las y los jóvenes de entre 14 y 18 años que estén 
privados de libertad. Durante el mismo año de su implementación, 2.873 
jóvenes fueron beneficiados por el programa. 
 
Otro caso de este país es el programa impulsado en el 2012 por el Servicio 
Nacional de la Mujer (SERNAM) “Hombres por una vida sin violencia”, en el 
que todos los hombres mayores de 18 años que ejercen o han ejercido 
violencia contra sus parejas y se presenten voluntariamente a los Centros de 
Hombres o sean derivados por la justicia, pueden obtener ayuda psicosocial 
especializada. Esto permite, entre otras cosas, proteger a las mujeres y detener 
o, al menos, disminuir la violencia y la reincidencia en ella. Cada uno de estos 
centros tiene disponibilidad para 65 hombres, al que, según cifras del 
SERNAM, han asistido 1.050 de ellos. 
 
Es sabido que la violencia no se presenta de un solo modo ni tampoco se 
reproduce unilateralmente. Por ello, Costa Rica presenta el “Programa Nacional 
de Atención a la Población Penal Juvenil” de la Dirección Nacional de Atención 
a la Población Penal Juvenil (DNAPPJ), ejecutado en 2007 y con actual 
vigencia. Esta estrategia se enfoca en el mejoramiento de las condiciones de 
vida de las y los jóvenes privados de libertad. 
 
El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) junto con el 
Ministerio de Justicia de Ecuador ejecutan en el 2009 el “Programa para 
fortalecer medidas de protección a los adolescentes infractores”, con el que se 
busca proteger los derechos de las y los jóvenes que son penados por la ley 
mientras cumplen sus condenas. Es por esto que el programa se enfoca en 
niños, niñas y jóvenes de 12 a 18 años. Actualmente, ya van 1.811.840 
beneficiarios cubiertos por este programa. 
 
Es importante tener en cuenta que la cohesión social no sólo se logra 
integrando a las y los victimarios a la sociedad, ni tampoco brindando 
tratamiento a las víctimas. También es necesario que la ciudadanía se 
empodere a fin de mejorar la convivencia y seguridad de ellos y de su 
comunidad. Bajo esta motivación, surge durante 2006 hasta 2010 el “Programa 
de Seguridad Integral” (PROSI) en Panamá, el cual interviene en niños, niñas y 
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jóvenes de 12 a 19 años de los municipios Colón, San Miguelito, David y 
Panamá. Cabe destacar que este programa responde a una primera etapa bajo 
la directriz del Ministerio de Gobierno y Justicia. 
 
Promoviendo la participación social y política de las y los jóvenes en 
Iberoamérica  
 
Las y los jóvenes no perciben un escenario en que los derechos a la 
participación y a la libre expresión se encuentren garantizados. Existe la 
necesidad de fortalecer el diálogo entre los cuerpos legales y constitucionales, 
para que reconozcan los derechos y espacios que necesitan las y los jóvenes 
para participar y hacer uso de su libertad de expresión. La educación de 
calidad, gratuita y universal, la ampliación de las ofertas e incorporación 
laboral, eliminar de raíz la discriminación, entre otras cosas, son tareas que 
pueden lograrse, siempre y cuando la juventud tenga mayor acceso a la 
gestión pública –o al menos, a poder expresar, con respaldo político, cuáles 
son sus demandas (UNFPA y CEPAL, 2011). 
 
Crear vías de comunicación y espacios para el diálogo 
 
Varios son los países, y bastantes son los programas, que se enfocan en la 
importancia que tiene mantener comunicación y coordinación entre la juventud 
y los agentes políticos, principalmente funcionarios de Ministerios y otras 
instituciones, a fin de incentivar la participación política de las y los jóvenes 
manteniendo procesos de escucha sobre las demandas que tiene este sector. 
 
Argentina, por ejemplo, presenta el proyecto “Mutuales Bicentenario”, con el 
cual pretende crear canales y condiciones para profundizar la participación y la 
organización social y política de la juventud. Este proyecto, ejecutado por la 
Dirección Nacional de Juventud, está enfocado en las y los jóvenes y adultos 
de entre 21 y 36 años, con el fin de que ellos mismos construyan un poder 
colectivo comprometido con el trabajo solidario y democrático en comunidad. 
Entre las actividades que ofrecen están la asesoría y gestoría, los servicios 
educativos como talleres y cursos de formación y las actividades recreativas. 
Cada una de las 40 mutuales creadas en el país está conformada por al menos 
16 jóvenes y/o adultos, que están a cargo de funciones directivas y 
fiscalizadoras. 
 
Brasil, por su parte, presenta el “Observatorio Participativo de Juventud” (2012 
y en vigencia) de la Secretaría Nacional de Juventud, el cual busca promover la 
participación en ambientes virtuales, movilizar a la juventud y producir y 
publicar una red de conocimientos. Este software de acceso público que crea el 
proyecto permite un espacio calificado de diálogo, debate e interacción entre 
jóvenes, gestores, investigadores y formuladores de políticas para trabajar en 
juventud. Éste es un escenario, además, disponible para la difusión de 
campañas, marchas y movimientos. 
 
El Instituto Nacional de la Juventud (INJUV) del Ministerio de Desarrollo Social 
crea las “Escuelas de Ciudadanía” (2013 y continúa vigente) en Chile, a fin de 
generar en las y los jóvenes un mayor compromiso y participación democrática, 
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cívica y ciudadana. Busca fomentar, en 10.501 jóvenes de 60 Escuelas de 
Ciudadanía, una cultura cívica a través del desarrollo de actividades prácticas 
de participación ciudadana a fin de encontrar nuevos liderazgos juveniles 
interesados en trabajar en el ámbito público para el mejoramiento de su 
entorno. 
 
El programa presidencial para el Sistema Nacional de Juventud “Colombia 
Joven” impulsa el proyecto “Mesa Nacional de Consejeros y Consejeras” (2013 
y vigente) para crear una instancia de interlocución y concertación ante las 
entidades gubernamentales de Colombia, a fin de garantizar el cumplimiento de 
los derechos que tienen las y los jóvenes. Las líneas bajo las cuales este 
proyecto trabaja son la de “socialización, implementación y reglamentación de 
la Ley 1.622” y la creación del “Consejo Nacional de Juventudes”, entre otras. 
 
La Secretaría Nacional de Gestión de la Política presenta el proyecto “Proceso 
de articulación de las y los jóvenes para su participación política en el 
Ecuador”, que busca garantizar espacios de participación política para las y los 
jóvenes. Para esto se enfocan en múltiples estrategias, entre ellas está generar 
procesos coordinados entre el Estado, específicamente con el poder ejecutivo y 
las organizaciones juveniles, creando una mesa interinstitucional que permita 
viabilizar las demandas de los sectores juveniles con el afán de que estas se 
reflejen en políticas públicas en beneficio de las y los jóvenes. 
 
Los espacios de diálogo fomentan la participación política de las y los jóvenes 
en tanto tengan la garantía de que la expresión de sus demandas permeará en 
el diseño e implementación de leyes y políticas sociales. 
 
Las y los jóvenes coinciden en que las organizaciones son la clave para que 
ellos influyan en las políticas y planes intersectoriales que les conciernen. 
Aunque, a su vez, reconocen que varias fases de los diseños de las políticas 
sólo reconocen su participación de manera simbólica. Declaran, efectivamente, 
que los espacios que existen para expresar sus demandas son insuficientes 
(UNFPA y CEPAL, 2011). 
 
Promoción de la acción más o menos directa  
 
El Instituto Nacional de la Juventud (INJUV), junto con el Ministerio de 
Planificación de Chile, busca fomentar la participación juvenil para el desarrollo 
del país por medio del programa “P.A.I.S. Joven” (Programa de Apoyo a 
Iniciativas Sociales Jóvenes). Este programa, que cuenta con un financiamiento 
de 1.500.000.000 pesos chilenos, contempla entre sus principales estrategias 
el desarrollo de un Concurso Nacional de Emprendimiento Social, diversos 
fondos para financiar proyectos de desarrollo comunitario, promover la 
participación público-política del sector joven a través de programas que 
permitan a ellos y ellas vivir experiencia concretas con el servicio público o 
subprogramas como P.A.I.S Joven Intersectorial, que tiene por objetivo trabajar 
directamente con los organismos de la sociedad civil para entregar soluciones 
a problemáticas sociales juveniles. 
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Colombia Joven presenta el programa “Innovación Social creada por Jóvenes”, 
vigente desde el 2013, a _n de fomentar una cultura de innovación entre las y 
los jóvenes de 14 a 28 años con el objetivo de que se conviertan en agentes de 
cambio en sus comunidades y participen activamente en la consolidación de la 
paz en Colombia. 
 
México, por su parte, presenta el proyecto “Impulso México” (2014), ejecutado 
por el Instituto Mexicano de la Juventud (IMJUVE) de la Secretaría de 
Desarrollo Social (SEDESOL), que tiene por objetivo estimular la creatividad, el 
capital social, la conformación y participación de grupos y organizaciones 
juveniles, a través del ejercicio de sus derechos y el apoyo a las diversas 
acciones que emprendan a favor del desarrollo integral de las y los niños y 
jóvenes entre los 12 y 29 años. 
 
Perú presenta en 2006 la “Cuota de Jóvenes”, ley que promueve la 
participación activa de las y los jóvenes menores de 29 años en los gobiernos 
locales, representados por las municipalidades. Esta ley consiste, 
principalmente, en una modificación al artículo 10 de la Ley de Elecciones 
Municipales, que establece la incorporación de un mínimo de 20% de 
ciudadanos jóvenes menores de 29 años en las listas de candidatos regidores 
provinciales y municipales. 
 
El caso de Uruguay y el programa “Fondo de Iniciativas Juveniles” (ejecutado 
en 2010, en 2014 ya se está realizando su sexta edición), también aportan a 
las estrategias de participación en el ámbito público, pues apoya e incentiva el 
protagonismo y participación juvenil de carácter asociativo. La estrategia 
consiste en facilitar la incidencia pública y política en la agenda del país. Para 
esto, se solicita a las y los jóvenes de entre 15 y 29 años que presenten 
proyectos de diversos ámbitos sociales, de los cuales cerca de 300 son 
acogidos. 
 
Una serie de políticas, programas y proyectos sociales se aventuran a crear 
estrategias de participación y espacio político para la juventud que, en cierto 
modo, buscan renovar la acción tradicional de las elites gobernantes tratando 
nuevas temáticas. Sin embargo, es probable que muchas veces esta situación 
se retrase, teniendo en cuenta que, según datos de la Encuesta 
Latinobarómetro del año 2011, el total de las y los jóvenes de 16 a 29 años que 
consideran que sus ideas políticas podrían llegar al país fluctúa entre un 63,7% 
y un 94,1%, mínimo y máximo perteneciente a Costa Rica y Paraguay, 
respectivamente. 
 
 
LA INSERCIÓN LABORAL DE LAS PERSONAS JÓVENES: 
APRENDIZAJES Y DESAFÍOS  
 
La evolución, entre 2005 y 2011, de los principales indicadores de inserción 
laboral y de condiciones laborales de quienes trabajan revela una ligera mejora 
en la situación de los jóvenes: se ha reducido la tasa de desempleo juvenil así 
como la proporción de quienes no estudian ni trabajan; y en relación a los que 
trabajan, ha disminuido el porcentaje que lo hace como TFNR o servicio 
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doméstico, se ha incrementado la proporción de quienes cotizan al seguro de 
salud y al sistema de pensiones, y la de asalariados que tienen contrato de 
trabajo escrito, y se ha reducido la proporción de jóvenes ocupados con empleo 
informal. 
 
No obstante, la situación laboral actual de los jóvenes continúa siendo precaria, 
como lo demuestra la cantidad significativa de jóvenes desempleados en la 
región (casi 8 millones), de jóvenes empleados en trabajos  de baja 
productividad y salario (27 millones trabajan de manera informal y no acceden 
a protección social) y de jóvenes que no estudian ni trabajan ni buscan empleo 
(aproximadamente 16,5 millones). Al interior del segmento juvenil, esta 
precariedad se hace más evidente entre las mujeres y principalmente entre los 
más pobres. 
 
Las intervenciones en materia de empleo juvenil 1990-2010 
 
Las intervenciones de los países de América Latina y el Caribe durante el 
período 1990-2010 en materia de empleo juvenil han sido diversas, siendo las 
más frecuentes aquéllas orientadas a la formación de habilidades (programas 
de inserción educativa y programas de capacitación laboral), aunque también 
están las de promoción del autoempleo, los servicios públicos de empleo, los 
subsidios a la creación de empleo y la legislación laboral y promoción del 
trabajo decente juvenil. 
 
Las evaluaciones realizadas a estas intervenciones muestran que, en términos 
generales, los programas de capacitación laboral han tenido un impacto 
positivo pero reducido en la probabilidad de conseguir empleo y uno más alto 
en términos de mayores ingresos de quienes se encuentran trabajando. En 
cambio, no existe evidencia suficiente para afirmar que han contribuido a 
generar una inserción laboral sostenible ni que a nivel agregado han generado 
más empleos. 
 
Los programas de promoción del autoempleo han tenido impactos positivos en 
el número de personas con negocios y número de empleados, pero no 
respecto a las condiciones en la que se desarrollan los nuevos negocios 
generados. Asimismo, estos programas no se han podido implementar a gran 
escala pues no todos los jóvenes tienen el perfil necesario para ser 
empresarios exitosos y porque su puesta en marcha supone una gran inversión 
económica, debido a la asistencia técnica y el seguimiento personalizado que 
requieren. 
 
Los programas de capacitación laboral suelen tener mayores impactos en las 
mujeres que en los hombres, mientras que los de promoción del autoempleo 
suelen tener mayores impactos en los beneficiarios con mayor nivel educativo, 
mayor capital físico y mayor capital social. 
 
Los procedimientos de contratación de trabajadores jóvenes incluidos en la 
legislación laboral (principalmente los contratos de primer empleo) favorecen la 
inserción de quienes no tienen experiencia laboral previa, pero no genera 
relación laboral y por lo tanto los jóvenes que los suscriben tienen limitaciones 
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importantes en lo relativo a la seguridad social. Tampoco se tiene evidencia 
sobre el efecto de estos mecanismos de contratación en la adquisición de 
competencias y el aumento de la empleabilidad de los jóvenes. 
 
Si bien los países de la región cuentan con diferentes mecanismos de 
protección social, y algunos cuentan con seguros de desempleo y coberturas 
de salud y de pensiones mínimas universales, estos mecanismos presentan 
carencias tanto a nivel de financiamiento, cobertura y calidad, y además son 
pocos los que están concebidos específicamente para jóvenes. Una limitación 
adicional es la ausencia de legislación para la economía informal, en la cual los 
trabajadores no están reconocidos como tales y, en consecuencia, no gozan de 
los beneficios que les otorgan la legislación laboral y la protección social. 
 
De acuerdo a las evaluaciones y meta evaluaciones realizadas respecto a los 
programas de empleo juvenil desarrollados en la región durante el período 
1990-2010, los principales factores críticos de éxito asociados al contexto en el 
que se desarrollan estos programas son la situación de bonanza económica y 
crecimiento de los países; la adecuada calidad de la educación básica y de las 
instituciones de formación profesional, y la legislación laboral favorable en 
materia de creación y formalización de micro y pequeña empresas, y 
promoción del empleo juvenil. 
 
El paso a la actual generación de políticas de empleo juvenil 
 
Tomando en cuenta que los programas de empleo juvenil (al estar conducidos 
desde una institucionalidad ad hoc y financiados casi exclusivamente por 
asistencia técnica internacional) no lograban transferir, una vez finalizados, los 
aprendizajes y capacidades generados hacia las administraciones públicas, en 
los últimos años algunos países de la región han ido incorporando las 
iniciativas en materia de empleo juvenil dentro de la institucionalidad pública, 
plasmando sus políticas públicas de empleo juvenil en planes nacionales o 
sectoriales, y asignando presupuse tos, personal experto y responsabilidades 
institucionales para llevar a cabo las diferentes acciones y programas 
contenidos en estos planes. 
 
Si la mayoría de programas de capacitación laboral llevados a cabo entre 1990 
y 2010 ofrecían a los beneficiarios formación en las instituciones de 
capacitación y en empresas, los programas más recientes ofrecen una 
intervención más integral, ampliando el área de atención de los jóvenes de 
bajos recursos no sólo a la esfera del empleo sino también al entorno 
psicosocial del joven, e incluyendo componentes de acompañamiento individual 
y orientación laboral y personal. 
 
Si las intervenciones en materia de empleo juvenil en las dos décadas 
anteriores no siempre respondían a la identificación de un determinado 
problema, en los últimos años se ha prestado mayor atención al diagnóstico y 
las intervenciones empiezan a responder a desafíos puntuales, distinguiéndose 
políticas a nivel macro que promuevan el crecimiento sostenible del sector 
privado y de las empresas; políticas que promuevan y velen por el 
cumplimiento de derechos laborales de los trabajadores jóvenes; y políticas 
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más focalizadas, orientadas a enfrentar el desempleo, el empleo informal y la 
inactividad absoluta, con énfasis en los segmentos más vulnerables como las 
mujeres y la juventud rural. 
 
En los últimos años se ha tomado mayor conciencia de la necesidad de que los 
jóvenes participen en el diseño y gestión de los programas de empleo juvenil, y 
de esta manera se pueda tomar en cuenta sus verdaderas necesidades, 
motivaciones, expectativas y se pueda recibir retroalimentación de los jóvenes 
acerca de cómo se iban desarrollando estos programas. Esta mayor conciencia 
se está haciendo visible en la creciente intervención de los organismos oficiales 
de juventud en la elaboración de políticas públicas. 
 
Los desafíos actuales para las políticas públicas de empleo juvenil 
 
Las políticas de empleo juvenil deben involucrar a los sectores trabajo, 
educación y formación, siendo deseable institucionalizar un sistema con rutas 
flexibles para los jóvenes, donde se reconozca y se prepare a las personas 
para contar con las competencias para conseguir y conservar un empleo. 
 
Deben estar en concordancia con otras políticas nacionales en materia 
macroeconómica y de crecimiento, de educación, y de desarrollo de la 
juventud. También, deben reconocer que para muchos jóvenes su vínculo con 
el mercado laboral se desarrolla casi exclusivamente por medio de empleos 
informales; en tal sentido, es necesario estimular no sólo la creación de nuevos 
empleos sino el crecimiento del empleo formal, que incluyan derechos 
laborales y mecanismos de protección social. 
 
Las políticas de empleo juvenil deben reconocer la heterogeneidad de los 
jóvenes, ya que los entornos, el nivel educativo, las condiciones familiares y 
sociales establecen diferencias que ameritan ser atendidas de distintas 
maneras: para enfrentar el desempleo, con políticas para mejorar la 
empleabilidad, programas de inserción laboral y programas de autoempleo; 
para el empleo informal, programas de incentivos a la formalización, piso 
básico de protección social; y para la inactividad absoluta, programas de 
segunda oportunidad, programas de transferencias condicionadas, y para las 
mujeres en esta situación políticas de conciliación laboral, políticas de cuidado, 
campañas de prevención de embarazos. 
 
Las intervenciones que se lleven a cabo dentro del marco de estas políticas 
públicas de empleo juvenil deben asegurar, desde el diseño, la participación de 
organizaciones de empleadores, organizaciones de trabajadores, 
organizaciones de jóvenes, órganos rectores en materia de empleo juvenil, del 
sector público y del sector privado; así como reforzar los mecanismos de 
consulta, retroalimentación y diálogo social con estos actores durante la 
ejecución de las intervenciones. 
 
Se deben incorporar en las experiencias iniciales (o “primeras fases”) de los 
programas, rigurosas evaluaciones para demostrar el impacto y el costo 
efectividad de la intervención que se quiere “escalar”. Asimismo, la mayor 
escala en un programa también supone poner en marcha mecanismos de 
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control para mantener la calidad de los servicios ofrecidos, como normas de 
calidad, sistemas de certificación, y procedimientos de supervisión y 
evaluación. 
 
Las prioridades y estrategias de la OIT y otras organizaciones en materia de 
empleo juvenil 
 
En los últimos años el empleo juvenil se ha colocado como centro de la agenda 
de la OIT (como lo demuestra el lugar prioritario que ha ocupado en las CIT del 
2005 y 2012) y en atención a ello, la OIT ha llevado a cabo el proyecto 
PREJAL, programas conjuntos de empleo juvenil y migraciones en diferentes 
países, y diversas iniciativas regionales y nacionales en materia estadística y 
de gestión del conocimiento (plataforma Trabajo Decente para los Jóvenes, 
plataforma Youth Pol), de asistencia técnica a los Institutos de Estadística y 
Ministerios de Trabajo (en el marco del proyecto Work4Youth), y de apoyo a la 
adopción de agendas y discusión de planes de empleo. 
 
Para continuar con lo avanzado y dar cumplimiento a la Resolución de la CIT 
2012, las principales líneas de acción que guiarán el quehacer de la OIT 
durante el quinquenio 2013-2017 en materia de empleo juvenil son el desarrollo 
y difusión de conocimientos, para mejorar el conocimiento sobre el mercado 
laboral juvenil y así diseñar mejores intervenciones; la asistencia técnica y 
fortalecimiento de capacidades en los Estados para la elaboración, aplicación y 
evaluación de políticas, estrategias y planes favorables a la generación de 
trabajo decente para los jóvenes, y la creación de instancias para el diálogo 
social en torno a la formulación de políticas públicas de empleo juvenil y 
formación profesional, en las que participen las organizaciones de empleadores 
y de trabajadores, los Ministerios de Trabajo y de Educación, y las Instituciones 
de la Juventud. 
 
El empleo juvenil también es un tema de interés en la agenda de otras 
instancias y organizaciones internacionales como lo demuestra la inclusión del 
empleo y emprendimiento como una de las cinco áreas prioritarias en la 
Agenda de Desarrollo Post 2015 planteada por la Alianza Global de la Juventud 
(que incluye organizaciones juveniles e instituciones del SNU) en 2014; la 
inclusión de la inserción laboral de los jóvenes como una de las cinco 
prioridades en la Agenda de Desarrollo de Inversión Social en Juventud que 
elaboró la OIJ a fines de 2013, y la inclusión del empleo y empleabilidad como 
una de las seis áreas temáticas del System-wide Action Plan on Youth (Youth-
SWAP) del SNU en 2012. 
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TRABAJO DECENTE PARA LOS JÓVENES: EL DESAFÍO DE LAS 
POLÍTICAS DE MERCADO DE TRABAJO EN AMÉRICA LATINA Y EL 

CARIBE 
 

Organización Iberoamericana de Juventud 
Organización Internacional del Trabajo 

 
 
LA CRISIS DEL EMPLEO JUVENIL  
 
En un escenario en el que la gran mayoría de los países de América Latina y el 
Caribe han logrado un desempeño económico que les ha permitido 
sobreponerse paulatinamente a los embates de la reciente crisis financiera 
internacional, los 108 millones de jóvenes de 15 a 24 años que viven en la 
región en 2013 parecen disponer de condiciones sumamente favorables para 
su desarrollo en diferentes ámbitos. Con más años de educación que las 
generaciones previas, más manejo de las nuevas tecnologías y más 
adaptables a las cambiantes condiciones de las sociedades en comparación 
con los adultos, este grupo erario tendría mayores oportunidades de acceder a 
mejores condiciones de trabajo y de incorporarse a trayectorias laborales 
ascendentes.  
 
Sin embargo, según datos que la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
expone en su estudio sobre Trabajo Decente y Juventud 201383, una serie de 
obstáculos impiden el aprovechamiento pleno de estas ventajas.  
 
Entre 2005 y 2011, el desempleo de los jóvenes de 15 a 24 años se redujo de 
16,4% a 13,9%. Si bien esta reducción del desempleo es positiva, la tasa de 
desempleo juvenil triplica la del desempleo adulto. Los jóvenes desempleados 
representan más de 40% del total de los desempleados de la región. Asimismo, 
destaca la gravedad del problema en el caso de las mujeres jóvenes, cuya tasa 
de desempleo a nivel regional alcanzó el 17,7%, comparado con un 11,4% de 
los hombres jóvenes. Del total de jóvenes de la región, aproximadamente el 
35% sólo estudia y el 33% sólo trabaja; cerca de un 12% estudia y trabaja al 
mismo tiempo y uno de cada cinco jóvenes en la región no estudia ni trabaja 
(los “Ni-Ni”). Uno de cada 20 jóvenes no estudia, ni trabaja, ni desempeña 
quehaceres del hogar, ni tampoco busca trabajo, tratándose, sin duda, de 
jóvenes excluidos y en alto riesgo social.  
 
Además, el 20% de las mujeres jóvenes se ocupa de tareas del hogar, 
limitando así sus perspectivas favorables para una futura inserción laboral, en 
comparación con sólo el 2% de los hombres jóvenes que se dedican a esas 
labores. Este fenómeno guarda mayor relación con patrones culturales 
asociados a la desigual distribución de las tareas entre los miembros del hogar 
antes que con un problema exclusivamente relacionado con la inserción laboral 
juvenil. Entre los jóvenes que trabajan, un elevado porcentaje lo hace en 
condiciones precarias: sólo el 40% cotiza a un seguro de salud y el 39%, a un 
sistema de pensiones. Por último, más de la mitad (55,6%) tiene un empleo 

                                                 
83 Informe Trabajo Decente y Juventud: Políticas para la acción, OIT, Lima, 2014 
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informal, lo que por lo general significa bajos ingresos, inestabilidad laboral, 
desprotección y violación de derechos laborales. Además de la brecha 
intergeneracional y de género, otro elemento que afecta la inserción laboral 
juvenil es la alta segmentación socioeconómica, que a la vez es reflejo y origen 
de la elevada desigualdad en América Latina.  
 
En efecto, las evidencias indican que se mantiene una enorme brecha en el 
desempleo de los jóvenes pertenecientes a los quintiles de menores recursos 
(25,5%) frente a los quintiles de mayores recursos (8,5%). Esta fuerte 
correlación con el nivel de ingreso se mantiene en todas las variables: sólo 
cerca del 12% de jóvenes del quintil más pobre cotiza a un seguro de salud o 
sistema de pensiones, frente a un 60% del quintil más rico. De manera similar, 
quienes pertenecen a los quintiles de menores recursos tienen más 
probabilidades de tener un empleo informal (77%) en comparación con los que 
tienen más recursos (41%). En consecuencia, se puede afirmar que la situación 
laboral de los jóvenes latinoamericano es crítica, dinámica y segmentada, todo 
lo cual presenta un gran desafío para las políticas públicas. 
 

 
 

 
LA PARTICIPACIÓN DE LOS JÓVENES EN EL MUNDO DEL TRABAJO 
 
Participación laboral 
 
En América Latina y el Caribe, una tendencia reciente con respecto a la 
participación de los jóvenes en el mercado de trabajo es la reducción de su 
tasa de participación. Dado que la transición demográfica implica que el 
número de los jóvenes está creciendo menos que el de los adultos, el menor 
crecimiento de la participación refuerza el descenso de la proporción de los 
jóvenes en la fuerza de trabajo. En este descenso se refleja, más que todo, la 
mayor permanencia de los jóvenes en el sistema educativo, ya que aumentó la 
proporción de los estudiantes en todos los grupos etarios.  
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 La tasa de participación de los jóvenes de 15 a 24 años descendió de 

55,2% en 2005 a 52,1% en 2011. 
 El porcentaje de jóvenes que sólo estudió aumentó de 32,9% en 2005 a 

34.5% en 2011. Esto significa que, independientemente de la coyuntura 
económica, existe una creciente conciencia sobre la importancia de la 
educación para el futuro de los jóvenes.  

 
Desempleo  
 
 La tasa de desempleo de los jóvenes de 15 a 24 años para 18 países de 

América Latina es entre 2 y 4,3 veces superior a la tasa de los adultos de 25 
años y más. 

 Entre 2005 y 2011 el desempleo de los jóvenes de 15 a 24 años se redujo 
de 16,4% a 13,9%84.     

 Si bien esta reducción del desempleo es positiva, la importancia del 
desempleo juvenil debe ser también considerada frente a la magnitud del 
desempleo total: los jóvenes desempleados representan más del 40% del 
total de los desempleados de la región y en algunos países más de la mitad 
del total de desempleados (Guatemala, Honduras, Paraguay y Perú).  

 Asimismo, destaca la gravedad del problema en el caso de las mujeres 
jóvenes, cuya tasa de desempleo a nivel regional alcanzó el 17,7%, 
comparado con un 11,4% en el caso de los hombres jóvenes.  

 
Jóvenes que no trabajan ni estudian  
 
Una buena noticia es que la tasa de jóvenes que no estudian ni trabajan 
“NINIs” no ha variado mucho con la reciente crisis (finales de 2008 y 2009) y el 

                                                 
84 Según datos del Panorama Laboral 2013 la tasa de desempleo juvenil urbana aumentó en los primeros 
nueves meses de 2013 al 14,5% frente al 14,2% en igual período de 2012. No obstante el incremento del 
desempeño juvenil urbano en 2012, las estimaciones preliminares de la tasa de desempleo juvenil con 
cobertura nacional en 2013 (13,6%) continúan mostrando un nivel de desempleo inferior a los años 
previos de la crisis. 
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posterior período de recuperación, manteniéndose cerca del 20% de los 
jóvenes en edad de trabajar.   
 
 En 2011 los NINIs representaban el 20,3% de jóvenes en edad de trabajar 

(cerca de 21.8 millones). De este total el 24,6% buscaba empleo y el 
restante 75,4% no lo hacía.  

 Del total de “NINIs” que buscaban empleo (cerca de 5,4 millones de 
jóvenes), la gran mayoría (67%) tenía experiencia laboral y un 33% buscaba 
empleo por primera vez.  

 Entre los NINIs se distinguen dos situaciones claramente diferenciadas por 
sexo: entre las mujeres jóvenes (el 70% de los NINIs), un elevado 
porcentaje (71%) se dedica a los quehaceres domésticos, mientras que en 
los hombres sólo es el 15%, lo que apunta un problema relacionado a 
patrones culturales, en particular la desigual distribución de las tareas 
domésticas entre los miembros del hogar.   

 Por otra parte, hay un porcentaje considerable de jóvenes, 21% del total de 
NINIs (cerca de 4,6 millones), compuesto en su mayoría por hombres (63%) 
que no trabajan, no estudian ni tampoco se dedican a los quehaceres del 
hogar. Aunque muchos de ellos están en esta situación de manera 
temporal, entre diferentes actividades laborales o educativas, otros 
representan un “núcleo duro” de jóvenes excluidos que requieren 
respuestas de políticas públicas, en beneficio de sus propias perspectivas 
de vida y de la cohesión social.  

 

 
 
Ramas de actividad económica  
 
 En términos de composición de la ocupación, tanto juvenil como adulta, por 

ramas de actividad económica, se confirma la tendencia de la caída de la 
participación en la agricultura y, en menor medida, en la industria 
manufacturera. La caída de la participación en este último sector, siguiendo 
las tendencias mundiales, responde a los importantes cambios tecnológicos 
y su impacto en la productividad laboral. Muy por el contrario, creció la 
participación en los sectores de construcción y, sobre todo, de comercio.  
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 A nivel regional, el empleo de los jóvenes se concentra en tres ramas de 
actividad: comercio (29,1%), servicios (20,9%) e industria (14.3%), en ese 
orden, en 2011.  

 Entre 2005 y 2011, los mayores aumentos del empleo juvenil se registran 
en comercio debido a la mayor participación de las mujeres. También 
registra un incremento la construcción, en este caso, sobre todo los 
hombres. Las ramas de actividad (comercio y servicios) en que 
mayoritariamente se desempeñan los jóvenes, ponen en evidencia su baja 
productividad y bajos ingresos, así como condiciones de trabajo 
desfavorables y escasa cobertura de protección social.  

 La proporción de mujeres jóvenes en el sector terciario es mucho mayor 
que la de hombres jóvenes. Si sumamos el sector comercio y los servicios a 
nivel regional, los hombres representan el 38% y las mujeres el 69%; esto 
significa que la tercerización de la mano de obra fue más rápida en el caso 
de las mujeres que en el de los hombres.   

 

 
 
Empleo informal 
 
 En América Latina el empleo informal no agrícola ascendió a 47,4% en 

2011 y los datos desagregados por edad muestran que éste tiene una 
mayor incidencia entre los trabajadores jóvenes que entre los adultos. En 
efecto, se estima que en el año 2011, el 55,6% de jóvenes ocupados de 15 
a 24 años (cerca de 27 millones de jóvenes) tenía un empleo informal, a 
diferencia del 45,6% en el caso de los ocupados de 25 años y más.  
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 El empleo informal no agrícola es mayor en el caso de las mujeres jóvenes 
(56,9%) que entre los hombres jóvenes (54,7%).  

 Si bien para el período 2005-2011 se ha mostrado una tendencia 
decreciente de empleo informal para ambos grupos de edad, fue mayor el 
descenso en el caso de los jóvenes que en los adultos. El empleo informal 
no agrícola descendió de 52% en 2005 a 47,4% en 2011, y en el caso de 
los adultos bajo de 49,6% a 45,6% y en los jóvenes de 61,4% a 55,6%, 
respectivamente.  

 

 
 
 

 
 
 Los jóvenes representan el 21,8% del total del empleo informal no agrícola. 

De este total, el 51,9% trabaja en el sector informal, el 39,4% en el sector 
formal y el 8,8% como trabajadores domésticos. 
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 El 31,2% de jóvenes que trabajan en empresas del sector formal tiene 
empleo informal, esta proporción es cerca de la mitad en los adultos 
(15,2%).  

 Otra importante diferencia de la incidencia del empleo informal entre 
jóvenes y adultos se da en las diferentes proporciones de asalariados e 
independientes. En efecto, la mayor parte del empleo informal de los 
jóvenes está compuesto por asalariados (62,3%), mientras que en los 
adultos son los independientes (47,9%).  

 Del total de jóvenes que trabajan como asalariados privados el 45,4% tiene 
empleo informal, a diferencia del 29,5% de los adultos. De manera similar, 
el 87,1% de jóvenes que trabajan por cuenta propia tiene empleo informal 
(83% en el caso de los adultos). 

 

 
 

 Entre los asalariados de empresas privadas, la mayor proporción de empleo 
informal, tanto en los jóvenes como en los adultos, se da en las 
microempresas (hasta 10 trabajadores), que representan el 42,3% y el 
23,6% del total del empleo informal de los jóvenes y adultos, res-
pectivamente.  

 Todo esto sugiere que el trabajo asalariado informal es un punto de entrada 
al mercado laboral de muchos jóvenes y esa condición se reduce a medida 
que adquieren experiencia o tienen mejores condiciones para encontrar un 
empleo en el sector formal o de satisfacer el deseo de trabajar por su 
cuenta propia. 

 
Nivel de ingresos 
 
 Los ingresos laborales han registrado mejorías en la región. Según el 

Informe Mundial de Salarios 2012/2013 de la OIT, en América Latina y el 
Caribe los salarios promedio mensuales reales crecieron entre los años 
2006 a 2011 a una tasa promedio anual de 2,1%.  

 Estas tendencias salariales favorecieron en alguna medida a los jóvenes. 
Observando el desempeño de los salarios promedio mensuales reales, para 
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un grupo de 10 países con información para el período 2005-2011, vemos 
que en la mayoría de los países el salario real de los jóvenes al final del 
período fue mayor que el registrado al inicio del mismo. Las excepciones 
fueron en El Salvador y México: el primer país experimentó un deterioro de 
sus salarios reales durante los años 2006 a 2009 y 2011, mientras que el 
segundo desde la crisis de 2009 hasta 2011.  

 En esta evolución de los salarios promedios mensuales de los jóvenes se 
debe destacar también el impacto de los salarios mínimos legales, nivel de 
entrada para muchos jóvenes de la región. Para este grupo de 10 países 
durante 2005-2011, el salario mínimo real tuvo una tasa de crecimiento 
promedio simple de 3,3% anual y el promedio ponderado de 3,7% anual.  

 Asimismo, se redujo en la mayoría de países las disparidades salariales por 
género entre los jóvenes; no obstante, éstas continúan incrementándose 
con la edad. Comparativamente, las mujeres gozan de una mejor inserción 
laboral como asalariadas, tomando en cuenta las menores diferencias 
salariales frente a los hombres a lo largo de vida laboral. 

 

 
 

 Teniendo en cuenta el descuento salarial de los jóvenes debido a su menor 
experiencia laboral y al hecho de que los primeros empleos son más 
propensos a ser de bajos salarios, existe un mayor riesgo en los jóvenes 
que en los adultos de ser empleados en empleos de bajos salarios, 
definidos como los ingresos que son menores que los dos tercios de la 
mediana de los ingresos.  

 Para el año 2011, se observa una mayor incidencia de empleo de bajos 
salarios en los trabajadores jóvenes que en los adultos: los rangos para los 
jóvenes van desde un 52,9% en Colombia a un 37% en Ecuador, y en el 
caso de los adultos entre 30% en Brasil y 18% en El Salvador.  

 Asimismo, se observa una gran concentración de mujeres jóvenes y 
también, pero en menor magnitud, de mujeres adultas en empleos de bajos 
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salarios. En todos los países con información, el riesgo de empleo de bajos 
salarios es mayor para las mujeres que para los hombres.  

 En todos los países existe una fuerte correlación negativa entre los niveles 
educativos y la incidencia del empleo de bajos salarios entre los jóvenes. 
Así, por ejemplo, en Colombia, Ecuador, Panamá y Uruguay entre un 60% y 
un 74% de los jóvenes de 15 a 24 años con sólo nivel primario recibe bajos 
salarios, mientras que la incidencia de empleos de bajos salarios disminuye 
entre 26% y 20% en el caso de los jóvenes que tienen nivel educativo su-
perior. Estos hechos confirman que los logros educativos y la capacitación 
son factores clave en la determinación del empleo de bajos salarios. 

 
POLÍTICAS PARA LA ACCIÓN 
 
La resolución relativa al empleo de los jóvenes, aprobada por la Conferencia 
Internacional del Trabajo en 2005, presentó un conjunto amplio de políticas y 
programas para hacer frente al problema del empleo de este grupo. Las 
políticas y programas abarcaban desde acciones macroeconómicas y marcos 
reglamentarios para aumentar la tasa de crecimiento del empleo, hasta 
políticas de mercado de trabajo e intervenciones específicas orientadas a 
grupos de jóvenes desfavorecidos.  
 
En junio de 2012, la Conferencia realizó una discusión general sobre la base 
del informe “La crisis del empleo de los jóvenes: ¡Actuemos ya!” y adoptó un 
conjunto de conclusiones que complementan, y en muchos casos hacen 
operativa, la resolución aprobada en 2005.  
 
Gran parte de los países de América Latina y el Caribe vienen desarrollando 
políticas de promoción del trabajo decente para la juventud con el fin de hacer 
frente a los particulares desafíos del empleo juvenil. De esa vasta experiencia, 
se puede concluir que no existen soluciones simples y masivas para este 
problema, sino que se requieren intervenciones diversas. De igual modo, puede 
afirmarse la existencia de un consenso regional sobre la importancia de este 
tema. Existe, además, un acuerdo común en advertir que las intervenciones 
fragmentadas y aisladas no van a lograr por sí solas el objetivo del trabajo 
decente para los jóvenes.  
 
La experiencia acumulada ha ido configurando un escenario en el que el 
objetivo de un trabajo decente para la juventud sigue teniendo una amplia 
relevancia, así como la necesidad de priorizar y mejorar en áreas como:  
 
 El acceso a una educación de calidad que desarrolle competencias básicas 

para la vida.  
 El incremento de oportunidades de formación laboral que ofrezcan 

competencias técnicas y específicas para la inserción en un trabajo decente 
y productivo.  

 El mejoramiento de la calidad del empleo y de manera particular la 
formalización de la informalidad juvenil.  

 La articulación entre educación y formación para el trabajo que facilite hacer 
realidad  

 La idea de una educación a lo largo de la vida.  
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 La promoción de un ambiente propicio para el desarrollo empresarial 
sostenible que amplíe las oportunidades para las iniciativas empresariales 
generadoras de empleo de calidad y de trabajo decente.  

 El fortalecimiento de los mecanismos de diálogo social, incluida la 
negociación colectiva, y la participación de los actores sociales en la 
elaboración de medidas que faciliten soluciones a los desafíos que plantean 
las necesidades de trabajo decente para los jóvenes, en el marco del 
respeto de los principios y derechos fundamentales en el trabajo.  

 
Con el fin de establecer una hoja de ruta y coordinar, optimizar y dar una 
respuesta urgente al “llamado a la acción” realizado por la OIT, y en 
consonancia con el Plan de Seguimiento (2012-2017) aprobado por el Consejo 
de Administración de la OIT (octubre de 2012), los días 3 y 4 de octubre de 
2013 tuvo lugar la Reunión Iberoamericana “La crisis del empleo juvenil: un 
llamado a la acción. Prioridades y líneas de acción en América Latina y el 
Caribe”. En ella se llevaron a cabo consultas con gobiernos e interlocutores 
sociales de las Américas y se establecieron las principales prioridades y líneas 
de acción que guiarán el quehacer de la Oficina en los próximos años. Los 
objetivos se organizaron bajo los tres pilares de acción establecidos por la OIT 
en las Américas para el período 2013-2017. 
 
Desarrollo y difusión de conocimientos: mejorar el conocimiento sobre el 
mercado laboral juvenil  
 
Se considera de gran prioridad el desarrollo de políticas y programas juveniles 
más eficaces basados en un mejor conocimiento de la transición escuela-
trabajo. Debido a la escasa información sobre el mercado laboral, se busca 
analizar la información sobre los principales indicadores de la demanda laboral 
y desagregarla. Al mismo tiempo, la OIT se propone asistir técnicamente a los 
institutos de estadística y a los ministerios de trabajo para el desarrollo de in-
dicadores que permitan hacer un análisis permanente de la trayectoria del 
mercado laboral juvenil y desarrollar capacidad nacional para que se produzcan 
análisis de coyuntura sobre el mercado de trabajo juvenil.  
 
 Para mejorar el conocimiento de los programas y de las políticas de empleo 

juvenil, se considera pertinente coadyuvar al desarrollo de la cooperación 
Sur-Sur. La Plataforma Regional (América Latina y el Caribe) servirá tanto 
para la formulación de recomendaciones de políticas y programas a nivel 
nacional como para la elaboración de un inventario global de la OIT sobre 
políticas de empleo juvenil en todo el mundo. Este inventario global facilitará 
la comparación y revisión de políticas nacionales y/o regionales a través de: 
la identificación y documentación de las principales políticas que de manera 
directa e indirecta están promoviendo el trabajo decente para los jóvenes en 
América Latina y el Caribe; la sistematización de experiencias innovadoras 
en materia de políticas y marcos regulatorios que promuevan el trabajo 
decente y empleabilidad de los jóvenes de la región, y de la documentación 
y difusión de buenas prácticas de programas y políticas de empleo juvenil. 
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Asistencia técnica y fortalecimiento de capacidades 
 
En relación a las políticas de empleo y económicas para promover el empleo 
juvenil, se tiene por objetivo continuar impulsando planes nacionales que sean 
fiscalmente sustentables y evaluables, y que cuenten con la participación de los 
actores sociales. Además, se apoya el desarrollo de políticas y estrategias de 
emprendimiento y de creación de empleos verdes para los jóvenes. Las metas 
son:  
 
 La formalización de la informalidad juvenil será promovida a través de 

estrategias y políticas que estimulen la formalización de las relaciones 
laborales de los jóvenes (27,5 millones), con especial énfasis en todos 
aquellos que están fuera de los sistemas de seguridad social y que no 
contribuyen a sistemas públicos o privados de pensiones. Para ello se 
promoverá la formalización tanto de pequeñas y medianas empresas –en 
un entorno propicio para su desarrollo sostenible– como de los jóvenes que 
trabajan por cuenta propia en condición de informalidad. 

 La empleabilidad –educación, formación y competencias, y transición de la 
escuela al trabajo– será mejorada a través de programas de inserción 
laboral y de desarrollo de competencias profesionales; el alineamiento de la 
educación con la demanda del mercado de trabajo y de la estrategia de 
desarrollo nacional; la expansión de las oportunidades de educación técnica 
y de formación profesional, y el fortalecimiento de los servicios de empleos 
para incrementar su capacidad de interacción entre la oferta y la demanda 
de trabajo.  

 En lo que respecta a las políticas de mercado de trabajo, se tiene por 
objetivos incorporar a la estrategia de la formalización de las empresas, 
subsidios a las pasantías laborales que favorezcan el acceso al primer 
empleo; implementar programas específicos que desarrollen la 
empleabilidad de los jóvenes que no estudian ni trabajan (NINIs) y otros 
grupos vulnerables, e impulsar estrategias de creación de empleo en la 
economía del cuidado a fin de mejorar el acceso de los jóvenes al mundo 
del trabajo.  

 Las iniciativas empresariales y el empleo por cuenta propia de los jóvenes 
se ven como prioridades reforzadas, mediante el incremento de 
productividad de las iniciativas de autoempleo de los jóvenes en el ámbito 
rural; la promoción de programas de formación de competencias para el 
desarrollo de microemprendimientos productivos; la mejora de las 
condiciones de trabajo, y la productividad del empleo juvenil a través de la 
promoción de empresas sostenibles, en conformidad con las conclusiones 
de la CIT 2007.  

 Finalmente, en el ámbito de los derechos de los jóvenes, se prioriza 
promover y gestionar políticas de empleo que amplíen la cobertura de 
protección social de los jóvenes; propiciar mecanismos de diálogo tripartito 
con participación de los jóvenes para la promoción del trabajo decente para 
la juventud, y mejorar la protección de los derechos laborales de los jóvenes 
que migran de zonas rurales a la ciudad y de un país a otro. 
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Alianzas y promoción del trabajo decente para la juventud en América Latina y 
el Caribe  
 
La promoción del empleo y el trabajo decente para la juventud es una de las 
prioridades del Sistema de Naciones Unidas (SNU) en América Latina y el 
Caribe, para lo cual debe articularse el trabajo con el resto de las agencias del 
SNU a través del Grupo Regional Interagencial, y desarrollar iniciativas y 
programas conjuntos a partir de la experiencia acumulada con los programas 
conjuntos de empleo juvenil desarrollados en el marco de los ODM. Asimismo, 
establecer la promoción del empleo y del trabajo decente como una de las 
prioridades en las Agendas Políticas de Juventud en América Latina y el 
Caribe, a través de las políticas de juventud de la región y del impulso de la 
Declaración de Bahía85. 
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COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES, PREVISIÓN SOCIAL Y ASUNTOS 
JURÍDICOS DEL PARLAMENTO LATINOAMERICANO 

 
PROYECTO DE LEY MARCO SOBRE EMPLEO JUVENIL 

 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
 

La promoción del trabajo decente para los jóvenes es una de las tareas 
básicas en el esfuerzo de la región por el desarrollo. Es parte del 
compromiso de los Objetivos de Desarrollo del Milenio suscrito por los países 
miembros de las Naciones Unidas, en particular del Octavo Objetivo –
“Fomentar una asociación mundial para el desarrollo”– en cuya Meta 16 se 
especifica: “En cooperación  con los países en desarrollo, elaborar y 
aplicar estrategias que proporcionen a los jóvenes un trabajo digno y 
productivo”. La tasa de desempleo juvenil es el indicador con el cual se 
evaluará esta meta. 
 
En la 93ª Conferencia Internacional del Trabajo de junio 2005, la OIT asumió el 
objetivo de lograr el trabajo decente para los y las jóvenes como un elemento 
crucial para avanzar en la erradicación de la pobreza y para lograr el desarrollo 
sostenible, el crecimiento y bienestar para todos.    
 
En el Parlatino como producto del trabajo de la Reunión Conjunta de las 
Comisiones de Asuntos Laborales, Previsión Social y Asuntos Jurídicos y de 
Equidad de Género, Niñez y Juventud, se realizó una valoración en la que los 
representantes de los distintos países aportaron aspectos positivos, negativos 
o carencias de las que adolecen sus respectivas legislaciones en materias de 
seguridad laboral, sobre todo en lo que atañe a grupos vulnerables como 
mujeres, niñas, niños, adolescentes, jóvenes, discapacitados, indígenas  y 
adultos mayores. Bajo este análisis se planteó la necesidad de promover 
principios universales que apuntalen la búsqueda de equidad e inclusión.  
 
En este sentido se propuso promover recomendaciones  desde el Parlamento 
Latinoamericano con la finalidad de impulsar y coadyuvar al esfuerzo de los 
países miembros en la promulgación de leyes que contemplen la 
seguridad social de grupos vulnerables para que gocen de derechos 
plenos en apego a los derechos universales y tratados internacionales, 
situación que redundaría en beneficio de la sociedad en su conjunto, creando 
las condiciones para un desarrollo pleno tanto en la social, humano como 
económico.  
 
En ese sentido la XVII Asamblea Ordinaria del Parlamento Latinoamericano 
resolvió: Recomendar a los Parlamentos integrantes del Parlatino, dentro de 
sus competencias constitucionales, legislar, actualizar legislación o controlar el 
cumplimiento de la legislación existente sobre  el régimen de inscripción 
simplificada y aportación gradual a los organismos de recaudación impositiva y 
de seguridad social para facilitar el ingreso de los pequeños emprendimientos 
que inicien actividades. Asimismo prever que estos regímenes  apoyen, 
estimulen o financien el emprendedurismo, la creación de pequeñas y 
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medianas empresas, en particular cuando los gestores sean jóvenes 
desempleados, cuando las iniciativas o el giro de las actividades sean 
innovadoras y aseguren ser generadoras de empleo productivo y de trabajo 
decente.  También resolvió apoyar regímenes de promoción o facilitación del 
trabajo de  jóvenes como primera experiencia laboral. 
 
A su vez el concepto de trabajo decente propuesto por el Director General de 
la OIT alude a un trabajo productivo con remuneración justa, seguridad en 
el lugar de trabajo y protección social para el trabajador y su familia, 
mejores perspectivas para el desarrollo personal y social, libertad para 
que manifiesten sus preocupaciones, se organicen y participen en la toma 
de decisiones que afectan a sus vidas así como la igualdad de 
oportunidades y de trato para mujeres y hombres. 
 
El trabajo decente exige articular objetivos a corto, mediano y largo plazo y 
tomar en consideración el ciclo de vida y la trayectoria personal. El itinerario 
laboral no debería comenzar con un empleo o un trabajo sino que debería 
iniciarse con la educación, la formación o la acumulación de experiencia 
laboral o empresarial, primeros tramos de una trayectoria de trabajo 
decente. 
 
Una manera de conocer la situación de la juventud es mediante el análisis de 
su relación con respecto al estudio y el trabajo. En tal sentido, es posible 
clasificar a los jóvenes en cuatro grupos: (a) los que solamente estudian, (b) 
los que solamente trabajan, (c) aquéllos que trabajan y estudian; y (d) los 
que no trabajan ni estudian. 
En todo caso, se parte del principio de que lo mejor es lograr la mayor 
permanencia posible de los jóvenes en la formación educativa, retardando su 
participación en el mercado laboral hasta que su mayor calificación técnica o 
profesional les permita una mejor inserción laboral. Llevado al extremo, lo 
deseable sería que todos o, al menos la mayoría de las y los jóvenes, 
especialmente, en el tramo de 15 a 17 años, se dediquen solamente a 
estudiar; sin embargo, se observa que quienes conforman este grupo 
solamente representan la tercera parte del total de jóvenes. 
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Cuando los jóvenes no visualizan una trayectoria laboral que les garantice una 
movilidad socioeconómica positiva –una trayectoria de trabajo decente– 
empiezan a cuestionar la validez de la educación y del mercado de trabajo 
como medios para obtener el progreso personal y social lo que acaba 
generando desmotivación y apatía así como problemas para la cohesión de la 
sociedad y la integración social de los propios jóvenes. La ausencia de 
expectativas de trayectoria laboral en los jóvenes es un fenómeno creciente en 
la región asociado a la crisis o ausencia de figuras referentes. La ausencia de 
los padres es un fenómeno que está generalizado en algunos países de la 
región donde muchos migraron masivamente y una parte de la generación de 
jóvenes ha crecido sin tenerlos cerca. 
 
 
La Organización Internacional del Trabajo (OIT) informó en 2010 de que 81 de 
los 620 millones de  jóvenes de 15 a 24 años de todo el mundo 
económicamente activos, es decir 13% del total, estaban desempleados el año 
anterior, debido mayormente a la crisis financiera y económica mundial. 
 
Por definición, todos los jóvenes (entre 15-24 años) forman parte de la 
Población en Edad de Trabajar (PET); en América Latina la PET juvenil estaría 
conformada para el año 2010 por 104.2 millones de personas, de las cuales 
cerca de 50 millones se encuentra trabajando o están buscando activamente 
empleo, es decir, conforman la Población Económicamente Activa (PEA). 
 
 
Según informe Panorama Laboral 2011, en América Latina y el Caribe la tasa 
promedio de desempleo disminuyó para hombres, mujeres y jóvenes en 2011. 
Sin embargo, el desempleo femenino equivale a 1.4 veces el masculino, 
mientras que los jóvenes registran un porcentaje de desocupación que triplica 
al de los adultos (14,9% para los jóvenes y 5,0% para los adultos). 
 
Seis de cada diez jóvenes tienen un empleo informal y uno de cada tres 
sólo encuentran empleo en el sector informal. De aquellos que logran 
empleo en el sector formal de empresas, treinta y siete de cada cien no 
están protegidos por la seguridad social, porque en la práctica acceden a 
empleos precarios y son más vulnerables a los ciclos económicos. De persistir 
estas brechas de trabajo decente se compromete el futuro de estos jóvenes; 
revertir esta situación demanda de compromiso y voluntad política de los 
gobiernos y actores sociales. 
 
En un enfoque de crecimiento económico sustentado en el crecimiento con 
calidad, esto es, aumentando la inversión productiva y de largo plazo (y 
desestimulando la especulativa y de corto plazo), mejorando la redistribución 
de la riqueza, reduciendo la pobreza y eliminando la indigencia, generando 
empleos productivos, mejorando los ingresos del trabajo, extendiendo la 
protección social, progresando en la igualdad de las oportunidades y de trato, 
eliminando el trabajo infantil y profundizando la democracia a través de 
diálogo social, el Trabajo Decente no es una consecuencia espontánea 
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del crecimiento del Producto Interno Bruto y del libre juego de los 
mercados.  Es por el contrario, un enfoque que guía y orienta el 
funcionamiento de los mercados hacia los objetivos prioritarios de la 
sociedad y, en particular, hacia la creación de trabajos dignos. 
 
Las políticas de empleo cumplen un papel fundamental en la estrategia de 
crecimiento así definida, porque a la vez que son funcionales al objetivo de 
alcanzar tasas de crecimiento económico elevadas (lo que permite acelerar la 
generación de empleo de calidad), contribuyen a mantener el rumbo de la 
estrategia general de crecimiento con Trabajo Decente. 
 
El presente proyecto de ley tiene como objetivo contribuir a mejorar la inserción 
laboral de las y los jóvenes, facilitando el acceso a las primeras experiencias 
laborales, a la compatibilización entre estudios y trabajos, a la capacitación y 
formación, desde la perspectiva de la previsión, seguridad social de los 
derechos fundamentales.  
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PROYECTO DE LEY MARCO 
 
 

CAPITULO I: PRINCIPIOS 
 

Sección única 
 
Artículo 1º (Objeto).- La presente Ley Marco tiene por objeto promover el 
trabajo decente de las personas jóvenes, vinculando el empleo, la educación y 
la formación profesional desde la perspectiva de los derechos fundamentales. 
A tal efecto, regula instrumentos tendientes a generar oportunidades para el 
acceso al mundo del trabajo en relación de dependencia, así como la 
realización de prácticas laborales en el marco de programas educativos y de 
formación y la promoción de emprendimientos juveniles autónomos. 
 
El Estado promocionará que las empresas privadas desarrollen acciones de 
discriminación afirmativa o acciones preferenciales contenidas en el artículo 19 
de la presente ley. 
 
Artículo 2º (Principios).- Son principios rectores de los programas, planes y 
modalidades contractuales de empleo y formación para jóvenes: 
 
1. El trabajo decente y sus diversos componentes de respeto y 

promoción de los derechos laborales fundamentales, el empleo e 
ingresos justos; la no discriminación por razones de edad, género, sexo, 
orientación sexual, etnia, nivel socio económico, discapacidad física ó 
mental o de cualquier otro tipo; la protección social y seguridad social y el 
diálogo social 
 

2. El acuerdo socio-educativo y la responsabilidad, participación y 
compromiso: 
 

a) Del sector público, en la planificación, orientación y supervisión de los 
planes y programas en materia de formación profesional y empleo juvenil. 

b) De las empresas y organizaciones del sector privado, en la generación de 
empleo decente y en la colaboración en materia de formación. 

c) De las organizaciones de trabajadores, en la promoción y defensa de los 
derechos de los y las trabajadoras jóvenes. 

d) De las instituciones de formación, en el diseño, capacitación, seguimiento y 
apoyo a los programas de trabajo y empleo juvenil. 

e) De las personas jóvenes y sus organizaciones, en sus propuestas, en el 
desarrollo de sus competencias y en la definición e implementación de sus 
trayectorias laborales y educativas. 

 
CAPITULO II: DE LA PROMOCION DEL TRABAJO DECENTE JUVENIL 

 
Artículo  3° (Coordinación).- Se elaboraran y articularán las acciones en 
coordinación con los organismos vinculados con la educación, desarrollo social, 
juventud, trabajo  y seguridad social  
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Artículo 4º (Contenidos).- La coordinación entre los distintos organismos 
involucrados tendrá competencias en materia de articulación de las ofertas 
educativas y formativas, en el seguimiento al tránsito entre educación y trabajo, 
el establecimiento de acciones en la orientación e intermediación laboral y en el 
aseguramiento de la calidad en el empleo de las y los jóvenes. 
En particular, la promoción del trabajo decente juvenil implicará: 

1) Vincular eficazmente las acciones de los organismos públicos con 
competencias en materia de promoción del trabajo juvenil, y en 
educación y formación, así como con las iniciativas tripartitas y de las 
organizaciones de jóvenes, trabajadores y de empleadores. 

2) Generar información específica sobre la actividad económica a los 
efectos del análisis de la evolución y la proyección del empleo en lo que 
afecta a la población joven. 

3) Promover la articulación, cooperación y complementación entre las 
demandas de calificación y de competencias laborales y el sistema 
educativo formal y no formal. 

4) Desarrollar dispositivos específicos que atiendan la particularidad de las 
y los jóvenes en la orientación e intermediación laboral. 

5) Dar seguimiento y apoyo a las inserciones laborales. 
6) Facilitar la formalización, el acceso al crédito, la asistencia técnica y el 

seguimiento a emprendedores y microempresarios jóvenes. 

La promoción del trabajo decente juvenil deberá tener en especial 
consideración la situación de las personas jóvenes provenientes de los hogares 
de menores recursos, velando especialmente por quienes tengan cargas 
familiares, especialmente jóvenes  embarazadas en condición de empleo, se 
encuentren desvinculadas del sistema educativo, así como de los jóvenes 
desempleados con discapacidades físicas y/o mentales de acuerdo a los 
requerimientos del puesto de trabajo. 
 

CAPITULO III: MODALIDADES CONTRACTUALES EN EL SECTOR 
PRIVADO 

 
Sección primera: Disposiciones generales 

 
Artículo 5º (Requisitos de los empleadores).-Las empresas u organismos que 
incorporen jóvenes en el marco de las modalidades contractuales establecidas 
en las secciones segunda a quinta del presente capítulo deberán: 

a) Acreditar que se encuentran en situación regular de pagos con las 
contribuciones especiales de seguridad social. 

b) No haber rescindido unilateralmente ningún contrato laboral, ni haber 
realizado envíos al seguro por desempleo durante los 90 (noventa) días 
anteriores a la contratación ni durante el plazo que durare la misma, 
respecto de trabajadores que realicen iguales o similares tareas o 
funciones a las que la persona joven contratada vaya a realizar en el 
establecimiento, con excepción de aquellas rescisiones fundadas en 
notoria mala conducta. 

Asimismo, quedan exceptuadas aquellas actividades en las que por su 
naturaleza se celebran contrataciones zafrales y no serán consideradas 
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aquellas contrataciones con plazo determinado. Por razones fundadas y a 
petición de parte interesada, se podrán establecer otras excepciones. 
Todas las excepciones deberán ser autorizadas expresamente por el 
organismo competente. 

c) El porcentaje de personas empleadas a través de las modalidades 
establecidas en la presente Ley no podrá exceder el 20% (veinte por 
ciento) de la plantilla permanente en la empresa. 

Aquellas empresas con menos de 10 (diez) trabajadores podrán contratar un 
máximo de 2 (dos) personas jóvenes. El límite de contratación podrá 
modificarse cuando se trate de empresas en expansión o en período de 
instalación y de puestos de trabajo nuevos, previa autorización. 
El organismo regulador podrá determinar las sanciones o penalidades que 
correspondan por la violación de plazos máximos u otras condiciones que 
existan en la legislación respecto a estas modalidades contractuales.  
 
Artículo 6º (Condiciones).- Podrán ser contratadas bajo las modalidades 
preceptuadas en la presente ley las personas jóvenes a partir de una edad 
mínima definida por cada país y hasta la edad máxima establecida para cada 
una de las modalidades previstas en las secciones segunda, tercera y cuarta 
del presente capítulo. En todos los casos, el trabajador deberá recibir salario, 
prestaciones y seguro social en los mismos términos y condiciones que el resto 
de los trabajadores del sector.  
En caso de ser contratadas personas menores de 18 (dieciocho) años se las 
protegerá contra el desempeño de cualquier tipo de trabajo peligroso, nocivo 
para su salud o para su desarrollo físico, espiritual, moral o social, 
prohibiéndose todo trabajo que no le permita gozar de bienestar en compañía 
de su familia o responsables o que entorpezca su formación educativa. 
En la relación laboral de las y los trabajadores jóvenes podrá preverse un plazo 
de prueba de acuerdo a la legislación general laboral de cada país. 
El salario y las condiciones de trabajo de las personas jóvenes contratadas se 
ajustarán a lo dispuesto en las leyes, laudos y convenios colectivos vigentes. 
 
Artículo 7º (Seguridad social).- Las y los jóvenes que se contraten bajo las 
modalidades previstas en las secciones segunda a cuarta de presente capítulo, 
deberán ser inscriptos en los organismos de seguridad social, gozando de 
todos los derechos y beneficios establecidos en las normas laborales vigentes 
y de todas las prestaciones de seguridad social. 
 
Artículo 8º (Régimen de estímulos para las empresas).- Las empresas privadas 
que empleen jóvenes bajo las modalidades establecidas en el presente capítulo 
gozarán de los siguientes beneficios: 

a) En la modalidad de trabajo protegido y promovido prevista en los 
artículos 14 a 16 se establece un subsidio parcial del salario del 
beneficiario 

b) En la modalidad de primera experiencia laboral regulada en el artículo 10 
de la presente ley, se podará establecer un subsidio de un porcentaje 
máximo de las retribuciones mensuales del trabajador sujetas a aportes. El 
Órgano competente determinará, dentro de ese máximo, una graduación 
tomando en cuenta la situación familiar, social y económica del beneficiario, 
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el tiempo de trabajo y la presentación de planes de capacitación por la 
empresa en relación con el beneficiario. 
c) En la modalidad de práctica laboral para egresados prevista en los 

artículos 11 a 12 de la presente ley podará establecerse un subsidio 
calculado sobre la base del monto predeterminado en su oportunidad.  

d) Utilización gratuita de los servicios de selección y seguimiento ofrecidos 
a través de los organismos responsables de ejecutar los respectivos 
programas de empleo juvenil. 

e) Un mecanismo de certificación que el Poder Ejecutivo establecerá para 
las empresas que participen en cualquiera de las modalidades 
contractuales previstas. La reglamentación regulará las características 
de dicho etiquetado. 

f) Difusión de la participación de la empresa y su marca, por medio de los 
canales de comunicación que dispongan los organismos públicos 
involucrados. 

 
Artículo 9º (Deberes genéricos del empleador).- Las empresas contratantes 
deberán colaborar con la formación y capacitación de los jóvenes en todas las 
modalidades de promoción del trabajo decente juvenil. Asimismo, deberán 
extender una constancia que acredite la experiencia realizada por el joven en el 
puesto de trabajo así como la asistencia, el comportamiento, el desempeño en 
el trabajo y las competencias adquiridas. 
Artículo 9º (b) (Plazos máximos acumulativos). – El organismo competente 
controlará  
que las diferentes modalidades de contrato no supere el tiempo máximo 
especificado para la suma de cada una de ellas. 
 

Sección Segunda: De los contratos de Primera Experiencia Laboral 
 

Artículo 10º (Plazo y Condiciones).- Las contrataciones de Primera Experiencia 
Laboral no podrán ser inferiores a 6 (seis) meses ni exceder de un año. El 
joven beneficiario podrá ser contratado bajo esta modalidad por una sola vez. 
Podrán ser contratadas bajo esta modalidad las personas jóvenes de entre 15 
(quince) y 24 (veinticuatro) años que no hayan tenido experiencia formal de 
trabajo, por un plazo mayor a 90 (noventa) días corridos. A efectos de dicho 
cómputo, no se tomarán en cuenta los aportes realizados en el marco de la 
participación en programas de trabajo protegido y promovido. 
 

Sección Tercera: De la práctica laboral para egresados 
 

Artículo 11º (Plazo y Condiciones).- Las contrataciones de práctica laboral para 
egresados podrán ser convenidas entre empleadores y jóvenes de hasta 29 
(veintinueve) años de edad, con formación previa y en busca de su primer 
empleo vinculado con la titulación que posean, con el objeto de realizar 
trabajos prácticos complementarios y aplicar sus conocimientos teóricos y por 
un plazo entre 6 (seis) meses y un año. 
Ningún joven podrá ser contratado bajo la modalidad de práctica laboral para 
egresados en la misma o distinta empresa por tiempo superior a 12  (doce) 
meses en virtud de la misma titulación. 
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Artículo 12º (Instituciones educativas).- La contratación de práctica laboral para 
egresados sólo podrá concertarse cuando el joven trabajador acredite, 
fehacientemente, haber egresado de centros públicos o privados habilitados de 
enseñanza técnica, comercial, agraria o de servicios, en la forma y las 
condiciones que establezca la reglamentación. 
 
Artículo 13º (Correspondencia formación/trabajo).-El puesto de trabajo y la 
práctica laboral para egresados deberán ser, en todos los casos, adecuados al 
nivel de formación y estudios cursados por el joven practicante. 
 
 

Sección Cuarta: Del trabajo protegido joven 
 
Artículo 14º (Definición).- Será considerado trabajo protegido joven el desarrollo 
en el marco de programas que presenten alguno de los siguientes 
componentes: 

a) Un acompañamiento social de los beneficiarios que comporte asimismo 
la supervisión educativa de las tareas a realizarse. 

b) Subsidios a las empresas participantes 
c) Capacitación al joven 

Los programas podrán combinar etapas formativas en el aula con etapas 
laborales a realizar en empresas del sector productivo en forma simultánea o 
alternada. 
 
Artículo 15º (Ámbito subjetivo).- Los programas de trabajo protegido tendrán 
como beneficiarios a jóvenes menores de 30 (treinta) años, en situación de 
desempleo, pertenecientes a hogares en situación de vulnerabilidad 
socioeconómica. 
 
Artículo 16º (Plazo del contrato).- El plazo de la contratación deberá estar en 
función de los cometidos del programa respectivo, y no podrá ser inferior a 6 
(seis) meses ni exceder los 18 (dieciocho) meses. 
 

Sección Quinta: De la práctica formativa en empresas 
 

Artículo 17º (Definición).- La práctica formativa en empresas es aquella que se 
realiza en el marco de propuestas o cursos de educación, formación y/o 
capacitación laboral de entidades educativas o formativas, con el objeto de 
profundizar y ampliar los conocimientos de forma que permita al o la joven 
aplicar y desarrollar habilidades, conocimientos y aptitudes adquiridas en la 
formación y que son requeridas por la realidad productiva. 
Se fijarán los requisitos que deberán cumplir las propuestas o cursos de 
educación, formación y/o capacitación laboral para participar en la presente 
modalidad. 
Artículo 18º (Condiciones).- La institución educativa y la empresa acordarán por 
escrito las condiciones de trabajo del o de la joven, las que deberán ser 
oportunamente aprobadas. 
La reglamentación de cada país establecerá máximo de horas para la práctica 
formativa y un porcentaje de la carga horaria total del curso, sin que sea 
menester contar con una remuneración asociada al trabajo realizado. 



 277

La empresa deberá contribuir en la formación del joven durante el desarrollo de 
la práctica formativa en la empresa. Al  finalizar la práctica la empresa deberá 
brindar al joven una constancia de la realización de la misma, así como una 
evaluación de su desempeño; esta última también será proporcionada a la 
institución educativa que corresponda. 
 
CAPITULO IV: DE LA PRIMERA EXPERIENCIA LABORAL EN EL ESTADO Y 

EN PERSONAS PÚBLICAS NO ESTATALES 
 

Sección Única: De los contratos de Primera Experiencia Laboral 
 
Artículo 19º (Acciones de discriminación positiva).- Los Organismos del Estado 
y las Personas Públicas no Estatales deberán contratar jóvenes bajo la 
modalidad de Primera Experiencia Laboral un porcentaje importante de 
contrataciones anuales de personal temporario (Becarios y Pasantes)  a 
determinar por cada país. 
Ese 50% del total de contrataciones de primera experiencia laboral deberá 
contener discriminación positiva por razones de género, sexo, orientación 
sexual, etnia minoritaria o población original, discapacidades físicas y mentales 
y de cualquier otra índole y siempre y cuando las características del empleo lo 
permitan. 
 Determinándose a esos efectos porcentajes de participación según la 
presencia de estos colectivos entre los jóvenes de cada país. 
 
CAPITULO V: DE LA PROMOCIÓN DE LOS ESTUDIOS DE LAS PERSONAS 

JÓVENES TRABAJADORAS 
 

Sección Única 
 

Artículo 20º (Continuidad en los estudios).- El Estado deberá promover la 
compatibilidad de las actividades laborales de los jóvenes con la continuidad de 
sus estudios. 
 
Artículo 21º (Reducción del horario por estudios).- Los empleadores que 
reduzcan el horario de aquéllos trabajadores de entre 15 (quince) y 24 
(veinticuatro) años que se encuentren cursando estudios curriculares de 
educación primaria, secundaria básica o superior, educación técnico 
profesional superior, enseñanza universitaria de grado y terciaria de naturaleza 
pública o privada habilitada podrán tener subsidios porcentuales sobre el valor 
de la hora del trabajo en caso de la reducción de la jornada laboral. 
La jornada resultante de la reducción del tiempo de trabajo no podrá ser inferior 
a 4 (cuatro) horas diarias. 
Se reglamentarán las condiciones de acceso y mantenimiento de los beneficios 
establecidos. 
 
Artículo 22º (Subsidio a la licencia por estudios).- Los empleadores que 
otorgaren hasta 8 (ocho) días de licencias por estudios adicionales a 
trabajadores entre las edades mínimas y máximas establecidas por la 
reglamentación de cada país que se encuentren cursando los estudios 
curriculares a que refiere el artículo 20 de la presente ley, podrán percibir un 
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subsidio equivalente a un porcentaje del salario  correspondiente a cada día de 
licencia adicional concedida. 
Se reglamentarán las condiciones de acceso y mantenimiento de los beneficios 
establecidos. 
 
Artículo 23º (Compatibilización con los horarios de estudios).- Los empleadores 
no podrán establecer un régimen de horario rotativo a aquél personal entre las 
edades mínimas y máximas establecidas por la reglamentación de cada país 
que se encuentre cursando los estudios determinados en el artículo 20 de la 
presente ley. 
 
 

CAPITULO VI: DE LOS EMPRENDIMIENTOS JUVENILES 
 

Sección Única 
 

Artículo 24º (Definición).- Por emprendimiento juvenil se entiende a toda 
iniciativa de tipo productivo en el cual se cumplan las siguientes condiciones: 

a) Que la dirección de emprendimiento sea ejercida por un o una joven, o 
que intervengan en ella al menos un 51% (cincuenta y uno por ciento) de 
jóvenes de entre 18 (dieciocho) y 29 (veintinueve) años de edad. 

b) Que el emprendimiento no tenga más de 5 (cinco) años de iniciado. 

 
Artículo 25º (Financiamiento).- Los organismos crediticios del Estado y las 
personas públicas no estatales podrán formular programas de acceso al crédito 
para el fomento de emprendimientos juveniles, con intereses y plazos de 
exigibilidad más favorables. 
 
Artículo 26º (Asistencia técnica).- Los organismos del Estado y las personas 
públicas no estatales podrán formular programas de asistencia técnica para el 
desarrollo de emprendimientos productivos juveniles. 
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PROGRAMA Y AGENDA 
 

ASAMBLEA CONMEMORATIVA DEL 50 ANIVERSARIO DEL 
PARLAMENTO LATINOAMERICANO 

 
Sábado 6 de diciembre  
 
09h00 Izada de la Bandera del Parlamento Latinoamericano  
Lugar: Sede Permanente Parlatino – Parte externa.  
 
09h30 – 12h00 Himno del Parlamento Latinoamericano.  
 
Apertura de la Sesión por parte del Presidente del Parlatino, diputado Elías 
Ariel Castillo González. 
 
Presentación del sobre conmemorativo del 50 Aniversario del Parlamento 
Latinoamericano emitido por la Dirección Nacional de Correos y Telégrafos de 
la República de Panamá.  
 
Conferencia del Secretario General de la OEA, Dr. José Miguel Insulza.  
 
Receso  
 
12h15 Recibimiento del Excmo. Sr. Presidente de la República de Panamá, Dr. 
Juan Carlos Varela, por parte de la Mesa Directiva del PARLATINO.  
 
12h30 Acto Conmemorativo del 50 Aniversario del Parlamento 
Latinoamericano:  
 

 Palabras del Diputado Elías Ariel Castillo González, Presidente del 
Parlatino.  

 
 Reconocimiento del Parlamento Latinoamericano al Gobierno de la 

República de Panamá.  
 

 Palabras del Dr. Juan Carlos Varela, Excmo. Sr. Presidente de la 
República de Panamá.  

 
13h30 Almuerzo ofrecido por el Presidente del Parlamento Latinoamericano en 
honor de las delegaciones parlamentarias e invitados especiales.  
 
Continuación de la Asamblea Conmemorativa del 50 Aniversario del 
Parlamento Latinoamericano.  
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15h00 – 16h00 Conferencia del Dr. Bernardo Kliksberg. Debate.  
 
17h00 Homenaje a los ex-Presidentes del Parlamento Latinoamericano. 
 
Informes sobre los eventos de Mujeres y Jóvenes parlamentarios.  
 
Aprobación de la Resolución “50 Aniversario del Parlamento Latinoamericano”.  
 
Develación del Busto del ex- Presidente del Parlamento Latinoamericano y 
fundador del Organismo, Luis Agustín León.  
 
Fuegos pirotécnicos y danzas en el exterior del edificio.  
 
 
Domingo 7 de diciembre:  
 
Regreso de las delegaciones. 
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